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lismo: trasformacion obrada por los reyes 
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SECCIÓN 1 . a 

Lastimoso estado de la nación española en los siglos XIV 
y XV: desaparición del feudalismo: transformación 

obrada por los reyes católicos. 

Vanos fueron los esfuerzos que el rey Alonso XT h i ­
ciera para reformar la legislación; y precisamente habían 



de ser vanos, euando en voz de reducirla ;í un solo có­
digo, derogando (odos los demás v estableciendo la unidad 
y el orden que la eran tan necesarios, abrazó el vicioso 
sistema de ir amontonando códigos sobre códigos, olvi­
dando el grande pensamiento encerrado en las Partidas, 
(jue acababa de sancionar. « Mandamos, decia una ley de 
esta compilación legal, que todos los de nuestro señorío 
reciban este libro é se juzguen por el 6 non por otras 
leyes, nin por otro fuero.... Et acaesciendo cosas que non 
hayan ley en este libro porque sea menester de se facer 
de nuevo, aquel rey que la íiciere; debela mandar poner 
con estas en el título que fallaren en aquella razón sobre 
que fué fecha la ley; é dentonce vala como las otras leyes. » 

Nunca, jamas, nos cansaremos de alabar la sabiduría, 
el pensamiento sublime, que la grande obra de Alfonso 
X contiene, y que patentemente se manifiesta en lo que 
de copiar acabamos. El sabio monarca Castellano conocía 
que, para que en una nación sea la justicia bien admi­
nistrada, debe haber un solo código para todos los ciuda­
danos. Conocía, empero, también que por mucho que 
fuera el esmero y diligencia con que este código se tra­
bajara, había de notarse en él algunos defectos y omisio­
nes que tendrían que ser reformados después, y para tal 
caso previene, no que se formen cuadernos ó colecciones 
sueltas como acostumbra hacerse por legisladores de ta­
lentos vulgares y menos privilegiados que el sino, sino 
que, « aquel rey que la ficreíé debela mandar poner con 
estas en el titulo que fallaren en aquella razón sobre que 
fue fecha la ley » ¡¡ Ojala, que los que en el trono su­
cedieron á este rey inmortal, le hubieran sucedido tam­
bién en su inmortal pensamiento.!!! 

No tendríamos que deplorar ahora los males que á la 
España le han (raido, el desorden, el desconcierto y el 
caos, en que su legislación se encuentra hace mas de mil 
años. Pero por desgracia, los reyes todos que do-de Don 



Alonso X hasla Dun Fernando VII se han sentado en el 
trono de las Españas, no han sabido llevar á cabo el pro­
yecto del rey sabio, aunque les hubiera sido muy fácil rea­
lizarlo, porque lejos de haber hallado la oposición faná­
tica y los otros inconvenientes que destruyeron los planes 
grandiosos de aquel monarca, los españoles de todas cla­
ses hubieran recibido con gusto y alborozo un código úni­
co y general que, disipando la obscuridad tenebrosa de 
tantas, tan diversas y tan mal dictadas leyes elevase á la 
nación en este punto á la altura de los demás pueblos ci­
vilizados que tienen códigos legislativos, claros, metódicos, 
sencillos y filosóficos. Las cortes de de 1 8 1 4 y 1 8 2 2 fue­
ron las primeras, que en el reinado de Fernando VII aban­
donando el vicioso sistema de recopilaciones, trataron de 
reformar nuestra legislación, publicando códigos generales 
que destruyeran las antiguas compilaciones, como se verá 
en la sección 11 del título 13 y en la 1 . a del título 1 4 : 
el citado monarca aunque enemigo del sistema constitu­
cional y de lodo cuanto se hizo bajo su influjo, se vio 
obligado á seguir su ejemplo según se dirá en la sección 
2 . a del título 14; pero como murió sin haber sancionado 
mas que el Código de Comercio, dejó á nuestra jurispru­
dencia en un estado lastimoso. A su hija, á nuestra joven 
reina la segunda Isabel, está sin duda reservada la gloria 
de ser la reformadora de la legislación española, y la de 
dar cima al grande pensamiento del mas sabio de los r e ­
yes. ¡¡ Quiera el cielo que nuestras esperanzas no sean 
defraudadas!!!! 

Alonso XI separándose del rumbo marcado por su bi­
sabuelo, seguió la senda estrecha y tortuosa que debía 
conducirle, al estremo opuesto^al que el se dirigía, pues 
siendo su obgeto uniformar la legislación del reino, sola­
mente consiguió aumentar su desorden mas y mas. ¿ Y 
como había de suceder otra cosa, si cometió la impruden­
cia de dejar vigentes, leyes tan heterogéneas y distintas, 
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tan inconciliables y encontradas, como las que compo­
nen el Ordenamiento de Alcalá, la multitud de fueros 
municipales, el Fuero de los Fijosdalgo de Castilla, el 
Fuero Viejo de los Castellanos, el Fuero Real, las Leyes 
de Estilo, el Especulo ó Espeyo de las Leyes, el Fuero-
Juzgo, y el código de las Partidas? Añádase á este mons­
truoso azinamiento de códigos las leyes y pracmáticas, 
ordenamientos y ordenanzas sueltas de los reyes, la ma­
nía de los jurisconsultos de aquel tiempo que dedicados 
esclusivamente al estudio de la jurisprudencia canónica y 
romana y al de sus pesadísimos comentadores, Azon, 
Acursio, Juan Andrés, Bartolo, Baldo, el Abad y otros, 
no solamente interpretaban nuestras leyes por las opinio­
nes de los comentaristas citados, sino que sus doctrinas 
eran preferidas á las mismas leyes patrias en los tribuna­
les del reino, á pesar de las providencias dictadas contra 
estos abusos por Juan I en las cortes de Briviesca el 
1 3 8 7 , y por Juan II en las de Toro el 1 4 2 7 . Agregúese 
lambien la pésima organización de los tribunales, pues 
desde la restauración de la monarquía conocían en pri­
mera instancia los Jueces foreros y en segunda los Alcal­
des de corte, los cuales no formaban tribunal colegiado, 
sino que cada uno entendía en los pleitos, que el rey le 
señalaba, y las cortes solicitaron con energía y repetidas 
veces, que los hubiera de todas las provincias para que 
cada cual decidiese las apelaciones que de la suya vinie­
ran, hasta que Enrique II organizó en el siglo XIV un tri­
bunal colegiado que, siguiendo siempre á la corte despa­
chara en el real palacio y en tres dias á la semana to­
dos los litigios del reino en grado de apelación: pero bien 
pronto hubo de conocerse lo embarazoso que era para 
un tribunal el seguir á la corte espedicionaria y errante 
de aquella época, por lo que se dispuso á petición del 
reino que la audiencia se lijara en Medina, Olmedo, Ma­
drid y Alcalá, alternando cada tres meses en los cuatro 



pueblos citados; después que no se moviese de Segovia, 
de donde fue trasladada posteriormente con el mismo 
carácter de permanente á Valladolid; adoptándose por fin 
el sistema de traslación periódica entre las villas de T u -
ruegano y Griñón y Cubas; y véase si cabe orden ni cla­
ridad, ni si es posible que se administrase justicia con 
tales elementos. 

La confusión medró espantosamente en los reinados 
posteriores al de Don Alonso el onceno, llegando al ú l ­
timo punto en los turbulentos de Juan II y Enrique IV. 
La nación representada en cortes pidió muchísimas veces 
que se pusiera término á tan lamentable y triste estado. 
Los arbitros nombrados en tienpo del imbécil Enrique IV 
para decidir las diferencias suscitadas entre la corona y el 
reino, nos describen de un modo bien lastimoso la s i ­
tuación en que se hallaban los estados de aquel monarca. 

c Por cuanto somos informados, dicen, que las leyes, 
é ordenanzas, é derechos, é privilegios, é sanciones fe­
chas é establecidas por el Rey nuestro Señor, é por los 
reyes sus antecesores en estos sus regnos han grande pro­
lijidad é confusión, é las mas son diversas é aun con­
trarias á las otras; é otras son obscuras é non se pue­
den bien entender, é son interpretadas é entendidas é aun 
usadas en diversas maneras segunt los diversos intentos 
de los jueces é abogados; é otras non proveen cumpli­
damente en todos los casos que acaescen sobre que fue­
ron establecidas, de lo cual ocurren muy grandes dudas 
en los juicios; é por las diversas opiniones de los docto­
res las partes que contienden son muy fatigadas, é los 
pleitos son alongados é dilatados, é los litigantes gastan 
muchas quantias; é muchas sentencias injustas por las di­
chas causas son dadas, é otras que parescen justas por 
la contrariedad é diversidad algunas veces son revocadas, 
é los abogados é jueces se ofuscan é intrincan, é los pro­
curadores é los que maliciosamente lo quieren facer tic-



nen color de dilatar los pleitos, é defender sus errores, 
é los jueces non pueden saber ni saben los juicios cier­
tos que han de dar en los dichos pleitos, por lo qual los 
procuradores de las cibdades é villas, é logares de estos 
reinos é sennorios suplicaron al sennor rey Don Juan, 
padre del Rey nuestro Sennor en las cortes que tizo en la 
villa de Vallarlo! id el anno de cuarenta y siete, que man­
dase, enviar al perlado é oidores que residiesen en la au­
diencia que declarasen é interpretasen las dichas leyes, 
por que cesasen las dichas dubdas é pleitos, é cuestiones 
que dolías resultan.... de lo cual non vino cosa alguna á 
efecto: por la cual causa los procuradores de las dichas 
cibdades é villas suplicaron al Rey nuestro Sennor en las 
corles que fizo en Toledo el anno pasado de sesenta é 
<los que su sennoria mandase diputar cinco letrados fa­
mosos.... para que entendiesen en lo sobredicho, é ficie-
sen é ordenasen las dichas leyes, declaraciones é inter­
pretaciones.... que lo rcdugesen todo á buena igualdad, 
é en un vreve compendio declarando lo que sea obscuro, 
é interpretando lo que es dubdoso, é annadiendo é limi­
tando lo que viesen quera menester.... á lo cual respon­
dió que así cumplía de lo facer.... lo cual non embar­
gante nunca lo sobredicho fué puesto en obra ni hubo 
electo. Nos acatando que lo sobredicho es muy cumpli­
dero á servicio de Dios é de dicho Sennor Rey, é al bien 
público de sus regnos é sennorios, é aun es bien prove­
choso é deseado por lodos para abreviar é corlar los di­
chos pleitos, é para escusar muchas costas é fatigacioues 
que ocurren por razón de los dichos pleitos, consideran­
do que por la verdad de Dios es servido é todo el mun­
do es alumbrado; ordenamos é declaramos.... que dende 
aun mes primero siguiente el dicho sennor arzobispo de 
Toledo nombre é depute los dichos cuatro doctores, dos 
canonistas é dos legistas é un teólogo, que sean perso­
nas de ciencia ó ¡espertes en las causas é negocios, é de 



cuenas conciencias é cntendiniienlos, é hábiles é suficien­
tes para lo sobre dicho: é asi mismo depute é nombre 
los dichos dos notarios que con ellos han de residir para 
escribir é dar fé de lo que por los dichos diputados se 
ficiere y ordenare; é sennale el dicho sen ñor arzobispo 
un lugar conveniente donde los sobredichos convengan é 
se ayunten, é sea deputado para el estudio é examinacion 
de lo sobredicho; é que los dichos diputados hayan de 
jurar é juren en las manos del dicho señor arzobispo que 
farán la dicha declaración é concordia, é limitación, é in­
terpretación, é adición, é copilacion, de las leyes é o r ­
denanzas é fueros é derechos é premáticas-sanciones con 
toda diligencia é lo mejor que supieren é pudieren, segunt 
dicho es é segunt derecho, é segunt sus buenas concien­
cias, é sin afección, é parcialidad, é interés; é lo den todo 
por fecho y acabado dentro del dicho anno, é así acabado 
lo envien al dicho sennor rey para que su señoría lo 
apruebe é confirme, é lo mande publicar é haber por ley 
general é determinación cierta en todos sus regnos é sen-
norios, é por tal manera que todos los pleitos que á lo 
sobredicho tocaren, se libren por las dichas leyes é decla­
raciones é determinaciones. » 

No llegó á realizarse este proyecto, por las discordias 
y turbulencias del reino, pero aun cuando se realizara hu­
biera sido insuficiente esta compilación de leyes como 
lo fueron otras de las que se hablará después; por que 
para sacar á nuestra legislación del inmenso caos en que 
yacia era preciso adoptar no remedios paliativos, sino 
una medida radical, como la formación de un nuevo y 
único código general que destruyera ese montón de c ó ­
digos y de leyes antiguas é incoherentes. En ciertos 
casos no queda otro recurso que el de edificar de nue­
vo, por que el empeñarse en sostener un edificio que 
se arruina y se desploma, por su mala construcción y ve-
gez, recomponiéndolo con sus mismos escombros, vapun-
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talándolo con algunos materiales nuevos, es malgastar el 
tiempo y perder inútilmente elementos, que con menor 
trabajo pudieran habernos producido otro edificio de nue­
va planta, de formas mas elegantes, de mayores comodi­
dades y de solidez mas grande. 

Si era tal el desarreglo que en la administración de 
justicia dominaba, no era menor el que se veía en la ha­
cienda pública y sistema tributario. Los pueblos estrujados 
por las enormes sumas que pagaban, notaban sin embargo 
con dolor, que sus inmensos sacrificios de muy poco va­
lían á sus reyes, y que el real tesoro se empobrecía al pa­
so mismo que, al pueblo se le privaba de todo cuanto 
ahorrar podía, con el mas asiduo trabajo y con la econo­
mía mas estricta. Los ricos-homes y favoritos de aque­
llos tiempos, abusando del poder que la imbecilidad de 
sus soberanos acrecentaba, ecsigían con descaro y sin 
piedad enormes contribuciones para saciar su sórdida ava­
ricia, y para derrochar en los vicios mas infames, no so­
lamente los ahorros arrebatados al labrador laborioso y 
al aplicado artesano, sino también las cantidades arranca­
das á cien familias que condenaban á morir de hambre 
y de miseria, maldiciendo el lujo, el boato, y la crueldad 
de los grandes. 

El desarreglo y la pobreza del tesoro público llegó al 
último estremo en el reinado del que solamente se hizo 
célebre por sus prodigalidades. Las donaciones y mer ­
cedes Enriqueñas y las funestas consecuencias que ellas 
trageron al estado, son de todos conocidas. Las cortes 
cuya misión principal en España, es y ha sido siempre la 
de lamentar y llorar en vano las desgracias de la patria, 
representaron repetidas veces contra abusos tan fatales, sin 
que consiguieran otra cosa que, el que los españoles pu­
dieran agradecerles sus nobles deseos, su buena noluntad. 

' Imposible es, que hubiera orden ni gobierno, cuando 
la aristocracia despojaba á la corona de sus prcrogativas 



principales, y saqueaba a los pueblos que inermes, nada 
podían hacer por sus reyes ni aun en su defensa propia; 
y cuando bandas de forágidos, disciplinados á su manera, 
recorrían el pais llevando á todas partes el robo y el ase­
sinato. Los que se titulaban soberanos, no tenían de ta­
les mas que el nombre, por que sin poder y sin presti­
gio y lo que aun es peor, sin valor y sin virtudes, eran 
siempre el juguete de los orgullosos magnates, que sien­
do de hecho superiores á sus reyes, se hacían guerra en­
tre sí, é insultaban á la sociedad al monarca y á las leyes. 

Así como á los dias sombríos y borrascosos, suceden 
otros dias claros y serenos, así también á los horrores, 
desastres y dislocación completa de los tiempos que aca­
bamos de describir, sucedió el orden, la paz y la grande­
za á que llegó la nación española en el reinado de los 
reyes católicos, los cuales consiguieron transformar las di­
ferentes fracciones de la península, prócsimas todas á una 
disolución total por los desórdenes que las despedazaban, 
en una nación fuerte, compacta y poderosa, que por a l ­
gún tiempo dominó al mundo entero. 

La mira principal de los famosos reyes Isabel y Fer ­
nando, fue la de dar al trono, que yacía despreciado y va­
cilante, la autoridad, el lustre y brillo, que le eran indis­
pensables para llegar á formarse un poder fuerte y respe­
table que contuviera las demasías de los grandes. Reuni­
das por su enlace las coronas de Castilla y de Aragón, 
conquistados después los reinos de Navarra y de Grana­
da, y dueños de Ñapóles, Sicilia, costas de Berveria, y 
de las islas de Cuba, la Española, la de Puerto Rico y 
demás descubiertas por Cristóbal Colon, creció estraor-
dinariamenle la autoridad y el crédito de estos reyes, los 
que supieron domeñar la altanería de los aristócratas ya 
con maña y con blandura y ya con fuerza y con rigor. 

Las medidas que adoptaron para llevar á cabo este 
proyecto, fueron las de agregar á la corona los ínaeslraz-



gos de las órdenes militares, considerando lo temibles 
que eran los tres grandes maestres de las órdenes de Ca-
latrava, Alcántara y Santiago, por el considerable número 
dé villas, fortalezas y encomiendas que poseían, y por las 
muchas tropas que mantenían á sus órdenes; la de prohi­
bir á los grandes, no solamente el construir y levantar nue­
vas torrres y castillos, sino también el que pudieran re­
parar sus antiguas fortalezas, sin permiso del soberano; 
la de llamar á los magnates á que permanecieran en la 
corte al lado de los reyes, para que distraídos con el ser­
vicio del real palacio y con el desempeño de los prime­
ros empleos del estado, no pensaran en nuevas conspi­
raciones y revueltas; la de crear una fuerza pública y per­
manente organizando apesar de las protestas y oposición 
de los nobles, la hermandad de Dueñas, según lo habían 
pedido las cortes de Madrigal el año de 1 4 7 6 ; y última­
mente la de aliarse con los oprimidos pueblos, los que 
armados de orden de sus soberanos para la defensa co­
mún, contribuyeron muchísimo al triunfo de nuestros re ­
yes católicos y á esterminar el feudalismo. 

Esta marabillosa transición no se obraba en España 
solamente, pues que al msimo tiempo que Isabel y Fer ­
nando daban un desarrollo ilimitado á la regia autoridad, 
destruyendo el poder oligárquico de los nobles, y sofo­
cando las libertades del pueblo, sin cuyo auxilio jamas 
hubieran vencido á la aristocracia, hacían otro tanto, 
en Francia Carlos VII y Luis XI, en Inglaterra Enrique 
VII, en Alemania Masimiliano I, y en fin hasta en las r e ­
públicas de Italia desaparecía el principio democrático. 

Viendo nuestros católicos reyes realizado su principal 
pensamiento, trataron de organizar la hacienda y la ad­
ministración de justicia, sacando á entrambas institucio­
nes del estado de abyección en que yacían. Al efecto, hi­
cieron varias reformas en el vicioso método de contri­
buciones corrigiendo machos abusos, aunque no carecía 



Los reyes católicos que tan felizmente habían transfor­
mado la España fraccionada y débil, en una monarquía 
fuerte y compacta, no acertaron á dar igual unidad y ar­
monía, al desorden y confusión que emanaba de la mul­
titud de legislaciones vigentes á la vez. Tan distantes es­
tuvieron de concebir el pensamiento de la unidad en l e ­
gislación y de dar á sus vasallos un solo código general 
de leyes, derogando todos los anteriores, que habiendo 
conquistado el antiguo reino de Navarra, concedieron á 
sus habitantes el derecho de vivir conforme á sus fueros 
y costumbres. Así es, que aunque desde entonces el rei­
no de Navaarra hace parte de la monarquía española y re­
conoce los mismos reyes que las demás provincias, con­
serva sin embargo, sus fueros y sus costumbres, pues aun 
cuando ha sufrido grandes variaciones el derecho público 
y administrativo de aquel pais, y han sido modificados en 
esta parte sus fueros antiguos, siguen inalterables y en to -

de ellos el nuevo sistema tributario. Consiguieron llevar 
á cabo el proyecto de establecer en Valladolid una au­
diencia permanente, proyecto que antes, muchas vece» 
habia naufragado. Dieron á este tribunal nuevas ordenan­
zas para su gobierno. Crearon otro igual en Ciudad Real. 
Reformaron el antiguo Real Consejo añadiéndole nuevas 
atribuciones y dando mayor ensanche á sus facultades. 
Fundaron los consejos de Cámara, de Estado, de Ha­
cienda y el de las Órdenes, y procuraron corregir los 
desórdenes del foro, y rectificar la legislación nacional, 
publicando las compilaciones legales que exsaminarémos 
en las dos siguientes secciones. 

SECCIÓN 2.» 

Ordenamiento del Doctor Montalvo. 



do su vigor las leyes que tratan del derecho privado, ó 
el fuero general que se compuso de los diferentes fueros 
municipales. 

A consecuencia de los acontecimientos políticos que 
se verificaron durante la minoría de la reina Isabel II y 
que narraremos en la sección 3 . a del título 12 se cele­
bró el convenio de Vergara el cual puso fin y término 
á la guerra fratricida que por siete años continuos cubrió 
á España de llanto y luto. En aquel convenio ó tratado 
no solo se reconocieron los grados, honores y condeco­
raciones á los que servían en el ejército del infante Don 
Carlos, sino que también se estipuló, que el general Es ­
partero recomendaría al gobierno la suerte de las Pro­
vincias Vascongadas y Navarra para que se les respetaran 
sus antiguos fueros usos y costumbres. El dia 2 5 de 
octubre de 1 8 3 9 se promulgó una ley después de haber 
sido aprobada por las cortes y sancionada por la corona, 
en la que se confirmaban los fueros de las Provincias 
Vascongadas y Navarra sin perjuicio de la unidad consti­
tucional. Los fueros de las citadas provincias debían, 
pues, según el espíritu y letra de esta ley, sufrir aque­
llas modificaciones que la unidad constitucional ecsigía, 
y esto se hizo en cuanto á los de Navarra por la ley de 
16 de agosto de 1 8 i l . Esta ley organiza la adminis­
tración general de Navarra, y respeta su legislación par­
ticular hasta que se promulguen los códigos generales 
que tanto anhelamos, uniformando empero, con la gene­
ral de toda la monarquía la organización de los tribuna­
les y leyes de procedimientos. Volvamos á los tiempos 
de los reyes católicos de los que, siguiendo nuestro pro­
pósito de enlazar las noticias que se refieren á un mismo 
asunto, suspendiendo el orden cronológico general que 
domina en nuestra obra, nos hemos alejado algunos siglos. 

Siguiendo los reyes Católicos la viciosa senda trazada 
por Alonso XI, creyeron que con la formación de una 



recopilación clara y metódica de los Ordenamientos y 
pragmáticas de sus progenitores, bastaría para poner en 
un orden regular nuestra desordenada legislación. Al 
Doctor Alfonso Diaz de Montalvo jurisconsulto de grande 
crédito y fama cometieron aquellos reyes este interesante 
encargo, el cual desempeñó su cometido redactando una 
colección legal que contenía por orden alfabético las dis­
posiciones mas notables del Fuero Real, Leyes de Estilo, 
Ordenamiento de Alcalá, y de las pracmáticas y Ordena­
mientos posteriores al código de las Partidas. Dividióla 
en ocho libros que se subdividen en diversas leyes, po ­
niendo á su entrada un prólogo, y dándola el nombre de 
Ordenanzas Reales. 

El mayor número de nuestros escritores y entre 
ellos el Doctor Espinosa, Marcos Salón de Paz, F e r ­
nandez de Mesa, el P . Burriel, y los Doctores Aso 
y Manuel acusaron á Montalvo de falsario, aseguran­
do que la colección por el publicada carecía de autoridad 
legal por ser una obra privada de aquel Doctor, el que 
había tenido la audacia de mentir en su prólogo cuando 
dijo que había trabajado las Ordenanzas Reales por man­
dato de sus monarcas. El sabio Marina vindicó al Refren-
datario de los reyes católicos de tan duras é inmerecidas 
inculpaciones, haciendo ver la ligereza y el poco decoro 
con que aquellos trataron á Montalvo, y probando que su 
Ordenamiento, no solo se redactó por orden de los reyes, 
sino que también se imprimió y publicó con autoridad de 
los mismos. 

El Ordenamiento Real ademas de no ser una obra 
como la que en tales circunstancias era necesaria para 
reformar nuestra legislación, no era tampoco completa 
en su género, antes tenía muchísimos defectos. Las cor­
tes de Valladolid del año 1 5 2 3 , pedían á los reyes otra 
recopilación mas perfecta diciendo:« que las leyes de 
fueros é ordenamientos no están bien é juntamente; é las 



que están sacadas por Ordenamiento de Leyes que jun­
tó el doctor Montalvo, están coruptas é non bien sacadas, 
é de esta causa los jueces dan varias é diversas senten­
cias, é non se saben las leyes del reino por las que se 
han de juzgar todos los negocios é pleitos. » 

Las Ordenanzas Reales que son mas conocidas por 
el nombre de Ordenamiento de Montalvo, fueron desde 
su publicación recibidas y respetadas en el reino como 
el código novísimo. En la ciudad de Vitoria se juzgaba 
por esta compilación de leyes el año de 1489 según dice 
Don Rafael Floranes, copiando dos acuerdos del ayunta­
miento, el uno del 2 de marzo de 1489 y el otro del 6 
de noviembre de 1496 ; el primero de los cuales es del 
tenor siguiente.« Que por ser obedientes al servicio de 
sus altezas é cumplir sus mandamientos; acordaron é 
mandaron pregonar que se guarden é cumplan las orde­
nanzas y leves en el Montalvo contenidas en lo que mira 
á los judíos. » Y el segundo. « En este concejo é dipu­
tación Pero Martínez de Marquina procurador del concejo 
é diputación de la dicha cibdat, dixo al señor alcalde, 
que por cuanto paresce que la voluntad de los reyes 
nuestros señores es que todos los jueces de sus regnos 
exerciesen, executasen é juzgasen todo lo que se con­
tiene en las leyes contenidas en libro llamado Montalvo, 
que él en nombre de dicha cibdat que le presentaba é 
mostraba, é mostró el dicho libro de dicho Montalvo. 
Que le pide é requiere que lo vea, é pase, é mire, é lea 
las leyes en el contenidas, con las quales le pide jud-
gue execute la justicia según é como sus altezas lo dis­
ponen é mandan, así en lo que atañe á las partes que l i ­
tigan pleitos ante él, como en lo que consiste á los e s ­
cribanos é á los letrados, así asesores como abogados de 
las partes, mandándoles cumplir las dichas leyes. » Ha­
biendo reconocido en el archivo de Vitoria los libros de 
acuerdos de los ayuntamientos de esta ciudad pertene-



cientos al siglo XV, hemos visto que es fiel la copia que 
Floranes hace del acuerdo del dia 2 de mayo de 1 4 8 9 , 
el cual se halla al folio 3 1 7 de un libro que contiene los 
de los años de 1487 á 1492; pero han sido vanas cuan­
tas diligencias hemos practicado en busca del que aquel 
jurisconsulto dice haberse celebrado el dia 6 de noviem­
bre de 1496 , pues no se halla semejante acuerdo en el 
dia mes y año que cita, ni hay libro ninguno que conten­
ga como aquel asegura los de 1479 y 1 4 9 6 . Creemos 
no obstante que el segundo acuerdo será tan fiel como el 
primero y que únicamente estará errada la cita, fundados 
no solo en que el primer acuerdo está fielmente co­
piado, sino también en que Pero Martínez de Marquina 
fue individuo del ayuntaminnto de Vitoria repetidas veces 
en tiempo de los reyes católicos. 

En fin este cuaderno fue respetado y obedecido en to­
do el reino como se prueba por ¡numerables documentos 
públicos, y aun hoy están vigentes algunas de sus leyes 
ya porque pasaron desde esta recopilación á la Nueva y 
Novísima, y ya porque dispone la ley 1 1 , título 1.°, 
libro 3.° de este último código, que todas las leyes del 
reino que no hayan sido espresamente derogadas por 
otras posteriores, se deben observar literalmente, sin que 
se admita la escusa de no estar en uso, y ya porque en 
la ley 1 1 , título 2 2 , libro 4 de la Novísima, se hace 
mérito de varias de las que en el libro de Montalvo se 
contienen mandándose su observancia. 

Imprimióse por la vez primera esta copilacion legal no 
en Sevilla como algunos han creido sino en Huete el 
año 1484 , y en la ciudad de Zamora se hizo el año-de 
1 4 8 5 otra ediccion muy esmerada. 

El año de 1 5 0 3 publicaron también los reyes católi­
cos con el mismo objeto que las Ordenanzas Reales una 
colección que comprehendía las praemáticas que ellos ha­
bían dado en diferentes años. 

I I 3 



18 AYU.ÍSIS HK LA 

SECCIÓN 3 / 

Leyes de Toro. 

Mas bien pronto hubieron de notar Isabel y Fernando 
que á pesar de sus nuevas colecciones de leyes, seguía la 
jurisprudencia en el mismo estado de desorden, pues aun 
cuando se había dado un golpe mortal á la viciosa legis­
lación municipal con el establecimiento de códigos gene­
rales que debían regir antes que aquella, y se había con­
vertido la península en una nación sola y compacta, se 
erró como repetidas veces hemos dicho en el sistema 
adoptado para reformar nuestra legislación. Constantes, 
empero, en llevar á delante su proyecto y constante el 
reino en pedir nuevas recopilaciones que dejasen en pie 
las antiguas leyes, que no les fueran contrarias, y no un 
solo código único y general, hicieron á su solicitud un 
nuevo ensayo en las cortes de Toledo el año de 1502 , 
formando las célebres ochenta y tres Leyes, que se publi­
caron el 1 5 0 5 en las de Toro, y que llevan el nombre 
de esta última población. 

Por la grande importancia que hoy tienen estas Leyes 
haremos de todas ellas una rápida reseña. 

En la ley 1 y 2 dejaron consignado los reyes católi­
cos el pensamiento que presidió á la formación de esta 
colección legal. Eran interpretadas las leyes de diversas y 
encontradas maneras, y preciso era aclarar las dudas y las 
disputas que de esto nacían en el foro. Dos eran las fuen­
tes de tanto desorden: primera la autoridad desmedida de 
algunos escritores; segunda el abandono en que yacía el 
estudio de la legislación nacional: los legisladores de To­
ledo quisieron cegarlas para evitar al menos los males 
que podían sobrevenir. 



Queda ya dicho cuanto medró la confusión de nuestra 
legislación, con la pésima educación literaria de los cua­
tro últimos siglos, y cuanto daño y confusión causaron 
las opiniones de Azon, Acursio, Juan Andrés, Bartolo, 
Baldo, el Abad Panormitano y otros comentadores que 
con desprecio y mengua del derecho patrio decidían to­
das las cuestiones legales, por las leyes romanas y por 
las opiniones de sus glosadores, y cuanta llegó á ser su 
autoridad en los tribunales de justicia donde á pesar de 
que Juan 1 promulgó una ley el año de 1386 , prohibien­
do en el foro el uso de las doctrinas de los intérpretes del 
derecho á escepcion de las de Bartolo y Juan Andrés, 
siguieron citándose los autores anteriores en quienes se 
apoyaron los dos maestros esceptuados. Por cortar este 
abuso espidió Juan II una pracmática el año de 1 4 2 7 , 
mandando que los litigantes y sus letrados no pudieran 
alegar en causas civiles ni criminales, por escrito ni de 
palabra, opinión ni glosa de los autores que fueron an­
tes de Bartolo y Juan Andrés ni de los que en adelante 
fueren, bajo la pena de perdimiento del pleito á las par­
tes que lo hicieren, y privación é inhabilitación perpectua 
de su oficio al juez que juzgase por ella. 

Prevalecía no obstante la autoridad de los comentado­
res mas que el testo de la ley, y el desorden llegó á tal 
estremo, que juzgando los reyes católicos que era impo­
sible desarraigarlo, trataron de establecer alguna regulari­
dad en medio de este espantoso desorden, declarando por 
una ordenanza hecha en Madrid el año de 1499 , que en 
las cuestiones de derecho civil después de Bartolo se si­
guiese á Baldo, y en las de derecho canónico después de 
Juan Andrés al Abad Panormitano. 

Pero bien pronto hubieron de conocer los funestos efec­
tos de esta imprudente medida, pues como dice Bacon, 
« nada interesa tanto á la integridad y pureza de las le ­
yes, como el que se contenga dentro de sus justos lími-



tes la autoridad de los escritos sobre ellas, y se destierre 
la multitud enorme de. autores y maestros de derecho, 
que tanto contribuyen á que se destroce el sentido de las 
leyes y 'se eternicen los procesos, y que aturden á los 
jueces y abogados que no pudiendo revolver y dominar 
tantos volúmenes, se fastidian y se contentan con el es­
tudio de compendios. » Derogáronla, pues, en la ley 1 . a 

de Toro diciendo. « Y por cuanto nos hobimos fecho en 
la villa de Madrid el año que pasó de 99 ciertas Leyes é 
Ordenanzas las quales mandamos que se guardasen en la 
ordenación y algunas en la decisión de los pleitos é cau­
sas en el nuestro consejo, é en nuestras audiencias, é en­
tre ellas hecimos una Ley é Ordenanza que habla cerca 
de las opiniones de Bartolo é Baldo, é Juan Andrés y el 
Abad; qual dellas se debe seguir en duda á falta de Ley: 
y porque agora somos informados, que lo que hicimos 
por estorbar la proligidad y muchedumbre de las opinio­
nes de los Doctores, á traido mayor daño é inconvenien­
te: por ende por la presente revocamos, casamos, é anu­
lamos, en quanto á esto todo lo contenido en la dicha 
Ley c Ordenanza por nos hecha en la dicha villa de Ma­
drid: y mandamos que de aquí adelante no se huse de 
ella, ni se guarde, ni cumpla. » En la misma ley se copia 
la del Ordenamiento de Alcalá que señala el orden gra­
dual de nuestros códigos, y se dice que al soberano com­
pete interpretar la ley dudosa, y hacerla nueva para los 
casos en que no la haya. 

El contenido de la ley 2 manifiesta el estado de des­
precio y de abandono en que yacía el estudio de nuestra 
legislación, pues los abogados y jueces no tenían escrú­
pulo en desempeñar sus funciones sin haber tan siquie­
ra leido nuestros códigos y leyes. <r Y á Nos es hecha re­
lación, dice esta ley, que algunos letrados nos sirven, y 
y otros nos vienen á servir en los cargos de justicia, sin 
haber pasado ni estudiado las dichas leyes y Ordenamien-



tos y poemáticas y partidas.» Hoy es enteramente inútil 
esta ley porque nadie se hace abogado ni juez letrado 
sin haber seguido una larga carrera literaria y estudiado 
en ella la legislación del reino. 
• La ley 3 establece las solemnidades de los testamentos 

y codicilos de ambas clases, fijando el número de testi­
gos que son menester para que sean válidos, y especifi­
cando las circunstancias peculiares del testamento y c o -
dicilo del ciego. 

La 4 es muy equitativa, pues dispone que puedan 
testar los reos condenados á muerte, por sí ó por medio 
de comisarios, de los bienes que tuvieren y no les sean 
confiscados. Inútil es advertir que ha sido abolida la injusta 
pena de confiscación. 

La 5 es justa mandando « que el hijo ó hija, que es­
tá en poder de su padre, seyendo de edad legítima para 
hacer testamento, pueda hacer testamento como si estu-
biera fuera de su poder. » 

Las G, 7 y 8 tratan de las subcesiones de los'descen-
dientes, ascendientes y colaterales legítimos, tanto por 
testamento como abintestato. 

Las 9, 10, 1 1 , 12, y 13 versan sobre las subcesiones 
de los hijos ilegítimos y legitimados, y declaran cuales 
son hijos naturalmente nacidos y cuales abortivos. 

Las 14, 15 y 16 resuelven varias dudas relativas á ga­
nanciales, mandando la primera que los padres puedan 
disponer libi emente de los bienes adquiridos en los sub-
cesivos matrimonios aunque hayan tenido hijos en los an­
teriores: la segunda que en los mismos casos en que ca­
sando segunda vez la madre, está obligada á reservar á los 
hijos del primer matrimonio los bienes que hubiera reci­
bido del difunto marido, lo esté también éste en lo que hu­
biese recibido de su muger difunta: y la tercera que lo que 
el marido deje á su muger por testamento, no se le cuente 
en la parte que por razón de gananciales le corresponde. 



Desde la 17 hasta la 2 8 ambas inclusive deciden m u ­
chas cuestiones importantes y frecuentes en la práctica 
sobre mejoras de tercio y quinto. 

La 2 9 impone á los descendientes la obligación de co­
lacionar en las particiones de las herencias de los ascen­
dientes las dotes y donaciones que hubieren de ellos r e ­
cibido. 

La 3 0 ordena que los gastos del entierro y todas las 
mandas y legados de cualquiera género que sean, salgan 
del quinto de la herencia. 

Desde la 31 hasta la 39 ambas inclusive tratan de 
las solemnidades y requisitos de los poderes para testar; 
de las facultades y obligaciones de los comisarios á cuyo 
favor se otorgan, del término y forma en que han de eva­
cuar su comisión; de quien ha de suceder en la herencia 
cuando no usan del; y de lo que debe hacerse cuando 
siendo mas que uno estuvieran discordes. 

Son las siete leyes siguientes relativas á mayorazgos, 
materia desconocida hasta ellas en nuestra legislación, 
pues, aunque los mayorazgos tengan un origen mas remo­
to, no se habia tratado de ellos en ninguno de los códi­
gos legales que á las Leyes de Toro precedieran. 

La 4 0 establece para suceder en los vínculos y mayo­
razgos el derecho de representación, no solamente en la 
línea recta, sino también en las colaterales, siempre que 
el fundador no hubiera dispuesto otra cosa. 

La 41 indica los medios con que estos pueden p ro ­
barse. 

La 4 2 prohibe hacer nuevas fundaciones sin previa li­
cencia real. 

La 4 3 dice que pueda usarse esta licencia aun después 
de haber muerto el monarca que la dio. 

La 4 4 manifiesta cuando puede ó no revocar el fun­
dador libremente, la institución del vínculo. 

La 4 5 ordena que pase ipso jure la posesión civil y 



natural de los bienes vinculados de un poseedor al subce-
sor inmediato, no solo sin necesidad de acto alguno ma­
terial, sino también aunque se le hubiere dado á otro. 

Y la 4 6 dispone que cedan en favor del mayorazgo 
cuantas mejoras se hicieren en fortalezas, cercas y edifi­
cios, sin que el subcesor tenga obligación de indemnizar 
nada por el valor invertido en ellas á la muger, hijos ó 
herederos del que las hizo. 

Esta disposición evidentemente injusta y que solo p u ­
dieron hacerla tolerable las miras políticas con que fué 
dictada debía haber desaparecido en el momento mismo 
en que desaparecieron las circunstancias que la habían 
motivado. Sin embargo no solamente á subsistido esta 
ley hasta la abolición de los mayorazgos y vínculos, sino 
que muchos de los jurisconsultos le daban una latitud 
mayor que la que los legisladores le dieron. 

Las 4 7 y 4 8 disponen que el hijo casado y belado sal­
ga de la potestad del padre y que adquiera desde enton­
ces el pleno goce y usufruto de los bines adventicios. 

La 4 9 señala las penas en que incurren los que con­
traen matrimonios clandestinos; pero hoy no se admiten 
estos matrimonios clandestinos y es inaplicable esta ley. 

Las 5 0 , 5 1 , 52 y 5 3 ordenan la cantidad que el ma­
rido puede dar á su muger en arras, la adquisición de 
ellas y de otras donaciones del marido á favor de su mu­
ger, y cómo y de que bienes se han de pagar las donaciones 
proter nupcias, cuando los padres casan algún hijo. 

Desde la 5 4 hasta la 59 ambas iclusive prohiben á las 
mugeres casadas contratar y comparecer en juicio sin licen­
cia de sus maridos, y establecen el modo con que á de su­
plirse este requisito cuando los maridos no quieren ó no 
pueden darla, y la manera con que pueden ó no renun­
ciar ó aceptar las herencias que les vengan por testamento 
ó abintestato. 

Las 6 0 , 6 1 , y 6 2 conceden á las mugeres los privile-



gios de que puedan renunciar los gananciales y producir 
esla renuncia varios efectos á su favor; el de no poder 
perjudicarles' la fianza que hicieren por sus maridos y la 
obligación que contrageren en común; y el de no poder 
ser presas sino en el caso de que la deuda provenga de 
delito ó « fueren malas de sus personas, » 

La 6 3 determina el tiempo por cuyo trascurso se pres­
criben las acciones. 

La 6 4 renueva la ordenanza hecha el año de 1 5 0 2 en 
la villa de Madrid sobre la forma que ha de guardarse en 
el juicio egecutivo. 

Las 6 5 y 6 6 declaran que la interrupción en la pose­
sión interrumpe la prescripción en la propiedad y vice­
versa; y que ninguno está obligado á dar fianza de sanea­
miento por demanda que se le ponga sin haber prueba 
suficiente de la legitimidad de la deuda. 

La 67 prohibe el juramento bajo ciertas fórmulas usa­
das en lo antiguo. 

La 6 8 declara válido en los censos el pacto de que no 
pagándose á ciertos plazos caiga la cosa en comiso. 

La 69 anula las donaciones inmensas ó aquellas en que 
uno se desprende graciosamente de lodos sus bienes, aun­
que lo haga tan solo de los presentes. 

Desde la 7 0 á la 7 5 ambas inclusive tratan de la materia 
de retractos y mandan que se observe la ley del Fuero y 
Ordenamiento de Nieva, pudiendo el pariente mas cercano 
rescatar la cosa que se vende, pagando el precio en que 
se vendió y observando las demás solemnidades de dere­
cho, aunque la cosa se venda en pública almoneda; que 
cuando se venden muchas cosas de patrimonio ó abolen­
go por un solo precio se han de retraer todas ó ninguna, 
pero si cada una tiene su precio distinto podrán ser r e ­
traídas las unas sin las otras; que si la venta se hiciere al 
fiado cumplirá el que use del derecho de tanteo con dar 
también otra fianza igual; que no queriendo usar de este 



derecho el pariente mas cercano pueda hacerlo, el que le. 
siga en grado hasta el cuarto; que al pariente sean pre­
feridos el señor del dominio directo, el superficiario y el 
comunero si los hubiere; y que este último haya de suge-
tarse á las mismas trabas y formalidades que el pariente. 

La 76 permite que se encargue á la parte ofendida el 
derecho de castigar por sí misma, donde quiera que lo en­
cuentre al reo condenado en ausencia y rebeldía, siempre 
que ella lo solicite, habiendo prueba bastante del delito 
y después de transcurridos tres meses desde el dia de la 
sentencia. Esta ley es un vestigio de la antigua y absur­
da legislación criminal que abandonaba al odio de los par­
ticulares, la venganza de las injurias que algunos les ha­
bían hecho. 

Las 7 7 , 7 8 y 79 son justas y filosóficas: previene la 
primera que las penas pecuniarias que se impusieren por 
algún delito al marido ó á !a muger, no se han de sacar 
de la parte de gananciales que al cónyuge inocente per­
tenezca: la segunda que los bienes dótales y demás que 
sean propios de una muger casada, deben estar sugetos á 
toda responsabilidad que nazca de delitos por ella come­
tidos: y la tercera que puede apresarse aun á las perso­
nas que gozan del privilegio y esencion de no ser apri­
sionadas por deudas, con tal que estas provengan de de­
litos ó cuasi delitos. 

Las 8 0 , 81 y 8 2 versan sobre el delito de adulterio, y 
disponen que el marido haya de acusar precisamente á 
ambos adúlteros siendo vivos, ó á ninguno: que proceda 
esta acusación aun cuando el matrimonio sea nulo: y que 
el marido que matare á los adúlteros de propia autoridad, 
aunque sea in fraganli y justamente, pierda el derecho 
que tenía á los bienes y dote de los difuntos, á no ser que 
lo hiciere con autorización de la justicia. 

La 8 3 y última impone á los testigos falsos la pena 
desacreditada y terrible del talion. 

I I . * 



Nuestros reyes al ordenar esta colección legal trataron 
de aclarar y decidir varios puntos dudosos de nuestra 
jurisprudencia y de dar nuevas reglas para lo sucesivo. 
Aunque se resienten muchas de ellas y principalmente 
las relativas á mayorazgos y vinculaciones, del espíritu de 
la época en que fueron redactadas, contienen bastantes 
resoluciones justas y acertadas, y unida esta circunstancia 
á la de hallarse hoy en la Novísima Recopilación, y en 
todo vigor y fuerza las hace ocupar un lugar distinguido 
entre las otras, y que nuestros jurisconsultos y jueces las 
ecsaminen y estudien con reflecsion profunda. Sin embar­
go no creemos que sean tan perfectas como lo han ase­
gurado muchos de sus comentaristas y admiradores, an­
tes por el contrario se ven en ellas muchísimos lunares. 

El célebre Don Gaspar de Jovellanos dice, hablando 
de los mayorazgos en su inmortal Informe sobre la ley 
agraria. « Es ciertamente digno de admirar el trastorno 
causado en el derecho español por aquellas mismas leyes, 
que se hicieron para mejorarlo. Nuestros letrados, dados 
enteramente al estudio del derecho romano, habían em­
brollado el foro con una muchedumbre de opiniones en­
contradas, que ponían en continuo conflicto la prudencia 
de los jueces. Las cortes de Toro con el deseo de lijar 
la verdad legal canonizaron las opiniones mas funestas. 
Sus leyes ampliando la doctrina de los fideicomisos y de 
los feudos, dieron la primera forma á los mayorazgos, cu­
yo nombre no manchara hasta entonces nuestra legisla­
ción. Autorizando los vínculos por vía de mejora en per­
juicio de los herederos forzosos convidaron á los célibes 
á amortizar toda su fortuna. Admitiendo la prueba inme­
morial contra la presunción mas fuerte del derecho, que 
supone libre, comunicable y trasmisible toda propiedad, 
convirtieron en vinculada la propiedad libre y permanen­
te de las familias. Y por último estendiendo el derecho 
de representación de los descendientes á los transversa-



les, y de la cuarta generación al infinito abrieron esta s i ­
ma insondable, donde la propiedad territorial va cayendo, 
y sepultándose de dia en dia. » 

El Señor Don Joaquin Escriche, trata en su Dicciona­
rio de legislación y jurisprudencia de las leyes de Toro que 
establecieron los mayorazgos, y entre otras cosas dice en 
la palabra Amortización civil. « Con estas disposiciones y 
estas doctrinas se quitó todo freno al furor de las vincu­
laciones y mayorazgos, y quedó enteramente abierta la 
honda sima de la amortización, donde así el plebeyo co­
mo el noble, así el pobre como el rico, en corta ó en in­
mensa cantidad, iban echando diariamente sus fortunas y 
sepultando la propiedad territorial con menoscabo de los 
derechos de la sangre y gravísimo perjuicio del estado. » 

Empero como Carlos Í1I y Carlos IV modificaron la 
libertad de vincular concedida por las Leyes de Toro, po­
niendo trabas y cortapisas que dificultaban su uso; y Co­
mo por las leyes de 1 8 2 0 restablecidas después en 1 8 3 6 
fueron desvinculados y devueltos á la calidad de bienes 
libres cuantos mayorazgos y vínculos se crearon en virtud 
de las Leyes de Toro y de las restrictivas de los dos m o ­
narcas citados; creemos que basta con lo que sobre esta 
materia hemos dicho. 

Estas famosas ochenta y tres leyes se compusieron y 
ordenaron bajo la dirección de los reyes Isabel y F e r ­
nando en las corles celebradas en Toledo para reconocer 
por subcesora del reino á su hija Doña Juana el año de 
1502 , y se llamaron no obstante Leyes de Toro, porque 
no habiéndose podido publicarlas en las cortes referidas, 
primero por ausencia de Don Fernando, y después por 
la muerte de Doña Isabel, se publicaron en las que el 
1 5 0 5 se reunieron en la ciudad de Toro para jurar por 
reina á Doña Juana, y nombrar á su padre gobernador 
del reino. 

Las Leyes de Toro han sido comentadas cuando mé-



nos por catorce ó quince jurisconsultos, y casi todos ellos 
lian escrito en latin farraginosos comentarios, en los que 
han querido interpretar y aclarar estas leyes, no procu­
rando conocer su espíritu y el de la legislación española, 
sino inventando casos sutiles y rarísimos para después re­
solverlos por las leyes de los romanos, siguiendo el tor­
rente de la educación literaria de los últimos años del s i­
glo XV y de las tres centurias posteriores. Imposible pa­
rece que siendo las Leyes de Toro enemigas declaradas 
de la legislación romana, y de las sutilezas y doctrinas de 
los autores, que bebiendo en aquellas aguas embrollaron 
nuestra jurisprudencia, hayan acudido sus comentadores 
para esplicarlas, á las fuentes mismas que ellas de ante­
mano habían anatematizado. 

Juzgaron equivocadamente los reyes católicos y la na­
ción entera, que con estas aclaraciones, se había simpli­
ficado muchísimo la legislación española, y creyeron que 
solamente faltaba para completar su grande obra el que 
fueran recopiladas todas las leyes y ordenanzas posterio­
res al código de las las Partidas. Hallándose á las puer­
tas de la muerte la reina Doña Isabel, y conociendo que 
ya le sería imposible llevar á cabo el designio de formar 
una buena recopilación de leyes, recomendó á su marido 
y á su hija la realización de este pensamiento, en el co-
dicilo otorgado en Medina del Campo el año de 1 5 0 i . 
« Otrosí, dice; por cuanto yo tuve deseo siempre de man­
dar reducir las leyes del fuero é ordenamientos é pre-
máticas en un cuerpo donde estuviesen mas brevemente 
é mejor ordenadas, declarando las dubdosas, é quitando 
las superfluas por evitar las dubdas é contrariedades que 
cerca de ellas ocurren, é los gastos que de ello se s i ­
guen á mis subditos é naturales; lo cual á causa de mis 
enfermedades é otras ocupaciones no se ha puesto por 
obra; por ende suplicamos al rey mi señor y marido ó 
mando á los otros testamentarios que luego hagan juntar 
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un prelado de scieneia, é consciencia, con personas doc­
tas é sabias é esperimentadas en los derechos, é vean to ­
das las dichas leyes del Fuero y Ordenamientos é pre-
rnáticas, é las pongan é reduzcan todas á un cuerpo do 
estén mas breves é compendiosamente complidas » 

Sin embargo de la recomendación encarecida de la 
reina y de las súplicas de las cortes para que se recopi­
laran las leyes que andaban dispersas, y que hacían mas 
embarazoso y difícil el estudio de nuestra legislación; ni 
se llevó á cabo este pensamiento hasta el reinado de F e ­
lipe II, ni realizado produjo los resultados felices que es­
peraba la nación, preocupada con la idea de las recopila­
ciones; antes, según se dirá en el título siguiente, queda­
ron defraudadas las grandes esperanzas que se habían 
concebido. 





TITUIiO X I 

Nueva Recopilación—Autos Acordados del Cornejo—No­
vísima Recopilación. 

Sección 1 . a Estado político de España en los reinados 
de los reyes católicos, Carlos Vy Felipe II. 

Sección 2 . a Provincias esenlas. 
Sección 3 . a Nueva Recopilación. 
Sección 4 . a Autos acordados del Consejo. 
Sección 5 . a Malógrense los esfuerzan que Carlos V y Fe­

lipe II hicieron para reformar la legislación: 
sigue esta en el mayor desorden: nuevas doc­
trina* del siglo XVIII. 

Sección 6 . a Novísima Recopilación. 

SECCIÓN 1 . a 

Estado político de España en los reinados de los reyes 
católicos, Carlos V y Felipe II. 

La nación española tan insignificante, desordenada y 
débil al ascender al trono los reyes católicos, llegó á ser 
durante su reinado, una de las naciones mas grandes y 
poderosas de Europa. En tiempo de estos monarcas or-



ganizaron por la vez primera, fuerzas militares manteni­
das por el estado, y tuvo origen la diplomacia europea, 
que tanta influencia ejerce hoy en los grandes aconteci­
mientos políticos de los pueblos, y en la suerte de los 
estados. 

Por el mismo tiempo, principió la civilización á desar­
rollarse; haciendo la inteligencia humana estraordinarios 
y rápidos progresos en las ciencias y en las artes. Muchí­
simas invenciones de importancia las dieron nuevo impul­
so y movimiento: los hombres como si dispertaran de un 
pesado sueño, se lanzan con incansable actividad al estu­
dio y al trabajo, acometiendo difíciles y aventuradas em­
presas, y largos y desconocidos viajes. Entre tanta activi­
dad y movimiento aprarece en Maguncia el 1 4 5 0 el cé ­
lebre Gutemberg con la creación portentosa de la impren­
ta, la cual siendo libreen los cuarenta primeros años, es ­
tendió con una rapidez asombrosa torrentes de luz por 
todas partes. 

Cansados el trono y los pueblos de las turbulencias por 
la aristocracia promovidas y deseando poder gozar de paz 
y de reposo para entregarse al trabajo y seguir la nueva 
senda de goces y de prosperidad que se presentaba á sus 
ojos, se coligaron y unieron para acabar con el feudalis­
mo, y con los orgullosos magnates, que con empeño t e ­
naz al progreso se oponían. Bien pronto desaparecieron 
ante esta liga las formas feudales de la edad media; pero 
los reyes desembarazados de los grandes, pensaron solo 
en estender las prerogativas del trono y en constituirse 
soberanos absolutos, despreciando las franquezas y liberta­
des nacionales. 

Al desaparecer de la escena política la aristocracia y 
el pueblo, ocupó el clero estas vacantes, y prevalido de la 
preponderancia que iba adquiriendo, por la superstición 
de aquella época y por el influjo estraordinario de los Pa­
pas, logró en breve dominar al mismo trono. Algunos de. 



nuestros escritores quieren sostener que al trasportar de 
la vecina Francia los reyes católicos, el odioso y terrible 
tribunal de la inquisición, no abrigaban sus corazones lo* 
deseos de valerse de una institución al parecer religiosa, 
como del instrumento mas fuerte y poderoso de opresión 
y tiranía, sino que cedieron á las súplicas y sujestiones 
de un confesor astuto, que abusando del ascendiente que 
tenía sobre sus conciencias, y de la religiosidad de aque­
llos príncipes, veía en el tribunal de la fe la grande pa­
lanca que colocada en las manos de la teocracia debía 
hacer retemblar hasta á los regios alcázares. 

Sea de esto lo que fuere, lo cierto es que si los reyes 
católicos hicieron beneficios á la España sacándola del 
abatimiento y de la miseria, para elevarla por algunos 
años, á la esfera de las primeras naciones de Europa, la 
condenaron, queriéndolo ó no, á tres siglos de despotis­
mo y de ignorancia, con el establecimiento de la inquisi­
ción. El Santo oficio que tantos males y desgracias trajo 
á nuestra patria, y que no fue abolido hasta el siglo 
actual, dio en cambio el nombre de Católicos á los reyes 
que lo instituyeron y á todos sus subcesores, cuya gracia 
les dispensó la silla apostólica el año de 1 4 9 6 . 

El dia 2 2 de febrero del año de 1 8 1 3 , fue abolida 
por las corles españolas la inquisición, estableciéndose 
los tribunales prolectores de la fé y se restableció al ve­
rificarse la rcacion del año de 1 8 1 4 según se verá mas 
adelante; pero abolida por segunda vez el año de 1 8 2 0 
no volvió á restablecerse jamas á pesar de los esfuerzos 
que para ello hicieron algunos fanáticos; mas Fernando 
VII se negó constantemente á sus peticiones; no obstante 
en 15 de setiembre de 1 8 3 4 se suprimió definitivamen­
te, y en el año de 1 8 3 5 se estinguieron las Juntas lla­
madas de fé que ecsislían todavía aunque siu ley ninguna 
que las autorizase. 

La reina Doña Isabel falleció el dia 2 6 de noviembre 
H . l> 



de 1504 , dejando por heredera á su hija Doña Juana, 
por sustituto á su nieto Don Carlos de Austria y nom­
brando gobernador y regente del reino á su marido 
Don Fernando. Este declaró en su testamento por subce-
sor en la corona á Don Carlos, con esclusion de su hija 
Doña Juana por ser incapaz por su demencia, la cual le 
dio el renombre de Loca. 

Con el advenimiento al trono de España de la dinas­
tía austríaca, se acrecentaron todavía mas los vastos do ­
minios de nuestros reyes, y desaparecieron los últimos 
restos que aun quedaban de la antigua libertad. Dotado 
Carlos I de España y V de Alemania, de un carácter 
despótico dirigió sus miras desde los primeros dias de su 
reinado, á establecer un gobierno absoluto. Dispuesto á 
aprovechar cualquiera coyuntura favorable que se le pre­
sentara para abolir con algún colorido de justicia la ins­
titución de las cortes de Castilla que solo en apariencia 
se conservaba, y que ningún influjo tenía en los negocios 
públicos desde el engrandecimiento de los reyes católi­
cos, vino á proporcionarle este pretesto el alzamiento de 
las comunidades contra las demasías y orgullo de los 
flamencos. 

En la sección 3 . a del título 2.° queda dicho el modo con 
que fueron vencidos los comuneros en la funesta batalla de 
Villalar, y cuan bravamente pelearon no solamente contra 
las tropas del emperador, sino también hasta contra los 
mismos elementos; y la manera con que su hijo Felide II, 
acabó con los fueros libres de Aragón, con motivo de los 
sucesos ocurridos á causa de haberse acojido el célebre 
Antonio Pérez á su pais natal, huyendo de las persecucio­
nes de la corte. 

Carlos V y Felipe II conocieron muy pronto cuantos 
recursos les ofrecía el tribunal de la fé, para llevar ade­
lante su plan de esclavizar hasta el pensamiento de sus 
subditos. Los pueblos que vieron con disgusto constituirse 



la inquisición y que murmuraron de esta medida, aunque 
la miraban solamente como destinada á perseguir á los 
apóstatas y hereges; se aterraron al considerar después, 
que diez y ocho tribunales auxiliados por veinte rail e s ­
birros, espiaban dia y noche sus palabras mas sencillas, 
sus obras mas inocentes, sin respetar ni aun el sagrado 
del hogar doméstico, y que por las mas leves sospechas 
ó por las mas infames calumnias, procedían á formación 
de causa, en la cual bajo el belo misterioso del secreto se 
condenaba á penas desproporcionadas y atroces, sin per­
mitirse siquiera la menor defensa á las víctimas desgra­
ciadas. 

La rabia y el furor de nuestros inquisidores, creció es-
traordinariamente como era natural con la aparición de 
Lutero en Sajonia el 1517 , con la rapidez con que la 
heregíaf ganaba nuevos prosélitos y se estendía por los es­
tados de Alemania, y con la quema que públicamente hizo 
aquel célebre protestante en Witemberg de la bula en la 
que el Pontífice León X le condenaba como hereje. Car­
los V, ora guiado del celo por la reli<>ion, ora del odio que 
profesaba al duque elector de Sajonia, y á otros príncipes 
de Alemania que se unieran á los protestantes, se declaró 
enemigo de estos sectarios, publicando contra ellos órdenes 
sangrientas, y condenando á la última pena en todos sus 
dominios, nada menos que á cincuenta mil, según dicen, 
aunque con ecsageracion, algunos historiadores. 

No defenderemos nosotros las irreligiosas doctrinas que 
aquellos protestantes proclamaban, pero tampoco podre­
mos menos de confesar, á fuer de escritores imparciales 
que al paso que adelantaba la reforma en otras partes, 
y tras ella la emancipación del pensamiento y la libertad 
de discusión; en España, la inquisición redoblada su vi­
gilancia y sus furores, entronizando la superstición, la ig­
norancia y el despotismo. Buena prueba de la intolerancia, 
de la crueldad y del fanatismo; que llegó á dominará los 
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gobernantes de aquellos tiempos, es la siguiente anécdota. 
Concurriendo Felipe II y su real familia á un auto de 

fé, que en su obsequio se celebraba en Valladolid, como 
si fuera una fiesta digna de un príncipe cristiano, el es ­
pectáculo sangriento y horroroso de ver morir en la ho­
guera algunas docenas de protestantes, uno de aquellos 
desgraciados esclamé desde el patibulo diciendo: / «Tu 
también ó rey, vienes á ser testigo de los tormentos que pa­
decen tus vasallos! ¡ Sálbadnos señor, de esta muerte cruel: 
nosotros no la merecemos'.! » Pero el rey lejos de conmo­
verse al escuchar tan sentida súplica, contestó impasible 
y sereno. « Eso no, yo mismo encendería la hoguera para 
mi propio hijo, si fuese tan malo como vos.» 

Algunos no podrán acaso comprender, como era tan 
miserable la suerte de los españoles, cuando sus ejércitos 
tremolaban orgullosos la bandera de Castilla en Portu­
gal, Ñapóles, Sicilia, Milán, Franco-Condado y Países Ba­
jos; en Túnez, Oran y otras posesiones de África; en las 
islas de la Sonda, Filipinas y en parte de las Molucas en 
Asia; en los ricos imperios de Mégico, Perú, Nueva E s ­
paña, Chile y en la isla Española, en la de Cuba y otras 
de América; pero la historia de todas las naciones no es­
casea, por desgracia, en acontecimientos semejantes. Ella 
nos enseña que siempre que los pueblos han llegado á 
una grande altura de celebridad y de poder, por medio 
de conquistas y empresas militares, han visto desaparecer 
su libertad política al estrépito de las armas. 

Cuando los pueblos celebran con muchas fiestas y a l ­
gazara, una batalla ganada á costa de inmensos sacrificios 
pecuniarios y de la vida de miles de soldados que murie­
ron en el combate, no reflecsionan que al paso mismo 
que se aumentan las victorias y los laureles sangrientos 
de sus caudillos, crecen también los eslabones de la omi­
nosa cadena de servidumbre que sobre ellos pesa. Los 
nombres de Alejandro, de Julio Cesar y de Napoleón, 



recuerdan á los griegos, romanos y franceses, lo que acá» 
bamos de decir; y nosotros podemos asegurar, que com­
pramos á buen precio la grandeza y el poder momentáneo 
de nuestros soberanos; pues habiendo principiado en 
tiempo de los reyes católicos y llegado á su mayor altura 
en el reinado de Carlos V , se eclipsó en el de Felipe II. 
Si efímera y pasagera fue nuestra grandeza, según siem­
pre acontece con la que no tiene otro apoyo que el d é l a 
fuerza de las armas, fue eterno el despotismo que ella 
produjo, pues duró con muy leves interrupciones, hasta 
el año de 1 8 3 3 en el cual subió al trono de Castilla, por 
haber muerto su padre, una niña de tres años, la inocen­
te, la candorosa Isabel II y restituyó á la España su per­
dida libertad. 

SECCIÓN 2 . a 

Provincias csenlas. 

Las leyes que se dictaron en los tiempos, que en la 
sección anterior hemos descrito, se habían de resentir 
necesariamente del espíritu que á los reyes dominaba. 
Siendo el objeto principal de estos, el establecer una 
monarquía pura y absoluta sostenida por el clero, t o ­
das sus medidas se dirigen á este único fin. Confirmaron 
no obstante á las provincias esentas sus leyes especiales, 
aunque dispuestos á no respetarlas, sino en cuanto no se 
opusieran á sus proyectos. Los vizcainos congregados se­
gún costumbre en junta general bajo el árbol de Guerni-
ca, acordaron el año de 1 5 2 6 la revisión de sus fueros. 
Á virtud de este acuerdo se redactó el nuevo código d i ­
vidiéndolo en 36 títulos, el cual fue publicado el 1 5 2 7 , 
después de haber sido sancionado por el rey Don Carlos V. 

Los Aragoneses publicaron también un código de las 



leyes de Aragón en las cortes, que el año de 1 5 4 7 cele­
braron en Monzón, al que se unieron después las que se 
hicieron en cortes hasta el 1 6 4 6 . 

SECCIÓN 3.* 

Nueva Recopilación. 

Entre tanto continuaba la legislación general del reino 
cada dia mas obscura y complicada. Las cortes clamaban 
para que se pusiera fin á este desorden, pero alucinadas 
por su alicion á las Recopilaciones, solamente solicitaban 
que, se redactase otra nueva mas perfecta que la del 
Doctor Montalvo. Así es que las que se celebraron en Va-
lladolid el año de 1 5 2 3 , en la petición 56 decían al mo­
narca. « Que las leyes de fueros é ordenamientos no es ­
taban bien é juntamente copiladas; é las que están sacadas 
por ordenamiento de leyes que juntó el Doctor Montalvo, 
están corruptas c non bien sacadas, ó de esta causa los 
jueces dan varias é diversas sentencias, é non se saben 
las leyes del reino por las que se han de juzgar todos los 
negocios é pleitos. Somos informados que por mandado 
de los reyes católicos están las leyes juntas y copiladas.... 
á vuestra alteza humildemente suplicamos mande saberla 
persona que tiene la dicha copilacion hecha, y mande im­
primir el dicho libro y copilacion para que con autoridad 
de vuestra magestad por el dicho libro corregido se pue­
dan y deban determinar los negocios. » 

La misma súplica repitieron las cortes de Madrid el 
año de 1528 y 1534 , las de Segovia el 1 5 3 2 y las de 
Valladolid el 1 5 4 4 y el 1 5 5 5 . Estas últimas lo hicieron 
en los términos siguientes. « Decimos que á suplicación 
del reino en las corles que se celebraron el año de 2 3 y 
después en los siguientes, Y. M. mandó que se recopila-



sen todas las leyes del reino por orden haciendo un libro 
ó volumen de ellas.... para que todos entendiesen las le­
yes de nuestros reinos.... lo cual muy fácilmente se haría 
acabada esta recopilación: porque todos podrían tener no­
ticia é inteligencia de las dichas leyes.» 

Quiso la fatalidad, que al acceder Carlos V á tan re i ­
teradas peticiones, siguiera el errado camino que en ellas 
se le había señalado, sin reparar que la formación de una 
nueva colección de leyes que dejaba todas las anteriores 
en el mismo ser y estado, ademas de ser un trabajo p e ­
noso, era también inútil y aun perjudicial. Olvidando, 
pues, el grande pensamiento de Don Alonso el sabio de ­
cretó con acuerdo de su consejo la redacción de esta 
obra, cometiendo su desempeño á Don Pedro López de 
Alcocer y después de la muerte de este al Doctor Escu­
dero. Su hijo Felipe II dice en la pragmática que se puso 
al frente de la Nueva Recopilación. « Y así por los p ro ­
curadores de estos reinos en cortes y por algunas otras 
personas celosas del bien, y beneficio público, fue pedido 
y suplicado al emperador, y rey mi señor que mandase 
reducir y recopilar (odas las dichas leyes, y que se pusie­
sen debajo de sus títulos, y materias por la buena orden 
y estilo que conviniese, quitando lo que fuese superíluo, 
y añadiendo y enmendando en ellas lo que conviniese: y 
con acuerdo de los de su consejo fue esto primeramente 
cometido al Ooctor Pero López de Alcocer, Abogado 
que fue en la nuestra audiencia real, que reside en la Vi­
lla de Valladolid; el cual aunque se ocupó mucho tiempo 
en ello, no se pudo acabar en sus días; y después de su 
muerte, por ser esta obra de la importancia y calidad que 
era, y que requeria se prosiguiese por persona de autori­
dad, letras y esperiencia, fue para este efecto nombrado 
por S. M. el Doctor Escudero, del su Consejo y Cámara, 
para que, visto lo que estaba hecho por el dicho Doctor 
Pero López, y todo lo demás que conviniese ver, prosi-



guíese y continuase la dicha Recopilación: y como quiera 
que el dicho Doctor Escudero con gran cuidado y dili­
gencia, entendió mucho tiempo en esto, no se pudo ansi-
mismo acabar en su vida.... » 

Arrebatando la muerte á los dos doctores, que de or­
den de Carlos V habían emprendido el trabajo de formar 
la nueva colección legal, no pudo aquel emperador llevar 
á cabo su proyecto. Su hijo Felipe II le dio cima no sin 
tener que luchar con algunos inconvenientes, pues enco­
mendada la redacción de esta obra al Licenciado Pedro 
López de Arrieta, la parca que al parecer acechaba á 
cuantos aceptaban este encargo, le sorprendió también en 
medio de sus estudios y tareas. Concluyóla por fin el L i ­
cenciado Bartolomé de Atienza conforme á las instruccio­
nes que le diera el rey Felipe, al cual se la presentó ya 
acabada el año de 15G2. 

El Licenciado Atienza dividió la Nueva Recopilación en 
9 libros que se subdividen en títulos y leyes. Todos los 
títulos llevan á la cabeza un epígrafe que indica las mate­
rias que en ellos se tratan, y todas las leyes un sumario ó 
compendio de lo que en el testo se dispone. Anótase 
también debajo del sumario de cada ley, el rey ó reyes 
que la dictaron, el año en que se dio y la parte de don­
de fue tomada. 

Reseñaremos este código indicando las materias que en 
el se contienen, por el mismo orden con que se encuen­
tran colocadas y distribuidas. 

El libro 1.° se divide en 12 títulos en los cuales se 
trata de la Santa Fe Católica; de la libertad y esencion 
de las iglesias y monasterios y guarda de sus bienes; de 
los prelados y clérigos y de sus beneficios y libertades; de 
los diezmos; del patronato real y otros patronatos; de las 
universidades ó estudios generales, doctores y escolares ; 
de los conservadores y otros jueces eclesiásticos; de los 
cuestores de las órdenes y de los votos de Santiago; de 



las bulas; de los cautivos cristianos rescatados; y de los 
romeros, peregrinos y pobres. 

El libro 2.° se divide en 2 5 títulos, en los que se habla 
de las leyes; del modo con que deben los reyes adminis­
trar justicia; de la fidelidad y homenaje que se deben ofre­
cer al nuevo monarca al comenzar su reinado; del conse­
jo del rey; de las cnancillerías y audiencias; de los alcal­
des de la casa y corte; de los alcaldes del crimen de las 
audiencias de Valladolid y Granada; de los juzgados de 
provincia, alcaldes de corte y chancillerías en lo civil, y 
de los aranceles de los escribanos; de las visitas de cár­
celes; de las recusaciones; de los alcaldes de los hijosdal­
go y de las probanzas y procedimientos en pleitos de hi­
dalguía; de los notarios de las provincias; de los procura­
dores tiseales y relatores; de los receptores de penas de 
cámara; del registrador y chanciller del sello del consejo 
y audiencias; de los abogados; de los relatores; de los se­
cretarios del rey; de los escribanos de cámara del conse­
jo de la inquisición y otros; de los escribanos de cámara 
de las audiencias y chancillerías y sus derechos; de los e s ­
cribanos del crimen, alcaldes de corte y chancillerías y 
su arancel; de los receptores ordinarios; de la tasación de 
probanzas; de los procuradores de las chancillerías y au­
diencias; y de los porteros del consejo y audiencias. 

El libro 3.° se divide en 19 títulos, que se ocupan de 
la audiencia de Galicia; de la de Sevilla; de la de Cana­
ria y siete islas; de los adelantados, merinos y alcaldes 
mayores; de los adelantamientos y merindades y sus ofi­
ciales; de los asistentes, corregidores y gobernadores; de 
las residencias y jueces que las han de tomar; de los visi­
tadores y veedores, de los alcaldes ordinarios y delega­
dos y sus aranceles; de los alcaldes de sacas y arancel de 
sus escribanos; de la jurisdicción de los priores y cónsu­
les de Burgos y Bilbao; del presidente de la mesta y de 
las cañadas de la cabana y mesta real; de los aposenta-
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dores de eórte; y de los proto-médicos, boticarios, bar­
beros, al bey tares y herradores. 

El libro 4.° se divide en 3 3 títulos, en los que se e s -
plica la jurisdicción real, demandas y emplazamientos, 
contestaciones, excepciones y reconvenciones; y se trata de 
ios testigos; de las pruebas y sus términos; de la conclu­
sión de los pleitos; del juramento de calumnia y posi­
ciones, de las tachas de los testigos y restitución para 
hacer nuevas probanzas; del modo de proceder contra los 
rebeldes y contumaces; de los asentamientos, secuestros, 
embargos y restitución de los despojados; de las provisio­
nes y cédulas libradas contra derecho y en perjuicio de 
partes; de las prescripciones, de las recusaciones de j ue ­
ces ordinarios y delegados; de las sentencias y causas de 
su nulidad; de las apelaciones, súplicas y segundas supli­
caciones; de las entregas y ejecuciones de contratos, sen­
tencias, confesiones, y conocimientos y de sus ejecutores; 
de las costas y su tasación; de los algualciles de corte y 
chancillerías del reino; de las cárceles y pobres encarce­
lados: de los escribanos públicos y de número y de los 
notarios eclesiásticos; del arancel de los derechos de los 
escribanos de consejo; del arancel de otros escribanos; de 
los derechos de carcelaje que han de llevar los carceleros 
y alcaides; del arancel de los derechos de los algualciles 
de corte; del arancel de los algualciles de chancillerías; 
de los derechos de los alguaciles de los corregidores y 
justicias ordinarias; de los verdugos y pregón* ros y sus 
derechos; y de los derechos de los algualciles del campo, 
de la eérte y chancillerías. 

El libro 5.° se divide en 2 5 títulos, en los cuales se 
ocupa de los casamientos, dotes, arras y jnyns; de las mu­
jeres casadas y solteras y de cuando pueden obligarse v 
presentarse á juicio con licencia de sus maridos ó sin ella; 
de los testamentos, comisarios y ejecutores testaménta­
nos: de los lutos y cera que se pueden traer y gastar por 



los difuntos; de las mejoras de tercio y quinto; de los ma­
yorazgos; de las herencias y particiones; de los bienes 
gananciales; de las donaciones y mercedes de los reyes y 
otras personas; de las compras y ventas y derecho de re­
tracto; de las ventas de brocados, sedas, paños, y de los 
corredores; de los pesos y medidas; de los regatones; de 
los censos; de los contractos, obligaciones, fianzas, deu­
das y cesión de bienes; de las prendas y represalias; de 
los cambios, cambiadores y corredores de ellos y de los 
mercaderes c intereses; de los cambios y mercaderes que 
se alzan; de las casas de moneda y sus ordenanzas; del 
marco y pesos con que se ha de pesar el oro y plata y 
las monedas; del contraste y fiel público; de los plateros 
y doradores; y de la tasa del pan. 

El libro 6.° se divide en 2 0 títulos, y en ellos se habla de 
los caballeros; de los hijosdalgo; de lo que los hijosdalgo 
y otras personas han de haber en las vehetrias, solarie­
gos, abadengos y encartaciones, y como deben ser tratados 
sus vasallos; de como los vasallos de los reyes que tienen 
tierra ó sueldo le han de servir en las guerras y de sus 
capitanes; de los castillos, fortalezas y muros; de las a r ­
mas; de las cortes y procuradores del reino; de los emba­
jadores; del correo mayor; de los vagajes de bestias y car­
retas y de la tasa y condiciones, con que se han de al­
quilar las muías y otros animales; de las imposiciones de 
contribuciones ó tributos; de los yantares; de las minas y 
bieiws mostrencos y abandonados; de los que están obli­
gados á pagar contribuciones ó pechos y de los que se 
hallan esculos; de los monteros y sus esenciones; de los 
gallineros y cazadores del rey; de los caballos y asnos pa­
dres; de las cosas cuya eslraccion ó importación se pro­
hibe, y de las que pueden andar libremente por el reino; 
de los carreteros; y de los lacayos y otros criados. 

El libro 7.° se divide en 20 títulos, en los que se trata 
de los ayuntamientos, justicias y regidores y de sus orde-



nanzas; del respeto que se merecen las costumbres y pri­
vilegios que tienen los pueblos y ciudades para nombrar y 
elegir regidores, jurados, escribanos, fieles, mayordomos 
y otros oficiales; de los regimientos juradurías y otros ofi­
cios públicos de los concejos; de la renuncia de oficios 
públicos; de los propios y rentas de los concejos; de los 
repartimientos que pueden hacer los pueblos y de las r e ­
bajas de los lugares despoblados; de los términos públi­
cos y de las dcíiesas, montes y pastos de los pueblos; de 
la caza y pesca y de la prohibición de matar terneros y 
terneras; de los que pasan á vivir de un pueblo a otro; 
de los navios; de los oficiales, jornaleros, menestrales y 
mesoneros; de los trajes y vestidos; del modo de fabricar 
los paños; de los cereros y fabricantes de velas de sebo; 
de los comerciantes de cueros y curtidores; y de los cal­
dereros y buhoneros. 

El libro 8.° se divide en 2 6 títulos, los cuales se eeu* 
pan de los pesquisidores, jueces de comisión y pesqui­
sas; de los judíos, moros, rescatados, gacís, paudexares y 
cristianos nuevos; de los herejes, reconciliados, adivinos, 
hechiceros y agoreros; de los que blasfeman contra Dios 
la Virgen y el rey; de las usuras; de los juegos y juga­
dores; de los rieplos y desafíos; de las treguas y asegu-
ranzas; de las injurias y denuestos; de los ladrones, rufia­
nes, vagamundos y jitanos; de los robos y fuerzas; de las 
leyes de la hermandad en persecución de malhechores; de 
las ligas, y cofradías populares é ilícitas; de los levanta­
mientos, asonadas, parcialidades y máscaras; del modo con 
que se han de remitir á sus propios jueces los delincuen­
tes y deudores (pie se recepten en las fortalezas, casas-
fuertes y lugares privilegiados; cíe los perjuros y falsarios; 
de la alevosía y traición; de los amancebados; de los adul­
terios, incestos y estupros; del pecado nefando; de los que 
matan hieren ó hacen fuerza contra los oficiales de justi­
cia; de los homicidios; de los condenados á servir en al-



giina isla ó galera y del modo de ejecutur estas penas; 
del perdón ó indulto concedido por el rey á los crimina­
les; y de las penas de cámara. 

El libro 9.° y último se divide en 35- títulos, que ha­
blan de las contadurías mayores y sus empleados; de la 
jurisdicción y ordenanzas de la contaduría mayor; de los 
deberes de los contadores mayores y demás oficiales; del 
arancel de las contadurías mayores; de los procedimien­
tos judiciales en pleitos de rentas reales; de las rentas 
reales, y condiciones con que deben arrendarse; de las 
personas que están ó no incapacitadas para arrendar ren­
tas reales por mayor y menor; de las pujas y prometidos; 
de la administración de las rentas reales no arrendadas; 
del modo de hacer sus pagos los arrendadores de rentas 
reales y fieles; de las alcabalas; de las ferias y mercados 
francos; de las tercias reales; de los derechos del almoja­
rifazgo del arzobispado de Sevilla, obispado de Cádiz y 
reino de Granada y de sus aranceles y leyes; del almoja­
rifazgo de los obispados de Cartagena y Murcia y del de 
Indias; del servicio y montazgo de los ganados transhu-
mantes; de los diezmos de los puertos de Guipúzcoa y 
Vizcaya; de los diezmos de mar de Galicia y Asturias; de 
los derechos de la seda del reino de Granada; de los diez­
mos de los puertos secos de Castilla, Aragón, Portugal y 
Navarra; de los derechos de las lanas que se estraen del 
reino; de la moneda forera; y de los proveedores del ejér­
cito, casa real, corte, pósitos y alfolíes. 

No se crea por esto que el plan de la Nueva Recopi­
lación era ordenado y metódico, y que su redactor nos 
dejó una obra acabada y perfecta en su clase, pues si se 
tiene presente que quiso juntar en dos volúmenes, las le­
yes del Fuero Real, algunas de Estilo y todas las orde­
nanzas, pragmáticas y leyes promulgadas desde el tiempo 
de Don Alonso el sabio, antiguas y modernas, generales 
y particulares, decisiones y declaraciones, y demás decre-



tos y providencias del gobierno, trasladándolas integras de 
sus originales, copiándolas servilmente; se verá que bus­
car un plan, orden y método en este acinamiento de dis­
posiciones tan varias é inconecsas, sería fatigarse en vano. 

Esta colección legal que se trabajó á imitación de la 
del Doctor Montalvo abunda en muy notables defectos y 
es casi, casi tan imperfecta como aquella. Su redactor, 
después de haberla dividido en varias secciones, no acer­
tó á reunir en cada una las leyes de aquella especie, an­
tes por el contrario se ven dispersas y colocadas en títu­
los que no les corresponde muchas que debían estar en 
otros, y las citas que se hacen de los reyes que las san­
cionaron y de los cuerpos de donde se copiaron son fal­
sas en muchas de ellas. 

Los doctores Aso y Manuel dicen de las leyes de este 
código. « Unas están truncadas, otras tan confusas que no 
se alcanza su verdadero sentido; otras tan alteradas y l le­
nas de clausulas forasteras que ya son leyes distintas. » Y 
el P. Fr . Lieiano Saez. « Ygua] falta se advierte en otras 
muchas de dichas Ordenanzas y Nueva Recopilación, pues 
se atribuyen á dos ó mas reyes, con ser que el uno esta­
bleció lo contrario que el olro; ó que el uno fué autor 
de la ley derogada y el otro de la derogante. » 

En la Recopilación se estamparon también, con poco 
discernimiento, muchas leyes que por ser iguales en el 
contenido son superfluas y redundantes: otras que por ha­
llarse derogadas bien espresamente, ó bien por haber que­
dado desusadas con el tiempo, son del todo inútiles y sir­
ven solo para aumentar el fárrago y la confusión: y otras 
que por no ser generales y perpetuas, sino particulares y 
temporales no eran dignas de ocupar un lugar en este 
código. 

La colección de leyes que ecsaminamos está escrita en 
un estilo desigual y muchas veces iuintiligible, por la abun­
dancia de t^rmintK técnicos y per el lenguaje anticuado y 



semibárbaro de algunas disposiciones de la edad media; 
pues como se copiaron al pie de la letra leyes dictadas en 
tiempos que tanto distan los unos de los otros, forman un 
contraste muy chocante los diversos estilos y modismos 
que en la Recopilación se encuentran. Hállase también 
plagada de anacronismos, errores, redundadas y contra­
dicciones; y no podrá menos de suceder otro tanto en to­
das las obras de este linage, cuando los hombres faltos de 
lógica y de lilosofia se empeñen en recopilar disposicio­
nes dadas en épocas diferentes, con fines no solamente 
distintos, sino también contrarios muchas veces. 

La Nueva Recopilación no correspondió á las esperan­
zas que se habían concebido, y patentizó cuan poco cono­
cían la situación de la jurisprudencia española y los me­
dios de sacarla del estado lastimoso en que yacía, los pro­
curadores del reino, que en las cortes de Madrid solici­
tando una recopilación el año de 1 5 5 5 dijeron que lo ha­
cían, « para que todos entendiesen las leyes de nuestros 
reinos.... lo cual muy fácilmente se haría acabada esta re­
copilación porque todos podrían leuer noticia é inteligen­
cia de las dichas leyes. » 

Esta colección de leyes fue sancionada y publicada 
por Felipe U el año de 1567 , llevando al frente una prag­
mática por la cual se mandaba que la Nueva Recopila­
ción fuera obedecida en todas parles, y gozase de prefe­
rencia á lodos los demás códigos del reino, los que que­
daban vigentes con el mismo orden y gradación que se 
les había señalado en el ordenamiento de Alcalá y ley 1.* 
de Toro. En el dia se hallan en la Novísima casi todas 
las leyes de esta Recopilación, pero aunque algunas no 
fueron incluidas en aquella, tienen no obstante fuerza le­
gal siempre que no hayan sido espresamente derogadas, 
porque la ley 10, Ululo 3 , libro 3 de la Novísima Reco­
pilación dispone, que sigan vigentes todas las que en lo* 
nueve libros de la Nueva se contienen. De este c ó d i ^ 



legal se hicieron nueve ediciones sin que en ellas se r e ­
formaran los defectos indicados, y en la décima que se 
publicó el año de 1 7 4 5 se le aumentó un tomo de autos 
acordados, según se dirá en la sección que sigue. 

SECCIÓN 4.» 

Autos acordados del Consejo. 

Habiendo perecido la antigua institución de las cortes, 
y privada por lo tanto la nación de lomar parte en los 
negocios públicos y en la confección de las leyes, el con­
sejo del rey, como siempre sucede en los gobiernos abso­
lutos, se apoderó de una buena parte del poder legislati­
vo. Este famoso cuerpo que se atribuía funciones judicia­
les, administrativas y legislativas, haciendo que fuera in­
definible su verdadero carácter, no solamente solía usar 
en las visitas semanales de la iniciativa, proponiendo mo­
til propio al monarca las medidas que creía conveniente 
se adoptasen, sino que también las dictaba en su nombre 
por mandado del soberano, y aun muchas veces espedía 
reglamentos y circulares, declaraba dudas y prescribía re­
glas, sin ser consultado para ello: en una palabra lo dire­
mos todo, legislaba. 

De sus ¡numerables providencias se formó un tercer 
tomo adiccional á la Nueva Recopilación en el que, 
guardándose el mismo orden y distribución de libros y 
de títulos que se observó en aquella, se compilaron mas 
de quinientas pragmáticas, cédulas, decretos y resolucio­
nes, bajo el titulo de Autos acordados del Consejo. 

En esta colección que solo es un apéndice á la Reco­
pilación se advierte ademas de los defectos que en aque­
lla se han notado, otros propios é indispensables á una 
obra de su clase; pues entre las disposiciones legislativas, 



generales y perpetuas se encuentran medidas gubernati­
vas, locales y transitorias; y muchas que solo pueden ser­
vir de ejemplo, pero no de regla, porque siendo resolu­
ciones de autos contenciosos sobre cosas que ya pasaron, 
no tienen mayor autoridad que otra cualquier decisión ju­
dicial. 

En la impresión que de la Nueva Recopilación se hi­
zo el año de 1 7 4 5 se le aumentó este tercer tomo de Au­
tos acordados, el cual ha seguido después la misma suerte 
que los otros dos en cuanto á su fuerza, autoridad, é in­
clusión en la Novísima. 

SECCIÓN 5 . a 

Malógrame los esfuerzos que Carlos V y Felipe II hicieron 
para reformar la legislación: sigue esta en el mayor 

desorden: nuevas doctrinas del siglo XVIII. 

Malogrados fueron también por esta vez los esfuerzos, 
que nuestros reyes emplearon para enmendar los yerros 
en que abundaban las recopilaciones anteriores, y para 
aclarar las dificultades, dudas y confusión, que por tan 
largo tiempo hicieran imposible el estudio de nuestra le ­
gislación y la administración de justicia. Y necesariamen­
te habían de permanecer las cosas en el mismo estado, 
cuando nuestros jurisconsultos seguían siempre con el 
gusto deprabado de preferir á la patria la legislación ca­
nónica y romana; y nuestros legisladores continuaban in­
corregibles y empeñados en reorganizarla y simplificarla 
por el funesto método de aglomerar recopilaciones sobre 
recopilaciones, olvidando los malos resultados que estas 
en otros tiempos habían producido. 

Los sucesores de Felipe II no pudieron, pues, por mas 
órdenes y providencias que dictaron arrancar las ondas 
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raices de este vicioso sistema, ni conjurai% la pesio que á 
causa de la mala educación literaria cundía por todas par­
te». El Supremo consejo de Castilla nos dejó bosquejado 
el cuadro á que aludimos, en un auto acordado del año 
1 7 1 3 . « El Consejo, dice, tiene presente que el señor 
rey Don Alonso II en la era de 1-tttf, año de 13Í-8, los 
señores reyes Católicos en el de I i 9 9 , Don Femando y 
Doña Junana en el de 1505 , el señor Don Felipe II en 
el de 15G7, y el señor Don Felipe III en el de 1610 , 
establecieron entre otras leyes, las que se hallan recopi­
ladas en la primera de Toro en la pragmática (pie está al 
principio de la Nueva Recopilación; y en la ley 3 , titulo 
2 , libro 12 de ella, por las (piales se dispone que así para 
actuar como para determinar los pleitos y causas que se 
ofrecieren; se guarden integramente las leyes de Recopi­
lación de estos reynos, los Ordenamientos y pragmáticas, 
leyes de Partida, y los otros fueros en lo que, estuvieren 
en uso, no obstante que de ellas se diga que no son usa­
das, ni guardadas; y que en caso que en todas ellas no 
haya ley que decida la duda, ó en el de que la haya es­
tando dudosa, se recurra precisamente á S. M. para (pie 
la esplique. Y en contravención de lo dispuesto, se subs­
tancian y determinan muchos pleitos en los tribunales de 
estos reynos valiéndose para ello de doctrinas de libros 
y de autores exlianjei os, siendo mucho el daño (pie se ex­
perimenta de ver despreciada la doctrina de nuestros pro­
pios autores que con larga experiencia explicaron, inter­
pretaron y glosaron las referidas leves, ordenanzas, fue­
ros, usos y costumbres de estos reynos, añadiendo á esto, 
que con ignorancia ó con malicia de lo dispuesto en ellas, 
sucede regularmente que cuando hay ley clara y deter­
minante, sino está en las nuevamente recopiladas, se per­
suaden muchos sin fundamento á que no está en obser­
vancia, ni debe ser guardada: y si eu la Recopilación se 
encueiilra alguna ley ó pragmática suspendida ó rebocada, 



aunque no haya ley clara que decida la duda, y la rebo­
cada ó suspendida pueda decidirla y aclararla, tampoco 
se usa de ellas. Y lo que es mas intolerable creen que en 
los tribunales reales se debe dar mas estimación á las le ­
yes civiles y canónicas, que á las leyes, ordenanzas, 
pragmáticas, estatutos y fueros de estos reinos, siendo así 
que las civiles no son en España leyes, ni deben llamarse 
así sino sentencias de sabios, que solo pueden seguirse 
en defecto de ley, y en cuanto se ayudan por el derecho 
natural y confirman el real, que propiamente es el dere­
cho común, y no el de los romanos, cuyas layes ni las 
demás estrañas no deben ser usadas ni guardadas. » 

Nótase no sin placer que, en el siglo XV!II aparecen 
algunos sabios, que conociendo el estado vergonzoso de 
nuestra legislación, se afanan por sacarla del abatimiento 
en que yace, y por elevarla á una altura digna de la na ­
ción española. En los reinados de Felipe V., Fernando VI, 
Carlos III y Carlos IV comienza la restauración de las 
letras y de la jurisprudencia. Ernesto de Franckenaw, 
Sotelo, el Marques de la Ensenada, Fernandez de la Me­
sa, el P . Burriel, el conde de Campomanes, Jovellanos, 
Don Kalael Floranes, Aso y Manuel, y otros escritores 
fueron los que sembraron las primeras semillas de la 
grande reforma que esperamos en nuestra legislación, las 
cuales si hasta ahora solo han producido escasos frutos, 
producierán por fin otros mas opimos. En aquel siglo se 
publicaron algunas obras útilísimas y desconocidas hasta 
entonces, contándose entre ellas varias colecciones de có­
digos legales; se cobró grande afición al interesante estu­
dio de la historia de nuestra legislación; y principió á de­
caer el crédito de las estranjeras y el de los comentado­
res de la antigua escuela. 

Don Leopoldo Augusto de Cueto describe en su Bio­
grafía del Conde de Toreno, los adelantos que hicimos 
en el reinado de Carlos III, diciendo, c Desde el reinado 



de Carlos III la influencia de la filosofía francesa del s i­
glo XVIII, escasamente eficaz en la literatura, se había 
hecho notablemente sensible en el estado político y social 
de la España. Los Condes de A randa, y Florida-Blanca, 
poseídos de cuanto había practicable y juicioso en aque­
lla filosofía dieron un noble y vigoroso impulso al espíri­
tu de reforma é innovación. Estos hombres insignes ocu­
pándose práctica y especulativamente de las mejoras pú­
blicas, é introduciendo en las determinaciones del gobier­
no las profundas miras de Monlesquieu y otros publicis­
tas, convirtieron la ciencia y la discusión en un medio de 
prestigio y hasta en un arma de poder. Casi todos los mo­
numentos é institutos, que acercan la España actual á la 
civilización del resto de la Europa, son debidos á aquel 
reinado, en que la prudente represión del poder monacal 
y el fomento concedido al comercio, á las arles y á la in­
dustria, iban efectuando sin sangre ni violencia la revolu­
ción social del siglo: ensayo á un tiempo y feliz testimo­
nio de lo que pueden hacer en pocos años, cuando las 
pasiones populares no complican, ni embarazan su mar­
cha, la firmeza y la ilustración de los gobiernos. > 

SECCIÓN 6 . a 

Novísima Recopilación. 

Carlos III y Carlos IV participaron también del espíritu 
reformador que comenzaba á notarse en la Península, y 
conociendo las necesidades de su época procuraron satis­
facerlas del modo que les pareció mejor v mas sencillo. 
Desvariadamente en vez de cortar por la raiz el árbol 
carcomido de nuestra legislación, para reorganizarla des­
pués • una manera sólida y completa, adoptaron la mez-

a idea de hacer algunas reformas parciales, que solo 



prometían resultados tan pequeños como el pequeño pen­
samiento que había de producirlos. 

Conociendo aquellos reyes, según se dice en la prag­
mática que está á la cabeza de la Novísima Recopilación, 
que en la Nueva, « no se observó el método decretado, 
ni quedó enteramente provista, y solo si en parte socor­
rida la necesidad de un código bien ordenado, á que be l ­
mente se sujetasen bajo de sus correspondientes títulos 
y libros todas las leyes útiles y vivas, generales y perpe­
tuas, publicadas desde la formación de las Siete Partidas y 
Fuero Real, como espresamente se había mandado; pues 
sobre la falta del debido orden, y precisa división de títulos 
contenidos en cada libro, se incorporaron en unos leyes 
pertenecientes á otros, según las materias de sus disposi­
ciones; advirtiéndose en todos la confusa mezcla de algu­
nas respectivas á diversos ramos, y la dificultad de en ­
tender lo proveído en cada una....» y que estos defectos 
no se habían subsanado en el tercer lomo, que con el nom­
bre de Autos Acordados del Consejo se le aumentó el 
año de 1745 , porque no solamente contiene los mismos 
lunares que aquella, sino que ademas se omitieron en el 
«muchas disposiciones útiles y necesarias, publicadas hasta 
dicho tiempo que debieron recopilarse »; trataron de cor­
regir estos defectos, publicaudo un suplemento que con­
tuviera todas las disposiciones que se olvidaron en la Re­
copilación y Autos acordados, y « el gran número de 
Cédulas, Decretos Reales y Autos acordados que habían 
salido desde el año de 1 7 4 5 . » 

Nombrado para desempeñar este encargo el Señor 
Don Manuel de Lardizabal, espuso el Consejo al rey Don 
Carlos III, como se dice en la citada pragmática, « la 
creación de una Junta de Ministros de él, á que asistiese 
Lardizabal, para hacer presente su colección y extracto, 
notas y remisiones, á fin de que con la Real aprobación 
saliese á luz quanto antes £sje tan necesario suplemento 



de leyes y providencias generales, coordinándose este tomo 
4.° por el método observado en los tres de que consta­
ba la Recopilación; entendiéndose, que en las sucesivas 
reimpresiones debería este suplemento incorporarse en los 
respectivos libros y títulos de los Autos acordados....» 

Aunque Lardizabal empleó diez años en la redacción 
de este suplemento, fue desechada su obra cuando la pre­
sentó para la aprobación; po'' lo que Carlos IV la come­
tió de nuevo á Don Juan de la R 'gura Valdelomar. Á 
virtud de este nombramiento pasaron todos los trabajos 
de Lardizabal á Reguera, el que al presentar concluidos 
los suyos el año de 1802, acompañó un plan de refor­
ma en el cual proponía refundir los tres tomos de la 
Nueva Recopilación, las disposiciones que se omitieron en 
aquellos, y todas las que después se dieron que pasaban 
de dos mil, en una li-copilaeion novísima. Adoptándose 
este último pensamiento se desechó el primero y Don 
Juan Reguera Valdelomar compuso en solos dos años la 
voluminosa colección legal, que se sancionó por fin bajo 
el nombre de Novísima liacopiUcion de las leyes de Es­
paña. 

Reguera Valdelomar dividió la Novísima en 12 libros. 
Los 2 primeros tratan de las leyes pertenecientes al es­
tado eclesiástico, de la Santa Iglesia y sus derechos, de 
sus preladas y subditos, de sus bienes, rentas, provisión 
de beneficios, y de su jurisdicción, jueces y tribunales. 
Los 3 siguientes compiehenden lo respectivo al rey. á su 
casa y corle, á su jurisdicción y ejercicio de esta en el Su­
premo Consejo de Castilla, chancillerías y audiencias. En 
el 6.° y 7.° se habla de los vasallos, distinguiéndose sus 
diferentes estados y fueros, obligaciones, cargas y contri­
buciones; y de los pueblos y su gobierno civil, político y 
económico. El 8.° y 9.° versan sobre las ciencias, arles 
y oficios, comercio, moneda y minas. Y en los 3 últi­
mos se esplican los contratos y obligaciones, testamentos 



y herencias; los juicios civiles ordinarios y egecutivos; los 
delitos; las penas y los juicios criminales. Cada uno de 
estos libros se subdivide en diferentes títulos; los que 
también se gubdividen en varias leyes, y éstas no solamen­
te tienen á la cabeza su número, epígrafe ó sumario y las 
citas de los lugares de donde se han tomado; sino que 
ademas llevan al pie algunas notas. 

El libro 1.° de la Novísima Recopilación se divide en 
30 títulos, en los cuales trata de la santa fé católica; de 
las iglesias y cofradías; de los cementerios, entierros y 
funerales; de los asilos; de los bienes de las iglesias, mo­
nasterios y otras manos muertas; de los diezmos y nova­
les; de los dos novenos ó tercias reales de los diezmos; 
de los prelados eclesiásticos; de los clérigos, sus privile­
gios, bienes y contribuciones; de los clérigos de corona y 
calidades que deberán tener para gozar del fuero ecle­
siástico; de los seminarios conciliares y casas de educa­
ción y corrección de los eclesiásticos; de la fundación de 
capellanías perpetuas y patrimonios temporales eclesiásti­
cos; de los beneficios eclesiásticos y requisitos para obte­
nerlos y servirlos; de la naturaleza de estos reinos nece­
saria para obtener beneficios eclesiásticos; de la residen­
cia de los clérigos en sus iglesias y beneficios; de la su­
presión y reuuion de beneücios incongruos; del patrona­
to real y conocimientos d e sus negocios en la cámara; de 
la real presentación de prelacias de las iglesias y provi­
sión de piezas eclesiásticas conforme al concordato con la 
Santa Sede; de las prevendas de olicio y su provisión; de 
la provisión de beneficios curados; de la provisión de be­
neficios patrimoniales; de las dispensas en malerias bene­
ficíales; de las pensiones sobre rentas de beneficios ecle­
siásticos; de la mesada y media anata eclesiástica; del fon­
do pío beneficial; de las órdenes regulares; de los reli­
giosos; de los cuestores de las órdenes y demandantes; 
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de la redención de cautivos cristianos; y de los romeros 
y peregrinos. 

El libro 2.° se divide en 15 títulos, que se ocupan de 
la jurisdicción eclesiástica y sus jueces ordinarios; de la 
fuerza de los jueces eclesiásticos y recursos al real auxi­
lio; de las bulas y breves, y su presentación y retención 
en el consejo; del Nuncio Apostólico; del tribunal de la 
rota de la nunciatura; del vicario general de los reales 
ejércitos; de los tribunales de la inquisición, sus minis­
tros y familiares; del consejo de las órdenes y su juris­
dicción real, eclesiástica, regular y maestral; del juzgado 
de las iglesias de las tres órdenes militares; de la real 
junta apostólica; del comisario general de cruzada; del tri­
bunal apostólico y real de la gracia del escusado, su d i ­
rección y administración por cuenta de la real hacienda; 
del colector general de espólios y vacantes; do los nota­
rios y otros oficiales eclesiásticos; y del uso de aranceles 
y papel sellado en los juzgados eclesiásticos. 

El libro 3.° se divide en 2 2 títulos, en los que habla 
del rey y de la sucesión del reino; de las leyes; de los 
fueros provinciales; do las pragmáticas, cédulas, decretos 
y provisiones reales; de las donaciones, mercedes y pri­
vilegios reales; del modo de oír y librar el rey y de sus 
secretarías de estado y del despacho universal; del con­
sejo de estado; de las cortes y procuradores del reino; 
de los embajadores; de las casas, sitios y bosques reales 
y de sus privativas jurisdicciones; de las guardias de la 
casa real y sus privativos fueros; del real bureo, oficiales 
de la casa real; sus criados y dependientes; de la real jun­
ta y superintendencia general de correos y postas; de los 
aposentadores de la corte, tasación y retasa de las casas 
de Madrid; de la regalía de aposento; de los proveedores 
de la real casa y corte; de los alcaldes de repeso, abastos 
y regatones de la corte; de los fieles ejecutores de Ma­
drid; de la policía de la corte; de las rondas y visitas de 



la corte por los alcaldes de ella y sus ministros; de los 
alcaldes de cuarteles y barrios de la corte; y de los pre­
tendientes y forasteros de la corte. 

El libro 4.° se divide en 30 títulos, que tratan, de la 
real jurisdicción y decisión tle competencias; de los t r i ­
bunales y ministros en general; del real supremo consejo 
de ('astilla y sus ministros; de la cámara de Castilla; de los 
negocios pertenecientes al conocimiento del consejo; de 
los negocios que no puede conocer el consejo; del modo 
de proceder á la vista y determinación de negocios el 
consejo; del modo de votar los pleitos y negocios el con­
sejo; de las consultas del consejo al rey; de las comisio­
nes del consejo, y modo de proceder en ellas sus jueces 
y oficiales; de las residencias, y modo de proceder á su 
determinación en el consejo; de las cartas y provisiones 
del consejo y su despacho; del registro y sello de las rea­
les cartas y provisiones del consejo; de las condenaciones 
para penas de cámara y gastos de justicia en el consejo; 
de los ministros del consejo superintendentes de parti­
dos y provincias del reino; de los fiscales del consejo y 
sus agentes; del juez visitador, oficiales del consejo, y sus 
derechos en general; del escribano de cámara y de go ­
bierno del consejo; de los abogados relatores, escribanos 
de cámara, tasador y porteros, del consejo; de los procu­
radores de número, agentes y solicitadores de negocios 
en la corte; de las dos salas de corte y sus alcaldes; de 
los alcaldes, jueces de provincia de la corte; de los escri­
banos del juzgado de provincia de la corte; y de los al­
guaciles de la corte y villa, oficiales, porteros y otros em­
pleados de la sala de alcaldes. 

El lihro 5.° se divide en 34 títulos, los que se ocupan 
de las chancillerías de Valladolid y Granada; de las au­
diencias de Galicia, Asturias, Sevilla, Canarias, Estrcma-
dura, Aragón, Valencia, Cataluña y Mallorca; de los pre­
sidentes, oidores v otros oficiales y ministros de las chan-

II. 8 



cillerías y audiencias; de los alcaldes del crimen en las 
chancillerías; de los alcaldes de cuartel en las chancillerías 
y audiencias, y de los de barrio; de los alcaldes jueces de 
provincia; de los alcaldes de los hijodalgo en las chanci­
llerías; del juez mayor de Vizcaya en la cnancillería de 
Valladolid; de los fiscales de S. M. en las chancillerías y 
audicncas; de los alguaciles mayores en las chancillerías; 
de los oficiales de las chancillerías y audiencias y sus de ­
rechos; del chanciller y su teniente, registrador mayor y 
sus tenientes en las chancillerías; de los abogados; de los 
relatores y escribanos de cámara en las chancillerías y 
audiencias; de los escribanos del crimen en las chancille-
rías y audiencias; de los escribanos del juzgado de los al­
caldes jueces de provincia; de los escribanos de los hijos­
dalgo de las chancillerías; de los receptores de las chan­
cillerías y audiencias; del repartidor de negocios de recep­
tores de las audiencias; del tasador general en las chanci­
llerías y audiencias; de los procuradores y porteros de las 
chancillerías y audiencias; de los alguaciles de las chanci­
llerías y justicias del reino; y de los receptores de penas 
de cámara y gastos de justicia de las chancillerías y au­
diencias. 

El libro 6.° se divide en 2 2 títulos, los cuales hablan 
de los señores de vasallos, grandes de España y otros títu­
los de Castilla; de los nobles é hijodalgo y sus privilegios; 
de los caballeros; de los militares, su fuero, privilegios y 
esenciones; del supremo consejo de guerra; del servicio 
militar; del servicio de marina, fuero y privilegios de sus 
matriculados; del corso contra los enemigos de la corona; 
de los empleados de la real hacienda, su fuero, privilegios 
y esenciones; del supremo consejo de hacienda; de los 
estrangeros domiciliados y transeúntes en España; de los 
tratamientos de palabra y por escrito; de los trajes y ves­
tidos, y usos de muebles y alhagas; del uso de sillas de 
manos, coches, literas, muías y caballos; de los criados; 



de los pechos y servicios, imposiciones y irihulos; de las 
esencioncs de pechos y tributos reales, oficios y cargas 
concejiles y de las personas no esentas; de los bagages, 
utensilios y alojamientos de la tropa; de los portazgos, 
pontazgos, barcages y peages; de los estancos; y de los 
repartimientos de contribuciones entre los vecinos de los 
pueblos. 

El libro 7.° se divide en 40 títulos, (pie tratan de los 
muros, castillos y fortalezas de los pueblos; de los conce­
jos, ayuntamientos y ordenanzas de los pueblos; de los 
privilegios y costumbres de los pueblos en la elección de 
oficios; de los oficios públicos, su provisión y calidades 
para obtenerlos; del uso de oficios públicos y prohibición 
de arrendarlos; de la reducción de los oficios acrecenta­
dos y derechos de los pueblos para tantearlos y consumir­
los; de la renuncia de los oficios públicos y su incorpora­
ción á la corona; de los oficiales de concejo, sus obliga­
ciones y prohibiciones; de los diputados y procuradores 
de los concejos para negocios de los pueblos; de los cor­
regidores, sus tenientes y alcaldes mayores; de la resi­
dencia de los corregidores y otros jueces y oficiales; de 
los jueces de residencia y sus oficiales; de los jueces vi­
sitadores de las provincias; de los escribanos públicos y 
del número de los pueblos, notarios de los reinos y sus 
visitas; de los propios y arbitrios; de los abastos, diputa­
dos de los abastos y síndicos personeros del común; de 
la compra, venta, tasa del pan y pósitos y juntas muni­
cipales; de los términos de los pueblos, sus visitas y res ­
titución de los ocupados; de los despoblados y su repo­
blación; de los terrenos baldíos, solares y edificios yer­
mos; de los montes y plantíos; de las dehesas y pastos; 
de la vecindad sus derechos y aprovechamientos; del con­
cejo de la mesta y su jurisdicción; de la real cabana de 
carretería; de la cría de muías y caballos; de la caza y 
pesca; de la eslincion de los animales dañinos y langosta; 



de la policía de los pueblos; de las diversiones públicas y 
privadas; de las obras públicas; de los caminos y puentes; 
de las ventas, posadas y mesones; de los niños cspósilos 
y su educación; de los hospitales, hospicios y otros esta­
blecimientos piadosos; de los mendigos; y del resguardo 
de la salud pública. 

El libro 8.° se divide en 2 6 títulos, los cuales se ocu­
pan de la educación primaria; de los estudios de latini­
dad y otros previos á las facultades mayores; de los semi­
narios y colegios mayores; de las universidades y sus di­
rectores y censores regios; de la universidad de Salaman­
ca y su jurisdicción; de las matrículas, cursos, incorpora­
ción de grados y provisión de cátedras en las universida­
des; del real proto-medicato, junta superior gubernativa 
de medicina, médicos, cirujanos y barberos; de la cirujía, 
su estudio y ejercicio; de los boticarios, visitas de boticas 
y junta superior gubernativa de farmarcia; de los albeyta-
res, herradores, y real proto-albcyterato; de los impreso­
res, libreros, imprentas, librerías, libros y sus impresio­
nes, licencia y otros requisitos, para su publicación, in­
troducción y venta; de la impresión del rezo eclesiástico 
y calendario, y de los escritos periódicos; de los libros y 
papeles prohibidos; de las bibliotecas públicas; de las rea­
les academias establecidas en la corle; de las sociedades 
económicas de amigos del pais; de las Ires nobles artes y 
sus profesores; de los oficios, sus maestros y oficiales; de 
las fábricas del reino, privilegios y esenciones de los fa­
bricantes; y de los menestrales y jornaleros. 

El libro 9.° se divide en 2 0 títulos, que hablan de la 
junta general de comercio, moneda y minas; de los con­
sulados marítimos y terrestres; de los cambios y bancos 
públicos; de los mercaderes, comerciantes y sus contra­
tas; de los revendedores, regalones y buhoneros; de los 
corredores, ferias y mercados; de los navios y mercade­
rías; de los pesos y medidas; del marco y pesas del oro, 



piala y moneda, su valor y ley; del contraste y fiel públi­
co; del oro, plata, moneda y otras cosas, cuya importación 
se prohibe; de la estracion de muías, caballos, granos, 
aceites, seda, lana y otros jéneros del reino; de la mone­
da su curso y valor; y de las minas de oro, plata, carbón 
de piedra, sal y otros minerales. 

El libro 10 se divide en 2 í títulos, los que tratan de 
los contralos y obligaciones en general; de los esponsales 
y matrimonios y sus dispensas; de las arras, dotes y do­
naciones proler nuptias; de los bienes gananciales; de los 
hijos, su legitimación y adopción; de las mejoras de ter­
cio y quinto; de las donaciones, préstamos, depósitos y 
confianzas, arrendamientos, deudas y fianzas; de las com­
pras y ventas, alcabalas, retractos y tanteos; de los juros 
sobre la real hacienda; de los censos, hipotecas y sus re ­
gistros; de los mayorazgos y otras vinculaciones; de los 
testamentos y comisarios testamentarios; de las herencias, 
legados y mandas; de las testamentarías, inventarios, 
cuentas y particiones; de los bienes vacantes y mostren­
cos; de las escrituras públicas, sus notas y registros; y del 
uso del papel sellado en las escrituras, autos é instru­
mentos públicos. 

El libro 11 se divide en 35 títulos, los cuales se ocu­
pan de los jueces ordinarios, recusaciones, demandas, 
emplazamientos, asentamientos, contestaciones, escepcio-
nes y reconvenciones; de las prescripciones; del juramen­
to de calumnia, posiciones, probanzas y sus términos, tes­
tigos y declaraciones y tachas; de la restitución in inle-
grum; de los alegatos é informes, y conclusión de plei­
tos para sentencia; de las sentencias interlocutorias y de ­
finitivas y de su ejecución y despacho de ejecutorias; de 
la nulidad de las sentencias, costas y su tasación; de las 
apelaciones, suplicaciones, segunda suplicación y recur­
sos de injusticia notoria; de los juicios de tenuta; de los 
secuestros y administración de bienes litigiosos; de los de-
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pósitos judiciales; de los juicios de hidalguía, sus proban­
zas, y modo de calificar la nobleza y limpieza de sangre-
de los juicios ejecutivos, jueces y ministros ejecutores, 
derechos y décimas de las ejecuciones; de las prendas, 
represalias y embargos; de los juicios de acreedores, alza­
mientos, quiebras y cesión de bienes de los deudores; de 
las esperas ó moratorias; de los juicios de despojo y su 
restitución; y de los derechos de los jueces y sus oficiales. 

Y el libro 12 y último se divide en 4 2 títulos, que ha­
blan de los judíos, su espulsion de estos reinos, y prohi­
bición de entrar y residir en ellos; de los moros, moris­
cos, herejes y descomulgados; de los adivinos, hechice­
ros, agoreros, blasfemos, juradores, perjuros, traidores, 
falsarios y desertores del ejército; de los que resisten á 
las justicias y sus ministros; de los tumultos, asonadas, 
conmociones populares, ajuntamientos, bandos, ligas, co­
fradías y otras parcialidades; de las máscaras y disfraces; 
de los hurtos y ladrones, robos y fuerzas; de los gitanos, 
su vagancia y otros escesos; de los bandidos, salteadores 
de caminos y facinerosos; de los receptadores de malhe­
chores; del uso de armas prohibidas, duelos, desafíos, ho­
micidios y heridas; de las usuras y logros, juegos prohi­
bidos y rifas; de las injurias, denuestos, palabras obcenas, 
amancebados, prostitutas, rufianes, alcahuetes, adúlteros, 
bigamos, incestos, estupros, sodomía y bestialidades; de 
los vagos; de las causas criminales, delaciones, acusacio­
nes, pesquisas, sumarias y jueces pesquisidores; de los 
alcaldes y oficiales de la hermandad y de los casos y d e ­
litos sugetos á su jurisdicción; de la remisión de los delin­
cuentes á sus jueces, y de unos á otros reinos; del modo 
de proceder contra reos ausentes y rebeldes; de los alcai­
des, presos en las cárceles y visitas de estos establecimien­
tos; de las penas corporales y su conmutación; de las pe­
nas pecuniarias pertenecientes á la real cámara y á gas­
tos de justicia; y finalmente de los indultos y perdones. 



Son muchos los defectos que se advierten en esta gran­
de colección legal, y todos nacen de dos causas, que son; 
la falta de tino y de crítica, con que su compilador p r e ­
paró los materiales que debían componerla; y el mal o r ­
den y método con que los distribuyó y colocó en su 
obra. 

En un código de leyes, si es que ha de merecer este 
nombre, no hay necesidad de hacer advertencias para que 
pueda saberse de donde se tomaron sus disposiciones; 
porque esto ademas de ser embarazoso y difícil para los 
legisladores, es enteramente inútil para los subordinados, 
á los que les basta con que se les dé leyes claras y equi­
tativas, siéndoles del todo indiferente conocer su origen. 
Así pensaban los autores de las leyes de Partida y Toro, 
por lo que no afearon sus preceptos con citas y remisio­
nes. Empero, cuando el redactor de la Novísima creyó 
que debía indicar los cuerpos legales de donde estragera 
sus leyes, los reyes que las dieron, la clase á que per ­
tenecen y el año en que se dictaron; debió haber puesto 
el mas escrupuloso cuidado en hacerlo con toda esactitud; 
no solamente porque por sus errores se cansarían en va­
no los jurisconsultos y jueces, que quisieran estudiar las 
leyes en sus originales, pues no darían con ellas; sino tam­
bién porque su cronología y la de los reyes que las pro­
mulgaron influye esencialmente para poder conocer si una 
ley está ó no reformada ó derogada por otra. No obstan­
te, son muchos los anacronismos, errores y falta de esac­
titud en las citadas de los autores de las leyes, y de los 
documentos de donde se lomaron, que se notan en la 
Novísima; y hay otras tan inesactas y diminutas que no 
proporcionan el conocimiento de sus fuentes y sirven so­
lo de confusión. 

La fidelidad escrupulosa de copiar con lodo esmero y 
veracidad las leyes de sus originales, y no alterando su 
testo es una de las prendas mas recomendables de un 



moro compilador. Reguera, empero, se olvidó varias veces 
de este precepto, redactando en la Novísima leyes erra­
das, interpoladas y no conformes con las originales de 
donde se lomaron; y formando algunas de documentos 
contrarios y opuestos entre si mismos, atribuyéndolas á 
reyes que nada dispusieron sobre el asunto ó que dis­
pusieron todo lo contrario. Estas alteraciones han dado 
motivo á grandes dudas, y han aumentado el desorden 
en nuestra jurisprudencia. Sirva de ejemplo la ley i . a t i ­
tulo 2 0 libro 10 en la que se adulteró la de las cortes 
de Soria, ocosionando la disputa de sí per ella quedaron 
los hijos de los clérigos escluidos del derecho de adqui­
rir donaciones y herencias de sus padres y parientes pa­
ternos, ó si se estiende esta prohibición á las madres y á 
su parentela. En la petición 8 . a de las cortes de Soria se 
decia, « que en algunas ciudades, villas y lugares tienen 
cartas y privilegios, que los hijos de clérigos que hubie­
sen en sus barraganas, que hereden sus bienes é de sus 
parientes, así como si fuesen nacidos de legitimo matri­
monio: é por esta razón que dan ocasión para que otras 
buenas mugeres, así viudas como vírgenes, sean sus bar­
raganas.... » y pedían al rey que derogase estos privile­
gios. La respuesta del rey Don Juan fué la que sigue. 
« Nos place é tenemos por bien que los lijos de los clérigos 
habidos en sus barraganas, que non hayan nin hereden 
los bienes de los dichos sus padres, nin de otros parien­
tes, nin hayan cualquier manda ó donación, ó vendida 
que les fuere fecha, agora ni de aquí adelante....» Si R e ­
guera hubiese copiado sencillamente esta ley hubiera 
ahorrado las disputas que por no hacerlo así se suscita­
ron, pues se conoce por su espíritu y letra que nunca se 
trató de escluir á los hijos de las herencias y bienes 
maternos. 

Si dañosa es la infidelidad, no es menos biluperable el 
abuso de intercalar entre las vivas, leyes anticuadas y 



muertas, que siendo superfluas tan solo podrán servir pa­
ra aumentar el volumen y la confusión. En la Novísima 
se incluyeron sin embargo, muchas leyes que tratan de 
los aposentadores de los príncipes é infantes, y de los 
aposentamientos de la real casa, corte y chaucillería, de 
los privilegios de la nobleza y disciplina de la antigua mi­
licia; de las tasas y posturas de los granos y otros j éne -
ros comerciales; de los judíos y moros; de las tafurerias; 
de la libertad de acuñar moneda en las fábricas reales; 
de los encélenles y medios escelenlcs y otras monedas desu­
sadas; de los lutos y plañideras; de los romeros y pere­
grinos; de los inficionados de lepra; de la real academia 
de práctica de leyes de S . t a Bárbara; de los tragos, vesti­
dos y peinados; del uso de los muebles y alhaja*, y del de 
muías, caballos sillas de manos, coches y literas; y de 
otras cosas (pie tanto chocan con nuestros usos y costum­
bres actuales. Mas no solo se dio cabida en la Novísima á 
leyes que, habían muerto por la variedad del tiempo, y 
por la instabilidad de las cosas humanas, incluyéronse 
también, algunas que ya fueron antes derogadas por otras, 
en todo ó en parte, siendo muy grande el desorden que 
ha emanado de la imprevisión, con que se mezclaron las 
leyes vivas con las muertas, las derogantes con las dero­
gadas, y las que en todo ó en parte se contradicen en sus 
disposiciones. 

Descuido es, no menos feo para un compilador el amon­
tonar leves, que disponen una misma cosa, porque para 
nada vale esta redundancia y superfluidad. Así es que Car­
los IV dice en la pragmática que precede á la Recopila­
ción que analizamos, hablando del Consejo: « le mandé 
que encargase á Reguera, y que procurase éste evitar le­
yes repetidas, y los difusos razonamientos de muchas de 
ellas, guardando en todo el mejor orden método, y con­
cisión.... » Pero Reguera aunque desechó muchas de las 
redundancias que había en la Nueva, no cumplió con el 
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mandato de Don Carlos, pues conservó en la Novísima 
no pocas leyes iguales en el espíritu y preceptos, aunque 
en las palabras diversas algún lanío. 

Un compilador no debe recoger sin ecsámen ni crite­
rio cuantas providencias sueltas de los reyes y legislado­
res encuentre, antes conviene que separe con grande di­
ligencia y esmero los decretos, órdenes, bandos y acuer­
dos particulares, para copiar en su código, solamente los 
preceptos comunes y reglas generales de justicia y de de­
recho. El autor de la Novísima desentendiéndose de esto, 
dio cabida en su obra á varias leyes que no merecen este 
nombre, pues solo contienen recuerdos, amonestaciones, 
encargos, declaraciones y mandatos particulares; decretos 
temporales y órdenes ceñidas á personas y á casos espe­
cificados, y á cosas que ya pasaron; é insertó bandos de 
policía y buen gobierno, y reglamentos y ordenanzas de 
comunidades y gremios. Recopilando las leyes de esta 
maneía, se aumenta la magnitud, la confusión y la obscu­
ridad del código estraordinariamente. Asi es que pueden 
eliminarse de la Novísima títulos enteros que sirven solo 
de estorbo y de inútil aparato. 

Si es defectuosa una colección legal por contener le ­
yes y disposiciones superabundantes é inútiles, lo es tam­
bién si en ella faltan las precisas y necesarias. El 
compilador Regera omitió en la Novísima algunas que se 
echan de menos y que son muy importantes. Nada se 
dice de la promulgación de las leyes y del tiempo en que 
deben principiará regir, ni de la famosa ley de amortiza­
ción eclesiástica según fuero de Castilla y ordenamiento 
del reino. Se pone en dada el orden de suceder en el 
trono, pues en vez de aclararse este punto que siempre á 
sido causa de disturbios y de guerras de suhcesion, se re­
copiló la ley de Felipe V que deroga la de Partida, la 
cual se omitió en los Autos acordados del consejo ó sea 
el tercer tomo de la Nueva Recopilación, por creerla de 



circunstancias y ceñida únicamente á aquel reinado y ha­
ber sido derogada en las cortes de 1789 , dándose entra­
da con esto á nuevas opiniones y disputas. Nada se dice, 
tampoco de la tutela y minoridad del rey y ausencia ó 
abdicación del monarca, ni del derecho y modo de ecsi-
gir tributos y otras materias no menos interesantes, y que 
habían sido tratadas en nuestra legislación. 

Semejantes omisiones no fueron en nuestro concento 
cometidas por descuido, é involuntariamente, sino de pro­
pósito y con mala fé, y con ánimo de hacer desaparecer 
de nuestra legislación hasta los vestigios que en ella nos 
habían quedado, de la antiquísima y liberal institución de 
cortes,.y de nuestras mas venerandas leyes fundamentales. 

El Señor Don Francisco Martínez de la Rosa y sus 
colegas en el ministerio, no desconocieron esta verdad, 
por lo que en la esposiciou que precede al Estado Real 
dijeron á S. M. la reina gobernadora. « No sin razón es­
tablecieron nuestros mayores, con arreglo á los códigos 
mas antiguos, y siguiendo una costumbre inveterada que 
se pierde en la cuna de la Monarquía, que al advenimien­
to al trono de un Monarca, jurase este ante las Cortes 
del Reino las leyes fundamentales del estado, al propio 
tiempo que recibía de sus subditos el debido homenage 
de fidelidad y obediencia: acto augusto, solemne, que se ­
llaba, por decirlo así, la alianza del trono con los pue­
blos, invocando como testigo y juez vengador al que tiene 
en su mano el destino de los Reyes y de las Naciones. » 

« Con no menos previsión y sabiduría, se tuvo como 
fuero y costumbre de España, que cuando el nuevo Pr ín­
cipe fuese menor, se celebrase igualmente aquel solemne 
acto; para que los guardadores del Rey niño jurasen, no 
solo velar con lealtad y celo en custodia tan sagrado de ­
pósito, sino observar fielmente las leyes, no enhenando 
ni departiendo el Señorío, y antes bien mirando en todas 
cosas por el pió comunal de los Reinos. > 



« Aun prescindiendo de la justicia y conveniencia de 
cumplir al principio de un nuevo reinado con obligación 
tan espresa, es una mácsima fundamental de la legislación 
española, sancionada por una serie de gloriosos Príncipes 
y atestiguada inviolablemente por el trascurso de los si­
glos, qué « Sobre los tales fechos ¡pandes y arduos se ha­
yan de ayuntar Corles; y se faga con consejo de los tres 
Estados de nuestros Reinos, según que lo ¡ieieron los Reyes 
nuestros progenitoreso, como decía en una ley famosa el Se­
ñor Don Juan II: siendo cosa asentada, de que se hallan 
en nuestras crónicas y anales muchos y muy señalados 
testimonios, que este concurso legal de voluntades y es­
fuerzos, lejos de enflaquecer á la IV.estad Soberana, lo 
sirvieron ele firmísimo apoyo en circunstancias graves. » 

« Fue también principio inconcuso del derecho pú­
blico de España que no pudiesen imponerse contribucio­
nes, pechos ni tributos, sin el previo consentimiento de 
las Corles del Reino: institución admirable, que preserva 
á los pueblos de abusos y demasías; al paso que facilita á 
la corona mas recursos y medios para manifestar á las 
demás naciones su fuerza y poderío, y para atender sin 
estrechez ni angustia á las necesidades del Estado. » 

« Verdad es que ambas leyes [ cuya observancia hu­
biera preservado al Trono de azarea que lloramos, y á la 
Nación de tantas pérdidas y desventaras) se vieron supri­
midas subrepticiamente en la última Recopilación de nues­
tras leyes; pero tan poderoso es el influjo de la costumbre 
y tan arraigada estaba en* el ánimo de los españoles la an­
tigua creencia de que se requería en Varios casos el con­
curso de las Cortes del Reino, que quedó como fórmula 
para dar fuerza y vigor á las leyes, cuando se promulga­
ban sin aquel requisito, el expresar que fuesen válidas, 
como si hubiesen sido publicadas en Cortes. » 

Grandes son las faltas que Reguera Valdelomar come­
tió al preparar y hacer acopio de los elementos que dcsti-



naba á su obra: veamos empero, si una vez recogidos los 
distribuyó con orden y filosofía. 

Por muy recomendables, sabias y justas que sean las 
disposiciones de un código de leves ecsaminadas cada una 
de por sí y con separación de las otras, nunca llegará á 
formar un cuerpo completo, s'no han sido colocadas en 
las parles que les correspondí, porque sin esta especie 
de distribución lógica y orden casi geométrico, con las 
mejores leyes del mundo se haría solamente un código 
obscuro, confuso é incompleto. El redactor de la Novísi­
ma no fué muy feliz en la coordinación y método que 
observó en esta colección. En primer lugar apartó y cla­
sificó en dos órdenes distintos las leyes que en su inmen­
so catálogo habían sido inscritas, formando con las de pri­
mer orden los 12 libros de su obra, y con las del segun­
do, las abundantes notas que van al pie del testo á modo 
de comentarios. 

La suma perfección de las leyes está en que no nece­
siten de glosas ni anotaciones, para que puedan ser e n ­
tendidas de cuantos las lean y estudien; pero ya que no 
siempre será posible llegar á tal grado de perfección, con­
viene que cuando sean indispensables las notas y aclara­
ciones, se hagan, no con la arbilriaridad usada por nues­
tros antiguos comentadores, sino con oportunidad, buen 
juicio y erudición profunda. Reguera, empero, inventó un 
nuevo método de comentar las leyes del código Novísi­
mo. Sus notas no nos dan definiciones que tanta falta ha­
cían, ni esplicaciones de los términos técnicos y frases 
anticuadas, ni estrados de algunas leyes prolijas y redun­
dantes, ni aclaraciones sobre ideas incompletas, ni noti­
cias de las disposiciones que se contradicen y revocan, 
ni tratan de otras materias que atañen á un buen anota-
dor: pero se cita en ellas con escándalo, como autor de 
las leyes al Consejo, y á veces antes que á las personas 
de los mismos reyes, cuando solo la voz de estos debía 



resonar en el código, como que eran los únicos que te­
nían facultad de legislar. 

Estas notas no son iguales sino diferentes entre sí, 
porque unas son instructivas y otras preceptivas y de con­
siguiente verdaderas leyes. Las instructivas contienen mu­
chas veces remisiones superfluas y iedundanles, y otras 
inesaclas y diminutas; sirviendo solo de embarazo y con­
fusión. Debieron haberse incluido en el testo las precep­
tivas supuesto que son verdaderas leyes, y con esto se 
hubieran evitado grandes disputas, porque á las que unos 
las caracterizan de tales, les niegan otros esta cualidad y 
no hay regla á que atenerse en este caso; y porque tam­
poco están conformes los jurisconsultos en lo que deberá 
suceder cuando las leyes y las notas-leyes están en opo­
sición, pues unos sostienen que el testo debe de ser aca­
tado con preferencia á las notas y otros que éstas con 
preferencia al testo. Nosotros creemos que las verdaderas 
leyes ora estén colocadas en el testo, ora en el pie á ma­
nera de comentarios ó notas, todas deben gozar de la 
misma categoría y guardarse por consiguiente en la cues­
tión propuesta las mismas reglas que se observarían si 
Reguera no hubiera hecho esta división, es decir que las 
mas modernas derogaran á las mas antiguas. 

La Notísima fué dividida por su redactor en 12 libros. 
Esta división es arbitraria y no conforme á los buenos 
principios de coodilicacion, y lejos de producir resultados 
ventajosos nos ha traído algunos inconvenientes. Como la 
Nueva Recopilación constaba de 9 libros, al pasar sus le­
yes á la Novísima perdieron casi todas su antigua numera­
ción. Muchos son los males por este trastorno originados, 
pues hay abundantes órdenes, pragmáticas y decretos que 
se refieren á leyes recopiladas citándolas según sus nú­
meros antiguos; y los glosadores y demás autores que es­
cribieron sobre nuestro derecho las citan también de la 
misma manera anticuada. No desconoció Don Juan de la 



Reguera, los nuevos obstáculos que sus ¡novaciones opo­
nían al estudio de nuestra legislación; pero creyó que es­
tas dificultades se allanarían, colocando á la entrada de la 
Novísima una tabla genera!, que por el orden de libros y 
títulos de la Nueva, comprendiera todas sus leyes y ma­
nifestara el número, título y libro que tienen en la Noví­
sima. Este recurso empero, no es bastante para remover 
tantos inconvenientes, pues aun con el tienen que perder 
los jurisconsultos el ímprobo trabajo empleado para saber 
el número, título y libro que las leyes ocupan en la R e ­
copilación Novísima, y para confrontarlas con las de la 
Nueva, pues muchas de las remisiones están erradas y no 
son pocas las leyes, que se hallan dislocadas y dispersas 
en títulos y libros diferentes. 

Nuestro compilador dividida ya la obra á su arbitrio, 
debió al menos haber reunido en los diversos tratados, 
todas las leyes que fueran de su jénero; pero no lo hizo 
así, sino que colocó muchísimas en títulos que ninguna 
conecsion tenían con lo que en ellas se mandaba. 

Tampoco andubo acertado, cuando desbordando los lí­
mites de simple compilador, se tomó la libertad de divi­
dir y fraccionar las leyes en varios trozos, pues hav algu­
nas de las que hizo diez porciones; ni en reunir y amal­
gamar en una dos ó mas leyes. Pero una vez que se abro­
gó esta facultad debió usar de ella con mas tino y mayor 
discernimiento. Si ecsistían leyes que por tratar de dife­
rentes materias creyó Reguera que debían colocarse en 
diversos títulos, entresacando sus párrafos; y leyes que por 
mandar todas una misma cosa debían refundirse en una; 
¿ porque incorporó varios fracmentos en secciones que 
les son estrañas. ? ¿Porque no redujo á una sola ley títu­
los enteros, que pueden sufrir esta modificación sin nin­
gún inconveniente, admitida semejante libertad ? ¿ Y por­
que no desechó esos largos razonamientos y prólogos que 
preceden á muchas de ellas y que hacen que nos olvide-
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mos de la que bamos leyendo, cuando para esto se baila­
ba autorizado por su monarca, según consta de la prag­
mática que precede á la Novísima, como ya liemos dicho 
en otro lugar ? 

El estilo y lenguage de este código es todavía mas de­
sigual y monstruoso, que el de la Nueva Recopilación, 
pues como en el se copiaron según queda dicho las leyes 
de aquella y otras muchas que se dieron después hasta el 
presente siglo; forman un contraste muy chocante los di­
ferentes estilos en que están escritas por ejemplo: las que 
se dictaron en el siglo XIV y las que lo fueron á princi­
pios del XIX. No pueden menos de componer un capri­
choso mosaico, una miscelánea completa en lugar de un 
cuerpo unido y compacto, las leyes, que sancionadas en 
el largo espacio de cinco centurias en las cuales á tenido 
la España diversas faces en legislación, política y literatu­
ra, han sido hacinadas en una colección conservándoselas 
su dicción prístina. Las leyes de la Novísima son, pues, 
ininliligibles para el pueblo español, que es para quien 
se hicieron, por la multitud de términos técnicos y cien­
tíficos que en su redacción re usó, y por las infinitas vo­
ces anticuadas en que abundan las de tiempos atracados, 
llegando á veces por estas causas su obscuridad á tal pun­
to, que ni aun pueden entenderlas los jueces y juriscon­
sultos que han gastado su vida en estudiarlas. 

Triste cosa es tener que confesar, que aun á pe ­
sar de tantos defectos como los que hemos indicado, es 
la Novísima, no solo nuestro primer código, sino también 
el mas perfecto y acabado á escepcion de las Partidas, 
que como ya se ha dicho varias veces, son solamente un 
derecho común y supletorio. El Doc'.or Marina dijo en el 
Ensaye liislórico-mtico hablando de esta colección de le­
yes, que es « un tesoro de jurisprudencia nacional, rico 
monumento de legislación, obra mas completa que todas 
las que de su clase se habían publicado hasta entonces; 



variada en su plan y método; reformada en varias leyes, 
que se suprimieron por obscuras é inútiles ó contradic­
torias; y carecería de muchos defectos considerables que 
se advierten en ella, anacronismos, leyes importunas y su; 
perfluas, erratas y lecciones mendosas, copiadas de la 
ediccion de 1755 , si la precipitación con que se trabajó 
esta grande obra por ocurrir á la urjente necesidad de su 
ediccion, hubiera dado lugar á un prolijo ecsámen y com­
paración de sus leyes con las fuentes originales de don­
de se tomaron. » 

No obstante la deferencia y la benignidad con que el 
sabio Marina juzgó á este código, fué tanta la suceptibili-
dad de su redactor Reguera, que después de haber pasa­
do siete años desde la publicación del Ensayo, se quejó 
al consejo, pidiendo que se obligase al célebre académi­
co á especificar, en el cortísimo término de tres dias dis­
tinta é individualmente cuantos defectos la Novísima con­
tiene. Don Francisco Martínez Marina contestó haciendo 
saber cuan grande era su estrañeza al verse obligado á 
comparecer ante un tribunal de justicia por asuntos pu­
ramente literarios y científicos ágenos de las funciones j u ­
diciales del consejo; dijo que el público era el que fallar 
debía si Don Juan de la Reguera Valdelomar había ó no 
sufrido algún agravio, por el juicio que el formara de su 
Recopilación; pero que sin embargo estaba pronto á to ­
marse el trabajo de señalar los indicados defectos, si el 
consejo le concedía el tiempo y los documentos que le 
fueran necesarios. Después de algunas contestaciones se 
le señaló el término de seis meses para comprobar lo que 
en el Ensayo afirmara, y como es fácil de inferir, demos­
tró con la asombrosa abundancia de doctrina que acos­
tumbra, los muchos y grandes defectos de la Recopila­
ción Novísima. El singular y raro recurso de Reguera nos 
á proporcionado la interesante ohrita que con el título de 
Juicio critico de la ISvvhima Recopilación, compuso Ma­
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riña en cumplimiento del mandato peregrino del conse­
jo , la cual se imprimió después el año de 1820 , y nos 
ha suministrado las doctrinas que en la presente sección 
dejamos consignadas. 

La Novísima Recopilación fué sancionada y publicada 
por real cédula del 15 de julio de 1805 , declarándola 
eomo el primer código de la Nación, pero respetando to­
das las leyes de los anteriores, que no hayan sido aboli­
das espresa y terminantemente. Y por otra real cédula de 
19 de enero de 1808 se le agregó un Suplemento en el 
cual se incluyeron por él mi mo orden de leyes, notas, tí­
tulos y libros, algunas de las disposiciones que por des­
cuido no se incorporaron por Reguera en este código, y 
las reales órdenes, pragmáticas, decretos y otras provi­
dencias espedidas en los años de 1 8 0 5 y 1 8 0 6 . 



T I T U L O X I I 

Constitución política de 1 8 1 2 . 

Sección 1 . a Estado político de España en el reinado de 
Carlos IV. 

Sección 2 . a Estado político de España en el reinado de 
Fernando VII. 

Sección 3 . a Estado político de España en la minoría de 
Isabel II. 

SECCIÓN 1.* 

Estado político de España en el reinado de Carlos IV. 

El año de 1788 murió el mejor de los reyes españo­
les, el inmortal Carlos III á quien debe la España todo lo 
que mas le honra en las artes y en las letras, y le suce­
dió su hijo el príncipe Don Carlos, el que publicó la No­
vísima Recopilación de las leyes de España, según queda 
dicho en la sección 6 . a del título 1 1 . Apenas había subi­
do al trono Carlos IV, cuando estalló la revolución en el 
vecino reino, y convocados los Estados generales y Asam­
blea general se dieron los franceses una constitución en 
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nombre de la soberanía nacional, y llevaron al patíbulo 
al desgraciado Luis XVI. Carlos IV y todos los demás 
soberanos de Emopa alarmados con los primeros sínto­
mas de la revolución, quisieron ahogarla en la cuna, y la 
España se vio mezclada en una guerra que ha sido la cau­
sa de su decadencia y ruina. 

Don Manuel Godoy, que de simple guardia de corps, 
había escalado los primeros puestos del estado, aprove­
chando el favor y privanza que le dispensaban sus reyes; 
viéndose de repente hecho un grande de España, duque 
de Alcudia, capitán general de los ejércitos y ministro de 
estado, comprometió torpemente la suerte de su patria, 
haciendo que se declarase la guerra á la Francia, y que 
nuestras tropas traspasaran la frontera, para que después, 
no solamente fueran arrojadas del territorio, que tan te­
merariamente habían invadido; sino que tamdien se apo­
derasen los franceses de las Provincias Vascongadas y 
parte de Cataluña; cuyos territorios recobramos después, 
con un vergonzoso tratado que le valió á Godoy, el inca­
lificable título de Principe de la Paz. 

No fué menos aturdido y desgraciado este favorito, 
en las guerras que la España emprendió y sostuvo en 
aquel tiempo con los ingleses, como lo prueban las der­
rotas de nuestras armadas navales en los cabos de San 
Vicente y Trafalgar, tumbas de nuestra marina. 

Siendo ya dueño y emperador de Francia el ambicioso 
Napoleón, dirigió á España sus miras usurpadoras. En 
virtud del tratado de ¿796 sacó de este pais muchos 
hombres y dinero, con lo que no solo conseguía robuste­
cer y aumentar su fuerza y crédito, sino también devili-
tar el poder del reino que pensaba conquistar. Nadie ig­
nora como la España cedió á la Francia la Lusiania y 
veinticuatro millones de reales, en virtud de un tratado 
secreto, entre Napoleón y Carlos I V ; y que por otro tra­
tado igual se estipuló el año de 1807 que Portugal se 



dividiría en tres reinos, que se denominarían Lusita-
ttia superior, Lnsitania inferior, y Los Alyarves, y se 
repartirían entre el príncipe de Brasil, la reina viuda de 
Etruria y el príncipe de la Paz ó Godoy. 

Para llevar á cabo este proyecto se convino en que en­
trase en España un ejército de treinta y seis mil france­
ses, y que si no era bastante este ejército, entrase otro 
de cuarenta mil, pero con la condición de que este últi­
mo no verificaría su entrada sin conocimiento y anuencia de 
nuestro gobierno. Vinieron pues, los franceses y en unión 
con los españoles se apoderaron de Portugal, cuyos reyes 
huyeron al Brasil; pero Napoleón en lugar de dividir aquel 
reino en la forma estipulada, protestando que era necesa­
rio, que por entonces estuviera regido por una sola cabe­
za, hizo qué su general Junol le proclamase por rey. Por 
aquel tiempo se le formó al príncipe Fernando la ruidosa 
causa del Escorial, en la (pao se le achacaba querer aten­
tar contra la vida y trono de su padre, para así descon­
ceptuarle con el pueblo y allanar el camino al usurpador 
Napoleón. Aprovechando éste la finjida amistad y alianza 
que con España lema, introdujo, sin el menor obstáculo, 
numerosos ejércitos en nuestro territorio, los cuales á las 
órdenes de su cunado Joaquín Mural, se apoderaron de 
las plazas de San Sebastian, Pamplona, Barcelona, Mon-
juich y Figueras. Alarmóse con esto el pueblo español, 
pero se contuvo al ver un real decreto en el que decía 
Carlos IV, que las tropas del emperador su aliado nin­
gún recelo debían inspirarle, porqne venían como amigas 
y pasaban á Portugal. La calma no era, empero, completa 
y duró bien corto plazo, pues la noticia de que Godoy 
trataba de hacer que los reyes se fugasen á las Andalu­
cías y de allí á América, enojó sobre manera á los habitan­
tes de Madrid, Aranjuez y pueblos circunvecinos, igual­
mente queá las tropas que los guarnecían, por lo que el 
dia 18 de marzo de 1 8 0 8 , dia en que debía efectuarse 



la premeditada fuga, se pronunciaron los citados pueblos 
y tropa con el fin de impedirla; y el atrevido favorito hu­
biera sido víctima del justo furor popular, en los momen­
tos en que lo sacaban del rincón en el que detras de unas 
esteras se había escondido, á no haberle salvado con su 
presencia el príncipe Fernando. 

Cansados los españoles de los desaciertos cometidos 
en # e l reinado de Carlos IV miraban como una calamidad 
pública, el que siguiesen por mas tiempo en manos de 
aquel imbécil monarca las riendas del estado, y dirigie­
ron sus ojos al príncipe de Asturias. Carlos IV que tan 
mal parado había dejado su reino por abandonarlo todo 
al favorito Godoy abdicó por fio la corona en su hijo Fer­
nando el dia del pronunciamiento de Aranjuez, y el nue­
vo monarca hizo su entrada en la Capital el 2 i de mar­
zo, entre los mas entusiasmados Víctores y vivas. 

SECCIÓN 2 . a 

Estado político de España en el reinado de Fernando VIL 

Ocupaban ya los franceses al subir al trono Fernando, 
la villa y corte de Madrid, y Napoleón, que había visto 
frustrarse su provecto de que los reyes abandonasen la 
España, para declarar el reino vacante, y apoderarse de él, 
como lo había ejecutado en Portugal, no desistió por eso 
de su ambicioso propósito. Finjió pues, querer tener una 
entrevista con Fernando y anunciólo así á la corle espa­
ñola. Murat que tenía un grande inilujo en nuestra cor­
te y que era el confidente de su cuñado Napoleón, valién­
dose de la maña y de la intriga, hizo que salieran á re ­
cibir al emperador de los franceses, primero nuestro in -



fante Don Carlos, y después el mismo Fernando en per­
sona y escollado por Iropas francesas. 

No concebimos boy como podía caber tanla bajeza y 
humillación en nuestros príncipes y reyes, los cuales so­
licitaban con pasos indecorosos é innobles la alianza y 
protección del ambicioso que tenia decretada su ruina. 
Llegó Fernando á Burgos, pueblo designado para su en­
trevista con Napoleón, y no habiéndolo encontrado le di­
jeron los satélites de aquel, que era lo mejor pasar á Vi­
toria donde lo vería: pero como esto no era mas que una 
farsa para llevarlo engañado, de pueblo en pueblo, y de 
ciudad en ciudad, hasta sacarlo de España; tampoco en 
Vitoria encontró al emperador que tan vergonzosamente 
buscaba. Desde Vitoria escribió Fernando á Napoleón que 
había venido de Burdeos á Bayona; noticioso de lo cual 
el infante Don Carlos, que se hallaba detenido en Tobo­
sa, pasó á aquella plaza. Napoleón contestó al momento 
á la carta de Fernando, pero en tales términos que c o ­
mo dice muy bien el Conde de Toreno en su Historia 
del levantamiento guerra y revolución tic España, eran ca­
paces de sacar por si solos del error á los mas engañados. 
Tales fueron, sin embargo, los esfuerzos de Escoiquiz y 
Savary, y tal la ceguedad de Fernando, que se decidió á 
segOtr su viaje hasta Bayona. 

Conociendo los españoles, el desatino que iba á hacer 
su soberano, le propusieron diferentes medios, para que 
se fugase, y llegó en Vitoria á tal punto la oposición, 
que los habitantes mostraron al viaje de su monarca, que 
agrupados delante del alojamiento, corlaron los tirantes 
del coche, y le hicieron presente tumultuariamente los 
riesgos á que voluntariamente se esponía. Fernando, en 
lugar de aprovechar tan sinceros y prudentes avisos, hizo 
publicar uu decreto en el que afirmaba <r estar cierto de 
la sincera y cordial amistad del emperador de los france­
ses, y que antes de cuatro ó seis dias darían gracias á 
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Dios y á la prudencia de S. M. de la ausencia que ahora 
les inquietaba, J> y partió para Bayona á ponerse á la dis­
posición de su mayor enemigo. 

Al salir Fernando de Madrid había nombrado una Jun­
ta de gobierno, presidida por el infante Don Antonio, por 
si se dilataba su viaje; y con la misma fecha delegó el 
infante la autoridad suprema que le había sido confiada, 
en otra nueva junta, que nombró para el caso de que la 
creada por Femando VII quedase inhabilitada. Carlos IV, 
instigado por Napoleón, reclamó de nuevo la corona, d i ­
ciendo que su abdicación había sido forzada y obra de la 
revolución y levantamiento de Aranjuez, y pasó a Francia 
con su esposa á verse con su aliado el emperador. Este 
apoyaba la pretensión del rey padre, porque así á sus fi­
nes convenía, y después de las célebres y ruidosas confe­
rencias tenidas entre Carlos IV, Fernando VII y Napo­
león en Bayona, abdicó Fernando la corona de España 
en favor de su padre y renunció los derechos de princi­
pe de Asturias: abdicó también Carlos IV en favor de 
Napoleón, y este la cedió mas larde á su hermano José. 

• Napoleón persistía en su empeño de trasladar á Fran­
cia toda la familia real de España. El dia 3 0 de abril 
presentó Murat á la Junta una carta de Carlos IV para 
que pasasen á Bayona el infante ¿>on Francisco y la re i ­
na de Elruria. Discutióse este asunto largamente, pero la 
Junta siempre débil é indecisa resolvió que se accediese 
á tan insidiosa petición. El dia 2 de mayo había sido se ­
ñalado para el viaje: dieron las nueve de su mañana y la 
reina de Etruria subió á un coche con sus hijos y partió 
sin ningún inconveniente; pero cuando el pueblo madri­
leño supo, que otros dos coches que aun quedaban d e ­
bían conducir á Francia á los infantes Don Francisco y 
Don Antonio y que estos repugnaban el dejar la corte, se 
enfureció hasta el punto de acometer á los franceses y 
eaasarles pérdidas considerables. Nos abstenemos de des-



eribir el 2 de mayo de 1 8 0 8 en Madrid, porque nos 
creemos incapaces de bosquejarlo siquiera, y porque hay 
cosas que es imposible describir. ¡EL nos DE MAYO! Di ­
cen mas solo estas palabras á los españoles amantes de 
su libertad, de su patria y de sus reyes, que pudiera de ­
cirse en volúmenes enteros. No obstante si alguno qui­
siera leer la descripción de este dia grande, memorable y 
eterno en los fastos de la libertad y bravura castellana, le 
aconsejamos que acuda á la Historia del levantamiento, 
guerra, \j revolución de España del conde de Toreno, 
pues no hay español que no se llene de orgullo al ver, 
que en este pais, no solo hay hombres y poblaciones en­
teras capaces de llevar el valor, arrojo y heroísmo hasta 
el último estremo; sino también historiadores eminentes y 
dignos de trasmitir a los siglos venideros tanto valor y 
heroísmo. 

Sosegado el pueblo por las amonestaciones de paz y 
olvido que las autoridades españolas le h.cieron, á nombre 
del regente del reino el infante Don Antonio y el gene-
ralísmo Murat, fué después cobarde, villana, é inicuamen­
te tratado por los franceses, los cuales fusilaron sin pie­
dad v á cientos á los paisanos inermes en el Prado, Buen 
Suceso y Montaña del Principe Pió. A aquel dia memo­
rable debe la España su libertad, pues el fuego y entu­
siasmo que por su independencia mostraron los madrile­
ños se comunicó cual chispa eléctrica á los habitantes de 
Ui'h- las provincias; y á pesar de que los pueblos se vie­
ron abandonados y solos, por haber salido para Francia 
el infante Don Francisco el dia 3 de mayo, y el -i 
Don Antonio, últimos restos de la real familia, se prepa-
ron á combatir contra el usurpador Napoleón. 

Desde la marci. i de los infantes se había intrusado Mu­
rat en la Junta de Madrid, ocupando la presidencia, y desde 
aquel instante se convirtió aquella corporaciou en un 
truniento de los franceses. No contento con todo es .Sa­
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poleon, quiso añadir un simulacro de aprobación nacio­
nal á las cesiones de los reyes y príncipes y sumisión de 
las supremas autoridades, por lo que convocó y reunió en 
Bayona una farsa que llamaba cortes. Doce fueron las 
sesiones que celebró el congreso de Bayona, y en ellas 
se aprobó por unanimidad una constitución de 116 artí­
culos, y cedió Napoleón á su hermano José la corona de 
España. El nuevo monarca juró la Constitución de Bayo­
na, lo que nos parece muy natural y corriente, pero no 
concebimos como llegó á tal estremo la debilidad de Fe r ­
nando VII, que felicitase á Napoleón dándole el parabién 
por haber instalado en el trono de España á su hermano 
José, y que permitiera que igual felicitación hiciera su 
servidumbre. 

El pueblo español, empero, cuyo amor propio, valor y 
orgullo, es provervial, lejos de reconocer la autoridad de 
José como lo hicieron sus príncipes; se alzó en masa con­
tra el usurpador y en defensa de su libertad y de sus r e ­
yes. El rey José hizo su entrada en Madrid el dia 20 de 
junio de 1 8 0 8 , entre la mofa y la burla de sus habitan­
tes, mientras que en todas las provincias se creaban j u n ­
tas compuestas de los mas beneméritosy belicosos patricios, 
las cuales se ocupaban en formar numerosos ejércitos y 
proporcionar recursos para su sostenimiento. La Jimia 
central suprema ij soherana que se instaló en Aranjuez el 
2 5 de setiembre bajo la presidencia del conde de Flori-
dablanca, dio un nuevo impulso al levantamiento y uni­
dad á las operaciones militares. 

Los ingleses vieron con el mayor placer el entusiasmo 
y bravura del pueblo español, á pesar de que se hallaban 
en guerra con la España, y conociendo el partido que po­
dría sacarse de los españoles en contra de su mortal ene­
migo Napoleón, no solamente declararon hechas las paces, 
sino que enviaron tropas al mando de Sir Arturo Welles-
ley, hoy duque de Wellington. El entusiasmo creció en 



España con tan fausto acontecimiento y sus hombres de 
guerra que mas que soldados pueden llamarse paisanos 
armados, consiguieron repetidas victorias, causando gran­
des pérdidas al enemigo. 

Viendo Napoleón el mal aspecto que iban tomando las 
cosas de su hermano José, creyó que debía pasar en per­
sona á pacificar la España, y entró efectivamente en ella 
al frente de un ejército de setenta mil soldados, en el mes 
de nobiembre de 1 8 0 8 . Estas tropas unidas á las que an­
teriormente habían entrado en la Península formaban un 
ejército de ciento veinte mil infantes y veinte mil caba­
llos, con su correspondiente artillería, brigada etc. etc., el 
cual á las órdenes del grande hombre del siglo XIX se 
apoderó de la capital del reino, estendiéndose después 
victorioso por las demás provincias, y llevando consigo á 
todas partes la devastación y la muerte. 

Los españoles, empero, habían jurado ser libres, y su 
entusiasmo y su denuedo, se aumentaba con los desca­
labros que sufrían. La Junta central anunció y ordenó en 
octubre de 1809 la convocación á cortes, disposición que 
no pudo realizarse, porque habiendo invadido los france­
ses las provincias de Andalucía, tuvo la citada Junta no 
solo que retirarse á la isla de León; sino también que re ­
signar su autoridad en una Regencia compuesta de cuatro 
personas incluso su presidente el obispo de Orense; pero 
ecsigiendo antes de la nueva regencia la promesa de reu­
nir las cortes. 

Enemiga de innovaciones la regencia, y apegada á los 
rancios y perniciosos abusos, esquivaba el cumplir su pro­
mesa, pero el dia 16 de julio de 1810 la hicieron una 
esposicion los apoderados de las Juntas de las provincias; 
y se vio precisada á convocar las cortes, (bien á pesar 
suyo,) según lo había prometido al instalarse; y el 2 4 de 
setiembre se inauguró en España un nuevo sistema da 
gobierno, constituyéndose las cortes generales y eslraordi-



aarias, eompuestas de una sola asamblea popular. ¡ Tal 
era la prepondorancia de las ideas democráticas en aque­
lla época! 

Continuaba entre tanto la lucha, y habíase puesto la 
fortuna de parte de los españoles, los cuales auxi­
liados de los ingleses, y portugueses alcanzaron repetidas 
victorias. La promulgación de la Constitución de la mo­
narquía española, verificada en Cádiz el dia 19 de marzo 
de 1812 , fué recibida con el muyor regocijo no sola­
mente en los pueblos, sino también en los campamentos 
militares. Poco tiempo después derrotó á los franceses 
Lord Wellington en la gloriosa batalla de los Arapiles, 
obligando al rey intruso á retirarse de Madrid hacia Va­
lencia; y finalmente el 21 de junio de 1 8 1 3 , se dio en 
las cercanías de Vitoria la mas célebre de todas las bata­
llas de la guerra de la independencia, en la cual reuni­
dos los ejércitos español, ingles y portugués batieron al 
francés, tomándole toda su artillería y bagages y dando ci­
ma y fin á la gloriosa guerra que por tan largo período 
había trabajado á España. 

No satisfechos los españoles con haber arrojado de es­
te pa i sa los que tan fácilmente habían subyugado y ven­
cido á otras naciones, los persiguieron hasta en su propia 
patria pasando á la otra parte de los perineos; pero como 
por aquel tiempo entraron en París los ejércitos aliados, 
y destronaron á Bonaparte, poniendo en su lugar á Luis 
XVIII; se hizo la paz, y regresaron á España. 

Las cortes extraordinarias cesaron en sus funciones el 
dia 14 de setiembre de 1 8 1 3 , reemplazándolas las ordi­
narias que se abrieron en Cádiz el 1.° de octubre, y que 
se trasladaron á Madrid en el mes de enero de 181 -i, á 
causa de cierta epidemia que en el primer pueblo, princi­
pió á desenrollarse en aquella época. Viendo Napoleón el 
desenlace, que había tenido la guerra de España puso en 
libertad á Fernando VII, el cual regresó á su patria el 2 3 



de febrero, y el 4 de mayo dio en Valencia un decreto, 
anulando la Constitución, el gobierno representativo y to­
dos sus actos, restableciendo las cosas al ser y estado 
que tenían antes de su vergonzosa salida en 1 8 0 8 ; insul­
tando á sus mas fieles servidores; y prometiendo malicio­
samente y sin ánimo do cumplir, la convocación de otras 
cortes, aunque por distinto método, que el designado en 
la Constitución ya abolida. 

El Señor Don Leopoldo Augusto de Cueto, califica 
justamente, en la Biografía del Conie de Toreno, el de­
creto de Valencia, de odioso, injusto en el fondo, violen­
to en las formas y engaño o y pórfido en las promesas. 

Propia nos parece esta calificación del mencionado de­
creto, porqui en él se declaraban rebeldes y facciosos á 
los mas ardientes defensores de su patria, á los españoles 
que habían comprometido y espuesto gustosos sus bienes, 
y sus vidas por salvar el trono de tan ingrato monarca, y 
dar á su pais un gobierno liberal é ilustrado que estuvie­
se en armonía con las nuevas ideas del siglo. Con la vuel­
ta de Fernando á España tuvieron que emigrar á causa 
de las persecuciones é insultos que sufrían, no solamen­
te los que habían sido partidarios de Napoleón conocidos 
por el nombre, de afrancesados, sino también los que sal­
varon la patria y el trono de Fernando, y que mas contri­
buyeron al triunfo de la independencia española. 

Las ideas liberales habían, empero, germinado en la 
Península durante el corto período que rigió la Constitu­
ción del 12, y en vano procuraba el gobierno de Fer ­
nando hacerlas desaparecer á fuerza de persecuciones é 
injusticias. Así es que Don Juan Diaz Porlier general acre­
ditado en la guerra de los franceses, y que se hallaba pre­
so en la Coruña por sus opiniones políticas, se alzó en 
1 8 1 4 proclamando la abolida Constitución, y se apoderó 
de aquella plaza; pero este alzamiento tuvo un fin desgra­
ciado v fué sofocado al momento. 



Á mediados del año de 1 8 1 9 , principió á notarse en 
España cierto desasosiego y fermentación en los ánimos y 
cierto temor y desconfianza en el gobierno, lo cual anun­
ciaba que en breve debían verse grandes mudanzas poli-
tic ;s. Así sucedió en efecto, pues por aquella época hubo 
algunos síntomas de sublebacion en el ejército espedicio-
nario destinado á ultramar, y al rayar la aurora del dia 1.° 
de enero de 1820 , Don Rafael del Riego, comandante 
del 2.° batallón de Asturias, proclamó en Las Cabezas-de-
San-Juan la Constitución del 12 . Este pronunciamiento 
no cundió como era de esperar, y á no ser por la apatía, 
inercia y nulidad del gobierno hubiera desaparecido bien 
pronto; pero habiéndose estendido después de dos meses 
á varias poblaciones y provincias, triunfó por fin; y el rey 
Fernando prestó su juramento á la Constitución, el 9 de 
marzo, y al dia siguiente dio un manifiesto á la nación, 
declarando que marchaba francamente y el primero por la 
senda constitucional. 

Esta solemne manifestación y protesta de Fernando hi­
zo creer á algunos que había cambiado de opiniones, ce ­
diendo al espíritu reformador del siglo, pero los que así 
pensaban se cquibocaron grandemente. El rey Fernando 
era el mas antiguo é irreconciliable enemigo de la Consti­
tución y de los gobiernos representativos, y el primero 
que dentro y fuera de España trabajaba incesantemente 
por la restauración del absolutismo. Obra suya fue la in­
surrección del 7 de julio de 1822 en Madrid, y él pro­
lejía, animaba y sostenía las facciones que en diferentes 
provincias se habían formado para derrocar el régimen 
constitucional. Acordes también en esto los demás sobe­
ranos europeos, trataron de hacer desaparecer de España 
el gobierno representativo. Las conferencias de Leibach, 
los acuerdos del cengreso de Verona, las famosas notas 
d e las cuatro grandes potencias de Francia, Rusia, Austria 
y Prusia, y mas que todo la entrada de un ejército f ian-



ccs mandado por el duque de Angulema, verificada en 
el año de 1 8 2 3 , acabaron con el sistema liberal, tras del 
que se estableció el mas duro é intolerante despotismo; y 
volvieron á emigrar y á ser perseguidos con mayor enco­
no y furor que en el año 181 i , los vencidos liberales. 

Fernando VII había tenido tres mujeres sin que ningu­
na de ellas le diera un descendiente. Su hermano el in­
fante Don Carlos concibió con esto la deslumbradora es­
peranza de sucederle en el trono, pero es tal el ansia de 
reinar en el corazón de un príncipe, que sin esperar á 
que las cosas fueran viniendo por su orden natural, se 
creó un numeroso partido de entre lo mas fanático y abso­
lutista de España, el cual en el año de 1 8 2 7 alzó el, 
pendón de guerra, contra su lejítimo monarca en las 
escabrosas montañas de Cataluña y Guipúzcoa, procla­
mando á Carlos V. El rey Fernando marchó en persona 
al Principado que era en donde mas vigorosa é imponen­
te se mostraba la rebelión, logrando calmarla con su pre­
sencia, y la facción guipuzcoana espiró también, al dar 
sus primeros pasos. 

Corría el año de 1829 cuando el rey de España contrajo 
sus cuartas nupcias con Doña María Cristina de Borbon 
princesa napolitana, la cual se sintió en cinta, poco tiempo 
después de los desposorios. Terrible impresión causó esta 
novedad en el partido carlista, y temeroso Fernando de 
que los derechos de su sucesor al trono podrían encontrar 
alguna oposición si fuera hembra declaró por una prag­
mática-sanción del 2 9 de marzo de 1830 , vigente la ley 
2 . a , tít. 15 de la Partida 2 . a , y abolida la ley 5 . a , tít. 1.°, 
libro 3.° de la Novísima Recopilación, según que ya ante­
riormente se había practicado en las corles de 1789 , de­
rogando la ley sálica, queesc lu íaá las hembras de la su­
cesión á la corona. El dia 10 de octubre de 1 8 3 0 dio á 
luz la esposa del monarca la niña que hoy ocupa el troiio 
de su padre, la angelical Isabel I I ; y en el mes de enero 



oe 1 8 3 2 nació la actual princesa de Asturias, Doña Ma­
ría Luisa Fernanda. 

Las persecuciones contra los liberales, sino desapare­
cieren del todo, iban cesando poco á poco, y los hombres 
que en medio de sus padecimientos y desgracias habían 
conservado la esperanza de que llegarían dias de bonanza 
y de libertad para España, comenzaron á presentir, al obser­
var los acontecimientos que acabamos de referir, que todavía 
renacería entre nosotros por tercera vez el régimen cons­
titucional. La revolución de 1830 en París, los aconteci­
mientos de Portugal entre Don Miguel y Don Pedro, y las 
tentativas, aunque desgraciadas, de los emigrados españo­
les que por diferentes puntos ei traron á mano armaca en 
su patria, dieron un nuevo pábulo á tan alagüeñas espe­
ranzas. 

Sentíase el rey enfermo entre tanto, y su enfermedad 
se fué agravando algunos meses después del nacimiento 
de su segunda hija, hasta el estremo de llevarlo al borde 
del sepulcro, estando en el real sitio de San Ildefonso. 
Les intrigantes palaciegos que pertenecían al bando car­
lista, aprovechando la nulidad en que las agonías de la 
muerte habían puesto á Fernanda le hicieron firmar con 
mano fria y trémula un codicilo, en el que desheredaba 
del trono á sus hijas para dárselo al infante Don Carlos. 

Mientras que tales intrigas pasaban en San Ildefonso, 
estaban lomando baños en el Puerto de Santa María el 
infante Don Francisco Paula y su esposa, los que apenas 
tuvieron noticia de tan infaustos sucesos volaron á reme­
diarlos. Hallaron los infantes á la reina Cristina en la ma­
yor angustia y abatimiento como era natural, pero supie­
ron inspirarla aliento y conlianza y desbarataron los pro­
yectos tan diestramente urdidos por los palaciegos adictos 
á Don Carlos; y quizas no sería hoy Isabel II reina de las 
Españas, sino por el importante servicio que entonces la 
prestaron eus tios los serenísimos infantes. 



El cielo prolongó por algunos días mas la vida de Fer­
nando VII, para que pudiera reparar los graves perjuicios 
que había causado con su codicilo á la princesa Isabel. 
Autorizó para gobernar el reino durante su enfermedad á 
su esposa Doña María Cristina, la cual se apresuró á dar 
una amnistía, aunque con algunas restricciones, en favor 
de los liberales que dentro y fuera de España padecían 
por sus opiniones. El decreto publicado el 15 de octu­
bre de 1832 con este objeto, fué una medida á la par 
que jenerosa conciliadora y justa, política y necesaria. De­
bemos hacer aquí también particular mención de otro de­
creto de la misma época que honra tanto como el ante­
rior á la reina gobernadora. Hablamos del decreto por el 
cual se abrieron las universidades, que se hallaban cerra­
das hacía dos años, pues los ministros de Fernando Vil 
temerosos de que cundieran, y se propagaran entre la ju­
ventud estudiosa las luces y las ideas reformadoras del si­
glo, le obligaron á lomar una medida tan despótica y ab­
surda. Se ordenó ademas la salida del reino del infante 
Don Carlos cabeza y foco de lodos los proyectos de tras­
torno; y se convocaron cortes á las que asistieron los d i ­
putados de las ciudades y villas que gozaban de voto, y 
juraron como princesa de Asturias y sucesora del trono á 
la inocente Isabel en el monasterio de San Gerónimo, ol 
dia 20 de junio de 1833. 

SECCIÓN 3.» 

Estado político de España en la minoría de Isabel II. 

Tres meses habían transcurrido desde el dia de la j u ­
ra de la princesa, cuando el 30 de setiembre espiró por 

u n el rey enfermo, y el 31 era ya reina de España Isabel 
I I , aunque hasta el 2 \ de octubre no fué proclamada, so­

l í . 12 



Inanemente en toda la nación, ni fueron tampoco desar­
mados los cuerpos de voluntarios realistas. La campana 
funeral que anunciaba la muerte de Fernando VII, fue la 
señal de guerra, el clarin que llamó al combale á todos 
los españoles. Todos acudieron á sus puestos presurosos: 
los liberales formaron una fuerte y numerosa falanje al 
rededor del trono de Isabel, y los carlistas enarbolaron el 
pendón del absolutismo en las provincias del norte. He 
aquí una de esas anomalías que se observan de tiempo 
en tiempo en la historia: los hombres constantemente per­
seguidos por Fernando son los que tornan á su cargo la 
defensa de los derechos de la hija de su perseguidor y 
enemigo, y los que en todas épocas habían sido sus ami­
gos y favoritos, se declaran partidarios del infante Don Car­
los y enemigos de la hija de su rey. Esto prueba que es 
superior el afecto que tienen los hombres á ciertos prin­
cipios y sistemas políticos, que no el que pueden sentir 
hacia ciertas y determinadas personas. Habían escrito los 
unos absolutismo en la bandera de Don Carlos, y entre­
veían los oíros la palabra libertad en el pendón de la reina. 

No es nuestro ánimo referir aquí las desgracias y hor­
rores que en pos de la muerte del último monarca vinie­
ron á España con una guerra de siete años. Tarea es es ­
ta desagradable y repugnante en estremo y que solo ser­
viría para renovar heridas todavía no bien cicatrizadas, y 
revivir enconos y rencores que quisiéramos ver para siem­
pre eslinguidos; por lo que nos ocuparemos solo de aque­
llos acontecimientos mas notables, y cuyo conocimiento 
sea indispensable para bosquejar la historia del último pe­
ríodo de nuestra legislación, y mas especialmente la de 
nuestros códigos fundamentales, ó leyes políticas contem­
poráneas. 

Á la muerte de Fernando se encargó del gobierno de 
la monarquía la reina Doña María Cristina, según en la 
cláusula 11 del teslamento del rey difunto se ordenaba, ú 



causa de la minoridad de Isabel II, que solo tenía tres 
años, siendo su principal consejero como presidente de 
ministros el Señor Zea-Bermudez. La posición en que se 
hallaban la reina gobernadora y su gobierno era ambigua 
y dudosa en demasía. Infundíales temor el partido carlisr 
ta y no les inspiraba bastante confianza el liberal, cuyas 
tendencias se iban poco á poco manifestando. Zea-Ber­
mudez si bien pudo haber sido un buen ministro con Fer­
nando VII, servía solo de estorbo á la reina viuda por las 
pocas garantías que ofrecía al partido liberal, llamado 
también crislino en aquella época. La reina hubo de co­
nocer que la opinión dominante entre sus servidores y 
partidarios rechazaba á su ministro Zea, y deseaba ver al 
frente del gobierno á un hombre identificado en sus an­
tecedentes con el bando liberal; por lo que le reemplazó 
con el Señor Martínez de la Rosa. 

Conociendo el nuevo ministro la imposibilidad de so ­
focar las opiniones políticas que marchaban avanzando, 
trató ya que le era imposible contener la revolución, de 
darla un giro pausado y grave, á fin de evitar el que se 
hiciera de una manera veloz y estrepitosa, proponiendo á 
la reina la promulgación de un Estatuto Real para la con­
vocación de las Corles generales del Reino, el cual fué san­
cionado y promulgado el dia 10 de abril de 1 8 3 4 . El 
Estatuto Real, calmó por de pronto la ansiedad del par­
tido liberal; pero bien luego desearon otra constitución 
mas libre, lata y democrática, los hombres mas fogosos 
de aquella comunión. En el mes de enero de 1 8 3 5 , se 
insurrecionó y proclamó en la corte la Constitución de 
1 8 1 2 , un batallón del regimiento de Aragón, 2.° de L i ­
geros; pero esta insurrección fué vencida sin que tuviese 
otros resultados que la desgraciada muerte del general 
Canlerac. 

Desde el pronunciamiento de enero comenzó á decre­
cer el prestigio del ministerio del Señor Martínez de la 



Rosa, ya porque aun á los mismos que recibieron con 
gusto el Estatuto, principió á parecerles muy poco libe­
ral, ya por el disgusto que causó el Tratado de Eliot en­
tre los progresistas, y ya también porque la guerra del 
norte crecía de dia en dia; pues las cosas habían llegado 
á tal astado, que derrotado el general Valdes en las 
Amezcuas, se vio obligado el ministerio á pedir la inter­
vención francesa. La Francia, empero, que de antemano 
había ofrecido al gobierno español su intervención la negó, 
cuando le fué solicitada, lo que aceleró la caida del S e ­
ñor Martinez de la Rosa. 

Sucedióle el conde de Toreno, que fué nombrado pre­
sidente del nuevo ministerio el dia 7 de junio de 1835 . 
El ministerio Toreno se compuso de personas que perte­

necían á las dos fracciones políticas liberales, por lo que 
unos y otros quedaron, sino del todo contentos tampoco 
disgustados. La muerte de Zumalacarregui, el levanta­
miento del sitio de Bilbao y la acción de Mendigorria, 
reanimaron al ejército del norte, é hicieron inclinarse al 
lado de la reina la balanza de la guerra. El partido pro­
gresista no desistía entre tanto de sus provectos de refor­
mas y de sustituir una constitución al Estatuto; por lo que 
hubo nuevos pronunciamientos en el mes de agosto, no 
solo en muchas capitales de provincia sino también en la 
corte. Pedían los pronunciados la caida del ministro Tore­
no, y aunque la Reina gobernadora se resistía á aceptar su 
dimisión, la admitió por lin el dia 1 S-.de setiembre de 1 8 3 5 . 

Don Juan Alvarez ¡VLndizabal que se había hecho cé­
lebre, proporcionando recursos á Don Pedro en la guerra 
de Portugal, y que mostrándose rehacio en aceptar la car-
lera de hacienda que le reservó Toreno en su ministerio, 
se había captado el afecto de los progresistas, ocupó la va­
cante que dejaba el conde, y dio aquel famoso programa en 
el que tantas y tan grandes eomo felices cosas prometía. 
Apenas hacía quince dias que Mendizabal presidía el nue-
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vo ministerio cuando presentó á la reina una esposicion 
en la cual manifestaba la necesidad generalmente recono­
cida de revisar y de reformar el Estatuto Real, y poco sa­
tisfecho de la ley electoral entonces vigente propuso la 
convocación de cortes para formar otra que sirviera de ba­
se á las que se habían de reunir para la revisión del E s ­
tatuto. 

Fueron pues, convocadas las cortes que debían modi­
ficar la ley electoral el dia 2 8 de setiembre, y después 
de reunidas le dieron al ministerio Mendizabal el llamado 
voto de confianza, y se discutió con grande calor y empe­
ño la ley electoral y estos debates causaron su disolución. 
Reunidas otra vez las cortes varios de los procuradores 
amigos antiguos de Mendizabal, se trocaron en rivales, y 
desacreditado aquel en el público, porque no cumplía el 
pomposo programa de setiembre se retiró del ministerio 
á mediados de mayo de 1 8 3 6 . 

Remplazóle Don Francisco Javier de Isturiz, el cual aun­
que pertenecía al partido conservador, no pudo descono­
cer la necesidad urgente de revisar el Estatuto, por lo 
que se convocaron otra vez las cortes el dia 2 i de mayo, 
y se redactó un Proyecto de Constitución. Pero nuevos 
pronunciamientos y la revolución de la Granja, causaron 
la retirada de Isturiz, el restablecimiento de la Constitu­
ción de 1812, y la creación del ministerio de Don José 
María Calatrava. 

El dia 13 de agosto de 1836 se restableció la Consti­
tución citada, aunque solamente de una manera provisio­
nal y mientras que convocadas otras cortes fuera confir­
mada ó sustituida por otra. Las cortes reunidas con arre­
glo á la Constitución del 12 para confirmarla ó formar 
otra, decretaron la que después de aceptada por la coro­
na se promulgó el 18 de junio de 1 8 3 7 , que es la que 
actualmente rige. 

Esta Constitución se miró entonces como el arca de la 



alianza de los dos partidos, porque aunque fué obra del 
progresista, se sancionaron en ella los principales princi­
pios que sostenía el moderado, según veremos después 
cuando ecsaminemos este código. La esperiencia ha d e ­
mostrado sin embargo, que tanto los moderados como los 
progresistas no solo desean dar á su patria instituciones 
que estén en armonía con las doctrinas políticas que pro­
fesan, sino que principalmente aspiran á dominar solos y es-
clusivamente y á repartir entre sus apandillados, no sola­
mente los cargos y destinos de mas honra y utilidad, sino 
también los empleos mas insignificantes y mezquinos. 
. Mientras que los progresistas y moderados alternaban 

en el gobierno con todos los abusos é injusticias que aca­
bamos de referir, seguía la guerra en las provincias, cau­
sando los mayores estragos. Empero, amaneció por fin un 
dia sereno, claro y venturoso para España, y la discordia 
civil que por siete años continuos la había devorado sus 
hijos y sus caudales, huyó despavorida al ver la nueva luz 
que aquel dia venturoso derramaba por la Península ibera. 
Aludimos al dia 31 de agosto de 1839 , en el que se ce­
lebró el memorable convenio de Vergara. 

Sabido es que la discordia y desunión, que con la llega­
da de Don Carlos y muerte de Zumalacarrcgui, nacieron 
en el campo absolutista, obligaron á Maroto á fusilar en 
Estella á sus mas temibles enemigos, y finalmente á cele­
brar con el general Espartero, que mandaba en gefe el 
ejército del norte, el célebre convenio de Vergara. En los 
campos de aquella villa se abrazaron Espartero y Maroto, 
gefes de los dos ejércitos beligerantes, y reconoció á la 
reina Isabel II la parte mas numerosa y selecta de las tro­
pas de Don Carlos, el cual entró en Francia por Urdax con 
los restos del ejército vasco-navarro. Aragón, Cataluña y 
Valencia eran las provincias en las que, después de las 
del norte, contaba Don Carlos con mas numerosos parti­
darios. Mas corno las provincias pacificadas eran el ceutro 



y vehículo de las operaciones de los carlistas, poco podían 
hacer por si solas Aragón, Valencia y Cataluña; así es que 
las tropas de la reina entusiasmadadas con los últimos y 
prósperos sucesos, vencieron en Castellote, Segura, Mo­
rd ía y Berga, arrojando por fin del suelo español, á los 
carlistas armados de aquellas provincias. 

Concluida la guerra parecía regular que una larga paz 
siguiese á tan terribles revueltas y baybenes, pero por des­
gracia tenía deparado el destino á España nuevas vicisi­
tudes y trastornos. Los moderados y progresistas en vez 
de hacerse una guerra legal y noble en la prensa, en las 
campañas electorales y en las asambleas legislativas; pro­
curaban inutilizarse mutuamente, usando de los medios 
asas reprobados. El partido moderado estaba en el poder 
cuando se verificaron los felices acontecimientos que aca­
bamos de narrar, y los progresistas pugnaban por arrogar­
lo para encaramarse ellos. Un tercer poder cuyo ascen­
diente crecía por instantes á causa de los últimos y prós­
peros sucesos de la guerra se había colocado entre los 
dos partidos y disponía á su placer el triunfo ó el aniqui­
lamiento de cualquiera de ellos, según que mejor á sus 
miras convenía. Era este el poder militar personificado 
entonces en Don Baldomero Espartero, conde de Lucha-
na y duque de la Victoria y de Morella. Este afortunado 
guerrero se inclinaba por aquel tiempo al partido progre­
sista, el cual se pronunció el 1.° de setiembre de 1 8 4 0 
contra el bando moderado á resultas de la ley de ayunta­
mientos, que aprobada por las cortes y sancionada por la 
corona, quiso promulgar el gobierno. Alegaban los pro­
nunciados, y no sin fundamento, que la tal ley barrena­
ba el artículo 7 0 de la Constitución de 1837 ; y como 
contaban con el apoyo del ejército vencieron muy fácil­
mente. 

La reina gobernadora quiso oponerse al levantamiento 
de setiembre, pero abandonada de sus servidores y partí-



Jarios, hubo de resignar el mando supremo por no tran­
sigir con la revolución. 

Al salir la reina madre de España, nombró un ministe­
rio regencia presidido por Espartero, el cual se encargó 
del gobierno de la Península. Como quedaba la regencia 
vacante con la abdicación y ausencia de la reina gober­
nadora, se reunieron las corles para hacer el nombramien­
to, y fue por ellas elegido después de largos debales, gran­
des intrigas, ilegales amenazas y miserables defecciones, 
el hombre preponderante en la época, el duque de la 
Victoria. 

Los senadores del partido moderado que no renuncia­
ron sus encargos como lo hicieron varios, por considerar 
ilegal la revolución de setiembre, contribuyeron con sus 
tolos á que el general Espartero ocupase la regencia.; Los 
Senadores moderados detestaban á Espartero y sin embar­
go le dan el triunfo con sus sufragios! Esta es una ano­
malía que solo puede esplicarse diciendo, que los citados 
senadores, aborrecían todavía mas que á Espartero, al se­
ñor Don Agustín Arguelles y demás individuos que figu­
raban en candidaturas para regentes. 

Buena prueba de que los senadores moderados no die­
ron sus votos en la cuestión de regencia por el amor que 
hacia Espartero sentían, es la insurrección de octubre de 
1 8 4 1 , obra toda del partido moderado. Proponíanse los 
pronunciados de octubre derrocar a Espartero y volver la 
regencia á la reina Mana Cristina; pero aunque aquella 
revolución fue bien concebida y fraguada pues se contaba 
con la mayor parte del ejercito, fracasó en la ejecución. 
G'Donell en la cindadela de Pamplona, Montes de Oca en 
Vitoria, León en Madrid y Borso di Carminati en Zara­
goza, fueron los que se pusieron al frente de aquella in­
surrección; mas la resistencia de la milicia nacional de la 
corte, Pamplona y Zaragoza, y de algunas tropas del ejér­
cito; y las fuerzas que con Espartero cayeron sobre las 



provincias vascongadas las deshicieron en pocos días. 
Borso, Montes de Oca y León fueron aprendidos y pa­

sados por las armas con algunos otros en Zaragoza, Vi­
toria y Madrid, después de haber sido juzgados por esas 
Comisiones militares que tan fácil y frecuentemente se for­
man en España, y cuya institución nos parece antiliberal 
en sumo grado. También las provincias vascongadas fue­
ron castigadas por el duque con inmerecido rigor, priván­
dolas injustamente de algunos de los derechos que las 
competían por la ley de 2 5 de octubre de 1839 , y ecsi-
giéndolas multas ó contribuciones arbitrarias y cuantiosas, 
apesar de que no tomaron parte en la revolución, sino 
arrastradas por las tropas. 

El duque principió á perder el afecto de una grande 
parte de la fracción progresista. Las encantadoras ideas de 
reconciliación, olvido de lo pasado, y unión y fraternidad 
entre tolos los españoles, fueron proclamadas por la prensa 
de la oposición, la cual se había coaligado sin distinción 
de matices políticos, para combatir con mas provecho la 
autoridad del regente. Estas ideas, en unos verdaderas y 
en otros aparentes y linjidas, pasaron de la prensa á los 
distritos electorales, de allí á las cortes, y de las cortes al 
gobierno, pues habiendo formado su ministerio D. Joaquín 
María López primer adalid del partido progresista, p re ­
sentó un programa en completa armonía con tan mágicos 
pensamientos. Id-conciliacion, amnistía para los emigrados 
y encamados de octubre, eran las bases principales de aquel 
célebre programa. El ministerio López, empero, duró solo 
cortos días y fue reemplazado por el de Becerra, y se 
disolvieron las cortes por tener en ellas mayoría el minis­
terio caido y el nuevo terrible oposición. 

En tales circunstancias, los mas impetuosos, se decla­
raron abiertamente contra el duque, y coaligados los pro­
gresistas, moderados, republicanos y en algunos puntos 
hasta los mismos carlistas; se pronunciaron la mayor par-
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te de las capitales de las provincias, en los meses de jimio 
y julio de 1 8 4 3 , bajo la bandera de Isabel II: ministerio 
López: Constitución del 3 7 : é independencia nacional. En 
Reus fue donde por la vez primera añadió Prim á esta 
bandera la enseña de mayoría de la reina. 

Vanhalen, Seoane, Zurbano y algunos otros generales 
permanecían fieles á la causa de Espartero igualmente 
que sus tropas; pero otra gran parte del ejército se había 
adherido al pronunciamiento. Salió el duque de Madrid 
con ánimos de contener la revolución que tronaba sobre 
su cabeza: quiso marchar sobre Valencia, mas sin poder 
pasar de Albacete, se vio obligado á dirigirse á las Anda­
lucías: pero donde se efectuó el desenlace y fin de este 
alzamiento fue en los campos de Ardoz, pues habiéndose 
entregado á Narvaez la columna mandada por Seoane, ca­
pituló Madrid y concluyó la regencia de Espartero, el que 
se guareció á bordo del Malabar á la sombra del pabellón 
estrangero, y pasó á Londres con algunos pocos compa­
ñeros de desgracia. 

El ministerio López se instaló en Madrid con el carác­
ter de provisional y aunque con bastante dilación, se con­
vocaron nuevas cortes para declarar la mayoría de la reina 
ó nombrar nueva regencia. No gustaba á los mas fogosos 
progresistas el nuevo giro que se iba dando á la revolu­
ción, y en Barcelona, Gerona, Figneras Hostalrich, Zara­
goza, León y Vigo buho movimientos en favor de la Jun­
ta central, los que fueron sofocados. 

López, sus compañeros de ministerio, y los hombres 
mas dislingidos del partido moderado y del misto llamado 
parlamentario, sostenían entre tanto en las cortes, que de­
bía declararse mayor de edad á la reina. Una pequeña frac­
ción en la que figuraban los señores Croock y Tabuérni-
ga, se oponía á esta declaración fundándose en que la 
reina no había cumplido la edad que la Constitución se­
ñala, y en que las cortes eran ordinarias, y no po-



dían por consiguiente reformar la Constitución. Pero era 
tal lo crítico de las circunstancias, que reunidos los sena­
dores y diputados el dia 8 de noviembre de 1 8 4 3 , para 
decidir por votación esta cuestión importante, declararon 
á la reina Doña Isabel II mayor de edad once meses an­
tes, que lo que el artículo 56 de la Constitución señala, 
por 1 9 3 votos contra 16 . Dos dias después prestó la reina 
su solemne juramento en las cortes y lomó en sus tiernas 
manos las riendas de esta agitada monarquía. 





T I T U L O X I I I . 

Constitución política de 1 8 1 2 . 

( Conclusión.) 

La Novísima Recopilación complica y dificul­
ta mas el estudio de nuestra legislación. 
Constitución de 1 8 1 2 . 
Análisis del título 1 .° . 
Análisis del titulo 2 . ° . 
Análisis del titulo 3.°. 
Análisis del titulo 4 .° . 
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Reformas parciales que se hicieron en nuestra 
legislación en la primera época constitucional. 

S E C C I Ó N i.« 

La Novísima recopilación complica y dificulta mas el es-
ludio de nuestra legislación. 

Siguiendo Carlos I V en la Novísima Recopilación el 
detestable sistema proclamado por D o n Alonso X I en su 
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famoso Ordenamiento de Alcalá, y no el pensamiento 
grandioso del rey Don Alonso el sabio, respetó todos los 
cuadernos y cuerpos legales, oidenamientos "y fueros pu­
blicados desde el origen de nuestra monarquía. Con esto, 
en vez de simplificarse nuestra heterogénea y monstruosa 
legislación, se hizo su estudio mas difícil, complicado y 
obscuro, pues era imposible que los jueces y abogados 
tuvieran tiempo ni entendimiento, que bastase para estu­
diar y comprehender tantos códigos y leyes como queda­
ron vigentes. 

Las corles estraordinarias, que según hemos dicho en 
la sección 2 . a del título anterior, se reunieron en Cádiz el 
dia 2 4 de setiembre del año de 1810 , no pudieron m e ­
nos de conocer el lastimoso estado de nuestra legislación, 
por lo que pensaron en reformarla. Aquellas cortes, empe­
ro, no solo trataron de reformar nuestra legislación priva­
da, sino que dirigieron principalmente sus miras y desve­
los á reorganizar de nuevo la monarquía española, que se 
hallaba próesima á perecer cediendo al terrible y formida­
ble poder é intriga del hombre mas célebre del presente 
siglo, del usurpador Napoleón. 

Natural cosa era, pues, que nuestras cortes pensaran 
antes que todo, en dar á su patria una organización polí­
tica arreglada á los nuevos principios de gobierno que co­
menzaban á dominar en la moderna Europa. Así lo hicie­
ron en efecto, discutiendo y aprobándola Constitución po­
lítica, que pasamos á ecsaminar. 



SECCIÓN 2.» 

Constitución de 1 8 1 2 . 

La Constitución de 1 8 1 2 . s e divide en 10 títulos, 3 4 
capítulos, y 3 8 4 artículos. 

§. i. 

Anal/sis del titulo l.° 

El título i .° trata de la nación española y de los espa­
ñoles, y se divide en dos capítulos. En el 1.° se dice lo que 
constituye la nación española: que ésta es libre é inde­
pendiente: que en ella reside la soberanía; y que está obli­
gada á proteger la libertad civil, y demás derechos de los 
individuos que la componen. Y en el 2.° se espresa, quie­
nes son españoles y cuales sus obligaciones. 

Defectuoso nos parece este titulo, pues el capítulo 1.° 
pudo muy bien suprimirse á escepciou del articulo en él 
que se sanciona el principio de la soberanía nacional, por­
que aunque algunos sostienen que semejantes principios 
no deben incluirse en una constitución política, creemos 
nosotros; que en (odas debe decirse espresa clara y termi­
nantemente en donde ó en quien reside la soberanía, pues 
de lo contrario carecerían de base. Por lo demás aun el 
mismo conde de Toreno confiesa que no fué intempesti­
vo el haber escrito este artículo, diciendo. « Tratamos con 
cierta detención de este punto en el libro 1 3 ; y allí in­
dicamos, que aunque conviniese no estamparen las leyes 
ideas abslrusas, la situación particular de la monarquía y 
su horfandad disculpaban se hiciese en el u s o actual es-
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cepcion á aquella regla. » Imperfecta es también la decla­
ración de las obligaciones de los españoles, que se hace 
en el capítulo 2.°. 

§• H. 

Análisis del útulo 2.° 

El título 2.° versa sobre el territorio de las Espartas, su 
religión y gobierno, y los ciudadanos españoles, y se divide 
en 4 capítulos. En el 1.° se enumeran todas las provin­
cias españolas, anunciando una división territorial mas 
conveniente. En el 2.° se establece, que la religión cató­
lica, apostólica, romana será la única que perpetuamente 
profesen los españoles, con prohibición del ejercicio de 
cualquiera otra. En el 3.° se dice, cual es el objeto y cla­
se del gobierno, y se hace la distribución del pod. r legis­
lativo, ejecutivo y judicial. Y en el 4.° se espresa, quie­
nes son los ciudadanos españoles: que solo ellos gozan de 
los derechos políticos: como se pierden los derechos de 
ciudadano: porque causas se suspenden: y los requisitos 
indispensables de saber leer y escribir, que deberán te­
ner los que de nuevo entren en el ejercicio de la ciuda­
danía desde el año de 1830 . 

Inútil juzgamos y ajeno de una constitución el capítu­
lo i.° que enumera las provincias españolas, anunciando 
una división territorial mas perfecta y por consiguiente la 
modificación de este capitulo constitucional. El 2.° ha si­
do agriamente censurado por los publicistas estranjeros, 
poique se sanciona en él la intolerancia religiosa; pero á 
nuestro robre juicio, que es conforme con él del conde 
de Toreno, al censurar los estranjeros esta disposición 
han obrado con mas encono que justicia y sin tener en 
cuenta las circunstancias particulares de esta nación. « En 



otras naciones donde prevalecen muchas y varias creencias, 
dice Toreno, hubiera acarreado semejante providencia 
gravísimo mal; pero no era este el caso de España. Du­
rante tres siglos había disfrutado el catolicismo en aquel 
suelo de dominación esclusiva y absoluta, acabando por 
estirpar todo otro culto. Así no hería Id determinación de 
las cortes, ni los intereses, ni la opinión de la generali­
dad, antes bien la seguía y aun la alagaba. » El capítulo 3.° 
declarando que el gobierno de España es monárquico-
moderado-hereditario, y adjudicando á las corles con el rey 
el poder legislativo, al rey solo el ejecutivo, y el judicial 
á los tribunales, nos parece arreglado á los buenos prin­
cipios de derecho público; aunque opinamos que está de-
mas el artículo que espresa cual es el objeto del gobier­
no. Nada encontramos mas digno de alabanza en el capí­
tulo que el artículo que ordena que desde el año de 
1 8 3 0 deberían saber leer y escribir los que aspirasen al 
ejercicio de los derechos de ciudadanía; porque nada pue­
de esperarse en el estado actual de las luces, de los hom­
bres, que no saben siquiera leer y escribir, pues carecien­
do de estos conocimientos es imposible que lleguen á re­
cibir instrucción ninguna, ni á conocer por consiguiente 
su dignidad, sus derechos, ni sus obligaciones. 

§• ni. 

Análisis del título 3.° 

El título 3.° trata de las cortes y se divide en 11 capí-
tulas. En el 1.° se reconoce como base para la represen­
tación nacional la población. El 2.° indica que la elección 
de diputados á corles deberá hacerse por medio de las 
juntas de parroquia, de partido y de provincia. E 

presa el modo, forma y época de celebrarse la juntas 
11. U 



de parroquia y nombrarse ios compromisarios, y quienes 
pueden ser electores y elegibles. En el 4.° se dice el mo­
do forma y época que se lian de guardar en las juntas de 
partido, y quienes podrán ser en ellas elegidos compromi­
sarios. En el 5.° se señala el modo, forma y época en 
que se lian de celebrar las juntas de provincia; quienes 
pueden ser nombrados en ellas diputados á cortes y con 
que dietas han de asistirles sus respectivas provincias. En 
el 6.° se designa el lugar y época en que han de reunir­
se las cortes: el tiempo que han de durar sus sesiones: 
como se han de renovar cada dos años: el modo y forma 
de constituirse: y las restricciones que se impone á los 
diputados de no recibir empleos que no sean de escala, 
ni solicitar ni aun para otro mientras dure la diputación y 
un año después pensión ni condecoración alguna, que sea 
de real provisión. 

En el capítulo 7, del título que ecsaminamos se enume­
ran las facultades de las cortes. En el 8 *e habla del mo­
do con que se han d e . presentar, discutir y aprobar las 
leyes en las cortes; de la sanción real y del modo y fór­
mula conque se ha de dar. En el 9 se designa el modo 
y fórmula de promulgarse las leyes. En el 10 se trata de 
la diputación permanente de cortes, de su formación, du­
ración y facultades; y en el 11 se dice cuando han de 
reunirse las cortes eslraordinarias, y que solo puedan tra­
tar del negocio que hubiera ocasionado su convocación. 

Este es acaso el título mas defectuoso del código que 
analizamos, pues son muy pocos los artículos que no sean 
reglamentarios y mas propios para formar con ellos una 
ley electoral y reglamentos especiales, que no para ser 
escritos en una constitución política; pero no obstante 
haremos algunas ligeras refleesiones sobre los mas nota­
bles. 

Reconócese en el capítulo 1.° como base para la r e ­
presentación nacional la población, mas si bien esto es á 



nuestro entender liberal y equitativo en el fondo, no lo es 
en su egecucion; pues ordenándose que las provincias 
nombren un diputado por cada setenta mil almas, es claro 
que las provincias mayores y demás población nombra­
rán mayor número de diputados; y que por consiguiente 
habrá compromisario de provincia que tenga derecho á 
elegir por ejemplo ocho diputados, cuando otro no pueda 
votar mas que por uno. Esta injusticia y desigualdad, se 
hace todavía mas remarcable en la elección directa, y 
nosotros creemos que tanto en uno como en otro caso, 
deberían dividirse las provincias en distritos para que to­
dos tuvieran iguales derechos, y se nombrase un diputado 
por cada distrito. 

Los capítulos 2.°, 3.°, i . ° y 5.°, comprehenden la ley 
electoral y se adopta en ella el método indirecto, preferible 
en nuestro concepto al directo que hoy rige, y está tan en 
moda, si se nos permite esta espresion, por razones que 
indicaremos en la sección 2 . a del título 16 . Pero lo 
que no podemos pasar en silencio es el absurdo que 
se sancionó en el capítulo 6.° ordenándose que las se­
siones de las cortes durarían solamente tres meses en ca­
da un año. ¡ (lomo si fuera posible suponer que los ne ­
gocios que debían ocuparlas serían iguales en todas cir­
cunstancias, y que se emplearía en ellos el tiempo desig­
nado precisamente! 

En el capitulo 6.° se dispone que la renovación de las 
cortes se haga cada dos años y en su totalidad. Punto es 
este discutido en diversos sentidos por los mas famosos 
publicistas, y nosotros participamos de la opinión de los 
que sostienen que la renovación ha de ser parcial y no 
total en las cámaras legislativas, y la poca práctica que 
lleva España de gobiernos representativos nos confirma 
en esta opinión, porque estamos viendo todos los días 
que cada vez que hay nuevas elecciones se verifica una 
revolución completa, que conmueve á toda la monarquía. 



Si lia de haber pues orden, y ha de formarse y consoli­
darse en las cortes un sistema de conducta y de gobierno 
es indispensable la renovación parcial. Pero todavía es 
mas perjudicial la total cuando se prohibe la reelección 
en los miembros de la cámara, como sucede en el capí­
tulo que ecsaminamos. 

Escusado nos parece que los autores de esta Constitu­
ción se tomasen el trabajo de recopilar en el capítulo 7.° 
las facultades de las cortes, pues que fácil es conocer cua­
les son las atribuciones del poder legislativo; y si cabe 
duda en algunos pocos punios bastaba el haber espresado 
al hablar de las prerogativas de la corona, que necesitaba 
estar autorizada por las corles para ciertas cosas. 

En el capítulo 8.° se lija limites á la sanción real, dis­
poniendo que el monarca pueda negarla libremente por 
dos veces á una misma ley, pero que aprobada tres veces 
por las cortes se entiende sancionada por el rey, el cual 
le dará su sanción precisamente. Este es uno de los pun­
tos controvertidos con mayor calor y empeño por lodos 
los publicistas. 

Nada hay de notable en el capítulo (.).°, sino un formu­
lario para la promulgación *de las leyes, lleno de pleonas­
mos y escrito con el mal gusto y con la pesadez con 
que acostumbran redactar sus instrumentos nuestros es ­
cribanos públicos. 

La institución de la diputación permanente de cortes 
de que trata el capítulo 8.° se estableció según dice T o ­
reno á imitación de la diputación permanente de Navarra, 
juntas particulares de las provincias Vascongadas y cuer­
po parecido á estos de la provincia de Asturias. Nosotros 
no convenimos con el célebre historiador citado, en que 
es inútil semejante diputación; pues en nuestro concepto 
puede ser nidísima si se la dá una buena organización. 

Las corles eslraordinarias no tienen mas atribuciones y 
son las mismas que las ordinarias según el capítulo 1 1 , y 



solo se denominan así, porque se reunían fuera del período 
mareado en la constitución, y previa convocatoria de la 
diputación permanente, bien motu propio ó bien á peti­
ción del monarca; las cuales debían reunirse siempre que 
vacase la corona ó el rey la abdicara, ó se imposibilitase 
para egercer la regia autoridad. 

§• iv. 

Análisis del titulo 4.° 

El título i . ° trata del rey, y se divide en (> capítulos. 
En el 1.° se establece la inviolabilidad del monarca, su 
tratamiento, prerogalivas, restricciones de su autoridad 
y fórmula del juramento, que deberá prestar al entrar 
á gobernar la nación. En el 2.° se sanciona el orden de 
suceder en la corona, y se ordena que si recae en hembra 
no pueda casarse sin el consentimiento de las cortes de ­
clarándose sino que abdica: se dice también que cuando rei­
ne una hembra su marido no tendrá autoridad alguna en 
el gobierno. En el 3.° se dispone que el rey sea menor 
hasta cumplir 18 años, y que durante su minoridad haya 
una regencia que gobierne el reino, y lo mismo cuando 
el rey se halle imposibilitado de ejercer su autoridad. Se 
designa las personas que han de formar la regencia pro­
visional, y los requisitos que han de tener las tres ó cin­
co que sean nombradas por las corles para la permanen­
te. En el 4.° se especifican los títulos de la real familia: 
se les escluvc á sus individuos de los cargos de judicatu­
ra y diputación á corles: se prohibe que salga el príncipe 
de Asturias del reino sin consentimiento de las corles: se 
ordena que los individuos de la real familia no se casen 
sin licencia del rey y de las corles: que se manden á las 



cortés las partidas de nacimiento, casamiento y defunción 
de la real familia: y se dice como y cuando se ha de hacer 
el reconocimiento del príncipe de Asturias. En el 5.° se 
trata de la dotación de la real familia. En 6.° de los se­
cretarios de estado y del despacho, diciendo quienes po­
drán serlo, y su responsabilidad y modo de ejercer sus 
cargos. Y en el 7.° se habla del consejo de estado. 

En el capítulo 1.° se reconoce la inviolabilidad del rey 
que es un acsioma de derecho político, y las prerogalivas 
de la corona; y las restricciones de su autoridad están re­
gularmente deslindadas á escepcion de algunos casos-
Nos parece por ejemplo digno de censura el que el rey 
no pueda suspender ni disolver las cortes, y el que se de­
clare que abdica la corona si se ausenta del reino sin con­
sentimiento de las cortes. Disposiciones como esta última 
se adoptan muy fácilmente, pero nunca se ejecutan y so­
lo sirven para que los reyes miren de reojo á los gobier­
nos representativos. 

En el 2.° se confirma el método de suceder de la a n ­
tigua ley de Partida, estableciendo el derecho de represen­
tación y admitiendo á las hembras en la sucesión á la co­
rona; pero nos parece que los autores de esta Constitu­
ción obraron con sobrada ligereza, diciendo en uno de los 
artículos de este capítulo, que « las corles deberán escluir 
de la sucesión aquella persona ó personas que sean inca­
paces para gobernar, ó hayan hecho cosa porque m e ­
rezcan perder la corona. » Este artículo es vago, con­
tradictorio, é irrealizable, en cuanto se refiera al rey rei­
nante. Porque ¿ quien ha de acusar al rey ? Quien le ha 
de juzgar ? Cuales son esas cosas porque merece un rey 
ser destronado ? Donde está la ley que las señala ? Donde 
la inviolabilidad del rey si tal sucede ? Verdad es que en 
la primera época constitucional escluycron las cortes del 
derecho de suceder en la corona á tres individuos de la 
real familia, y en la actual á otro, pero también lo es que 



Francisco do Paula, la reina de Elruria y la archiduquesa de 
Austria se hallaban en un pais estranjero cuando se fulminó 
contra ellos esta sentencia, y que Don Carlos fué escluído 
porque se había declarado abiertamente contra el trono de 
su sobrina la reina Isabel II. Entre estos casos, empero» 
y entre el que cabe en el artículo, de escluir del trono al 
mismo rey que lo ocupa hay un abismo insondable. 

Los autores de la Constitución que analizamos cono­
cieron lo calamitosas que son siempre á las naciones las 
minorías de los reyes, por lo que las redujeron en el ca­
pítulo 3.°, al término que ellos creyeron mas corto en la 
posibilidad, declarando mayor de edad al monarca cumpli­
dos los 18 años. 

Los títulos, honores y distinciones que en el capítulo 4.° 
se dan á las personas de la real familia, y que ocupan 
sus primeros artículos, nos parece materia mas propia de 
una ley particular, igualmente que la fórmula del jura­
mento que debía prestar en las cortes cumplidos los 14 
años el principe de Asturias. Por lo demás encontramos 
justo el juramento del príncipe citado, pero no así 
el que se le escluya del llamamiento á la corona por sa­
lir del reino sin el consentimiento de las cortes. Nos pa­
rece que los autores de esta Constitución se equivocaban 
cuando creían que era tan fácil y sencillo el destronar á 
un rey y el privar á un príncipe de sus derechos, pues 
según nuestra pobre opinión nunca se ha hecho ni se ha­
rá esto sin causar trastornos que conmuevan á toda la 
nación, y jamás por causas tan libianas, como las que en 
este capítulo se indican. 

Los 9 artículos que forman el capítulo 5.° y que tra­
ían de la dotación de la real familia, pudieron muy bien 
haberse reducido á uno solo, en el cual se dijese que la 
dotación del rey y de su familia se fijaría por las cortes, 
porque el descender á señalar todas las personas y casos 
como se hace en este capítulo; nos parece materia mo-



jor para una ley especial que no para un código funda­
mental. 

En el capítulo 6.° se sanciona la responsabilidad mi­
nisterial, ordenándose que para hacerse efec'iva habían de 
ser los ministros acusados por la cámara y juzgados por 
el tribunal supremo de justicia. No hay constitución política 
en la que no se establezca esta responsabilidad, que nun­
ca llega á ser efectiva, pero aunque irrealizable siempre 
sirve de un débil freno á la arbilriaridad ministerial. En 
este capítulo se dice también quienes podrán ser minis­
tros, y que su número sea el de siete, dando á cada uno 
su denominación mas propia, siguiendo en esto los auto­
res de la Constitución la costumbre de tratar en ella de 
asuntos que estarían mejor tratados en otras leyes. 

Ya digimos en la sección 4 . a del título í 1 que abolidas 
las antiguas corles se creó un cornejo de Castilla con 
grandes atribuciones, pues el consejo de estado que en 
el capítulo 8.° de esta Constitución se establece es otro cuer­
po igual á aquel que quedó estinguido. Las principales 
facultades del nuevo consejo eran las de aconsejar al mo­
narca en los asuntos arduos y proponerle por lernas la 
provisión de beneficios eclesiásticos y plazas de judicatura, 
cosas todas que en nuestro juicio pertenecen al ministe­
rio que es el que ha de firmar los decretos bajo su res ­
ponsabilidad, y no aun consejo irresponsable. 

§. v. 

Análisis del ululo 5.° 

El titulo 5.° trata de la organización de los tribunales 
y de la administración de justicia, y se divide en tres ca­
pítulos. En el 1.° se establece, que la facullad.de aplicar 
las leyes pertenezca esclusivamente á los tribunales: que 
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estos no conozcan sino solamente de asuntos contencio­
sos: que ninguno pueda ser juzgado por comisiones espe­
ciales sino por el tribunal competente: que no haya mas 
que un solo fuero y código para todos los españoles en 
los negocios comunes, civiles y criminales: que los mili­
tares y eclesiásticos gozarán de fuero particular: que los 
jueces sean inamovibles y responsables: y que haya un 
supremo tribunal de justicia, audiencias territoriales y juz­
gados de 1 , a instancia, cuyas atribuciones y deberes se 
enumeran. En el 2.° se dan reglas para la administración 
de justicia en lo civil, estableciendo los juicios de conci­
liación. Y en el 3.° se dice que no sea allanada la casa 
de ningún ciudadano sino en los casos que determine la 
ley: se deroga la pena de confiscación de bienes y el tor­
mento: se dan reglas para los procedimientos criminales: 
y se ordena, que por circunstancias estraordinarias puedan 
suspenderse algunas de sus disposiciones. 

Este es el titulo que con mas lino y maestría escribie­
ron los autores de la Constitución que ecsaminamos; pe­
ro aunque todos sus artículos sean equitativos y justos, 
son muy pocos los que debieron tener lugar en el código 
fundamental, y muchos los que deben figurar en los códi­
gos civil y criminal y de procedimientos. 

§• VI 

Análisis del titulo 6.° 

El titulo 6.° se ocupa del gobierno interior de las pro­
vincias y de los pueblos; y se divide en dos capítulos. En 
el 1 . ° se establece, que haya ayuntamientos para el go ­
bierno interior de los pueblos, cesando los regidores y de-
mas que ejerzan cargos municipales perpetuos: se dice 

como v cuando se han de hacer elecciones de ayunta-
II . 1 3 



mientos; y cuales son sus atribuciones. Y en el 2." se 
ordena que haya en las provincias gobiernos políticos y 
diputaciones provinciales; espresándose el modo y forma 
de su elección, y sus atribuciones. 

En lugar de los 29 artículos que ocupan este título, 
solo debían haberse puesto tres ó cualro, pues todos los 
demás son mas propios para ser inscritos en las leyes or­
gánicas de ayuntamientos, diputaciones provinciaes y ge-
faturas políticas, que no en la fundamental del estado. 

.§• VII. 

Análisis del lítalo 7 . ° 

El titulo 7 . ° se compone de un solo capitulo en el cual se 
trata de las contribuciones, y se ordena, que las corles son 
las que establecerán ó continuarán anualmente todas las 
contribuciones: que todos los españoles están obligados á 
contribuir en proporción á sus haberes: que el gobierno de­
be presentar á las cortes los presupuestos de gastos: que 
baya una tesorería general para toda la nación y otras 
particulares para cada provincia, dándose varias reglas pa­
ra la contabilidad: y se reconoce la deuda pública. 

Este título adolece de los mismos vicios que todos los 
demás de esta Constitución, los cuales superabundan en 
artículos reglamentarios impropios, como repelidas veces 
hemos dicho de una carta constitucional. 

§. VIH. 

Análisis de los títulos 8.°, 9.° y 10.° 

El título 8,° trata de la fuerza militar y se divide en 



dos capítulos, de los que el 1.° se ocupa del ejército per­
manente de mar y tierra, disponiendo que las cortes fijen 
anualmente su número, y que todos los españoles están 
obligados al servicio militar en la forma que las leyes dis­
pusieren; y el 2.° habla de la milicia nacional, ordenando 
que se formen cuerpos de milicias nacionales en todas las 
provincias, y que éstas se arreglen á una ordenanza parti­
cular, no pudiendo ser empleadas en servicio continuo, 
ni disponer de ellas el rey fuera de sus respectivas pro­
vincias, sin otorgamiento de las corles. 

El título 9.° se ocupa en su único capítulo de la instruc­
ción pública, mandando que haya escuelas de primeras le­
tras y universidades, regidas por leyes especiales, é 
inspeccionadas por una dirección general; y se sanciona 
y reconoce la libertad de escribir sin previa censura, pero 
con sujeción á las leyes. 

Y finalmente, el título 10.° y último ordena la obser­
vancia de la Constitución y el modo de proceder á refor­
marla, disponiendo que las cortes empleen sus primeras 
sesiones en inspeccionar las infracciones cometidas duran­
te su ausencia: que en los primeros ocho años después 
de la promulgación de esta Constitución no se pueda ha­
cer en ella variación ni reforma alguna: que para reformar 
la Constitución es necesario que las cortes hayan sido au­
torizadas ad Iwc con poderes especiales; y estableciendo 
las formalidades con que se ha de proceder en tales casos. 

Estos títulos son también algo minuciosos, aunque 
no tanto como otros, y sus disposiciones nos parecen 
bastante razonables; y de la mayor importancia las que 
ordenan la creación de cuerpos de milicias nacionales, las 
que establecen la libertad de imprenta salvaguardia de 
las demás libertades; y las que marcan los trámites y 
circunspección con que ha de procederse á hacer refor­
mas en la ley constitucional. 



$ . IX. 

Juicio y autoridad. 

Por el ccsámen que hemos hecho de esle código ha­
brán conocido nuestros lectores, que en nuestro concepto 
contiene abundante copia de defectos, y que su mayor par­
te nacen de haber dado entrada en la Constitución á dis­
posiciones que estarían mejor tratadas en los códigos ci­
vil y criminal, ó en leyes y reglamentos especiales. 

Nótase también en ella como defectos de gran bullo, 
el que se cercene á veces mas de lo necesario y regular 
la autoridad del monarca. Estos lunares, empero, son 
dignos de indulgencia atendiendo á las circunstancias en 
que se formó esle código, cosas que deben tener muy pre­
sentes el crítico y el historiador, y que sin embargo sue­
len olvidar muy fácilmente, juzgando de las obras tan so­
lo por las ideas, luces y circuslancias presentes, en lugar 
de atender lambien á las que en el tiempo, cuyas obras 
ecsarninan, dominaban. 

No incurrió en esta falta el conde de Toreno el cual 
disculpa á los autores de la Constitución diciendo en su 
ya citada Historia. « Que precediese el establecimiento 
de las leyes entre nosotros á la creación de los reyes, di-
jolo ya con respecto á Aragón el historiador Gerónimo 
Blancas. Y si en el origen de la restauración de la mo­
narquía, tiempo de obscuridad é ignorancia se cautelaron 
tanto nuestros mayores, contra los abusos y desmanes fu­
turos de la autoridad real, ¡ con cuanta y mas poderosa ra­
zón no debieron mostrarse precavidos y aun umbrosos los 
españoles de la era actual y sus diputados ! Los antiguos 
podían tener presentes los escesos de los Wilizas y de los 
Rodrigos de donde manaron para la nación raudales de 



sangre y lágrimas; pero ahora ofrecíanse ademas á la con­
templación moderna los muchos y funestos ejemplos de las 
edades posteriores, y el tremendo y reciente del reinado de 
Carlos IV, en el que hasta la independencia locó al bor­
de del precipicio. Por lo mismo conveniente fué poner di­
ligencia estrema y muy atenta en procurar adoptar fran­
cas y buenas instituciones, aun en medio de una guerra 
desastrada; pues la ocasión ele dar la libertad como sea 
presurosa, perdida una vez con dificultad vuelve á hallarse. » 

Otro de los mas notables defectos que se achacan á la 
Constitución del año de 1812 , es el que sus cortes se for­
maban de una sola cámara popular. Es esta una verdad 
¡negable, pero no lo es menos que esta cuestión se había 
ya prejuzgado al tiempo de convocar la regencia las cor­
tes estraordinarias, pues habiéndose suscitado la duda de 
si se convocarían dos estamentos ó solo uno, se adoptó 
este último partido, después de diversas consultas de la 
regencia á los consejos de estado y de Castilla, y con be­
neplácito de la opinión pública, de ese nuevo poder de 
las sociedades modernis; pues según dice Toreno, « mos­
trábase en ello tan universal la opinión, que no solo la 
apoyaban los que propendían á ideas democráticas, mas 
también los enemigos de corles y de lodo gobierno repre­
sentativo. » 

La Constitución de 1 8 1 2 es una copia en parte de la 
que los franceses se dieron al principio de su revolución 
y un compendio de la historia de la época en que 
se formó; y lleva sobre sí el sello que las circuns­
tancias graban en todas las instituciones y creaciones 
humanas. En aquellos tiempos en que según queda dicho 
en su debido lugar, se halló la España, abandonada, huér­
fana y sola, y luchando desesperadamente sus hijos por 
su patria y lidertad, sin contar con mas recursos que la 
bravura y heroísmo del pueblo español y con el auxilio 
del cielo; en aquellos tiempos en que salían de las últi-



mas filas del pueblo los mas esforzados campeones y ada­
lides, y se conferían los grados y las insignias de capitán 
general, á San Narciso en Gerona y de capitana genera­
la á la virgen de la Fuente-Santa en Murcia; necesaria­
mente había de hacerse una Constitución eminentemente 
democrática y religiosa. Así vemos que la que analizamos 
comienza con estas ascéticas palabras. « En el nombre 
de Dios todopoderoso, Padre, Hijo y Espíritu Santo, au­
tor y supremo legislador de la sociedad. » Así vemos que 
los electores de parroquia de partido y de provincia de­
ven acudir con el mayor aparato religioso á oír las misas 
del Espíritu Santo antes de usar de sus derechos políti­
cos. Así vemos, que en esta Constitución todo lo hace el 
pueblo y la religión, porque de Dios y del pueblo espe­
raba únicamente la España su salvación en tan apurado 
trance. Esta es la primera Cconstitncion política que se co­
noció en nuestra patria, y que como dice muy bien el con­
de de Toreno, « fué en la España moderna el primer es-
hozo de la libertad, y que graduándola unos de sobrees-
celente, la han deprimido otros, y aun menospreciado con 
demasiada pasión. » 

El código fundamental que hemos analizado se pro­
mulgó el dia 19 de marzo de 1812 , por lo que es cono­
cido con el nombre de Constitución de 1812 : fué recibi­
do con el mayor entusiasmo por todo los españoles, y ri­
gió desde su promulgación hasta que el dia 4 de mayo 
de 181 i , lo abolió Fernando Vil en Valencia juntamente 
con el gobierno representativo, según mas largamente se 
dijo en la sección 2 . a del titulo 12.°. En ej mismo lugar 
digimos también que esta Constitución se restableció el 
dia 7 de marzo de 1820 y que se volvió á abolir el dia 
1.° de octubre de 1 8 2 3 ; y en la sección 3 . a del citado tí­
tulo 12 que tornó otra vez á ser restablecida provisional­
mente el dia 13 de agosto de 1836 , gozando de autori­
dad y fuerza pública hasta el 18 de junio de 1837 , dia 



en que se promulgó la que rige en la actualidad. Aunque 
este código carece hoy de autoridad, considerado como 
Constitución política, se hallan no obstante vigentes las 
disposiciones contenidas en el título 5.°, que no hayan 
sido derogadas por la Constitución de 1837, según de ­
creto de las cortes de 16 de setiembre de 1 8 3 7 . 

SECCIÓN 3 . a 

Reformas parciales que se hicieron en nuestra legislación 
en la primera época constitucional. 

No contentas las cortes ordinarias y estraordinarias 
que durante la guerra de la independencia se reunie­
ron en España, con haber dado á su patria una Cons­
titución política, y conociendo la apremiante necesidad 
de que nuestra legislación se reformase, procuraron ha­
cerlo así, dando algunas leves y decretos que sino la re­
generaron tan completamente como era de desear, elimi­
naron de ella los borrones que mas la enegrecían y afea­
ban. 

Conociendo que eran incompatibles los restos del feu­
dalismo que se habían conservado, con las nuevas ideas y 
luces del presente siglo, abolieron los dictados de vasallo 
y vasallaje, y todas las prestaciones que tuvieran un origen 
jurisdiccional ó feudal, y despojando á los particulares de 
todos los señoríos jurisdiccionales los incorporaron á la na­
ción. Derogaron también las pruebas de nobleza que los 
reglamentos ecsigían para la admisión de jóvenes en cier­
tos colegios, y mandaron que todos los hijos de españoles 
fueran en ellos admitidos sin aquellas pruebas. 

Rompieron las trabas que tenían oprimidos al comercio 
y á la agricultura y ganadería, y seguros de que mas bie­
nes hace i tan importantes clases el legislador que las 



deja una entera y razonable libertad, que no el que des­
cendiendo de la altura en que debe bailarse colocado, se 
entromete á dar leyes y reglamentos para todo; concedie­
ron varias franquicias al comercio, siendo la mas notable 
la de él desestancamiento del tabaco y permisión del li­
bre cultivo; y reanimaron la exánime agricultura y gana­
dería, derogando las leyes y ordenanzas de montes y plan­
tíos y de crias de caballos y muías, permitiendo los aco­
tamientos y cerraduras de propiedad particular y libres 
arriendos; y estableciendo cátedras de agricultura y socie­
dades económicas. 

No descuidaron tampoco la administración de los pue­
blos, principal fuente y origen de sus felicidades y desdi­
chas, por lo que establecieron ayuntamientos, diputacio­
nes provinciales y gefaluras políticas, dándoles instruccio­
nes y ordenanzas para el mejor gobierno económico de 
los pueblos y provincias. 

Pero en lo que mostraron mas vivos deseos de reforma, 
y «pie verdaderamente hacia falta, fué en la administra­
ción de justicia, base y fundamento de toda sociedad y sin 
la que de nada servirían las leyes mas perfectas. Conven­
cidas aquellas cortes de que era un imposible la recta 
administración de justicia mientras ecsistiesen señoresju-
risdicionales, que tuviesen facultad de nombrar jueces en 
sus territorios abolieron tan pernicioso abuso, incorporan­
do a l a nación las jurisdicciones señoriales. Seguras de que 
la multitud de fueros y tribunales privativos sirven solo 
para entorpecer la marcha de la administración de justicia, 
y para que los jueces y tribunales privativos cometan mil 
injusticias y tropelías imbuidos en ese maligno espíritu de 
corporación y clases; estendieron los límites de la jurisdic­
ción ordinaria, derogando los tribunales especiales de mon­
tes y plantíos, y los de la inquisición; ordenando que los 
jueces letrados de 1 . a instancia y las audiencias territoria­
les conocieran en todos los negocios contenciosos de ha-



tienda pública sobre cobranza de contribuciones, perte­
nencia de derechos, reversión é incorporación, amortiza­
ción, generalidades, correos, patrimonio real, delitos de 
contrabando y fraude etc. 

Los tribunales ordinarios recobraron con esto una gran 
parle de las atribuciones que les pertenecen, y para que 
no abusaran de ellas les dieron las cortes un reglamento 
para la administración de justicia, en el que se hicieron 
grandes reformas, creando juzgados de letras de 1 . a ins­
tancia y audiencias territoriales, señalando á unas y otros 
sus atribuciones y modo de usarlas, y estableciendo los 
juicios de conciliación, los verbales y los de menor cuan­
tía. En el Reglamento provisional que se publicó el dia 2 6 
de setiembre de 1 8 3 5 , y del que nos ocuparemos en el 
párrafo 2.° de la sección 3 . a del título 1 5 , se insertaron 
muchas de las disposiciones contenidas en el de 9 de 
octubre de 1 8 1 2 . Dictáronse también reglas para dirimir 
las competencias, se dio su reglamento particular al su­
premo tribunal de justicia, y se sancionó la responsabili­
dad judicial. 

Mas, hubieron de conocer las cortes que para sacar á 
nuestra legislación del embrollo y postración en que ya­
cía, no bastaban estos remedios parciales, por lo que tra­
taron de hacer en ella una reforma radical y completa, 
promulgando unos nuevos códigos generales, que deroga­
sen tan grande cúmulo y hacinamiento de leyes y de có­
digos como en España regían. El dia 5 de abril de 1 8 1 4 
se nombraron dos comisiones, para que preparasen los I r a -
bajos necesarios á la formación de los códigos civil y cri­
minal, pero habiendo vuelto el rey Fernando á su patria 
el 2 3 de febrero dio en Valencia el dia 4 de mayo del 
mismo a ñ o aquel célebre decreto, en el que no solamente 
anulaba la Constitución y el gobierno representativo, sino 
también todos sus aclos, restableciendo las cosas al esta­
do que tenían en 1 8 0 8 , por lo que no se realizaron los 
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huenos deseos y proyectos de las cortes y desaparecieron 
las reformas parciales, que en esta sección llevamos indi­
cadas. Fernando VII hubo de conocer bien pronto, empe­
ro, el lastimoso estado de nuestra legislación, por lo que, 
apesar de la antipatía que tenía á las reformas, encargó al 
consejo el dia 2 de diciembre de 1 8 1 9 , la nueva forma­
ción de un Código criminal; mas como apenas había pasa­
do un mes cuando el dia 1.° de enero de 1 8 2 0 se pro­
nunció Riego en Las Cabezas-de-San-Juan, restablecién­
dose después la Constitución, no pudo el consejo cumplir 
su cometido. 
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nal sobre los delitos de fraude contra la Real Ha­

cienda. - Proyecto de un Código criminal. 

Sección 1 . a Código penal de 1 8 2 2 . 
§ . 1.° Reformas parciales ejecutadas en nuestra le­

gislación en la segunda época constitucional. 
§ . 2.° Código penal de 1 8 2 2 . - Título preliminar. 
§ . 3.° Parte primera. 
§ . 4.° Parte segunda 
§ . 5.° Juicio y autoridad. 

Sección 2 . a Código de comercio. - Ley penal sobre los 
delitos de fraude contra la Real Hacienda.-
Proyecto de un Código criminal. 

§ . l .° Código de comercio. 
§ . 2.° Ley penal sobre los delitos de fraude contra la 

Real Hacienda. 
§ . 3.° Proyecto de un Código criminal. 



SECCIÓN 1 . a 

Código penal de 1 8 2 2 . 

§. i. 

Reformas parciales ejecutadas en nuestra legislación en la 
segunda época constitucional. 

Después del decreto de Valencia y abolición del régimen 
constitucional, fueron pcrsegidos con saña por el gobierno 
de Fernando, no solamente los afrancesados, sino también 
los mas fieles y valerosos defensores de la independencia 
española, basta que el dia 7 de marzo de 1820 se resta­
bleció* la Constitución de la monarquía de 1812 , por ha­
ber triunfado la revolución de Las-Cabezas-dc-San-Juan, 
según que mas estensamente se dijo en la sección 2 . a del 
título 12.°. Á consecuencia de aquel acontecimiento vol­
vieron á España los liberales emigrados, para ocupar en 
ella los destinos mas importantes. Desde entonces se han 
hecho muy frecuentes estos cambios y mudanzas, y hemos 
visto varias veces, ser recibidos con grandes aclamaciones, 
y ser saludados como patricios beneméritos, los mismos 
que, poco tiempo antes habían sido condenados al último 
suplicio, como desleales y traidores; inconstancia y volu­
bilidad nacida de las vicisitudes políticas del siglo XIX. 

Restablecida la Constitución, se reunieron las cortes y 
trataron de entrar de nuevo en la senda de las reformas, 
principiando por la supresión de la compañía de Jesús, á 
la cual siguió la de todos los conventos de monacales, 
aplicándose sus bienes al crédito público; y la reducción 
del diezmo á la mitad. La imprenta, este poder dcscono-



cido de los antiguos fue amparado y protegido por las 
corles, las que dictaron un reglamento para que no se abu­
sara de ella, y otro para sus juntas protectoras: y se efectuó 
la división territorial que en la Constitución se había anun­
ciado. 

Impregnadas estas cortes en las mismas ¡deas, que las 
de la anterior época constitucional dieron mas latitud al sa­
grado derecho de propiedad, derogando los privilegios que 
gozaba injustamente la cabana de carreteros; y dictando 
algunas restricciones sobre la facultad de cazar en terre­
nos comunes y de propiedad particular. Pero al mismo 
tiempo que dieron mas ensanche al derecho de propie­
dad ó dominio, procuraron poner remedio á los daños 
que la imprudente libertad concedida por las Leyes de 
Toro para vincular y fundar mayorazgos, causaba al co­
mercio, á la industria, á la agricultura, á las artes y á las 
ciencias, suprimiendo toda especie de vinculación. Los 
mayorazgos, pues, que no se conocieron en la legislación 
española hasta las Leyes de Toro, y que Carlos III y Car­
los IV habían comenzado á combartirlos, dictando dispo­
siciones que rislringían las de las Leyes de Toro, fueron 
abolidos el dia 2 7 de setiembre de 1 8 2 0 . 

E n lo (pie se mostraron las cortes mas celosas fue en 
promover la administración de justicia en negocios crimi­
nales, para lo que establecieron diferentes reglas, o rde­
nando las circunstancias que deben preceder á la deten­
ción ó prisión de cualquier español, los trámites que 
debían observarse en la substanciación de las causas crimi­
nales y los casos en que los clérigos quedaban desafora­
dos. Pero convencidas de la escasa eficacia de estas re ­
formas parciales, trataron de regenerar tolal y completa­
mente nuestra legislación, y dando mayor importancia al 
Código criminal comenzaron por éste su tarea. 



$. II. 

Código penal de 1 8 2 2 . 

El Código penal decretado por las cortes de 1 8 2 2 cons­
ta de un título preliminar y dos grandes partes ó libros. 
El título preliminar se divide en 13 capítulos que se sub-
dividen en 1 8 7 artículos; la parte primera en 9 títulos 
subdivididos en 4 7 capítulos y 4 1 7 artículos; y la segun­
da en 3 títulos divididos en 18 capítulos y 2 1 2 artículos; 
de lo que resulta que todo el Código se compone de 1 3 
títulos 7 8 capítulos y 8 1 6 artículos. 

Titulo preliminar. 

E n el capítulo 1.° de este título se trata de los delitos 
y culpas, definiendo los unos y las otras, y distinguiendo 
entre la conjuración y tentativa para cometer un delito, y 
entre la tentativa frustrada por la casualidad ú otras cir­
cunstancias independientes de la voluntad de los autores, 
y la tentativa suspendida por desistimiento voluntario ó 
arrepentimiento de los mismos; ordenándose que á ningún 
delito ni culpa se les imponga otra pena, que la que seña­
len las leyes promulgadas antes de su perpetración, y que 
el pensamiento y la resolución de dilinquir, cuando no se 
haya cometido ningún acto preparatorio ó tentativa, no es-
tan sujetos á pena alguna, salva la vigilancia especial de 
las autoridades en los casos que determine la ley. 

En el capítulo 2.° se habla de los delincuentes y cul­
pables, y de los que responden de las acciones de otros, 
ordenándose que todo español ó estranjero que cometa 
algún delito ó culpa sea castigado sin distinción alguna 



con arreglo á las leyes de este código; y se distingue en­
tre los delincuentes ó culpables y sus cómplices, auxilia­
dores y fautores, y receptadores y encubridores, y entre 
los que cometen delito ó culpa contra su voluntad forza­
dos por amenazas ó violencias. Se dispone también que 
no se considere como delincuentes ni culpables á los 
menores de siete años, y otros que se espresan, y que 
los mayores de esta edad y menores de diez y siete no 
sean penados, sin que previamente se declare en el juicio, 
si obraron con discernimiento y con malicia; y se obliga 
á responder de las acciones de sus hijos, nietos y viznie-
tos, á los padres, abuelos y visabuelos, y á los tutores, 
curadores, amos, maridos y otras personas de las que co­
metan los que están bajo su dependencia y cuidado. 

En el capítulo 3.° se trata de las penas, dividiéndolas 
en corporales, no corporales y pecuniarias, señalando sus 
efectos, y dando reglas minuciosas sobre el modo de eje­
cutarlas. 

En el capítulo i . ° se espresa el modo de graduar los 
delitos y aplicar y dividir las penas, señalando tres grados 
diferentes para cada uno de los delitos que no tengan de­
terminada por la lev pena fija; y dando reglas para apli­
carlas y dividirlas: se esplican las circunstancias que los 
agravan ó disminuyen; y el modo de aplicar y graduar y 
aumentar las penas cuando se cometen delitos diferentes, 
y se niega á lodos los criminales el derecho de asilo. 

En el capítulo 5.° se dice, qué reos serán considera­
dos como reincidentes y se fulminan recargos y aumen­
tos en las penas, para los que incurran en esta falta. 

En el capítulo 6.° se impone á todos los españoles la 
obligación de denunciar los delitos cometidos de que ellos 
tengan noticia, y la de oponerse siempre que puedan á 
su perpetración bajo de ciertas penas, las cuales son mas 
graves, cuando á la cualidad de ciudadano se halla unida 
la autoridad do ministro de justicia, gefe político, indivi-
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dúo de ayuntamiento, oficial del ejército ó milicia nacio­
nal ; pues estos tienen obligación de proceder al arresto ó 
persecución del delincuente siempre que lo encuentren 
en fraganli; y se ordena que el territorio español sea un 
asilo inviolable para los estranjeros, que habiendo delin­
quido fuera del reino á él se acojan, y que no sean en­
tregados á los gobiernos que los reclamen, sino en los 
términos que los tratados prescriban, pero nunca los que 
sean perseguidos por opiniones políticas. 

En el capítulo 7.° se dice, quienes tienen el derecho 
de acusar los delitos y culpas públicas, y con este motivo 
se especifican los delitos y culpas públicas y las privadas; 
y se marcan los casos en que los acusadores están obli­
gados á afianzar de calumnia. 

En el capítulo 8.° se dispone, que á los reos declarados 
contumaces y rebeldes se les juzgue en ausencia y rebel­
día y que la sentencia se ejecute en cuanto á las conde­
nas pecuniarias, y suspensión ó privación de empleo ó 
funciones públicas; pero que en cuanto á las penas cor­
porales, infamantes, ó cualquiera otra no se ejecute la sen­
tencia, sin que de nuevo se le juzgue al reo, después que 
se presentare ó fuere aprehendido. 

En el capítulo 9.° se dice como y cuando se han de 
hacer rebajas de penas á los delincuentes, que se arre­
pientan y enmienden, y como se ha de pedir y conceder 
la rehabilitación. 

En el capítulo 10.° se trata de los indultos dividiéndo­
los en generales y particulares, y señalando los casos y 
forma en que el rey puede concederlos. 

En el capítulo 11.° se habla de la prescripción de los 
delitos y culpas, y se establece al ¿efecto plazos mas ó me­
nos limitados según la diversa naturaleza del crimen ó 
culpa que se trata de prescribir. 

En el capítulo 12.° se dan reglas para indemnizar, á 
los que siendo inocentes hayan sufrido los daños y sinsa-



borcs que acarrean siempre los procedimientos crimina­
les, condenándose á esta indemnización á las personas, que 
maliciosamente los causaron, y lomando sobre sí esta car­
ga el gobierno, cuando no haya particulares responsables. 

Finalmente en el capítulo 13.° se ordena, que las cul­
pas y delitos no comprehendidas en este Código, y sí en 
ordenanzas y reglamentos particulares se juzguen y casti­
guen según y como en las ordenanzas y reglamentos par­
ticulares se disponga, y que los militares y eclesiásticos 
sean juzgados por las leyes de este Código igualmente que 
los demás españoles, á escepcion de los casos de discipli­
na eclesiástica y militar; y se dice el modo con que ha de 
ser juzgado el que cometiere un delito común y otro de 
los especiales. 

S- ni. 

Parle primera. 

La primera parte de este Código trata de los delitos 
contra la sociedad y se compone de 9 títulos. 

El título 1.° se divide en 4 capítulos, y versa sobre los 
delitos contra la Constitución IJ orden político. 

En el capítulo 1.° se fulminan duras penas contra los 
que conspiran á trastornar, destruir ó alterar la Constitu­
ción, á impedir la celebración de las cortes, á disolver la 
diputación permanente de cortes, ó se arrogan alguna de 
las funciones que pertenece á las corles, persiguen á los 
diputados á corles, impiden ó embarazan la celebración 
de las juntas electorales, y tratan de persuadir que no se 
guarde la Constitución. 

En el capítulo 2.° se castiga con terribles penas á los 
que cometen delitos contra el rey, la reina y el príncipe 
de Asturias. 

11. 1 7 



E n él capítulo 3.* se trata tle los delitos contra la r e ­
ligión, declarándose traidores y conminándoles con la últi­
ma pena á los que traten de establecer en España otra 
religión que la católica, apostólica, romana; y castigando 
severamente á los que por escrito ó de palabra propaguen 
doctrinas irreligiosas, ó publiquen por medio de la impren­
ta escritos que versen sobre la sagrada escritura y dogmas 
sin licencia del ordinario eclesiástico, y á los españoles 
que apostataren de la religión católica, blasfemaren contra 
Dios, la Virgen ó los Santos, ó causaren cualquier ultraje 
á los objetos del culto y sus ministros. 

Y en el capítulo 4.° se castigan los delitos contra la 
libertad personal ó individual de los españoles, imponien­
do graves penas á los que, siendo simples particulares ó 
constituidos en alguna autoridad atentan contra la libertad 
individual, ó cometen el delito de detención arbitraria. 

El ululo 2.° se divide en 2 capítulos, y trata de los dc -
delilos contra la seguridad esterior del estado. 

En el capítulo 1.° se conmina con sangrientas penas, no 
solo á los españoles que favorezcan y contribuyan á que 
se verifique una invasión estranjera, sino también á los 
que, llegado el caso de una guerra, huyan cobardemente 
al estranjero, ó se nieguen á defender á la patria con las 
armas, cuando á ello sean llamados. Se imponen también 
duras penas á los espías, desertores del ejército, y á los 
que cometiendo hostilidades contra los subditos de poten­
cias estranjeras, comprometen la paz de la España. 

Y en el capítulo 2.° se establecen penas contra los que 
violen el derecho de jentes, conspirando á trastornar las 
constituciones de naciones estranjeras, injuriando á sus 
gefes y monarcas, no respetando á los embajadores y de -
mas ajenies diplomáticos y aun simples subditos eslranje-
ros, violando las treguas y armisticios, y ejerciendo el trá­
fico de comprar y vender negros de las costas de África. 

El título 3.° habla de los delitos contra la seguridad 



interior del estado, y tranquilidad y orden público, y se di­
vide en 9 capítulos. 

En el capítulo 1.° se define la rebelión, dividiendo á los 
reos de ella en tres clases, y castigándolos con severas 
penas, igualmente que á los que sin bailarse autorizados 
forman cuerpos de tropas, ó ponen sobre las armas la 
milicia nacional. 

En el capítulo 2.° se define la sedición, dividiendo tam­
bién en tres clases á los sediciosos, á los que se castiga 
con penas menos duras que á los rebeldes. 

En el capítulo 3.° se definen los motines ó tumultos y 
las asonadas ú otras conmociones populares, señalando 
penas mas suaves que á los sediciosos, á los que tomen 
parte en motines, asonadas, ó conmociones populares. 

En el capítulo 4.° se establecen penas contra los indi­
viduos, que pertenezcan á facciones y parcialidades, confe­
deraciones y reuniones prohibidas. 

En el capitulo 5.° se trata de los que resisten ó impi­
den la ejecución de las leyes, actos de justicia ó providen­
cias de la autoridad pública, ó provocan á desobedecerlas; 
y de los que impugnan las legítimas facultades de la su­
prema autoridad civil su soberanía é independencia en 
todo lo temporal, su imperio sobre el clero y su autori­
dad acerca de todas las materias de disciplina esterior de 
la Iglesia de España, señalándose los castigos á que se 
hacen acreedores. 

En el capítulo 6.° se pena á los que cometan alenta­
dos contra cualquiera autoridad ó funcionario público, 
cuando procedan como tales. 

En el capítulo 7.° se dice que sea cuadrilla de malhe­
chores, y se enumeran las penas en que incurren los cri­
minales que de ella formen parte, y los que roban cau­
dales públicos, interceptan correos, y causan daños en bie­
nes pertenecientes al estado, á las provincias y al común 
de los pueblos. 



E n el capítulo 8.° se marcan las penas á que se hacen 
acreedores, los que allanan cárceles, ú otros estableci­
mientos de corrección ó castigo, con el objeto de poner 
en libertad ó maltratar á los detenidos y presos, y á los 
alcaides y demás personas encargadas de su custodia. 

Y en el capítulo 9.° se fulminan penas contra los que 
fabriquen, introduzcan y vendan armas prohibidas ó usen 
de ellas, disponiéndose que sea una circunstancia agra­
vante el valerse de armas prohibidas para la perpetración 
de un delito. 

El úhúo 4.° trata de los delitos contra la salud pública 
y se divide en 3 capítulos. 

En el capítulo i.° se imponen ciertas penas á los que 
sin título ejerzan la medicina, cirujía, farmacia y arle 
obstetricia ó flebotomía, y á los que estando autorizados 
para ejercer las citadas profesiones no cumplen con las 
obligaciones, que en este capítulo se les imponen. 

En el capítulo 2.° se dice como han de ser castigados 
los boticarios, que despachen sin recela venenos ó drogas 
perjudiciales á la salud, equivoquen ó cambien los medi-
camientos por descuido ó los den de mala calidad ó adul­
terados. 

Y en el capítulo 3.° se encarga, bajo penas pecuniarias, 
á los vendedores por mayor de jéneros medicinales, las ma­
yores precauciones, en las ventas y conservación de d i ­
chos jéneros. 

El título 5.° trata de los delitos contra la fé pública, y 
se divide en 9 capítulos. 

E n el capítulo 1.° se castiga no solamente la falsifica­
ción y alteración de la moneda española, sino también la 
de la estranjera. 

En el capítulo 2.° se conmina con diferentes penas á 
los que falsifiquen los sellos de las corles, ó del rey, ó de 
las autoridades y oficinas públicas, y las actas ó resolu­
ciones de las cortes, las cédulas, títulos, despachos y de -



cretos reales, y el papel moneda y créditos contra el e s ­
tado y otros establecimientos públicos, y el papel-moneda 
estranjero garantido por el gobierno respectivo, ó accio­
n e s de banco de la misma clase. 

En el capítulo 3.° se imponen varias penas, á los que 
falsifican ó cometen supresiones, omisiones, ó alteracio­
nes en escrituras, actas judiciales y otros documentos pú­
blicos ó de comercio, nacionales y estranjeros. 

En el capítulo í-.° se castigan las falsedades cometidas 
en documentos privados, sellos, marcas y contraseñas de 
los particulares y en inverídicas certificaciones. 

En el Capitulo 5.° se pena, á los que falsifican ó alte­
ran los pesos y medidas, y venden metales, piedras ú 
otras mercancías falsas ó adulteradas. 

En el capítulo 6.° se habla de los funcionarios públi­
cos civiles, eclesiásticos ó militares, de los abogados, de­
fensores, procuradores, eclesiásticos, médicos, cirujanos, 
boticarios, barberos, comadrones, matronas, y otras per­
sonas que violan los secretos, que se les han confiado; y 
de los que sustraen, suprimen ó abren cartas que á otros 
se dirijen, castigando con mas severidad como es justo, 
cuando los infractores son empleados en el ramo de cor­
reos que cuando lo son en otros, y á estos mas también 
que á los particulares; y distinguiendo entre las cartas que 
se envían por el correo y las que por otros medios. 

En el capítulo 7.° se infligen penas, contra los que en 
juicio ú oficialmente faltan á la verdad en clase de acusa­
dores, denunciadores, testigos, peritos, etc. 

En el capítulo 8.° se dice las penas, que merecen los 
que sustraen, alteran ó destruyen documentos ú otros 
efectos custodiados en archivos ú oficinas públicas, los 
que abren ¡legalmente testamentos cerrados, y los que 
quebrantan y rompen los sellos puestos por la autoridad 
competente en los embargos, secuestros y otros casos. 

Y en el capítulo 9.° se establecen penas contra los que 



se fingen empleados y ajenies del gobierno, y contra los 
que usan de facultades, condecoraciones y desüntivos que 
no tienen. 

En el titulo 6.° se trata de los delitos y culpas de los 
funcionarios públicos en el ejercicio de sus cargos, y se di­
vide en 12 capítulos. 

En el capítulo 1.° se dice quienes son prevaricadores, 
y las penas con que deben ser castigados. 

En el capítulo 2.° se imponen severas penas, á los que 
sobornan, cohechan, y regalan á los que ejercen algún 
empleo o cargo público, y á los empleados que por tales 
causas prevarican, por soborno ó cohecho, ó admiten r e ­
galos y presentes. 

En el capítuto 3.° se marcan las penas, que han de 
imponerse á los que teniendo á su cargo caudales ó efec­
tos públicos, los estravían, usurpan, ó malversan. 

En el capítulo 4.° se castigan las estorsiones y estafas 
cometidas por funcionarios públicos, ó por particulares 
encargados por razón de arriendo, asiento, comisión ú 
otro título, de cobrar, administrar ó distribuir alguno de 
los impuestos, rentas ó contribuciones. 

En el capítulo 5.° se prohibe bajo ciertas penas á al­
gunos funcionarios públicos, celebrar los contratos y n e ­
gociaciones que se espresan, por ser incompatibles con sus 
destinos. 

En el capítulo 6.° se dice, que incurren en diversas 
penas los funcionarios públicos, que no obedecen las ó r ­
denes de sus superiores, esceptuándose el único caso de 
que sean manifiestamente contrarias á la Constitución; los 
que por sí solos ó confabulados con otros impiden ó em­
barazan la ejecución de las leyes ó reglamentos, ó de al­
gún acto de justicia, y los que cometen ciertas fallas de 
subordinación ó disciplina y de asistencia á sus deberes. 

En el capítulo 7.° se establecen penas contra los fun­
cionarios públicos de mala conducta, contra los que tratan 



mal á sus inferiores y otras personas ó cometen violencias 
en el desempeño de sus cargos, y contra los que abusan 
de su autoridad en asuntos particulares. 

En el capítulo 8.° se fulminan ciertas penas contra los 
empleados, que anticipan ó prolongan sus funciones ó 
ejercen las que no les corresponden. 

En el capítulo 9.° se especifican las penas, en que in­
curren los funcionarios públicos, que son omisos en la per­
secución de los delincuentes ó retardan ó niegan la admi­
nistración de justicia, la protección y otros remedios l e ­
gales. 

En el capítulo 10.° se señalan las penas, que han de 
imponerse á los tribunales y jueces eclesiásticos que ha­
cen fuerza. 

En el capítulo 11.° se ordena el modo de penar los 
delitos y culpas, que los funcionarios públicos cometan en 
la administración de justicia. 

Y en el capítulo 12.° se establece la manera de casti­
gar los delitos cometidos por los asentistas, proveedores y 
empleados públicos, que administran compran ó venden 
algunas cosas por cuenta del gobierno. 

El ululo 7.° trata de los delitos contra las buenas cos­
tumbres, y se divide en 6 capítulos. 

E n el capítulo 1.° se castiga á los que dicen palabras 
ó cometen acciones obcenas en sitios públicos, y á los que 
componen, venden y distribuyen escritos, estampas, ó pin­
turas de la misma clase. 

En el capítulo 2.° se establecen diferentes penas con 
el fin de contener la prostitución, y la incontinencia. 

En el capítulo 3.° se castiga á los bigamos, y á los 
eclesiásticos que se casan. 

En el capítulo 4-.° se pena á los que celebran matrimo­
nios clandestinos ó intervienen en ellos, y á los que se 
casan sin las solemnidades y requisitos establecidos por 
las leyes. 



En el capítulo 5.» se ordena las penas, con que se ha 
de castigar á los hijos y menores, que faltan á sus debe­
res, ó cometen notables desacatos contra sus padres, tu ­
tores, curadores, ó parientes á cuyo cargo estuvieren. 

En el capítulo 6.° se establece el modo de castigar las 
desavenencias y escándalos de los matrimonios, encargán­
dose á las autoridades, en este punto, la mayor circuns­
pección y prudencia. 

En el titulo 8.° que se compone de un solo capítulo se 
inflijan penas; para los que reusan al eslado los servicios 
que le deben. 

Y en el título 9.° y último de esta primera parte, que 
también se compone de un solo y único capítulo se trata de 
los abusos de la libertad de imprenta, de las personas res-
pensables y de las penas á que se hacen acreedoras. 

§• iv. 

Parte segunda. 

La parte segunda de este Código trata de los delitos 
contra los particulares y se compone de 3 títulos. 

El titulo 1.° versa sobre los delitos contra las personas y 
se divide en 6 capítulos. 

En el capítulo 1.° se habla del homicidio, dividiéndolo 
en voluntario, involuntario, asesinato y parricidio, del e n ­
venenamiento, castración y aborto, y de los incendios ve­
rificados con intención de matar ó hacer daños persona­
les, y se dice las penas con que han de castigarse estos 
delitos. 

• En el capítulo 2.° se imponen varias penas, á los que 
hieren ultrajan y maltratan de obra. 

E n el capítulo 3." se establecen ligeras penas, contra 

los que se desafían ó riñen, y provocan desafíos, ó inter-



vienen en ellos, aunque no resulte homicidio ni herida. 
En el capítulo 4.o se enumeran ciertas penas, para los 

que cometen raptos, fuerzas y violencias contra las perso­
nas y violan los sepulcros. 

En el capítulo 5.° se castiga el adulterio y estupro 
alevoso. 

Y en el capítulo 6.° se conmina con ciertas penas, á los 
que esponen, ocultan ó cambian niños, ó comprometen 
de otro modo su ecsistencia natural ó civil, ó suponen 
partos fingidos. 

En el ululo 2.° se trata de los delitos contra la honra, 
fama y tranquilidad de las personas, y se divide en 2 ca­
pítulos. 

En el capítulo 1.° se habla de las calumnias, distinguien­
do entre las simples y las que constituyen al calumniador 
en reo de libelo infamatorio y caluminioso; de las injurias 
dividiéndolas en leves, libianas y graves, y de los que r e ­
velan voluntariamente algún secreto que se les haya con­
fiado por otro en perjuicio de su persona, honor, fama y 
concepto público. 

Y en el capítulo 2.° se establecen penas contra los que 
hacen amenazas de matar, herir, ó causar cualquiera otro 
daño capaz de intimidar. 

El ututo 3.° trata de los delitos contra la propiedad de 
los particulares y se divide en 10 capítulos. 

En los capítulos 1.°, 2.° y 3.° se dice que sea robo, 
que hurto, y se imponen penas mas ó menos graves, s e ­
gún la diversidad de las circunstancias, á los que come­
ten estos crímenes. 

En el capítulo 4.° se ordena, que toda quiebra sea re­
putada por fraudulenta y culpable, y sean presos los que­
brados, mientras que no prueben lo contrario, y se casti­
gan con severas penas las quiebras fraudulentas y culpa­
bles. 

En el capítulo 5.° se fulminan penas contra los que co* 
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meten estafas y engaños, y hacen rifas sin hallarse para 
ello autorizados. 

En el capítulo 6.° se castigan los abusos de confianza 
en los tutores, curadores, albaccas, depositarios, adminis­
tradores, criados y otras personas. 

En el capítulo 7.° se imponen varias penas á los que 
falsifican obras ajenas y perjudican á la industria de otro. 

E n los capítulos 8.° y 9.° se sancionan penas contra 
los que causan daños en cosas ajenas por incendios, so-
cabaciones, roturas y otro cualquier medio, y contra los 
que destruyen violamente las cosas ajenas y arrojan ó dis­
putan su propiedad y posesión de igual manera. 

Y en el capítulo 10.° y último se dice las penas, que 
han de imponerse á los que mudan ó alteran los términos 
ó mojones de las heredades; y concluye el Código inser­
tándose en él por vía de apéndice los dos únicos tratados, 
que en aquella época ecsistían con potencias estranjeras, 
sobre los casos y términos en que debía hacerse reciproca 
entrega de los delincuentes, que hubiesen ¡tasado de uno 
a otro reino para lomar asilo. 

§• v. 

Juicio y autoridad. 

« Hacer una ley penal, dice Reolham, es, como tene­
mos dicho, crear un delito, luego la distribución de las 
leyes penales deberá ser la misma qe.e la de los delitos y 
determinando, nombrando, arreglando y contando los de­
litos se habrán ya determinado, nombrado, arreglado y 
contado las leyes penales. Si se ha hecho bien esta coor­
dinación, del mismo modo se habrán coordinado las otras 
especies de leyes. Este es el orden fundado sobre una ba­
se manifiesta é inalterable, y con él se acaba el reino del 



caos. » No calie, pues, la menor (Inda, que la parte prin­
cipal de un código criminal consiste en la buena distri­
bución y método observado, al clasificar y enumerar los 
delitos. Los autores del Código que ecsaminamos llenaron 
completamente esta necesidad, pues sin mas que ver la 
reseña que de él hemos hecho, se conoce que obraron en 
esta parte con la mayor claridad y buen orden; pues si 
bien es cierto, que se hallan en él algunos artículos, que 
estarían mejor en el código de procedimientos crimina­
les, como conocerá cualquiera que lea con alguna deten­
ción, los que en el capítulo 3.° del título preliminar tra­
tan sobre el modo do ejecutar las penas ó sentencias, es ­
tos son pequeños lunares que no hacen desmerecer en 
nada al Código que analizamos. 

Los criminalistas modernos distinguen el verdadero de­
lito de la culpa, los actos internos de los estemos, y en­
tre estos últimos los preparatorios de los de ejecución, y 
entre los consumados los que merecen ó no ser penados 
por la ley. Mr. Rossí habla estensamenle de todas estas 
distinciones en su Tratado de derecho penal y dice entre 
otras cosas. « Para ver de introducir alguna exactitud en 
esta parte delicada de la ciencia, distinguiremos: 1.° Los 
actos internos, de los actos esleriores y físicos. 2.° Los 
actos esteriores meramente preparatorios de los actos de 
ejecución. 3.° La ejecución suspendida, de la ejecución 
frustrada. Por último nunca perderemos de vista el prin­
cipio fundamental de la justicia penal. La sociedad node -
he ejercerla sino cuando el delito tiene una realidad mo­
ral, y hay interés social en castigarle. » Los que redacta­
ron nuestro Código sancionaron en su primer capítulo tan 
filosóficos principios. 

Distingüese también, por los que han escrito sobre es-
la materia, entre las personas (pie contribuyen ó toman 
alguna parle en la perpetración, facilitación ú ocultación 
de los delitos, y hablan de los co-delincuenles, de los 
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cómplices, de los auxiliadores y fautores, y de los recepta­
dores y encubridores. En este Código se tuvieron pre­
sentes todas estas distinciones y en su consecuencia se 
imponen á las personas, que toman parte en los delitos 
las penas que según su calidad merecen, á juicio de las 
cortes. 

Han procurado, pues, los criminalistas evitar y casti­
gar los delitos, infligiendo penas contra las personas indi­
cadas, pero también han reconocido que á veces concur­
ren circunstancias particulares que los agravan y otras por 
el contrario, que no solamente los atenúan, sino que tam­
bién los disculpan y justifican. Bentham reduce á nueve 
clases las circunstancias estenuantes, á saber: 1.° Falta 
exenta de mala fé. 2.° Conservación de si mismo. 3.° Pro­
vocación recibida. 4.° Conservación de persona amada. 
5.° Esceso en la defensa necesaria. 6." Condescendencia 
con amenazas. 7.° Condescendencia con autoridad. 8.° Em­
briaguez. 9.° Infancia. No desconocieron tan útiles y ju s ­
tas teorías los autores del Código penal de 1822 , pues 
las vemos en él reconocidas y respetadas. 

Los mas esclarecidos ingenios que han dedicado sus 
trabajos filosóficos «á mejorar la suerte de la humanidad, 
convienen en que la persona que ha sufrido algún daño 
por un delito debe ser satisfecha, lícntham reduce á seis 
clases las diveras especies de satisfacción. 1 . a La pecunia­
ria. 2 . a En especie. 3 . a Alcstatoria. 4 . a Honoraria. 5 . 1 \ in­
dicativa. 0 . a Sustilutiva a" cargo de un tercero. Y en este 
último caso impone la obligación de satisfacer á la perso­
na ofendida: 1.° Al amo por el criado. 2." Al tutor por 
su pupilo. 3.° Al padre por sus hijos. 4.° A la madre tu­
tores y curadores por los menores. 5.° Al marido por la 
mujer. (>.° Á la persona inocente que se aprovecha del 
delito. Y conociendo que á pesar de todas estas precau­
ciones podría darse varios casos en los que el dañado que­
daría sin satisfacción, opina por que en tal estremo, debe 



ser el tesoro público el que llene este vacío. E n nues­
tro Código se ordena como es justo la satisfacción por di­
ferentes medios, y cuando son pecuniarios, á cuenta de 
los delincuentes en primer lugar y en segundo á la de las 
personas responsables que en el artículo 2 7 se espresan, 
y que poco mas ó menos son las mismas que según opi­
nión de Benlham deben responder sustitutivamente según 
liemos referido; pero no se establece en él la satisfac­
ción subsidiaria á costa del tesoro en favor de la persona 
dañada, y si solo la indemnización á favor de los inocen­
tes (pie por haber sufrido un procedimiento criminal ha­
yan sentido perjuicios, daños y molestias, como dijimos 
yl tratar del capítulo 12 del título preliminar. 

Importante es también en un código criminal la razo­
nada elección y calificación de las penas, y en el présen­
le se dividen en corporales, no corporales y pecuniarias. 

Son penas corporales según el artículo 2 8 . 
1 . a La de muerte, 
2 . a La de trabajos perpetuos. 
3. a La de deportación. 
4 . a La de destierro ó estrañamíento perpetuo del terri­

torio español. 
5. a La de obras públicas. 
6. a La de presidio. 
7 . a La de reclusión en una casa de trabajo. 
8 . a La de ver ejecutar una sentencia de muerte. 
9 . a La de prisión en una fortaleza. 
1 0 . a La de confinamiento en un pueblo ó distrito d e ­

terminado. 
1 1 . a La de destierro perpetuo ó temporaal de un pue­

blo ó distrito determinado. 
Son penas no corporales. 
1 . a La declaración de infamia á cuya clase pertenece 

también la de ser declarado indigno del nombre español, 
ó de la confianza nacional. 



2 . a La inhabilitación para ejercer empleo, profesión ó 
cargo público en general, ó en clase determinada. 

3 . a La privación de empleo, honores, profesión ó car­
go público. 

4 . a La suspensión de los mismos. 
5." El arresto que se imponga como castigo; el cual se 

declara no ser corporal para los efectos civiles, ni mere­
cer otro concepto que el de meramente correccional. 

ti." La sujeción á la vigilancia especial de las autorida­
des. 

7. a La obligación de dar lianza de buena conducta. 
8 . a La retractación. 
9 . a La satisfacción. 
10. a El apercibimiento judicial. 
Í J . a La reprensión judicial. 
12. a El oir públicamente la sentencia. 
1 3 . a La corrección en alguna casa de esta clase para 

mujeres y menores de edad. 
Son penas pecuniarias. 
1 . a La mulla. 
2 . a La pérdida de algunos efectos para que se aplique 

su importe como mulla; entendiéndose estas penas sin per­
juicio de la indemnización de perjuicios y resarcimiento 
de daños, y del pago de costas judiciales. 

"Necesitaríamos escribir volúmenes enteros, si hubiéra­
mos de ecsamiiiar una por una las penas enumeradas y 
disertar sobre las calidades y circunstancias que deben 
adornarlas; pero como nos está vedado por el plan que 
nos propusimos seguir en esta obra, diremos solamente, 
que nos parece buena la división de las penas en los tres 
grupos «pie hemos referido, y que considerada cada una 
de las penas que los forman aisladamente, las encontra­
mos conformes con las mas acreditadas teorías de la cien­
cia penal, á escepcion de las que vamos á indicar. 

Algunos criminalistas modernos de gran nombradía y 



fama no solamente tachan de inhumana y bárbara la pena 
capital, sino (|uc niegan á la sociedad el derecho de impo­
ner este terrible castigo. Secaría y Bentharn son los prin­
cipales adalides de la escuela humanitaria y filantrópica 
(pie proscribe la pena de muerte é intenta que sea elimi­
nada de los códigos penales de las naciones civilizadas. 
En el que analizamos sin embargo no solo se coloca á la 
capital en el catálogo de las penas, sino (pie se impone 
con grande profusión nada menos que en treinta y un ca­
sos, en los artículos 61 , - 119,- 188, - 189,-190,-191, 
- ÉO\, - 219, - 220, - 221, - 222, - 22 í-, - 225, - 227, -
250, - 251, - 252, - 253, - 256, - 262, - 276, - 287. -
605, - 009, - 611, - 612, - 013, - 614, - 635 y 787. 

No diremos nosotros que sea un grande defecto el ha­
ber conservado en este Código la pena capital tan profu­
samente prodigada en las leyes Recopiladas y de Partida, 
porque Mr. Rossi y otros autores la reconocen por útil; 
pero si el que se haya aplicado á los delitos políticos, 
pues aun los mismos que admiten como necesaria y útil 
esta pena convienen en que debe usarse con economía y 
nunca en delitos políticos. El Señor Don Joaquín Eran-
cisco Pacheco, que dedicó varios artículos, en el Boletín 
dejurisprud -neia \j legislación, á tratar de la pena de muerte, 
se espresa en estos términos. « Ningún delito político, me­
ramente político, debe ser penado con la muerte. Otros cas­
tigos hay que la autoridad puede y debe imponer La 
muer'e es solo el que le vedamos, porque la muerte es 
ineficaz contra ellos, porque es innecesaria, porque es in­
justa, porque agrava los males que se quiere reprimir, y 
Carece por tanto de todas las circunstancias y calidades 
que deben adornar á una pena.» 

Beniham y Rossi reprueban la pena de deportación y 
el primero de ellos dice con este objeto, e Los ingleses 
antes de la independencia de la América, tenían la cos­
tumbre de deportar á una clase numerosa de delincuen-
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tes á las colonias. Esta deportación era para unos la es­
clavitud, y para otros una partida de placer. Un tunante 
que tenía ganas de viajar, era un necio si para proporcio­
narse los medios no cometía algún delito. » 

Creemos también, que hubieran obrado mejor los au­
tores del cuerpo legal que nos ocupa, no incluyendo en la 
lista de las penas la de infamia, pues como dice Mr. Ros-
si el crimen es quien produce la vergüenza, no el cadalso. 

En este Código se imponen generalmente penas dema­
siado duras, lo cual prueba que no se tuvo presente en 
esta parte los buenos principios de la ciencia penal. « La 
esperiencia, ha hecho reparar, dice Montesquieu, que en 
los países en que son suaves las penas, hacen igual impre­
sión en el ánimo del ciudadano, que en las demás partes 
las duras Fué frecuentísima la deserción en nues­
tros dias; establecieron la pena capital contra los deserto­
res; y no menguó la deserción. » 

El Código que ecsaminamos es sin la menor duda, no 
obstante los pequeños lunares que hemos indicado, el mas 
perfecto de cuantos se han promulgado en España, y el 
primero que merece este nombre por su buen método, 
claridad, orden, unidad y generalidad. Sus disposiciones 
tienen por base los buenos principios de la ciencia. Así 
vemos que las penas no se señalan de una manera abso­
luta, sino solamente designando el meicsimum y el míni­
mum, ordenando que cada uno de los delitos se divida en 
tres distintos grados, para que así sea la pena mas pro­
porcionada: (artículo 101:) que se procura el arrepen­
timiento y enmienda de los criminales, ofreciéndoles 
rebajas en las penas y rehabilitaciones después que las 
hayan sufrido: (capítulo 9.° del título preliminar:) que se 
pone razonables cortapisas y límites al derecho de perdón 
ó indulto: (capítulo 10.° del título preliminar;) que se 
escluye de todo asilo á los delincuentes: (artículo 115:) 
que se supone el establecimiento del jurado en asuntos 



criminales aunque con algunas esccpciones: (artículo 101 
y otros:) y finalmente que con las penas que ya hemos 
referido, se forman infinitas y distintas combinaciones, 
que constituyen la escala de los castigos. 

Este Código fue decretado por las cortes el dia 8 de ju­
nio de 1822 , recibió la sanción real el 2 7 del mismo, y 
se publicó en las cortes el dia 29 del citado mes y año. 
Una asamblea nacional fue, pues, la primera que tuvo la 
gloria de ofrecer á los españoles un Código escrito con­
forme las necesidades y las luces del siglo lo ecsigian, en 
lugar de las antiguas y monstruosas Recopilaciones. Este 
Código era general no solo para todas las provincias del 
reino, sino también para todos los españoles. El militar, 
el eclesiástico, el funcionario público y el ciudadano parti­
cular, lodos, lodos estaban sujetos á esta ley, en los delitos 
comunes. Pero este Código, como fácilmente habrán cono­
cido nuestros lectores, estaba incompleto y manco mientras 
que no se publicase el de sus procedimientos; por lo que el 
gobierno al convocar las cortes estraordinarias para el dia 
7 de octubre de 1822 se proponía que reformaran la o r ­
denanza militar y formaran el Código de procedimientos. 
Mas habiendo sobrevenido los acontecimientos políticos 
que varias veces hemos recordado, no solo impidieron la 
formación del Código de procedimientos sino que Fer­
nando M I abolió el Código penal y demás leyes, que en 
esta sección dejamos ecsaininadas, anulando en su decre­
to de 1." de octubre de 1 8 2 3 lodos los actos del gobier­
no constitucioal. 

íf. 10 



SECCIÓN 2 . a 

Código de comercio. - Ley penal sobre los delitos de frau­
de contra la Real Hacienda. - Proyecto de un 

Código criminal. 

Fernando VII que de una sola plumada derogó la Cons­
titución política de 1812 , el Código penal de 1822 , las 
leyes de la primera época constitucional que se habían 
restablecido, las diferentes leyes que en la segunda época 
se promulgaron y que hemos citado en la sección ante­
rior, y los actos que se habían consumado á la sombra de 
estas leves durante los anos que rigieron en España; au­
mentó de una manera espantosa el embrollo, confusión y 
desorden de nuestra legislación. El reaccionario decreto 
del 1.° de octubre de 1 8 2 3 es el único de su clase (á es-
cepcion del de 4 de mayo de 1 8 1 4 en Valencia) que en­
contramos en la historia de nuestras leyes, y basta por sí 
solo para dar una idea de los desatinos que es capaz de 
cometer un monarca cuando en lugar de ser el tutor y 
padre de sus subditos se convierte en cabeza y gefe de 
un partido, porque estos son siempre y generalmente 
reaccionarios; y se dejan dominar de las mas abyectas y 
rencorosas pasiones. El espíritu reaccionario y vengativo 
que acompañó en España á la restauración del absolutis­
mo, se fué calmando con el transcurso del tiempo; y el 
rey Fernando hubo de conocer por fin los graves perjui­
cios que acarreaba á sus basallos el caos en que yacía en­
vuelta la legislación española, por lo que trató de poner 
remedio á tantos males promulgando un Código de co­
mercio, una Ley penal sobre delitos de contrabando y 
fraude, y nombrando una comisión que redactase un Pro­
yecto de Código criminal. 



Código de comercio. 

El dia 11 de enero de 1 8 2 8 nombró Fernando Vil 
una comisión encargándola la formación del Código de co­
mercio que vamos á reseñar. 

Este cuerpo se divide en 5 libros, 36 títulos y 1 2 1 9 
artículos. Algunos títulos se subdividen también en seccio­
nes y párrafos. 

El libro 1.° (rata de los comerciantes, y ajenies de co­
mercio y se divide en 3 títulos. 

En el título 1.° se señalan las cualidades que han de 
adornar á los que ejerzan el comercio, bien sean españo­
les ó estranjeros, y el modo de hacerse la inscripción en 
la matrícula de provincia; y se sujeta á las leyes españo­
las á los estranjeros que en territorio español celebren 
actos de comercio. 

En el título 2.° se dice, que los comerciantes están 
obligados á inscribir en un registro público provincial las 
cartas dótales y otros documentos: á llevar cuenta y razón 
de sus operaciones en tres libros á lo menos, que son: el 
diario, el de cuentas corrientes ó mayor, y el de inventa­
rios: á conservar en buen orden y en legajos la corres­
pondencia que haga relación á sus negociaciones y giro: 
y á copiar en un libro destinado al objeto cuantas cartas 
escribieren, por el orden de sus fechas. 

Y en el título 3.° se habla de los corredores, de los 
comisionistas, de los factores, de los mancebos y de los 
porteadores por tierra y rios y canales, esplicándose mi ­
nuciosamente sus respectivas obligaciones y derechos. 

El libro 2.° trata de los diferentes contratos mercantiles 
y de sus formas y efectos, y se divide en 12 (¡lulos* 



E n el título 1.° se recopilan las disposiciones genera­
les y preliminares á la formación de las obligaciones de 
comercio, hablándose de la capacidad de los contrayentes, 
modos de contraer y obligarse en operaciones mercanti­
les, del idioma en que se han de redactar las. escrituras ó 
pólizas, de la manera con que se han de interpretar las 
cláusulas dudosas de los contratos, y de los diferentes me­
dios de probar las obligaciones mercantiles, y de los mo­
dos con que se estinguen. 

En el título 2.° se esplican las tres diferentes socieda­
des de comercio conocidas por los nombres de colectiva, 
comandita y anónima; las formalidades con que se cele­
bran ordenando que, precisamente intervenga en todas ins­
trumento público, y los respectivos efectos que produce 
cada una de ellas. Se establece que en el régimen de las 
sociedades mercantiles se observen los pactos que se hu­
biesen estipulado, y se determinan para en otro caso las 
obligaciones mutuas de los socios y el que resuelvan sus 
diferencias por medios de arbitros. Se enumeran los ca­
sos en que se rescinden parcialmente las compañías mer­
cantiles, y los en que se disuelven en su totalidad, y se 
dan reglas sobre la forma que ha de observarse en la li­
quidación y distribución del haber social, cuando en la es­
critura de sociedad no se haya pactado en particular sobre 
este asunto. Y finalmente se trata de la sociedad acciden­
tal ó cuentas en participa' ion, que sucede cuando unos co­
merciantes se interesan en operaciones de otros sin esta­
blecer compañía formal. 

En el título 3.° se califican las compras y ventas mer­
cantiles y las que no lo son, se esplican los derechos y 
obligaciones que mutuamente adquieren y contraen los 
que venden y compran en general y los que en epecial 
venden créditos no endosables. 

En el título 4.° se dice, que las permutas mercantiles 
se califican y se rigen por las mismas reglas que las 



compras y ventas en cuanto sean aplicables á esle jénero 
de contratos. 

En el título 5.° se indican las circunstancias, que de­
ben concurrir en los préstamos para que tengan el carác­
ter de mercantiles, y se habla del modo de graduarse los 
réditos, fijándose el máesvnmn de un seis por ciento anual, 
y del modo de hacerse la devolución del capital. 

En el título 6.° se enumeran las circunstancias que de­
ben adornar á los depósitos para que sean mercantiles, y 
los derechos y obligaciones del depositario y deponente. 

En el título 7.° se dice, que sea afianzamiento mercan­
til y los efectos que produce este contrato. 

En el título 8.° se habla de los seguros de conduccio­
nes terrestres, del modo de formarse sus pólizas, y de los 
derechos y obligaciones de los contratantes. 

En el título 9.° se trata de las letras de cambio, espe­
cificándose su forma y las circunstancias con que deben 
redactarse y sus términos y vencimientos, cuyos términos 
son: 

A la vista ó presentación. 
A uno ó muchos dias, uno ó muchos meses vista. 
Á uno ó muchos dias, uno ó muchos meses fecha. 
Á uno ó muchos usos. 

. A dia fijo y determinado. 
Á una feria. 
Se establecen las obligaciones del librador de una le­

tra. Se habla de la aceptación y sus efectos, del endoso y 
sus efectos, del abal y sus efectos, de los términos que 
tienen los portadores de letras para presentarlas á la acep­
tación y al pago y de los efectos que produce la omisión 
de dichas presentaciones; de la forma y moneda en (pie 
ha de ejecutarse el pago y sus efectos, de las formalidades 
y términos de los protestos de letras por falta de acepta­
ción ó pago, de la intervención de un tercero por falta de 
aceptación y pago, de las acciones que competen al porta-



dor de una letra de cambio presentada y protestada en 
tiempo y forma para ecsigir su reembolso con los gastos 
del protesto y recambio del librador, endosantes y acep­
tantes, y del recambio y resaca en cuya virtud el porta­
dor de una letra protestada gira una nueva letra ó resa­
ca a cargo del librador ó de uno de los endosantes para 
reembolsarse de su importe y gastos del protesto y re ­
cambio. 

En el título 10.° se dice como deben redactarse las l i­
branzas y los vales ó pagarés, y las obligaciones y efectos 
que producen. 

En el título 11.° se ordena que para que las cartas-or­
denes de crédito se repulen contratos mercantiles lian de 
ser dadas de comerciante á comerciante, y se esplican los 
efectos que tales documentos producen. 

Y en el título 12.° se establece el modo de prescribir­
se los contratos mercantiles. 

El lifoo 3.° trata del comercio marítimo, y se divide en 
5 t'ilulos. 

En el título 1.° se dice quienes pueden adquirir naves 
mercantiles, escluyendo de este derecho á los estranjeros; 
como han de hacer éslas sus espediciones y viajes bajo el 
nombre y responsabilidad de un naviero; que el comercio 
entre puertos españoles ha de hacerse en buques de la 
matrícula española salvas las escepciones estipuladas en 
los tratados de comercio; que cuando las naves sean ven­
didas judicialmente para pagar á los acredores tienen so­
bre ellas el derecho de prelacion los créditos de la real 
hacienda, las costas judiciales y otros; porque causas po­
drán ser embargadas las naves nacionales y estranjeras; y 
el modo de hacerse el embargo y procederse á su venta. 

En el título 2.° se espresa quienes pueden ser navieros 
y capitanes de nave y sus obligaciones y derechos; quienes 
puedes ser pilotos, contramaestres y oficiales de naves mer­
cantes y sus obligaciones y derechos; igualmente que los 



derechos y obligaciones de todos los hombres de mar; y 
se trata de los sobrecargos ó factores, de los corredores é 
intérpretes de navios y de sus obligaciones y derechos. 

En el título 3.° se habla de todo lo relativo á los con­
tratos especiales del comercio marítimo, esplícándose los 
términos en que deben entenderse los contratos de fleta-
nicnlo y los derechos y obligaciones de las partes contra­
yentes; la fórmula de los conocimientos y sus efectos, or­
denándose que el cargador y el capitán de la nave que r e ­
cibe la carga no pueden reusar entregarse mutuamente 
como título de sus respectivas obligaciones y derechos un 
conocimiento ó documento que contenga los estreñios que 
en el artículo 7 9 9 se espresan. Se esplica igualmente 
el contrato á la gruesa ó préstamo á riesgo marítimo y el 
de seguros marítimos. 

En el título 4.° se dice que sean averias, las cuales se 
dividen en ordinarias ó gastos menudos, averías simples 
ó particulares y averías gruesas ó comunes, ordenándose 
quienes han de sufragar los daños y pérdidas que las ave­
rías ocasionen; y se trata de las arribadas forzosas y de los 
naufragios. 

Y en el título 5.° se ordena como han de prescribirse 
las obligaciones peculiares del comercio marítimo. 

El libro 4.° trata de las quiebras y se divide en 12 tí­
tulos. 

En el título 1.° se habla de los comerciantes quebrados 
y sus cómplices, distinguiendo para los efectos legales cin­
co clases de quiebras, á saber: 

1 . a Su pensión de pagos. 
2 . a Insolvencia fortuita. 
3 . a Insolvencia culpable. 
4 . a Insolvencia fraudulenta. 
5 . a Alzamiento. 
En el título 2.° se dice como debe precederse eu la 

declaración de quiebra y su revocación. 



En el 3.° se trata de los efeclos y retroacción de la de ­
claración de quiebra. En el 4.° de las disposiciones con­
siguientes á la declaración de quiebra, que son: 

i . a El nombramiento de juez comisario. 
2 . a El arresto del quebrado. 
3 . a La ocupación de sus pertenencias y papeles. 
4 . a El nombramiento del depositario. 
5. a La publicación de la quiebra. 
6. a La detención de la correspondencia. 
7 . a La convocación de junta de acreedores. 
El título 5.° se ocupa del nombramiento de síndicos y 

sus funciones. El C.° de la administración de la quiebra. 
El 7.° del eesámen y reconocimiento de los créditos de la 
quiebra. El 8.° de la graduación y pago de los acreedo­
res. El 9.° de la calificación de la quiebra. El 10 de los 
convenios entre los acreedores y el quebrado. El 11 de 
la rehabilitación de los quebrados. Y el 12 de la cesión 
de bienes á favor de los acreedores. 

El libro 5..° y último trata de la administración de jus­
ticia en negocios mercantiles y se divide en i títulos. 

En el titulo 1.° se dice, que deberán conocer de los 
asuntos contenciosos de comercio, en "primera instancia 
los tribunales especiales si los hubiere y sino los ordina­
rios, y en segunda y tercera las chancillerías y audiencias 
en cuyos territorios se hallen los tribunales que conocie­
ron en primera instancia; y de los recursos de injusticia 
notoria los supremos consejos de Castilla y de Indias. 

En el título 2.° se organizan los tribunales mercantiles 
de primera instancia, ordenándose que se compongan de 
un prior, dos cónsules y dos sustitutos de cónsules al me­
nos, todos comerciantes, de un consultor letrado, de un 
escribano actuario y del número de dependientes que se 
considere necesario; ordenándose el modo de hacerse las 
elecciones, las circunstancias que han de adornar á los 
elegidos y sus facultades. 



En el título 3.° se deslinda la jurisdicción de los tr i ­
bunales de comercio, y se establece que sea improrogable 
sobre personas y cosas agenas de ella, aunque convengan 
en la prorogacion las partes litigantes. 

Y en el título 4.° de esle libro y último del Código, se 
dividen los pleitos en de menor y mayor cuantía, y en es ­
critos y verbales; se establecen los juicios de conciliación 
ó avenencia; se prescribe el modo de fallar en asuntos 
mercantiles y dirimir las discordias, y que las sentencias 
sean fundadas; y se designan los casos en que podrá ha­
ber lugar á las terceras instancias y declaraciones de in­
justicias notorias; y concluye diciendo que en cuanto á la 
substanciación en todos los procedimientos se estará á lo 
que disponga el Código de enjuiciamiento, rigiendo entre 
tanto una ley provisional, que sobre la materia se pro­
mulgará. 

Por real decreto del dia 3 0 de mayo de 1 8 2 0 se d e ­
cretó, sancionó y publicó el Código de comercio que he ­
mos bosquejado, encargándose á todas las autoridades, que 
lo tuvieran como ley y estatuto firme y general para toda 
la monarquía, derogándose cuantas leyes, decretos, órde­
nes y reglamentos, regían anteriormente en asuntos de co­
mercio y especialmente todas las ordenanzas particulares 
de los consulados del reino; y en real orden del 5 de 
octubre de 1829 se mandó que esle código comenzase á 
regir desde el dia 1.° de enero de 1 8 3 0 . 

Vemos por fin abandonado por segunda vez el caduco 
y pernicioso sistema de recopilaciones informes y adopta­
do el de códigos generales metódicos y sencillos que de ­
roguen todas las leyes anteriores. El Código de comercio 
aunque tiene algunos lunares y defectos, está redactado 
con método y escrito en un estilo correcto, puro y elegan­
te. Se resiente, no obstante, como es natural, de las ideas 
que dominaban en la época en que se publicó, por lo que 

en el año de 183Í- se nombró una comisión para q u e r e -
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Jactase un Proyecto de Código de comercio; y conociendo 
el gobierno que en la redacción del nuevo código se había 
de emplear mucho tiempo y que urgía el hacer en la co­
lección que nos ocupa algunas correcciones perentorias, 
nombró otra comisión en el mes de octubre de 1838 , pa­
ra que formase un proyecto de ley por el cual se hicieran 
en este Código las alteraciones y modificaciones que fuesen 
indispensables, para que todas sus disposiciones estén en 
armonía con las instituciones actuales. Pero estas refor­
mas han tenido la suerte que tienen, todas las que verda­
deramente lo son, en España, pues aunque todos recono­
cen la necesidad de ejecutarlas, nunca llegan á efectuarse. 

Mas aunque el Código de comercio fuera enteramente 
perfecto y estuviera en armonía con nuestras modernas 
instituciones, no se habría reformado la legislación mer­
cantil, mientras que no se publicase el Código de eujui-
ciamenlo que se anunció en su último artículo. Verdad es, 
que se promulgó el dia 2 4 de julio de 1830 la ley provi­
sional á la que en el citado artículo se alude, pero el ca­
rácter transitorio que se dio á esta lev demuestra que no 
llena suficientemente el vacío del Código de procedimien­
tos que se echa de menos en la legislación mercantil. Sin 
embargo, como que aun hoy está vigente la citada ley pro­
visional la ecsaminarémos ligerísimamenle. 

La Ley de enjuiciamiento sobre los negocios y causas de 
comercio decretada el 'l'v de julio de 1 8 3 0 se compone 
de 13 títulos algunos de los cuales se dividen en seccio­
nes, y todos en diferentes artículos, que forman el total 
de 4 6 2 . El titulo 1.° trata de los juicios de conciliación 
ó avenencia. El 2.° Comprehende las disposiciones comu­
nes á todos los juicios mercantiles. El 3.° habla de las 
recusaciones de los jueces de tribunales de comercio. 
El i .° marca el orden de proceder en el juicio civil or­
dinario. El 5.° ordena la tramitación en los negocios de 
quiebras, tratando en secciones separadas de la declara-



cion de quiebra, de la administra de la quiebra de los 
efectos de la retroacción de la quiebra, del ecsámen, gra­
duación y pago de los créditos, y de la calificación de la 
quiebra y rehabilitación del quebrado. El 6.° se ocupa 
del juicio arbitral. El 7.° traza los procedimientos de los 
juicios ejecutivos. El 8.° versa sobre los trámites del pro­
cedimiento de apremio. El 9 . 9 trata de los procedimientos 
en los embargos provisionales. El 10.° habla de los terce­
ros opositores en los juicios ejecutivos. El 11.° ordena los 
recursos contra las sentencias en asuntos mercantiles, 
ocupándose en cuatro secciones de la apelación y segunda 
instancia, del recurso de nulidad, .de la súplica y tercera 
instancia y del recurso de injusticia notoria. El 12.° trata 
de los procedimientos en negocios de menor cuantía. Y el 
13,° y último se ocupa del modo de dirimirse las compe­
tencias. Varias de las disposiciones contenidas en esta ley 
lian sido derogadas y modificadas por otras leyes, órdenes 
y decretos posteriores. 

Como que el comercio es una sola rama de las espe­
culaciones humanas, sus leyes aunque son unas coleccio­
nes de reglas especiales y concernientes á esta sola clase, 
se refieren en muchos casos á las del derecho común, co­
mo se verá en los artículos 3 - 4 - 2 0 - 4 4 - 5 3 - 1 0 9 -
1 7 2 - 2 3 \ - 2 6 2 - 2 6 3 - 2 6 4 - 3 8 7 - 4 1 6 - 4 3 4 - 5 7 0 -
5 8 1 - 1,011 - 1,012 - 1 , 0 1 3 - 1 , 1 1 5 - 1 , 1 1 6 - 1 , 1 4 4 -
y 1,177, del Código de comercio y en el artículo 4 6 2 de 
la Ley de enjuiciamiento. Y no solamente se ha de juzgar 
por las leyes comunes en los casos que á ellas se refieran 
las mercantiles, sino también siempre que estas últimas 
guarden silencio sobre casos que las comunes resuelven. 
Infiérese de todo lo dicho que la legislación de comercio 
necesita de reformas todavía, y que estas nunca serán com­
pletas mientras que no se publiquen los Códigos genera­
les, que hace tanto tiempo con impaciencia esperamos. 



§• ii-

Ley penal sobre los delitos de fraude contra la Real Hacienda. 

Don Luis López Ballesteros fue sin la menor duda el 
mas ilustrado ministro del rey Don Fernando VII, y el es 
el que tuvo la gloria de refrendar el Código de comercio 
que hemos ecsaminado en el párrafo anterior. Convencido 
pues, Ballesteros de que el comercio de buena fé no po ­
día prosperar mientras que no se acabase con el fraude y 
contrabando, organizó el Resguardo marítimo y el cuerpo 
militar de Carabineros de costas y fronteras, é hizo que el 
rey Fernando publicase la ley penal que vamos á ecsami-
nar. 

La Ley penal sobre delitos de fraude contra la Real Ha­
cienda se compone de 5 títulos que se dividen en seccio­
nes y artículos, siendo el número de estos últimos el de 
2 0 7 . 

En el título 1.° se enumeran los delitos de contraban­
do, dividiéndolos en de primero y de segundo grado, dis­
tinguiendo á las personas que toman parle en su perpetra­
ción en autores y cómplices; y se califican los delitos de 
fraude. 

En el título 2.° se establecen contra los reos de con­
trabando y defraudación las penas siguientes: 

1 . a Comiso ó confiscación de géneros que fueron ma­
teria del delito y objetos accesorios á su perpetración. 

2 . a Multas pecuniarias. 
3 . a Destitución del empleo ó cargo público. 
4 . a Inhabilitación para obtenerlos perpetua ó temporal. 
5 . a Reclusión en cárcel ó en casas de corrección. 
6 . a Confinación á las islas adyacentes en el mediter­

ráneo y océano. 



7 . a Servicio forzado á cuerpos determinados del ejérci­
to y armada. 

8 . a Obras públicas municipales. 
9 . a Arsenales. 
10 Presidios de África. 
11 Deportación á las islas Antillas y de África. 
12 Muerte en garrote. 
El título 3.° se divide en 8 secciones. En la 1 . a se ful­

minan terribles penas contra los que cometan los delitos 
de contrabando en primero y segundo grado. En la 2 . a se 
castiga con severidad á los que defrauden á la real ha­
cienda. En la 3 . a se imponen muy duras penas á los em­
pleados que cometen los delitos de contrabando y fraude 
ó son conniventes facilitando su perpetración. En la 4 . a 

se ordenan castigos para los cómplices en el contrabando 
y fraude. En la 5 . a se infligen duras penas contra los con­
trabandistas que usan de armas, resisten violentamente ó 
hieren ó matan á los que los persiguen. En la 6 a se cas­
tigan con desproporcionadas penas las falsificaciones diri­
gidas á facilitar el contrabando ó la defraudación. En la 7 . a 

se conmina con ciertas penas á los funcionarios públicos, 
que fueren omisos y negligentes en perseguir ó impedir el 
contrabando y la defraudación. Y en la 8 . a se dan reglas 
para modificar y conmutar las penas cuando los reos sean 
eclesiásticos, títulos de castilla, magistrados, jueces, gefes 
civiles ó militares, caballeros de las órdenes, nobles, ofi­
ciales del ejército ó armada, mugeres y jóvenes menores 
de 17 años. 

En el título 3.° se ordena el modo de proceder en 
averiguación y pesquisa de los delitos de contrabando y 
defraudación, reconociendo las casas, iglesias, conventos, 
palacios, lonjas de comercio, navios, carruages etc. 

En el título 4.° se ordena que el superintendente ge­
neral de rentas sea el juez único y privativo en primera 
instancia para conocer de los delitos de contrabando y 



fraude: que esta jurisdicción la ejerza por sí y por medio 
de sus subdelegados en los partidos de rentas: que en la 
segunda y tercera instancia conozca también única y pri­
vativamente el consejo supremo de hacienda; y que que­
dan sugetas á la jurisdicción de hacienda todas las perso­
nas que incurran en delitos de fraude y contrabando aun­
que gocen de fueros privilegiados y cualquiera que sea su 
gerarquía y clase. 

Y en el título 5.° y último se espresan los casos en que 
han de practicarse procedimientos judiciales sobre delitos 
de contrabando y defraudación, y se esplican las tramita­
ciones de tales procedimientos, derogándose todas las le­
yes, reglamentos, instrucciones y reales órdenes, que an ­
teriormente se habían promulgado y espedido sobre la ca­
lificación, penas y orden de proceder en estas materias. 

En esta Ley se olvidaron los buenos principios de la 
ciencia penal, de economía política y de equidad y justicia. 
Terribles, inhumanas y desproporcionadas son las penas 
con que en ella se castiga á los contrabandistas, y no se 
guarda la proporción debida entre los diferentes grados de 
los delitos, ni se distingue entre los autores, cómplices, 
ausiliadores y fautores, receptadores y encubridores, ni 
entre los que cometen estos delitos por amenazas y 
violencias. Nada se dice de la conjuración y tentativa, y 
se falta escandalosamente al respeto y consideración que 
se merecen la seguridad personal y domiciliaria, pues se 
pone á la disposición y capricho de los encargados de per­
seguir el fraude, derechos tan respetables y sagrados. Sin 
mas que leer esta Ley se conoce que recibió su ser de un 
gobierno asboluto que en nada estimaba la seguridad per­
sonal y domiciliaria, estas dos deidades (si se nos permi­
te esta espresion, ) de las sociedades modernas. 

Sin embargo de todos sus defectos, esta Ley que se 
promulgó el 3 de mayo de 1 8 3 0 está todavía vigente, 
aunque reformada y modificada en gran parte, pues ya no 



se imponen á los contrabandistas castigos tan bárbaros co­
mo los que en ella se sancionaron, se respeta mas, aun­
que no tanto como la justicia y el giro de las nuevas opi­
niones reclaman el sagrado del bogar doméstico, y cono­
cen de estos negocios los tribunales especiales compuestos 
de los intendentes y administradores de rentas con sus 
asesores, co-asesores y abogados fiscales en primera ins­
tancia y en las demás las audiencias territoriales. 

La promulgación de los nuevos códigos completará sin 
duda esta reforma, imponiendo penas mas equitativas á los 
delincuentes de esta especie, y encomendando á los juzga­
dos ordinarios de primera instancia el conocimimienlo de 
estos asuntos como lo hicieron las cortes de 1 8 1 3 ; con lo 
cual será la justicia mejor administrada y se ahorrará la 
nación las enormes cantidades que inútil é inecesarea-
menlc emplea en sostener los tribunales privativos de 
hacienda pública. 

Los mas ilustrados rentistas opinan en el dia, que el 
contrabando no se reprime con leyes penales tan duras 
como la que estamos analizando, sino con sabias medidas 
económicas. l íe aquí como se espresa Don A. Rubiano 
en sus Observaciones sobre la reforma de la administración 
de la hacienda pública. <t Volviendo ahora, dice, á entrar 
en la cuestión capital del contrabando, y en la de porque 
abundan los contrabandistas, hallaremos la solución en el 
escesivo precio á que se venden los jéneros estancados, 
y en su mala calidad y elaboración: en la irregular gra­
duación de las tarifas; en los enormes derechos cargados 
á varios artículos que constituyen el consumo de pr i ­
mera necesidad, y que son producción de nuestro suelo y 
aun en las trabas y vejaciones que la acción fiscal, mal 
entendida, impone al tráfico y al comercio.—He ahí el 
móvil del contrabando. ¿ Y cómo aniquilar ó disminuir un 
mal económico, cuando las medidas económicas lo escitan 
y fomentan ? ¿ Se quiere que ciertos sistemas hagan lo que 



deben hacer los hechos ? Pues tales sistemas no servirán 
mas que para complicar la acción administrativa, para 
aumentar los dispendios y para perpetuar los errores del 
del empirismo rentista. » 

« Hay un prurito en empezar por donde debe acabarse. 
¿ A que establecer penas antes de refrenar con disposicio­
nes económicas la tentación de delinquir ? A que empeñar­
se en crear delitos para tener la triste facultad de casti­
garlos ? » 

« Ley de aranceles sabia y prudentemente combinaba; 
reglamentos en que la acción fiscal no tenga un carácter 
vejatorio, sin que por esto se despoje de las fórmulas y 
restricciones puramente necesarias; ley penal para los con­
trabandistas, y ley penal para los empleados infidentes: 
he aquí la escala de medios económico-legales, que en 
unión con los que ya dejo indicados, deben adoptarse des­
de luego para regularizar la marcha administrativa, y para 
disminuir los efectos del contrabando. » 

§• ni. 

Proyecto de un Código criminal. 

Tres años habían transcurrido desde la publicación de 
la Ley que hemos ecsaminado en el párrafo anterior, sin 
que el gobierno del rey Fernando VII, diera señal ningu­
na de ocuparse en la reforma de nuestra legislación, cuan­
do el dia 9 de mayo de 1 8 3 3 se nombró una comisión, 
para que redactase un Proyecto de Código criminal. La co­
misión nombrada desempeñó su cometido, distribuyendo 
su obra en i libros, 4 7 títulos y 8 0 8 artículos. 

El libro 1.° trata de los delitos y de las penas y se di­
vide en 4 títulos. 

En el título 1.° se definen los delitos y cuasi delitos, di-



vidiendo los primeros en públicos y privados. En el títu­
lo 2.° se enumeran las circunstancias atenuantes y agra-
bantes y aquellas que relevan de la culpabilidad, distin­
guiendo tres grados de malicia en los delitos, y dictando 
otras disposiciones generales sobre los delitos y cuasi de­
litos. En el título 3." se definen las penas, las cuales se di­
viden en corporales, civiles y pecuniarias: pertenecen á las 
corporales la de muerte, la de argolla, la de arsenales, mi­
nas, deportación y obras públicas, la de estrañamienlo del 
reino, la de confinamiento á castillos y fortalezas ó á a l ­
guna isla, la de destierro y la de reclusión: á las civiles, la 
privación ó suspensión de empleos ó cargos públicos, ho­
nores y condecoraciones, y la inhabilitación para obtener­
los, la privación ó suspensión de hacer fe en juicio, el aper­
cibimiento, la reprensión y la retractación judicial: v á las 
pecuniarias la confiscación y las multas de determinada 
cantidad. Y en el título 4.° se ordena que ningún delito 
sea castigado sino con las penas establecidas antes de su 
perpetración; que no se imponga pena alguna por sospe­
chas, señales ó presunciones; que tampoco por pruebas 
semiplenas se imponga pena estraordinaria; que para la 
aplicación de las penas se consideren cinco clases de d e ­
lincuentes que son, autores del delito, cómplices en él, 
ausiliadores, receptadores y encubridores, esplícándose 
quienes deben ser comprendidos bajo estas denominacio­
nes. Se dispone que se tenga presente la calidad de las 
personas en la aplicación de las penas tratando con ma­
yor benignidad á los eclesiásticos, mujeres, oficiales del 
ejército y de la armada y á los nobles; y se dictan diferen­
tes disposiciones generales sobre penas. 

El libro 2.° trata de los delitos públicos y se divide en 13 
títulos. 

En el título 1.° se imponen severas penas á los que 
cometen delitos contra la religión católica, apostólica, r o ­
mana, eomprehendiéndose entre estos los perjuros y los 
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agoreros, hechiceros, mágicos y adivinos. En el Ululo 2." 
se fulminan duras penas contra los que perpetren delitos 
contra el soberano, su esposa, príncipe de Asturias é in­
fantes, imponiendo la de mnerle afrentosa y confiscación 
de bienes no solo á los que ofendan de hecho la inviolable 
persona del rey, reina, ó principé heredero, ó de otra ma­
nera atenten contra su salud y vida aunque no tenga efecto, 
sino también á los que les aconsejan y á sus cómplices, 
ausiliadores, receptadores y encubridores. En el título 3.° 
y 4.° se imponen terribles penas á los que atenían contra 
la seguridad esterior é interior del estado, distinguiéndose 
en el 4.° entre las rebeliones, sediciones y tumultos popu­
lares ó asonadas. En el título 5.° se dice que sea sociedad 
clandestina conminándose con la pena capital á los que 
las presidan y con la de diez años de minas ó arenales á 
los simples socios y dueños de las casas donde celebren 
sus juntas y reuniones. E n el título 6.° se castiga con ri­
gor á los que fabrican ó introducen moneda, tenga ó no 
su legítimo valor, á los que suplanten las rúbricas ó fir­
mas del rey, de los secretarios de estado y del despacho, 
de los ministros de los consejos, tribunales supremos, au­
diencias ú otra autoridad superior de provincia, de los jue­
ces ó alcaldes ordinarios, de los generales en gefe, vire-
yes, capitanes generales y gobernadores militares; á los 
qué falsifican vales ú otros documentos de crédito, guías 
ú otros documentos de las oficinas de hacienda, letras de 
cambio ó simples obligaciones, actas ú otras diligencias 
judiciales ó instrumentos públicos; y á los que falsifiquen 
pesos y medidas. En el título 7.° se enumeran las penas 
contra los que cometen falsedades en escrituras y otros 
documentos, y contra los que fingen partos y matrimo­
nios, ó se fingen funcionarios públicos y eclesiásticos. E n 
el título 8.° se castiga á los encargados de la administra­
ción de justicia y sus dependientes y ausiliares como abo­
gados y procuradores por los delitos que cometan en el 



desempeño de sus ministerios. En el título 9.° se trata de 
los delitos contra la real hacienda: en el 10 de los que 
ofenden las buenas costumbres: en el 11 de los juegos 
prohibidos: en el 12 de los daños que de cualquiera ma­
nera se causen en cosas públicas: y en el 13 de los in­
cendiarios. 

El libro 3.° se ocupa de los delitos privados en los 12 
títulos en que se divide. 

En el título 1.° se define el homicidio, se divide en 
simple, alevoso, necesario y casual; se habla del parrici­
dio, infanticidio, aborto, envenenamiento, é intentos de 
suicidio, y se imponen severas penas á los autores de todos 
estos delitos. En el título 2.° se trata de las heridas y 
otros daños corporales calificados de verdaderos delitos; y 
en el 3.° de los daños que dimanan de abusos y descui­
dos. En el título 4.° se enumeran las armas prohibidas de­
signándose las penas de los que las fabrican, introducen, 
venden, compran y usan. En el título 5." se dice en que 
penas incurren los que cometen estafas y engaños. El t í ­
tulo 6.° se ocupa del hurto ó robo simple; y el 7.° de los 
robos calificados. En el título 8.° se penan los fraudes, 
que abusando de la confianza que de ellos se hizo, come­
tiesen los administradores, apoderados, mandatarios y so­
cios gerentes de las compañías de comercio. En el títu­
lo 9.° se trata de las injurias, las cuales se dividen en le­
ves y graves, y se dice que pueden cometerse por hechos, 
por palabras y por escritos, caricaturas y anónimos infa­
matorios; y el 10 establece penas contra los calumniado­
res y falsos delatores. En el título 11 se castiga severa­
mente á los que desafían y á sus padrinos; y á los gefes 
y superiores que teniendo noticia del desafío, no procu­
ran impedirlo ni dan cuenta á la autoridad. Y en el título 
adicional se dice que las transgresiones de los reglamen­
tos de policía urbana y rústica y las de caza y pesca que 
no estubieran comprehendidas en este Código quedan su-



jetas á las disposiciones de dichos reglamentos; y que se 
derogan todas las leyes penales que han regido hasta aho­
ra, y que en lo sucesivo se observen únicamente las del 
Código presente. 

El libro 4.° que no es otra cosa que un código de proce­
dimientos, en la parte penal, trata de la administración de 
justicia en lo criminal, en los 18 títulos de que se compone. 

E n el título 1,° se ordena que tribunales son competentes 
para conocer en los delitos y después de sentar por regla 
general, que en los delitos comunes estarán sujetos á la 
jurisdicción real ordinaria todas las personas domiciliadas 
y residentes en estos reinos, se esceptúa á los eclesiásti­
cos y militares ó individuos que gozan de fuero militar á 
no ser en los delitos que causan desafuero, á los que go ­
zan del fuero de marina y á los empleados de hacienda 
militar por los delitos que cometan en el desempeño de 
sus funciones. Se dice también que el tribunal supremo de 
España é Indias conocerá privativamente de los delitos 
cometidos por los ministros de las audiencias y del conse­
jo de Navarra, bien sean comunes ó relativos á las fun­
ciones de su ministerio: que igualmente conocerán los tri­
bunales superiores de provincia de los delitos de toda cla­
se perpetrados por los jueces de partido y promotores lis-
cales: y que los secretarios del despacho, consejeros de 
estado, gefes de palacio y otros altos funcionarios serán 
juzgados por un tribunal especial. \ finalmente se esta­
blece el modo, forma y tribunales que deben dirimir las 
competencias que sobre jurisdicción se susciten. En el t í­
tulo 2.° se deslindan los deberes y las atribuciones del mi­
nisterio fiscal en los tribunales superiores y en los juzga­
dos de los partidos. En el título ó." se dispone que en to­
da causa criminal se haya de justificar: i.° La ecsistencia 
del delito y si es posible la hora tiempo y lugar en que 
se cometió. 2.° La materia ó cosa en que se hizo. 3.° El 
sujeto ofendido. 4.° El delincuente. 5.° Los instrumentos 



con que se perpetró si los hubiere. 6.° Las causas impul­
sivas de cometerlo, y las circunstancias que lo agraven ó 
atenúen. En el título 4.° se ordena el modo de proceder 
á la prisión y arresto de los criminales que hubieran co­
metido algún delito que merezca pena corporal, y del tra­
to que deben tener los presos; diciendo que las personas 
que por su autoridad y carácter gozan del privilegio de de­
clarar por informes, no sean reducidas á prisión sin que 
medie una real orden á no ser en los delitos que merez­
can pena capital; que los nobles y empleados guarden 
carcelería en sus casas cuando no hubiere prisiones cómo­
das decentes y separadas para ellos; y que por regla ge­
neral lodos los presos estén incomunicados durante el su­
mario. 

En el título 5.° se trata de las pruebas completas dicién­
dose que lo serán: 1.° Las declaraciones conformes de dos 
ó mas testigos presenciales y libres de toda escepcion. 
2." La confesión voluntaria hecha y ratificada judicialmen­
te después de acreditada la ecsistencia del delito. 3.° El 
indicio necesario en el único caso en que lo hay. 4.° Tres 
indicios graves y urjenles, independientes entre sí, y d i ­
rectos lodos á convencer la culpabilidad del delincuente 
en los delitos que no sean de pena capital, con respecto 
á los cuales solo se podrá imponer por aquellos indicios la 
pena inmediata mas grave. Y se espresan los que están 
incapacitados para ser testigos en asuntos criminales. En 
el título 6.° se esplican las pruebas subsidarias y se orde­
na que á la absolución de la instancia acompañe siempre 
la condenación de costas y nunca á la absolución del de ­
lito. En el título 7.° se trata de las acciones que nacen de 
los delitos, del ejercicio de ellas y de su prescripción; y 
en el 8.° de las recusaciones, ordenándose que no puedan 
hacerse sino por las justas causas que se espresan y des­
pués de concluido el sumario; que los tribunales de pro­
vincia ó audiencias territoriales, decidan sobre las recusa-



cioncs que se opongan á sus ministros y á los jueces de 
partido; que desechándose la recusación se ha de conde­
nar en las costas del incidente y ciertas mullas al que la 
hubiera interpuesto; pero que siendo admitida se remitirán 
los autos al juez de partido mas inmediato para que la 
prosiga y sentencie. En el título 9." se habla de los indul­
tos dividiéndolos en generales y especiales; y en el 10 de 
las visitas generales y semanales de cárceles y presos en 
las audiencias y juzgados de partido. 

E n el título 11 se dictan las disposiciones generales 
para los procedimientos en primera instancia diciéndose, 
que pueden comenzarse las causas criminales de oficio, á 
instancia de los promoteres fiscales, y por denuncia ó acu­
sación de persona que no sea de las que se les prohiben 
estos derechos, las qne también se citan. Se ordena que 
sea secreto el sumario, y se establece el modo de tomar 
las declaraciones á los reos y testigos, evacuar las citas, 
dictar el auto de prisión y proceder contra reos ausentes 
bastando un solo edicto ó pregón para declararlos rebel­
des y contumaces. Se dice que los jueces de partido de­
ben dar ciertos partes á las audiencias, como y en que ca­
sos han de poceder al embargo de bienes, careos, y r u e ­
das de presos, y la manera de hacerse la confesión con car­
gos. Se dispone que concluido el sumario pasen los autos 
al promotor fiscal el cual si el delito que motivó el proce­
dimiento no es de los que se castigan con pena corporal 
deberá pedir en el término de nueve dias la que corres­
ponda y la conclusión de la causa, que de este escrito se 
dé trasladado por igual término al encausado y que con lo 
que esponga se dictará la sentencia, de la que se dará co­
nocimiento á la sala del crimen si no apelare la parte con­
denada, pues en tal caso se remitirán los autos á la supe­
rioridad: que en los demás asuntos el fiscal pondrá su acu­
sación acompañada de los correspondientes interrogato­
rios para la prueba de testigos y tachas de estos, de la que 



se conferirá trasladado al acusado para que en igual tér­
mino y forma practique su defensa: que admitida la causa 
á prueba se ejecute ésta en los términos que se dice: que 
nunca se ratifiquen los testigos del sumario: que pasando 
el término de prueba se comuniquen los autos por su or­
den para alegar de bien probado: y que en seguida y en 
el término de diez, quince ó veinte dias según sean menos 
ó mas de quinientas ó mil las hojas del proceso, se dicte 
la sentencia y sin publicarla se remita con los autos en 
consulta á la sala del crimen. 

En el título 12 se dispone que en las injurias leves y 
riñas y golpes que no causen contusión ni herida, se pro­
ceda verbalmcnte á petición de parte y ante el juez local 
ó el de partido, los cuales procurarán conciliar á los ofenso­
res y ofendidos y no consiguiendo tan laudable fin decidi­
rán en otra nueva comparecencia verbalmcnte y sin ape­
lación, después de oir las razones y pruebas de una y otra 
parte. En el título 13 se ordena que en los casos de inju­
rias graves, ó amenazas de daño en persona ó bienes, la 
parte ofendida presente un escrito en el que refiera el he­
cho y ofrezca justificación y caso de que no lo pruebe de ­
clare el juez de partido, único que puede conocer, no ha­
ber lugar á la queja, y que rebocándose este auto por ha­
ber apelado el agraviado, ó resultando justificado el hecho, 
se proceda á la prisión del reo en los casos que haya lu­
gar, y á tomarle la confesión con cargos, siguiendo desde 
allí adelante la causa por los trámites que en el título 11 
se designan. En el título 14 se dan reglas para formar 
las dilejencias sumarias en causas de delitos graves; y en 
el 15 para proceder cuando los reos toman asilo. 

En el título 16 se trata de las segundas y terceras ins-. 
taneias, diciéndose, que las causas que se remitan en con­
sulta al tribunal superior se pasarán al fiscal y caso (pie 
no pida pena mayor que la impuesta se dictará sin mas la 
providencia correspondiente, la que se comunicará á las 



partes, quienes sino se conforman usarán de su derecho 
ante el mismo tribunal; pero que sí el fiscal pidiese mayor 
pena se citará á las parles y se seguirá la segunda instan­
cia, igualmente que cuando ellas se presenten en apela­
ción: que con un escrito de cada parle se tendrá la causa 
por conclusa, y no se admitirá prueba testifical sobre los 
hechos que se intentó probar en la primera instancia, y que 
cuando se admita serán los términos los mismos que en la 
primera. Se dice también el número de los ministros que 
han de asistir á las vistas, que las sentencias de vista sean 
ejecutivas, si son confirmatorias de (oda conformidad: que 
en las súplicas se han de observar los mismos términos 
que en las primeras y segundas instancias; y como se de ­
ben dar las sentencias de revista y dirimir las discordias. 
E n el título 17 se califican los bandidos públicos y se dis­
pone que cuando por los parles mensuales que reciben las 
audiencias de los juzgados inferiores, aparezca que una 
misma partida ha cometido tres ó mas robos, sea en un 
solo partido ó en diferentes, la sala criminal avocará el co­
nocimiento de todas las causas formadas contra ella, y pro­
cederá (jamando á sus individuos por edictos que se lija­
rán en la capital de la provincia y cabezas de partido don­
de se hubiesen comenzado los procedimientos, para que 
en el término fatal de quince dias comparezcan ante el tri­
bunal: que pasado este termino y devueltos los ediclos 
con las correspondientes dilijencias, se substanciará la cau­
sa en ausencia y rebeldía como las demás condenándose á 
pena capital á los reos, cuyos nombres, moles y señas se 
espresarán en la sentencia: que en la sentencia se deter­
minarán también premios para los aprensóles, autorizando 
para la aprensión á todos los españoles, y que se impri­
mirá, publicará y circulará por todo el reino: que si des­
pués de quince dias de publicada la sentencia fuere apren­
dido alguno de los \andidos, será conducido á la audien­
cia territorial, la que con solo identificar su persona hará 



ejecutar la pena. Y en el título 18 y último se dictan r e ­
glas para ejecutar las diferentes penas impuestas por sen­
tencias ejecutoriadas. 

Por la reseña que acabamos de hacer de este Proyecto 
de Código criminal, habrán conocido nuestros lectores que 
esta obra comprehende no solo la parte penal sino también 
la de procedimientos, es decir que la comisión nombrada 
por Fernando VII redactó un Código penal en los cuatro 
primeros libros de su Proyecto, y un Código de procedi­
mientos penales en el último. La parte penal, según nues­
tra insignificante opinión, es mucho mas defectuosa que la 
de procedimientos, pues en la primera son muy pocas las 
reformas que se intentaba hacer en nuestra legislación, 
porque en su esencia no es mas que la cruel y dura j u ­
risprudencia criminal que se halla dispersa y embrollada 
en las leyes Recopiladas y de Partida, dulcificada algún 
tanto y presentada con el orden y buen método que debe 
reinar en obras de este jénero, si han de merecer el nom­
bre de Códigos; y en la segunda se proyectaban algunas 
reformas considerables y útiles para la mejor administra­
ción de justicia, comparadas con nuestra legislación anti­
gua. 

Si ponemos en parangón la parte penal de este P r o ­
yecto con el Código que se promulgó el año de 1822 y 
que dejamos analizado en la sección antecedente, nos pa­
recen de mas bulto sus lunares, pero creemos también 
que esta obra hubiera carecido de tales defectos si la co­
misión que la redactó hubiese trabajado bajo el influjo de 
un gobierno liberal y no bajo las inspiraciones é instru-
ciones de un gobierno absoluto, pues los individuos que 
la formaban no desconocían los principios de la ciencia 
penal, sino que los juzgaron peligrosos en aquellas cir-
cuslancias y los desecharon por este motivo. Tan cierto es 
que los señores Don Ramón López Pelegrin, Don José 
Hevia y INoriega, Don Joaquin Sistemes, Don Joaquín 
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Fernandez Company y el conde de Valleliermoso, qiie fue­
ron los autores del proyecto que ecsaminamos, estaban 
convencidos de que podía hacerse una obra basada en prin­
cipios mas filosóficos y que solamente pensaron que eran 
irrealizables y aun perjudiciales en los momentos en que 
lo trabajaban, que ellos mismos dicen en la esposicion 
que le precede. « Templar la legislación acomodándola á 
elementos tan contrarios y diferentes, ofrece una dificul­
tad insuperable, y exige la separación de principios filo­
sóficos, tan hermosos en la teoría como impracticables y 
perjudiciales en la ejecución. JSo os he dado las mejores 
leyes, decía el legislador de Atenas,, pero sí las que mas os 
convienen; y esta máxima de utilidad pública ha sido el nor­
te que ha dirijido la brújula de esta obra para lograr el rum­
bo del acierto. » Los cuerpos legales que tan olbidados han 
sido por los antiguos historiadores, son la mas rica mina 
para la historia. En ellos encontrarán siempre, los que los 
eesaminen y estudien con la atención debida, mas noticias 
y mas verídicas y ciertas, que en los volúmenes que se es­
criben con el nombre de historia; por la sencilla razón 
de que el historiador sabe lo que se hace y describe con 
alguna pasión los hechos aun por mas imparcial que p ro ­
cure ser al relatarlos; y el legislador cuando dá una ley 
en todo piensa menos en que en ella deja impresas sus 
ideas, su carácter y su tendencia, y revela el estado polí­
tico, moral, literario, económico y comercial en que la 
nación se encuentra. No hay mas que leer el Código pe­
nal de 1822 y el Proyecto que ecsaminamos, para que 
vean aun los mas miopes cuan diferente era en uno y otro 
tiempo el estado político de la nación española, y cuan di­
ferente el espíritu que á sus gobiernos dominaba. Noso­
tros tenemos por un imposible, el que se comprebenda la 
historia de un pueblo, sin conocer su legislación, y el que 
igualmente se comprebenda la legislación de un pueblo, 
sin conocer su historia. 



Este proyecto es notable por la concisión y laconismo 
que domina en todo él, pues en solos 4 4 3 artículos se 
formula la parte penal, y en 3 6 5 la de procedimientos ha­
ciendo entre ambas 8 0 8 artículos, cuando las cortes de 
1 8 2 2 , necesitaron solamente para el Código penal 8 1 6 . 
No debe chocarnos pues, que tan estremado laconismo sea 
causa de que se hallen en este Proyecto olvidadas mate­
rias que se trataron en el Código penal de 1 8 2 2 con la 
mayor maestría y ostensión. Había dejado de ecsistir Fer ­
nando VII sin que la comisión por él nombrada para la 
redacción de este Proyecto de Código criminal hubiese 
acabado sus tareas, por lo que el dia 16 de julio de 1 8 3 4 
fue presentado á su augusta viuda la reina gobernadora 
Doña María Cristina de Borbon. El Proyecto que hemos 
analizado nunca pasó de tal ni llegó á tener fuerza alguna 
legal, aunque según nuestra opinión se hubiera dado un paso 
mas hacia la reforma de nuestra legislación, si á pesar de 
sus defectos hubiese sido promulgado, pues al menos ten­
dría la ventaja de haber simpliíicado, ordenado y corregi­
do en parte nuestra antigua legislación criminal, y mejo­
rado notablemente los procedimientos en ella sancionados. 
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S E C C I Ó N 1 . a 

Estatuto Real. 

Reformas que precedieron al Estatuto. 

E n las secciones 2 . a y 3 . a del título 12, describimos el 
estado político de España en el reinado de Fernando V I I 



y minoría de Isabel I I . Allí narramos los acontecimientos 
mas notables, que se verificaron á la muerte de Fernando 
y ascensión de su hija al trono. Nuestros lectores recorda­
rán, que la marcha de la reina gobernadora Doña María 
Cristina de Borbon, fue al principio algún tanto vacilante 
é insegura, por recibir las inspiraciones del Sr. Cea-Ber-
mudez, ministro de su difunto esposo, y que siguió acon­
sejándola en los primeros albores del reinado de su hija. 
Así es, que el dia 4 de octubre del año de 1 8 3 3 , dio la 
reina viuda un manifiesto á la nación, en el que se de ­
mostraba bien á las claras, el pensamiento que en sus con­
sejeros dominaba, y que no era otro que el de permanecer 
in statu quo, sin hacer en el gobierno la menor reforma, 
novedad, ni cambio. El despotismo ilustrado, he aquí todo 
el plan de gobierno del Sr. Cea-Bermudez, el cual fue re­
belado solemnemente á la nación por medio de la augusta 
viuda de Fernando, diciendo en el manifiesto citado. « Ni 
el nombre de la REINA, ni el mió, son la divisa de una 

parcialidad, sino la bandera tutelar de la nación Yo 
mantendré religiosamente la forma y las leyes fundamen­
tales de la monarquía, sin admitir innovaciones peligrosas, 
aunque alagüeñas en su principio, probadas ya sobrada­
mente por nuestra desgracia.» 

No podía hacerse una reprobación mas completa de las 
ideas liberales y gobiernos representativos, á los que sin 
rebozo se aludía en el manifiesto, ni tampoco podía darse 
una satisfacción mas completa á los absolutistas, para que 
permanecieran sosegados y tranquilos. Pero los aconteci­
mientos políticos que han sido preparados con largos años 
de anticipación y que son movidos por la fuerza misma de 
las circunstancias, no se contienen y sofocan con mani­
fiestos. No nos choca pues, que los absolutistas desprecia­
ran las amonestaciones de la reina gobernadora y procla­
masen á Don Carlos que era el que en España represen­
taba el absolutismo, y que convencida Cristina de que su 



hija no podía hallar apoyo mas que en el vando liberal se 
rodease de consejeros identificados con él, dando la pre­
sidencia del nuevo ministerio al señor Don Francisco Mar­
tínez de la Rosa. 

No creyó Martínez de la Rosa, que por de pronto con­
viniese hacer un cambio en el sistema político, pero si que 
debían practicarse algunas reformas perentorias, y siendo lo 
mas urgente en aquel tiempo el consolidar el trono de la 
reina acabando la guerra civil, se organizó la milicia urbana 
con este fin; también para fomentar el comercio se le qui­
taron muchas trabas, se declararon de libre venta los objetos 
de comer, beber y arder, toda clase de granos, semillas y 
arinas y la barrilla. En provecho de los montes y plantíos 
se dieron unas ordenanzas. La administración de justicia 
recibió varias mejoras con la nueva distribución territorial 
judicial, que se hizo uniformando los nombres de los tr i ­
bunales superiores, creando algunos nuevos y dando «á to­
dos el nombre de audiencias; prohibiendo el uso de mora­
torias de deudas que concedían los tribunales á los deudo­
res; suspendiendo el consejo de estado, y los de Castilla 
é Indias; sustituyendo el consejo supremo.de guerra con 
el supremo de guerra, marina y eslrangería, el con­
sejo supremo de hacienda con el tribunal supremo de ha­
cienda, é instituyendo un consejo real de España é Indias 
dividido en siete secciones. La agricultura y ganadería me­
reció varias consideraciones, pues se sancionó la libertad 
en la cría de caballos, en las épocas y modos de hacerse las 
vendimias, y la de apacentar los ganados en todos tiempos 
en tierras propias. Y finalmente para reprimir las tenden­
cias que los monacales mostraban en favor de la causa de 
Don Carlos, se decretó la supresión de los conventos en 
ciertos casos como el de fuga de religiosos á la facción etc. 
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Abanzaban con esto de dia en dia las ideas innovado­
ras, las que recibieron un grande impulso con la institu­
ción de la milicia urbana, y aun también con la bandera 
da absolutismo y persecución á los liberales, que en todas 
partes tremolaban los secuaces y partidarios de Don Car­
los. El ministerio presidido por el Señor Martínez de la 
Rosa no pudo, pues, desconocer las ecsigencias de su épo­
ca por lo que presentó á la aprobación de la reina gober­
nadora el Estatuto Real (pie vamos á ecsaminar, el cual se 
compone de 5 títulos y 5 0 artículos. 

De la convocación de las cortes. 

El título 1.° trata de la convocación de las cortes gene­
rales del reino, diciendo que S. M. la reina gobernadora 
en nombre de su bija Doña Isabel II dispone la convoca­
ción de cortes generales con arreglo á lo que previenen 
la ley 5 . a , título 15 , Partida 2 . a y las leyes 1. a y 2 . a , t í­
tulo 7.° libro 6.° de la Nueva Recopilación; las cuales se 
compondrán de dos estamentos que serán, el de proceres 
y el de procuradores. 

Del estamento de proceres. 

El título 2.° habla del estamento de proceres, ordenan­
do que este se componga de Arzobispos, Obispos, gran­
des de España, títulos de Castilla, de un número indeter-



minado de españoles elevados en dignidad é ilustres por 
sus servicios públicos en las diversas carreras y que sean 
ó hayan sido secretarios del despacho, procuradores del 
reino, consejeros de estado, embajadores ó ministros ple­
nipotenciarios, generales de mar ó de tierra, ó ministros 
de los tribunales supremos; de los propietarios territoria­
les ó dueños de fábricas que posean una renta anual de 
sesenta mil reales y que hayan sido procuradores del rei­
no; y de los que en la enseñanza pública, ó cultivando las 
ciencias ó las letras, hayan adquirido gran renombre y ce­
lebridad, con tal que disfruten una renta anual de sesenta 
mil reales, ya provenga de bienes propios, ya de sueldo 
cobrado del erario. Se establece ademas en este título que 
en los Arzobispos y Obispos bastará que sean electos ó 
auxiliares para que puedan obtener la dignidad de proce­
res: que los grandes de España sean proceres natos, pero 
que no tomen asiento en este estamento sino tienen 2 5 
años, están en posesión de la grandeza y acreditan disfru­
tar una renta anual de doscientos mil reales, no tener su-
gelos los bienes á ningún género de intervención, no ha ­
llarse proecsados criminalmente y no ser subditos de otra 
potencia: que la dignidad de procer sea hereditaria en los 
grandes de España: que el rey elija y nombre los demás 
proceres cuya dignidad es vitalicia: que los títulos de 
Castilla no puedan optar á este encargo sino prueban, ser 
mayores de 2 5 años, estar en posesión de sus títulos y te­
nerlos por derecho propio, disfrutar una renta anual de 
ochenta mil reales, no tener sugetos los bienes á ningún 
género de intervención, no hallarse procesados criminal­
mente, y no ser subditos de otra potencia: que el número 
de proceres sea ilimitado y que esta dignidad se pierda 
únicamente por incapacidad legal, en virtud de sentencia 
por la que se haya impuesto pena infamatoria: que un re­
glamento especial determinará todo lo concerniente al ré­
gimen interior, y al modo de deliberar del estamento de 
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próceros; y que el rey elegirá de cnlre ellos, cada vez que 
se congreguen las cortes, á los que hayan de egercer du­
rante aquella reunión los cargos de presidente y vicepre­
sidente de dicho estamento. 

Del estamento de procuradores. 

En el título 3.° se trata del estamento de procuradores 
del reino, mandándose, que se componga de las personas 
que se nombren con arreglo á la lev electoral: que para 
ser procurador se requiere, ser natural de estos reinos ó 
hijo de padres españoles, tener 30 años cumplidos, estar 
en posesión de una renta anual de doce mil reales, y ha­
ber nacido en la provincia que le nombre, ó haber residi­
do en ella los dos últimos años, ó poseer en ella lincas ó 
censos que le reditúen seis mil reales: que cuando uno 
haya sido elegido procurador por diferentes provincias po­
drá optar por la que mas le agrade: que no puedan ser 
procuradores, los que se hallen procesados criminalmente, 
los que hayan sido condenados á pena infamatoria, los que 
tengan alguna incapacidad física, notoria y de naturaleza 
perpetua, los negociantes quebrados ó que hayan suspen­
dido los pagos, los propietarios que tengan intervenidos 
sus bienes y los deudores á los fondos públicos en calidad 
de segundos contribuyentes: que los procuradores obra­
rán con arreglo á los poderes que se les espidan, cuyos 
poderes durarán tres años á no ser que antes disuelva el 
rey las cortes: y que los procuradores podrán ser reelegi­
dos cuando por cualquiera de los dos motivos indicados 
hayan caducado sus polleros. 



De la reunión del estamento de procuradores. 

El título i . ° comprcliemlc las disposiciones relativas á 
la reunión del estamento de procuradores, y en el se dice, 
que los procuradores se reunirán en c! pueblo designado 
por la real convocatoria: que un reglamento determinará 
el modo de presentar y aprobar los poderes: que aproba­
dos los poderes el estamento de procuradores elegirá cin­
co individuos, para que de entre ellos designe el rey los 
dos que han de cgercer los cargos de presidente y vice­
presidente; y que el reglamento dispondrá todo lo concer­
niente al régimen interior y al modo de deliberar del es­
tamento de procuradores del reino. 

Disposiciones generales. 

El título 5.° y último abraza varias disposiciones ge ­
nerales en las cuales se sanciona, que al rey loca esclusi-
vamcnle convocar, suspender y disolver las cortes: que és­
tas se reunirán en virtud de real convocatoria en el pue­
blo y en el dia que aquella señalare: que el rey abrirá y 
cerrará las cortes, bien en persona, ó bien autorizando pa­
ra ello á los secretarios del despacho: que con arreglo á 
la ley 5 . a del título 15 de la Partida 2 . a , se convocarán 
cortes generales después de la muerte del rey para que 
jure el subcesor la observancia de las leyes y reciba de las 
corles el juramento de fidelidad y obediencia, y también 
cuando el príncipe ó princesa que haya sucedido en el tro­
no sea menor de edad, en cuyo caso los guardadores del 
rey niño jurarán velar lealmenle en custodia del principe, 
y no violar las leves del estado, recibiendo de las cortes 
el debido juramento de fidelidad y obediencia: que igual-



mente se convocarán cortes generales, cuando con arreglo 
á la ley 2 . a título 7.° libro C.° de la Nueva Recopilación, 
ocurra algún negocio arduo, cuya gravedad á juicio del 
rey ecsija consultarlas: que las cortes no podrán deliberar 
sobre ningún asunto, que no se haya sometido espresa-
mente á su eesámen en virtud de un real decreto, reser­
vándoles solamente el derecho de elevar peticiones al rey 
en la forma que se prefijará en el reglamento: que para 
la formación de las leyes se requiere la aprobación de 
ambos estamentos y la sanción real: que no se ecsigirán 
contribuciones y tributos, sin que á propuesta del rey los 
hayan votado las corles según en la ley 1. a , título 7.°, li­
bro 6.° de la Nueva Recopilación se dispone; que aun así 
no podrán imponerse sino á lo mas por dos años; y que 
al voto de las cortes deberá preceder una esposicion de 
los respectivos secretarios del despacho, y el plan del pre­
supuesto de gastos y de los medios de satisfacerlos p re ­
sentado por el ministro de hacienda. 

Se ordena también en el título 5.° que el rey suspen­
derá las cortes en virtud de un decreto refrendado por el 
presidente del consejo de ministros y que en cuanto se lea 
aquel se separarán uno y otro estamento, sin poder volver 
á reunirse ni tomar ninguna deliberación y acuerdo: que 
las corles suspensas no se reunirán sino por nueva convo­
catoria; y que el dia señalado al efeeto concurrirán los 
mismos procuradores á no ser que hayan caducado sus 
poderes por el transcurso de tres años: que el rey disolve­
rá las cortes en persona ó por medio de un decreto r e ­
frendado por el presidente de ministros y que en uno y 
otro caso se separarán inmediatamente ambos estamentos: 
que anunciada de real orden la disolución de las corles, 
no podrá el eslamento de proceres reunirse ni tomar n in­
guna deliberación ni acuerdo, hasta que se junten por 
nueva convocatoria: que disimilas las cortes se anulan los 
poderes de los procuradores y todo lo que determinen des-



pues es nulo, y de ningún valor: que cuando se disuelvan 
las cortes habrán de reunirse otras antes de un año: que 
siempre que se convoquen corles se convocará á un mis­
mo tiempo á uno y otro estamento, pues no puede estar 
reunido el uno sin que también lo esté el otro: que cada 
estamento celebrará sus sesiones en recinto separado, sien­
do todas públicas á escepcion de los casos en que el r e ­
glamento señale lo contrario: que los proceres y procura­
dores serán inviolables por las opiniones y votos que die­
ren en desempeño de su encargo: y finalmente que el r e ­
glamento de las cortes determinará las relaciones de uno 
y otro estamento, ya reciprocamente entre sí, ya respecto 
del gobierno. 

Observaciones. 

Nada procuró tanto Martínez de la Rosa en su obra, como 
el evitar que se la tachase de innovadora. « A V . M., decía 
en la esposicion que le precede, es á quien toca ( ¿ ni que 
empresa mas digna del ánimo jeneroso con que la doló el 
cielo ? ) restablecer en su plenitud y grandeza una institu­
ción tan venerable; tomando en lo posible como basa y ci­
miento, para levantar el nuevo edificio, las antiguas cortes 
de la Monarquía. Lejos de aventurar de esta suerte inno­
vaciones arriesgadas, se vuelve á entrar en el camino de 
la ley, de que nunca se debió salir; se restituyen derechos 
que no pudieron abolirse, ni enajenarse, ni perderse por 
la prescripción ó el olvido; y asegurando un conducto le­
gítimo á todos los intereses sociales, se acalla con la voz 
de la nación el murmullo de los partidos. » Martínez de la 
Rosa no obstante hizo grandes innovaciones en la institución 
de las cortes que trataba de restablecer, pues como habrán 
conocido nuestros lectores las cortes del Estatuto no son 
aquellas cortes de las que en los títulos 1.° y 2.° les ha-



blamos. Ni era posible que siendo tan ilustrado el autor 
del Estatuto, no reformase las antiguas leyes amoldándolas 
cuanto posible creyese á las luces, necesidades é ideas de 
la época en que lo trabajó y á las suyas propias, por mas 
que esquivase el dictado de innovador. Conociendo empe­
ro, la especie de contradicción en que incurría, procuró 
escusarse y sincerarse diciendo en la esposicion ya citada, 
que era imposible averiguar la forma con que se convo­
caban y celebraban las antiguas cortes en los diferentes 
reinos en que la España entonces se dividía, y añadiendo 
ademas: « Ni produciria gran ventaja, aun cuando asequi­
ble fuera, el determinar á punto fijo la manera y forma 
con que se congregaban las antiguas cortes; porque no 
debe ser el blanco principal de un gobierno desenterrar 
las antiguas instituciones, tales como pudieron convenir á 
nuestros mayores allá en siglos remolos y en circunstan­
cias diferentes; sino aplicar con discernimiento y cordura 
los principios fundamentales de la antigua legislación al 
estado actual de la sociedad, cuyo bienestar es el fin y 
objeto de todas las instituciones humanas. » 

En el título 1.° manifiesta la reina gobernadora el pen­
samiento que domina en todo el Estatuto, que no es otro 
que el de convocar las cortes generales del reino, divi­
diéndolas en dos estamentos ó cámaras. Nuestros lectores 
conocerán que esta división no se conocia en nuestras an­
tiguas cortes donde se reunian en un solo estamento los 
tres ó cuatro brazos, los dos, ó solamente el popular se­
gún las diversas épocas y circunstancias. 

En el título 2.° se ordena que el estamento de proce­
res se forme de la aristocracia de la sangre, de la aristo­
cracia del clero, de la aristocracia del ejército, de la aris­
tocracia de la toga, de la aristocracia de los funcionarios 
públicos, de la aristocracia de la riqueza territorial, de la 
aristocracia de la riqueza fabricante, manufacturera y mer­
cantil y de la aristocracia del talento. Todas las aristocrá-



cias son pues, llamadas á tomar asiento entre los proceres, 
pero todas también son rechazadas sino las acompaña la 
aristocracia del dinero, lo cual no nos parece digno de 
alabanza. Ni el grande de España á pesar de su elebada 
cuna, ni los que en la enseñanza pública, ó cultivando las 
ciencias ó las letras, hayan adquirido gran renombre y ce­
lebridad, podrán obtener la investidura de proceres, sino 
reúnen la renta que el Estatuto les señala como indispen­
sable, para optar á tan alta dignidad. Nosotros creemos, 
que una vez creada esta cámara aristocrática y privilejiada, 
hubiera sido mas noble admitir en el eslamento de proce­
res, á los grandes de España y títulos de Castilla tan solo 
por sus blasones, y que á los que á Tuerza de estudio y de 
trabajo se ha!::an adquirido el gran nombre y la celebri­
dad de hombres sabios, les debía bastar tan gloriosos títu­
los para ocupar un asiento en la alta cámara. 

Notable es también la innovación causada en el título 3.° 
en el cual se dispone, no que envíen sus procuradores las 
ciudades y villas que según el derecho antiguo gozaban de 
este privilegio, sino que la cámara popular se componga 
de las personas, que se nombren con ai reglo á la ley elec­
toral de la que nos ocuparemos después. Pero lo que en­
contramos muy chocante es, el que en este título se ecsi-
ia, entre oíros el requisito de tener 30 años los que han 
de poder ser elejidos procuradores á cortes, cuando en el 
anterior se dice que basta que hayan cumplido 2 5 años 
los grandes de España y títulos de Castilla para que obten­
gan el carácter de proceres del reino. Nosotros creemos 
que se descubre aquí una deferencia y predilección sin la­
sa, hacia ciertas clases privilegiadas, pues no se repara en 
que se falta á las mismas ideas dominantes en el Estatuto, 
con tal de alagar desmesuradamente á la aristocracia. El 
autor del Estatuto quería tener en el estamento de proce­
res un cuerpo eminentemente conservador, y así es que 
en la esposicion que le precede decía á S . M. « El es ta-



mentó de proceres es tan conveniente y necesario, que 
bajo una ú otra forma se halla establecida una institución 
semejante en todos los estados representativos; y no solo 
en las monarquías templadas, sino en las repúblicas mas 
libres, así antiguas como modernas. Prueba irrecusable, 
evidente, de que es preciso poner una barrera al empuje y 
violencia de los elementos populares, para guarecer á la li­
bertad contra el despotismo y la anarquía, » El señor Mar­
tínez de la Rosa se olvidó empero, de que los senados ó 
cuerpos conservadores de todos los estados representativos 
y repúblicas antiguas y modernas, se han compuesto siem­
pre de miembros mas ancianos y esperimentados que el 
del estamento verdaderamente popular ó de acción, cuan­
do quiso que bastara el tener 2 5 años para sentarse en los 
escaños de la alta cámara y que fuera indispensable tener 
3 0 , para ocupar un lugar entre los representantes del pue­
blo. 

El artículo mas notable del título 4.° es el que ordena 
que luego que estén aprobados los poderes de los procu­
radores del reino, procederán á elegir cinco de entre ellos 
mismos, para que el rey designe los dos que han de ejer­
cer los cargos de presidente y vicepresidente, el cual re ­
vela cuan cortas son las atribuciones que al estamento po­
pular concede el Estatuto. 

En el título 5.° se recopilaron diferentes disposiciones 
generales como ya tenemos dicho, entre las que descuellan, 
la de que para la formación de las leyes se requiere la 
aprobación de uno y otro estamento y la sanción del rey; 
que no se ecsigirán tributos ni contribuciones de ninguna 
clase sin que los hayan votado las cortes; que las contri­
buciones no podrán imponerse sino á lo mas por el ter­
mino de dos años; que los proceres y procuradores serán 
inviolables por las opiniones y votos que dieren en el de ­
sempeño de su encargo, y algunas otras tan altamente l i­
berales, justas y convenientes. Así como con toda impar-



cialidad indicamos las disposiciones dignas de alabanza que 
notamos en este título, diremos también con igual fran­
queza, que merece nuestra pobre censura el artículo que 
establece, que 'as cortes no puedan deliberar sobre ningún 
asunto que no se haya sometido espresamente á su ecsá-
men en virtud de un real decreto. En nuestro humilde 
concepto es impolítico é injusto privar á las cortes de la 
iniciativa, porque en tal caso es inútil la sanción del rey, 
pues ecsaminadas bien las cosas el rey es el que hace las 
leyes, y las corles las que les dan ó les niegan su sanción 
ó aprobación. 

Juicio. 

El Estatuto Real no es propiamente un verdadero códi­
go fundamental, porque en él solo se trata de las cortes 
y sus atribuciones, y nada se dice del orden de suceder 
en la corona, de la minoría y tutela de los reyes y de otras 
materias que deben hallar cabida entre las leyes funda­
mentales. Si el Estatuto no es un verdadero código funda­
mental es mucho menos una Constitución política, porque 
en él no se halla la tabla de los derechos y obligaciones 
de los ciudadanos, ni se hace la distribución de podeies, 
ni se dice nada de la responsabilidad ministerial, ni de lan-
tas otras materias propias de una Constitución política. Si 
como acostumbran algunos hubiéramos de juzgar al Esta­
tuto con la rigidez de teóricos publicistas, y haciendo abs­
tracción de las circunstancias espccialisimas, en que cuando 
se publicó, se encontraba España, es bien seguro que nos 
parecería que en este código se le escatimaba al pueblo la 
participación que en los negocios públicos le corresponde, 
al tiempo mismo que se les concedía un indujo demasia­
damente lato al clero, á la aristocracia y al re) : pero co­
mo tenemos presente el estado político de esta desgracia-
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da nación en los momentos en que el ministerio Martínez 
de la Rosa propuso á María Cristina la publicación del Es­
tatuto, creemos que este código fue considerado, á pesar 
de todos sus'defectos, como útil y liberal, reputándose co­
mo el primer triunfo de las ideas reformadoras, y que co­
mo dijimos en la sección 3 4

a del título 12 , satisfizo las ec-
sijencias de su época. Nosotros consideramos al Estatuto no 
como un código fundamental completo y de larga cesis-
tencia, sino como una institución de circunstancias y tran­
sitoria, como el puente que debía unir el despotismo de 
Fernando VII, con el reinado dulce, benéfico y liberal de 
su hija Isabel II. Nosotros juzgamos no solo que la Espa­
ña, no se hallaba en aquellos momentos preparada para re­
cibir una constitución política basada en principios mas de­
mocráticos, sino que ni tan siquiera la deseaba por entonces 
la gran mayoría del partido liberal; y que por consiguien­
te el señor Martínez de la Rosa redactando el Estatuto y 
la reina gobernadora prestándole su sanción real, hicieron 
un grande y señalado servicio á su patria, pues restablecida 
la antigua institución de las cortes, fácil era preveer, que no 
pasarían muchos años, sin que el Estatuto se reformase y 
corrigiese, dándosele mayor ostensión y latitud. 

Decreto electoral. 

El dia 10 de abril de 1 8 3 4 se promulgo* el Estatuto 
Real que hemos analizado, pero como las corles no podían 
reunirse sin que anles se hicieran las elecciones de los 
procuradores ó diputados, se publicó con este fin un de ­
creto el 20 de mayo del mismo año. En el título 1.° de 
este decreto se trata de las juntas electorales de partido, 
confiriéndose el derecho electoral tan solamente á los in­
dividuos de que conste el ayuntamiento del pueblo cabeza 
de partido, y á un número igual de mayores contribuyentes 



del mismo pueblo, los cuales deben nombrar por escrutinio 
secreto y á pluralidad absoluta de votos cuando menos dos 
electores que concurran á la junta electoral de provincia; y 
se dice quienes pueden optar á este encargo. En el títu­
lo 2.° se habla de las juntas electorales de provincia, del 
modo de hacerse el nombramiento de los procuradores á 
cortes, de las cualidades que deberán tener los que sean 
elegidos, y del número (pie á cada provincia corresponde. 
Y el título 3.° se ocupa de algunas disposiciones especia­
les relativas á varios pueblos de Galicia y Asturias, y á las 
provincias Vascongadas y Navarra, y á las islas de Cuba, 
Puerto Rico y Filipinas. 

Este decreto electoral está calcado en los mismos prin­
cipios que el Estatuto Real, por lo que no nos estraña que 
en él se muestre la reina tan avara cuando se trata de con­
ceder derechos á los pueblos; pero si nos choca el que al 
tiempo mismo que se citan leyes Recopiladas para dar ma­
yor autoridad á las que ecsaminamos ahora, se pongan á 
las juntas electorales mas trabas que las que ponían aque­
llas, para que eligieran sus procuradores á cortes, de e n ­
tre las personas que les inspirasen mayor confianza y mas 
grandes simpatías. Para que nuestros lectores vean, que 
cuando nos esplicamos así, no lo hacemos sino movidos 
de la obligación que como historiadores y críticos impar-
ciales hemos contraído de indicarles las bellezas y lunares, 
que á nuestro corto entender resaltan en nuestras leyes y 
códigos; les copiaremos aquí la ley 4 . a del titulo 7.°, l i ­
bro 0.° de la Nueva Recopilación, y el artículo 33 del de­
creto de 2 0 de mayo de 1834 . « Los procuradores, dice 
la ley 4 . a , que Nos enviáremos á llamar para las nuestras 
Cortes; ordenamos que sean enviados tales, quales las Ciu­
dades, i Villas de nuestros Reinos entendieren que cumple 
á nuestro servicio, i al bien, i pro común de las dichas 
Ciudades, i Villas, i que libremente los puedan elegir en 
sus Concejos, tanto, que sean personas honradas, i no sean 



labradores, ni sesmeros, i sean dos Procura lores, i no mas 
de cada Ciudad, ó Villa. » Y en el artículo 3 5 citado se 
ordena que « Para ser elegido Procurador á Corles se ne ­
cesita reunir las condiciones que requiere el artículo 14, 
título 3.° del Estatuto Real, á saber: 1.° ser natural déos­
los Reinos ó hijo de padres españoles. 2.° Tener treinta 
años cumplidos. 3.° Estar en posesión de una renta pro­
pia anual de doce mil reales. 4.° Haber nacido en la pro­
vincia que le nombre, ó haber residido en ella los últimos 
dos años, ó poseer en ella algún predio rústico ó urbano, 
ó capital de censo, que reditúen la mitad de la renta ne­
cesaria para ser Procurador del Reino. » 

Si bien es cierto, que la innovación que acabamos de 
censurar, fue muy poco acertada, no lo es menos, que en 
el decreto que nos ocupa se hicieron otras de la mayor 
importancia, aunque sea en corta escala. La novedad in­
troducida por él, de que todas las provincias elijieran pro­
curadores á cortes y no solamente ciertas ciudades y villas 
que antiguamente gozaban eselusivamente de esle privile­
gio, es digna de las mas grandes alabanzas. Merece también 
no escasos encomios el principio de que sea la población 
la basa de las elecciones, que se halla sancionado en el ar­
tículo 3 i , el cual dispone que «el número de Procurado­
res á Cortes que debe nombrar cada Provincia, será cor­
respondiente á su población; » y no que todas envíen so­
lamente dos procuradores como se dice en la ley 4.", títu­
lo 7.°, del libro 6.° de la Nueva Recopilación. La cámara 
popular recibió con tan justa determinación un aumento 
considerable, pues que á las últimas y antiguas corles ce­
lebradas el año de 1789 solamente asistiéronlos diputados 
de 37 ciudades y villas únicas en que se reconocía este 
derecho en las dos coronas de Aragón y Castilla, y aun su­
poniendo que asistieran los dos que podían hacerlo por ca­
da una no pudieron pasar de 7 4 los procuradores, y el nú­
mero de estos según el decreto que analizamos ascendía 



á 1 8 8 . Verdad es, que los que solamente atienden á que 
en la Constitución de 1812 se disponía que las provincias 
nombren un diputado por cada setenta mil almas, y á que 
en la Constitución de 1 8 3 7 se aumentó el número de los 
representantes del pueblo, ordenándose que las provincias 
envíen un diputado por cada cincuenta mil almas, por lo 
que en la actualidad se compone el congreso, de 2 4 1 di­
putados; tachan á este decreto de poco liberal; pero noso­
tros que tenemos presente todo esto y lo que acabamos de 
referir y las circunstancias, en que se promulgó el decreto 
que analizamos, creemos, que en este punto merece la 
aprobación de los hombres imparciales, que no se dejan 
fascinar por las preocupaciones é intolerancia de los parti­
dos políticos. 

Autoridad. 

Hemos dicho que en nuestro concepto no merece el 
Estatuto la calificación de un código de larga subsistencia, 
sino solamente la de una ley transitoria y de circunstan­
cias, y que era fácil de proveer (pie restableciéndose por 
él la antigua institución de las corles, no pasarían muchos 
años sin que fuera correjido y reformado. Así sucedió efec­
tivamente, pues habiéndose promulgado el dia 10 de 
abril de 1834 , con beneplácito y aprobación de la gran 
mayoría de la comunión liberal, principiaron á disgustarse 
de él bien pronto, los mas fogosos progresistas. En el mes 
de enero de 1 8 3 5 se insurrecionó en Madrid un batallón 
del regimiento de Aragón, 2.° de lijeros pidiendo la abo­
lición del Estatuto y proclamando la Constitución de 1 8 1 2 . 
Pero aunque la insurrecion de la corte fué vencida, el pen­
samiento de reformar el Estatuto iba cundiendo por toda 
España, mirándose ya este paso como indispensable y pre­
ciso, por lo que la reina gobernadora en su manifiesto á la 



nación del 2 de setiembre de 1 8 3 5 decía, refiriéndose al 
camino que se había (razado para la marcha de su gobier­
no . « Este será el de las mejoras prudentes y sucesivas 
que consiente el estado del reino, sirviendo de base el Es­
tatuto Real, y dando á uno y á otro el detenido desarrollo 

y aplicación que las circunstancias reclaman » Esta 
misma idea se vé confirmada y ampliada en la esposicion 
que el 2 8 de setiembre del mismo año presentó á la reina 
el ministerio Mendizabal, en la que se esplicaba en estos 
términos. « Es indudable la necesidad, generalmente r e ­
conocida, de celebrar una reunión de corles del reino, en 
la cual, de acuerdo con la autoridad del cetro se revise el 
ESTATUTO REAL, para asegurar de una manera estable 
y permanente el entero cumplimiento de las antiguas leves 
fundamentales de la monarquía, pcnelrí'indolas por decirlo 
así, del espíritu del siglo, y acomodándolos á las e.rijcut ins 
de la civilización actual. » Y en la convocatoria de igual 
fecha, se repetían casi literalmente las mismas palabras. 
« Estas corles, decía la reina gobernadora, que se reunirán 
á la mayor brevedad posible, revisarán, de acuerdo con la 
autoridad de la corona, el ESTATUTO REAL para asegu­
rar de una manera eslable y permanente el entero cumpli­
miento de las antiguas leyes fundamentales de la monar­
quía » 

Habiendo caido el ministerio Mendizabal por las causas 
que enumeramos en la sección 3 . a del título 12, no se ve­
rificó la revisión del Estatuto, pero el señor Don Francisco 
Javier de Isturiz que fué quien le sucedió, aunque pertene­
cía ya al partido conservador, no desconoció la necesidad 
de reformarlo, y con este objeto se convocaron nuevas cor­
les el día 2 4 de mayo de 1 8 3 6 . El ministerio Isturiz en 
su consecuencia redactó un Provecto de Constitución para 
presentarlo á las cortes: mas los progresistas no esperaron 
á que aquellas revisaran el código que nos ocupa, ni 
aprobaran el Proyecto del ministerio citado, sino que Ira-



guando difcrcnlcs pronunciamientos, entre los que des­
cuella la revolución de la Granja, derribaron á Isturiz y 
abolieron el Estatuto, restableciendo provisionalmente el 
dia 13 de agosto del citado año de 1836 , la Constitución 
de 1 8 1 2 . 

SECCIÓN 2 . a 

Proyecto de Constitución formado por el ministerio Isturiz. 

Acabamos de decir en la sección anterior que el minis­
terio Isturiz convencido de la necesidad de reformar el E s ­
tatuto Real, no solo convocó al efecto las cortes generales 
del reino sino que también formó un Proyecto de Constitu­
ción para presentarlo á las cortes revisoras. Consta esle 
Proyecto de 55 artículos que forman 12 capítulos; y como 
que nunca llegó á tener autoridad ni fuerza pública, lo 
ecsaminarcmos muy lijeramente. 

De los españoles, sus derecho* y obligaciones. 

El capítulo 1.° dice quienes son españoles: que estos 
sean todos admisibles á los empleos públicos sin distinción 
de clases: que igualmente deban todos cubrir las cargas 
del estado según determinen las leyes: que puedan escribir, 
imprimir, y publicar sus ideas sin previa censura: que pue­
dan dirijir peticiones al rey y á las cortes sobre negocios 
públicos ó privados, pero solo aisladamente cada uno y no 
formando corporación: que ninguno pueda ser arrestado 
ni preso, ni condenado sino por juez competente: que tam­
poco puedan ser privados de su propiedad sino por causa 
de utilidad pública y con la debida indemnización: y que si 
la tranquilidad del estado exijierc la suspensión temporal 



de las leyes pro-electoras de la seguridad personal, podrá 
hacerse por un plazo determinado y previamente señalado 
y resuelto en virtud de una ley. 

De la división de poderes. 

El capítulo 2.° trata de la división do los poderes y or­
dena, que el legislativo resida en las corles con el rey, el 
ejecutivo en el rey, y el judicial en los juzgados y tribu­
nales. 

De las corles y potestad legislativa. 

El capítulo 3.° establece, que las cortes se compongan 
del estamento de proceres y del de procuradores: que la 
iniciativa corresponda á ambos estamentos y al rey, pero 
que las leyes sobre contribuciones lengan su oríjen y sean 
primero discutidas en él de diputados: que las leyes se ha­
gan colectivamente entre los dos estamentos y el rey: que 
las sesiones de ambos estamentos sean públicas á escep-
cion de algunos casos: que los diputados y proceres sean 
inviolables por sus opiniones y votos, pero que esta invio­
labilidad no impide el que sean censurados por la impren­
ta bajo la responsabilidad legal: y que ni los proceres ni 
los diputados puedan ser arrestados ni presos á no ser co­
gidos in fraganii sin autorización de su respectivo esta­
mento si estubicren las cortes reunidas, y que no estándo-
lo la autoridad que los hubiere preso ó arrestado debe- po­
nerlos á disposición del tribunal competente luego que se 
reúnan. 

Del enlámenlo de proceres. 

El capítulo i .° dice, que el estamento de proceres conste 



de los individuos que el rey nombrare, y que estos podrán 
ser según su real voluntad, vitalicios ó á calidad de here­
ditarios con tal que estos gocen una renta anual de doscien­
tos mil reales: que los proceres que según el Estatuto eran 
hereditarios lo sean en lo subcesivo si reúnen la citada ren­
ta: que los que hereden la dignidad del procerato no pue­
dan tomar asiento en el estamento hasta que cumplan 25 
años: que á los proceres que sean encausados les juzgue 
su estamento el cual ejercerá funciones judiciales: 1.° 
Cuando juzgue á los secretarios de despacho: 2.° Cuando 
conozca de delitos graves contra la inviolabildad del trono 
ó seguridad del estado: y 3.° Cuando juzgue á sus indivi­
duos ya por delitos comunes ó ya por abusos ó faltas co­
metidas en el ejercicio de su encargo: y que el estamento 
de proceres no pueda deliberar como cuerpo legislativo, no 
estando reunido el de diputados, pero sí como tribunal 
judicial. 

Del estamento de diputados. 

El capítulo 5.° ordena, que el eslamento de diputados 
se componga de los que sean elejidos por voto popular se­
gún la ley electoral: que los diputados encausados sean 
juzgados por el tribunal que designare una ley especial: 
que el cargo de diputado acabe á los tres años y anles si 
el rey disuelve las corles, y que sea gratuito, voluntario y 
renunciable en cualquier tiempo: que los diputados á cor­
tes puedan ser reclijidos mientras sean hábiles: y que el 
diputado que reciba del gobierno pensión, empleo, ó co­
misión que no sea ascenso de rigurosa escala se entiende 
que hace dimisión, pero que puede ser reelejido. 

Del rey y sus prerogativas. 

El capítulo G.° establece, que la persona del rey sea sa­
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grada é inviolable y responsables sus ministros: que el rey 
mande las fuerzas de mar y tierra, nombre y separe libre­
mente á sus ministros, confiera todos los empleos y desti­
nos civiles y militares, presente á los eclesiásticos, declare 
la guerra y baga tratados de paz, alianza y comercio, y es­
pida los decretos, reglamentos é instrucciones que crea con­
venientes para ejecutar las leyes, pero sin poder alterarlas, 
suspenderlas, ni dispensarlas: que el rey convoque las cor­
tes, suspenda y disuelva el estamento de diputados, pero 
que llame á nueva elección en el último caso, en el térmi­
no de seis meses: que al rey toque sancionar y promulgar 
las leyes: que ningún proyecto sea ley basta recibir la san­
ción real: (pie el velo del rey sea absoluto, y se deba dar 
ó negar la sanción á los proyectos de ley en el curso de 
la legislatura ó lo mas tarde antes de abrirse la inmediata: 
que el rey pueda moderar y perdonar las penas impuestas 
por los tribunales: que el rey ó reina reinante sea mayor 
de edad á los 20 años, y que solo por causas graves puedan 
las cortes habilitarles para gobernar á los 18 años: y que el 
rey ó reina al lomar las riendas del gobierno preste el ju­
ramento de observar la ley constitucional y demás que de 
ella emanen. 

De la rejencia. 

El capítulo 7 . ° dice, que en caso de minoría ó imposi­
bilidad física ó moral del rey ó reina ejerza su autoridad 
una rejencia: que la reina madre cuando la hubiere sea 
rejenlc y gobernadora de derecho: que por su falta lo sea 
el pariente mas próesimo del rey hasta 4.° grado civil, pero 
que en tal caso las cortes nombren tutor ó curador al rey 
menor: que no habiendo pariente dentro del cuarto grado, 
las corles nombren una rejencia de tres personas; y que en 
el Ínterin ejerza la rejencia provisionalmente el consejo de 
ministros con otro tanto número menos uno de individuos 



del consejo de estado ó supremo, ó de los tribunales s u ­
premos. 

De los ministros. 

El capítulo 8.° ordena, que todas las órdenes del m o ­
narca sean refrendadas por uno ó mas de sus ministros: 
que estos sean responsables cada uno de sus actos contra­
rios á las leyes, é ín insolidum de los que se dicten en con­
sejo de ministros, á no ser que hubieran salvado sus votos, 
y de las faltas de omisión ó comisión si les fuesen aproba­
das en el estamento de proceres por acusación del de d i ­
putados: que los ministros puedan ser individuos de cual­
quiera de los cuerpos colegisladores, pero que si siendo 
diputados aceptasen el ministerio queden sujetos á reelec­
ción: y que los ministros tengan entrada y voz en ambos 
estamentos, pero voto solamente en aquel á que pertenez­
can como individuos de su seno. 

De los tribunales. 

El capítulo 9.° establece, que la justicia se administre á 
nombre del rey por jueces nombrados por la corona: que 
los jueces no puedan ser depuestos sino por causa proba­
da y sentencia, ni suspendidos sino por acusación legal, á 
no ser que los dos estamentos pidan al rey la destitución 
ó suspensión de algunos espresando individualmente sus 
personas: que lodos los españoles puedan acusar á los jue­
ces por soborno, cohecho y prevaricación: que las leyes 
determinarán el número de tribunales y la tramitación de 
los juicios, los cuales serán públicos, escepto en los casos 
en que pueda padecer la moral: y que la pena de confisca­
ción de bienes y la del tormento quedan irrevocablemente 
al «olidas. 



De las diputaciones provinciales y ayuntamientos. 

El capítulo 10 manda, que las diputaciones provincia­
les y los ayuntamientos sean nombrados por elección po ­
pular, como lo prescriban las leyes que al efecto se dictaren. 

De la fuerza armada. 

El capítulo 11 dice, que todos los españoles tengan la 
obligación de servir á la patria con las armas cuando les 
llamaren las leyes: que baya una guardia nacional á cuyo 
servicio estén obligados todos los que reúnan las calidades 
que la ley prescriba: y que las cortes lijarán todos los años 
las fuerzas de mar y tierra. 

De las contribuciones. 

El capítulo 12 y último ordena, que las contribuciones 
sean votadas lodos los años por las corles y sancionadas 
por la corona, á propuesta del gobierno: que la dotación 
del rey ó reina reinante se íije al principio de cada reina­
do: y finalmente que la dotación de los príncipes herede­
ros, reinas viudas y demás miembros de la real familia, 
igualmente que sus asignaciones por nacimientos y matri­
monios, se votarán también en las cortes. 

Juicio, 

Por la reseña que del Proyecto de Constitución de I s ­
turiz hemos hecho, habrán conocido nuestros lectores, cuan 



grandes reformas trataba de ejecutar en el derecho público 
español aquel ministerio, y que entre este Proyecto y el 
Estatuto Real hay una distancia inmensa; y cuando llegue­
mos al título 16, verán los muchos artículos que están en 
armonía con la Constitución de 1 8 3 7 . ¡Notamos sin embar­
go que en el Proyecto de Isturiz no se establecía la unidad 
de códigos y de fuero, que tanta falta hace en nuestra 
monstruosa legislación, que nada se decía del orden de 
suceder en la corona, que se conservaba el estamento de 
proceres tal cual había sido establecido en el Estatuto, con 
todas las formas de un cuerpo aristocrático y privilegiado, 
y que aunque se sancionaba la libertad de imprenta no se 
le garantía con el apoyo del jurado. Estos que á noso­
tros nos parecen lunares serán á los ojos de muchos la 
parte mas perfecta y acabada del Proyecto, porque en es­
tos puntos pensamos los hombres de muy diversas mane­
ras, pues como dice muy bien Don N. N. en el discurso 
preliminar al Proyecto que nos ocupa: « En todos tiempos 
se han afanado los hombres por hallar la mejor forma de 
gobierno para los pueblos, y no obstante del largo período 
de ecsistencia que lleva el mundo, y de los esfuerzos que 
constantemente han hecho los sabios de todas las naciones 
para acertar en la elección del sistema político mas venta­
joso, aun está por resolver el problema. » Verdad es que 
muchos son los que convienen en la escelencia del go ­
bierno representativo, pero entre el sistema representativo 
de los unos y entre el de los otros, hay notabilísimas d i ­
ferencias. 

El Proyecto de Constitución formado por el ministerio 
Isturiz para presentarlo á las corles revisoras que habían 
sido convocadas, fue firmado el dia 2 0 de julio de 1 8 3 6 
según aparece de la copia que publicó Don N. N . ; pero 
como á consecuencia de la revolución de la Granja que 
derrocó al citado ministerio y abolió el Estatuto, restable­
ció la reina gobernadora la Constitución de 1 8 1 2 el 13 de 



1 9 8 ANÁLISIS DE LA 

agosto de 1836 , no pasó á ser ley este Proyecto. 

SECCIÓN 3 . a 

Reglamento provisional para la administración de justicia. 

§• i. 
Reformas parciales que se hicieron en nuestra legislación 

mientras rigió el Estatuto. 

Desde el dia 10 de abril de 1834 en que se promulgó 
el Estatuto Real, basta el 13 de agosto de 1836 en el que 
la reina gobernadora lo derogó restableciendo la Constitu­
ción de 1812 á resultas de la revolución de la Cranja, se 
hicieron en nuestra legislación algunas reformas parciales 
de las que nos ocuparemos en la presente sección. 

Mientras que en España rigió el Estatuto recibió varias 
mejoras la administración de los pueblos, pues se trató de 
fomentar la instrucción primaria, se dictó un reglamento 
de baños y aguas minerales y una ordenanza general de 
presidios, se abolieron las pruebas de limpieza de sangre 
que ecsigían muchos estatutos á los jóvenes que seguían 
ciertas profesiones, y las de nobleza que eran necesarias 
para entrar en colegios mayores, se organizó por una ley 
especial la milicia urbana, se dio una nueva organización 
provisional á ios ayuntamientos, se constituyeron las dipu­
taciones provinciales, y se publicaron estatutos para las so­
ciedades económicas. 

La propiedad consiguió en el período que nos ocupa 
varias consideraciones, pues se dio una ley de caza y pes­
ca que concede á los dueños de las tierras derechos que 
üo reconocía nuestra legislación antigua, se permitió el cer-



rar y acotar las heredades y la libre disposición de las ras­
trojeras, y finalmente se dictó una ley que ordena el modo 
y forma con que debe precederse en los casos de enajena­
ción forzosa en beneficio del público. 

Se reformó también la legislación antigua sobre adquisi­
ción de bienes vacantes por el estado, modificando y dan­
do mas amplitud á las subcesiones intestadas; y aunque no 
se abolieron los vínculos y mayorazgos se dio una ley que 
determinaba el modo de subsanar á los que en virtud de 
las leyes de la segunda época constitucional compraron bie­
nes vinculados y de los que habían sido desposeídos por 
real decreto de l . ° d e octubre de 1 8 2 3 y cédula de 11 de 
marzo de 1 8 2 4 . 

En tiempo del Estatuto se suprimieron los monasterios 
y conventos que no tenían doce religiosos profesos, se res­
tablecieron á su fuerza y vigor las ventas, que de bienes 
pertenecientes á los conventos y otros institutos religiosos 
se ejecutaron en la segunda época constitucional, y por úl­
timo se suprimieron los monasterios de monacales y regu­
lares y demás casas religiosas, declarándose sus bienes 
propiedad de la nación. 

La administración de justicia recibió también algunas 
modificaciones, con el arreglo del supremo tribunal de ha­
cienda, con la subdivisión de las provincias en juzgados de 
primera instancia, con la supresión definitiva de la inquisi­
ción y juntas de fe que ecsislían á pesar de haber sido 
abolida la inquisición en 1820 y no haberla restablecido 
después Fernando VII, con la eslincion de las santas her­
mandades de Talavera, Ciudad Real y Toledo, y sus tribu­
nales privilegiados y tributos, con la supresión de los tri­
bunales de mostrencos, con el reglamento que se dio al tri­
bunal supremo de España é Indias, y mas que todo con 
la promulgación del Reglamento provisional para la admi­
nistración de justicia, del que nos vamos á ocupar mas par­
ticularmente por su mayor importancia. 



§• ii. 

Reglamento provisional para la administración de justicia. 

El reglamento provisional se compone de 0 capítulos, 
que se dividen algunos en varias secciones y que hacen en­
tre todos 107 artículos. 

En el capítulo 1.° se recopilan las disposiciones, que son 
comunes á todos los que ejercen jurisdicción ordinaria y 
en ellas se recomienda á los magistrados y jueces, la pron­
ta y cabal administración de justicia igualmente en favor 
de los pobres que de los que no lo son; se dice el modo 
con que debe procederse á la prisión y arresto y tomar de­
clara raciones á los encausados y testigos en causas crimi­
nales, las consideraciones con que han de ser tratados los 
presos, las épocas y manera con que han de hacerse las 
visitas de cárceles, y el decoro y miramiento con que de­
ben tratar los tribunales á los abogados y jueces inferiores. 

En el capitulo 2.° se trata de los juicios de paz v de los 
alcaldes de los pueblos como jueces ordinarios y se divide 
en 2 secciones. En la 1. a se esplican el modo y forma con 
que han de celebrarse los juicios de conciliación, los casos 
en que no son necesarios estos juicios y el carácter que 
tienen las sentencias de los jueces de paz. Y en la 2 . a se 
marcan los deberes y las atribuciones de los alcaldes con­
siderados como jueces ordinarios. 

El capítulo 3.° se ocupa de la jurisdicción y facultades 
de los jueces de primera instancia, de los trámites que es­
tos deben observar en las diferentes clases de juicios y 
principalmente en los verbales, en los de menor cuantía, 
en los ordinarios y en las causas criminales, haciéndose en 
ellos y mas particularmente en las últimas innovaciones de 
la mayor importancia; y se ordena que los jueces de pri-



mera instancia sean sustituidos en caso de muerte, enfer­
medad ó ausencia por los alcaldes ó los tenientes de los 
pueblos en que residan. 

En el capítulo 4.° se habla de las audiencias territoriales 
y consejo real de Navarra especificándose sus atribuciones, 
las salas ordinarias y cstraordinarias en que deben dividir­
se, sus presidentes y atribuciones, el orden que debe se­
guirse en la suslanciacion de los diferentes negocios con­
tenciosos, los casos en que no habrá lugar á suplicar de las 
sentencias de. vista, el número de ministros que se necesi­
ta para formar sala, el modo de fallar los pleitos y causas, 
y las obligaciones que tienen las audiencias que cumplir 
con respecto al supremo tribunal de España é Indias. 

En el capítulo 5.° se trata del supremo tribunal de Es­
paña é Indias, designándose sus atribuciones, facultades y 
deberes, las salas en que ha de dividirse y el número de 
ministros necesarios para ver y fallar en los diferentes pro­
cedimientos. 

Y el capitulo G.° y último se ocupa de los fiscales del 
supremo tribunal y audiencias, y de los promotores fiscales 
de los juzgados inferiores y de sus atribuciones y deberes, 
encargando á unos y á otros que tengan siempre muy pre­
sente « que su ministerio, aunque severo, debe ser tan 
justo é ¡niparcial como la ley en cuyo nombre le egercen; 
y (pie si bien les toca promover con la mayor eficacia la 
persecución y castigo de los delitos y los demás intereses 
de la causa pública, tienen igual obligación de defender ó 
prestar su apoyo á la inocencia; de respetar y procurar que 
se respeten los legítimos derechos de las personas particu­
lares procesadas, demandadas, ó de cualquier otro modo 
interesadas, y de no tratar nunca á estas sino como sea con­
forme á la verdad y á la justicia. » 

El reglamento provisional que tan ligeramente hemos 
reseñado, ha derogado muchas disposiciones de nuestra le­
gislación antigua, creando una nueva legislación en la im-
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portante materia ríe los procedimientos judiciales y organi­
zación de los tribunales ordinarios, que ha reformado en 
parte nuestra legislación viciosa en estos punios, desterran­
do grandes abusos. Aunque los juzgados ordinarios no re ­
cobraron por él todo el lleno de la autoridad jurisdiccional 
que les pertenece, recibieron no costante algún ensanche y 
latitud mayor en sus atribuciones, como se verá en los ar­
tículos 30 y 3 7 del código que analizamos. « Los jueces le­
trados de primera instancia, dice el 3 0 , son cada uno en el 
partido ó distrito que le esté asignado, los únicos á quie­
nes compete conocer en la instancia sobredicha de todas 
las causas civiles y crimínales que en el ocurran corres­
pondientes á la Real jurisdicción ordinaria, inclusas las que 
hasta ahora han sido casos de corle, y salvo lo dispuesto en 
el articulo 3 1 : exceptuándose solamente, á mas de los ne­
gocios que pertenecen á las jurisdicciones eclesiástica, de 
Real Hacienda y militar de Guerra y Marina, los (pie cor­
responden á los Estamentos de las Cortes, á los juzgados 
especiales de comercio ó de minería, y aquellos de cuyas 
apelaciones conoce la Real y suprema Junta patrimonial, 
las causas que en primera instancia se reservan por este 
reglamento al tribunal supremo de España é Indias, y á 
las Audiencias, y las que en lo sucesivo atribuyere la ley á 
jueces ó tribunales especiales. » Y el artículo 37 se espre­
sa en estos términos: « Los negocios de fuero ordinario no 
comprehendidos en las escepciones del articulo anterior, que 
actualmente se hallaren pendientes en prim jra instancia en 
otros juzgados especiales ó privativos, ó en tribunales que 
no deban ya conocer de ellos, se pasarán para su conti­
nuación en el estado que tengan al juez letrado del respec­
tivo partido ó distrito; á no ser que alguna disposición so­
berana, posterior á la extinción de los Consejos de Castilla 
y de Indias, autorice espresamente á dichos juzgados ó tri­
bunales para que continúen en el conocimiento hasta fallar 
ó terminar tales asuntos.—Los juzgados especiales ó pri-



yativos que no tengan semejante autorización, ni sean de 
los exceptuados en el artículo precedente, cesarán desde 
luego si subsistieren todavía. » 

Este Reglamento no es una obra ni original, ni perfecta, 
pues como indicamos en la sección 3 . a del título 13 se 
tomaron gran parle de sus disposiciones del célebre d e ­
creto de 9 de octubre de 1812 , y contiene algunos defec­
tos, los cuales emanarán quizá de la premura y carácter 
provisional con que se publicó este código. La reina go ­
bernadora dice en el preámbulo que le precede. « Ocupa­
do constantemente mi Mal ánimo del anhelo de mejorar la 
administración de justicia por lo mucho que en ella se in­
teresa el bien de la Nación, y entre tanto qué reunidas 
otra vez las Cortes del Reino puedan establecerse con su 
acuerdo las medidas legislativas que mas convengan para 
este iin, he venido en decretar, á nombre de mi augusta 
Hija Doña Isabel II, oido el dictamen del consejo de Mi­
nistros, que se observe por ahora el siguiente Reglamento 
provisional para la administración de justicia en lo respec­
tivo á la Real jurisdicción ordinaria. » 

El 2 6 de setiembre de 1835 fue promulgado el Regla­
mento con el carácter provisional que dejamos indicado, y 
sin embargo está todavía vijente, aunque reformado, corre­
gido y adiccionado notablemente, por leyes, decretos y ór­
denes posteriores, y es la parte mas interesante de nues­
tra legislación moderna. Dos de nuestros primeros juris­
consultos los señores Don Juan Bravo Murillo y Don José 
María Iluet han comentado el Reglamento provisional en 
el tíolelin de jurisprudencia y legislación con tal maestría y 
erudición que nada dejan que desear sus preciosas obser­
vaciones, dignas por cierto del estudio de los que se dedican 
al foro; si bien es muy sensible que el primero (Bravo Mu­
rillo) suspendiese, sus trabajos en el artículo 51 por ha­
ber cesado la publicación del Boletín en setiembre de 1836 . 
Empero, el señor de Huel ha subsanado completamente 



tan sensible interrupción, escribiendo unas Nuevas observa­
ciones sobre el Reglamento provisional en el ilustrado perió­
dico ya citado, cuando después de algún tiempo de silen­
cio tornó por fin á ver la luz pública, para bien y honra de 
la jurisprudencia y de la legislación española. 
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SECCIÓN 1 . a 

Constitución d¿ 1 8 3 7 . 

Hemos dicho repetidas veces que el dia 13 de agosto 
de 1836 se restableció interinamente la Constitución de 
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Sección 



1812 , pero no obstante copiaremos aquí el real decreto 
por el cual volvió por tercera vez á tener fuerza y vigor, 
aquella ley fundamental. Estas son sus palabras' « Como 
Reina Gobernadora de España, ordeno y mando que se pu­
blique la Constitución política del año de 1812 , en el 
ínterin que reunida la Nación en Cortes, manifiesto expre­
samente su voluntad, ó dé otra Constitución conforme á las 
necesidades de la misma.» Esta idea se confirma en el 
decreto de convocatoria á cortes del 21 del mismo mes de 
agosto, en el que decía la reina gobernadora: « Que ha­
biendo resuelto convocar Corles generales con arreglo á la 
Constitución política de la Monarquía, promulgada en Cá­
diz en 19 de Marzo de 1812 , para que conforme á lo dis­
puesto en mi Real decreto dado en San Ildefonso á 13 del 
presente mes, la Nación reunida en Cortes manifieste ex­
presamente su voluntad acerca de la Constitución que ha 

de regirla, ó dé otra conforme á sus necesidades » 
En la convocatoria se señalaba también el dia 2 i de octu­
bre para la reunión de las cortes y se dictaban algunas dis­
posiciones que las circunstancias ecsigían sobre el modo de 
hacerse las elecciones que debían preceder á la reunión de 
de los diputados de los pueblos. 

Bien claro está que estas cortes tenían el carácter de 
constituyentes y que habían sido convocadadas con un do­
ble objeto: es decir para que ó confirmasen la Constitu­
ción de 1812 , que la revolución había resucitado, ó dieran 
Á la España otra Constitución mas conforme con sus ne­
cesidades. Convencida sin duda la asamblea nacional de 
los defectos que según indicamos en el titulo 13 adolece 
la Constitución de 1812 , dio á la España la que vamos á 
pesaminar, 

Precede un breve preámbulo á la Constitución de 1 8 3 7 
la cual se compone de 77 artículos que forman 13 títulos, 
y de 2 artículos adiccionales. 



§ . I. 

Análisis del preámbulo y ululo 1,° 

En el preámbulo de la Constitución que ecsaminamos 
se dice que la soberanía reside en la nación, y en el títu­
lo 1.° quienes son españoles, como se pierde la calidad de 
español, y cuales son los derechos y las obligaciones de 
los españoles, 

De la soberanía nacional. 

En el preámbulo no se hace mas que reconocer que la 
soberanía reside en la nación, y manifestar cual es el uso 
que en aquel momento va á hacerse de ella diciendo: «SIEN­
DO LA VOLUNTAD DE LA NACIÓN REVISAR EN USO DE SU SO­

BERANÍA, LA CONSTITUCIÓN POLÍTICA PROMULGADA EN C Á ­

DIZ EL DIEZ Y NUEVE DE MARZO DE MIL OCHOCIENTOS DO­

CE; LAS CORTES GENERALES, CONGREGADAS Á ESTE FIN, DE­

CRETAN Y SANCIONAN LA SIGUIENTE CONSTITUCIÓN DE 

LA MONARQUÍA ESPAÑOLA. » Ya dijimos en la sec­
ción 2 . a del titulo í 3 , que aunque respetables escritores 
sostienen que no debe espresarse en una constitución en 
quien ni en donde reside la soberanía, nosotros opinamos 
lo contrario, fundados en que no siendo así carecerá 
de cimiento y base, porque claro está que si se reconoce 
que la soberanía reside en la nación, ésta deberá darse 
á si misma la constitución para que sea legítima: si se 
confiesa que en el rey, del monarca solamente deberá 
emanar la ley fundamental; y si se supone que en la aris­
tocracia, los grandes serán los que únicamente tengan au­
toridad para formular la carta constitucional. Por lo demás, 



los hombres del partido moderado critican este preámbulo, 
porque en él se sanciona el principio de la soberanía na­
cional, y los mas abanzados del partido progresista lo cri­
tican también porque desean, que esta declaración se hu­
biera hecho no por medio de un preámbulo, sino consa­
grando al efecto un artículo de la Constitución, como su­
cedió en la del año de 1812 , la cual dice en el artícu­
lo 3.° « La soberanía reside esencialmente en la Nación, 
y por lo mismo pertenece á esta exclusivamente el dere­
cho de establecer sus leyes fundamentales. » 

De los españoles. 

E n el artículo 1.° se dice quienes son españoles y por 
que causa se pierde la calidad de español; pero no se distin­
gue entre españoles y ciudadanos españoles, como ha­
cía la Constitución de 1 8 1 2 en el capítulo 2.° del título 
1.°, y en el capítulo i . ° del título 2.°. 

En el artículo 2.° se establece la libertad de imprenta 
sin previa censura para lodos los españoles con sujeción á 
las leyes, según que en el artículo 371 de la Constitución 
de 1812 se ordenaba, añadiéndose ademas que la califica­
ción de los delitos de imprenta corresponde esclusivamen-
te á los jurados. Justo es que los autores de nuestra cons­
titución colocaran en el primer lugar el derecho de liber­
tad imprenta, porque es la salvaguardia de todas las li­
bertades y sin la cual es imposible que haya libertad; y no 
lo es menos que eslablecieían el jurado para conocer de 
los delitos de imprenta, porque así como la libertad no 
puede ecsislir sin la imprenta, tampoco esta sin el jurado. 
Empero , lo que no podemos menos de lamentar es, que 
Isabel II llegase á su mayoría sin haberse promulgado una 
buena ley de imprenta, pues que si bien apreciamos en lo 
que se merece este derecho político, conocemos también 



que puede abusarse de él y que debe haber leyes que se­
ñalen los modos de usar de la imprenta sin perjuicio de 
la sociedad y de los particulares, y que castiguen con toda 
severidad los abusos y crímenes, que los escritores pueden 
cometer; y todos sabemos que las que rigen en el dia h i ­
jas de una época anterior son imperfectas. 

El artículo 3.° concede á todos los españoles el derecho 
de dirigir peticiones á las cortes y al rey por escrito, y 
obseravndo las demás formalidades que las leyes prescri­
ban. Tan sagrado es este derecho que aun en los gobier­
nos mas absolutos se concede á los ciudadanos, aunque con 
ciertas restricciones. El señor Don Ramón Salas opina en 
sus Lecciones de derecho público constitucional, (pie debe 
darse la mayor latitud posible al derecho de petición di­
ciendo que: « El gobierno que quiere coartar el derecho 
de petición, no previene ciertamente á su favor, y parece 
que está determinado á dar motivos á quejas y á ahogar 
las quejas. » Pero bien sea esle derecho mas ó menos la­
to es indispensable que haya leyes que determinen el mo­
do de usarlo, y hasta ahora no se han publicado las que 
en este artículo 3.° se anuncian. 

El artículo 4 . ° manda, que en toda la monarquía no 
baya mas que unos códigos y que en ellos no se establez­
ca mas que un solo fuero en los juicios comunes, civiles y 
criminales. No está escrito esle artículo con la claridad 
que era de desear, por lo que los ilustrados redactores del 
Boletín <lc jurisprudencia y legislación han dedicado algu­
nas páginas de su publicación á esplicar su verdadera in­
terpretación. Nosotros participamos de la opinión de tan 
distinguidos jurisconsultos y creemos que la unidad de fue­
ro, que en este artículo se establece es solo en los asuntos 
comunes, y que por consiguiente no impide el que baya 
otros tribunales, que los ordinarios para los casos no com-
prchendidos en él; pues este no se opone á que los mili-
lares en asuntos de disciplina militar, los eclesiásticos en 
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asuntos puramente eclesiásticos y los comerciantes en ne ­
gocios mercantiles, gocen de fueros particulares. En esta 
parte se esplicaron aunque no cumplidamente, al menos con 
mas claridad v estension los autores de la Constitución de 
1 8 1 2 pues dijeron en el artículo 2 4 8 : « En los negocios co­
munes, civiles y criminales no habrá mas que un solo fuero 
para toda clase de personas. » En el 2 i 9 : « Los eclesiás­
ticos continuarán gozando del fuero de su estado, en los 
términos que prescriben las leyes ó que en adelante pres­
cribieren. » En el 2 5 0 : « Los militares gozarán también 
de fuero particular, en los términos que previene la orde­
nanza ó en adelante previniere, » Y en el 2 5 8 . « El có­
digo civil y criminal y el de comercio serán unos mismos 
para toda la Monarquía, sin perjuicio de las variaciones quo 
por particulares circunstancias podrán hacer las Cortes. » 
Mas el artículo 4.° de la Constitución vijentc estará muer­
to, mientras que no se publiquen los nuevos códigos. 

El artículo 5.° dice, que los españoles puedan optar á 
empleos y cargos pühlicos según su mérito y capacidad. 
Nada mas liberal y justo, que el que el mérito y el talento 
y no odiosos privilegios sean las prendas necesarias para 
aspirar á empleos y cargos pühlicos; y aunque nunca se 
verá cumplida esta disposición como debiera, nos congra­
tulamos de que se rinda este tributo á la virtud y al saber. 

El articulo 6.° establece la obligación que tienen todos 
los españoles de defender á su patria con las armas y de 
contribuir para los gastos del estado á proporción de sus 
haberes; pero tan equitativo precepto no tendrá entero 
cumplimiento mientras que no se promulgue una buena 
ley sobre quintas, y se reforme nuestro embrollado y vi­
cioso sistema tributario. Esto mismo se disponía en los ar­
tículos 8, 9, 3 3 9 y 381 de la Constitución de 1 8 1 2 . 

El articulo 7.° sanciona la libertad individual, que es la 
mas sagrada de todas las libertades, ordenando qué ningún 
español sea detenido, ni preso, ni allanada su casa sino en 



ios casos y forma que prescriban las leyes; y por consi­
guiente mientras que las leyes secundarias no se reformen 
y se pongan en armonía con este artículo, será enteramen­
te nulo y de ningún valor. En los artículos 2 8 7 y 3 0 6 de 
la Constitución de 1 8 1 2 se encerraban idénticas disposi­
ciones. 

El artículo 8.o dice, que cuando por circunstancias es -
traordinarias se crea necesario la suspensión del artículo 
anterior en toda la monarquía ó parte de ella, se determi­
nará por una ley. Doctrina es esta recibida en casi ó en to­
das las constituciones políticas y en el artículo 308 de la 
de 1812 , pero que no obstante la reprobamos, pues como 
dice Salas, con leyes que prevean todos los casos posibles 
y que den buenas regias generales no puede haber cir­
cunstancias en que convenga suspender las garantías de la 
libertad individual. ¿ S e observan inquietudes, se temen 
conspiraciones y atentados contra el gobierno establecido? 
Si las leyes generales indican las medidas que deben to­
marse en estos y otros casos semejantes, no será necesaria 
una ley odiosa de escepcion. 

El artículo 9.° ordena, que los españoles no sean proce­
sados, ni juzgados, sino por jueces competentes, y que es­
tos lo hagan ateniéndose á las leyes anteriores al delito, y 
observando los trámites que ellas prescriban. Este artículo, 
que es el mismo que el 2 4 7 de la Constitución de 1 8 1 2 
y que se halla regularmente en todas las constituciones co­
nocidas, protege la libertad individual y proscribe las co­
misionas y tribunales particulares. 

En el artículo 10 se prohibe la pena de confiscación de 
bienes, y el que á ningún español se le prive de su pro­
piedad á no ser por causa justificada de utilidad común é 
indemnizándole previamente. La pena de confiscación fue 
también reprobada en el artículo 3 0 i de la Constitución 
de 1812 , y en la décima restricción del artículo 172 de 
la misma, se reconoce el respeto que de parte del gobier-



no se merece la propiedad de los ciudadanos, y que si al­
guna vez, es necesario privarles de ella debe hacerse en 
los términos que el artículo que ecsaminamos dispone. 

Y en el artículo 11 se obliga la nación á mantener el 
culto y los ministros de la religión católica. Sagrada cual 
ninguna es esta obligación y debe ser cumplida, dotando al 
clero y á las iglesias con cuanto sea necesario para cubrir 
sus necesidades con el decoro y brillo que se merecen el 
clero y la religión católica. El artículo 12 de la Constitución 
de 1 8 1 2 correspondía á éste que ecsaminamos y decia: 
«La religión de la Nación española es y será perpetuamen­
te la católica, apostólica, romana, única verdadera. La Na­
ción la protege por leyes sabias y justas y prohibe el exer-
cicio de qualquiera otra.» En la sección 3 . a del título 13 
hemos demostrado cuan injustamente critican los estrange-
ros el que no se admita en España la libertad de cultos, 
sin tener presente las circunstancias particulares en que se 
halla esta nación, por lo que remitimos á nuestros lecto­
res á aquel lugar para evitar repeticiones. 

El titulo que acabamos de analizar, es idéntico al 1.° 
del proyecto de Constitución de Isturiz, á escepcion de al­
gunos pocos artículos, por lo que no hemos citado aque­
llos al ecsaminar cada uno de los que constituyen el títu­
lo 1.° de la Constitución de 1837 , como lo haremos des ­
pués en los [járralos siguientes. 

§• 

Análisis cid ululo 2.°. 

De las Corles. 

Este título consta de dos solos artículos: en el 12 seor -



(lena, que el poder legislativo resida en las corles con el 
rey; y en el 13 que aquellas se compongan de dos cuer­
pos ¡guales en facultades, que son el senado y el congreso 
de diputados. El primero de estos dos artículos está en ar­
monía con lo que en la Constitución de 1 8 1 2 , Estatuto 
Real y Proyecto de Isturiz se mandaba, y con los princi­
pios mas reconocidos por lodos los publicistas, pues aun­
que Juan Jacobo Rousseau creé, que para que un pueblo sea 
libre, todos los ciudadanos deben concurrir por sí mismos 
á la formación de las leyes, fundándose en que muchas ve­
ces la mayoría de un cuerpo legislativo suele estar en opo­
sición con la mayoría nacional, por que sus representantes 
son comprados por el poder; es imposible que en una na­
ción que cuenta por millones sus ciudadanos concurran es­
tos por sí mismos á la formación de las leyes. Y ademas 
¿ quien ignora que la mayoría de un pueblo entero puede 
ser corrompida y seducida igualmente que la de una cá­
mara legislativa, cuando la historia de las repúblicas anti­
guas y modernas nos enseña lo contrario ? Nada absolu­
tamente perfecto puede ser creación del hombre, por lo que 
no le queda á este otro recurso que el de adoptar lo m e ­
nos malo. 

E n el artículo 13 se dice que las cortes se componen 
de dos cuerpos colegisladores, cuya disposición concuerda 
con el artículo 11 del Proyecto de Constitución de Isturiz, 
y con el 2.° del Estatuto Real, pero no con la Constitu­
ción de 1812 , en la que no se conocía mas que una sola 
cámara. Nos parece que no disgustará á nuestros lectores 
el que hagamos aquí un breve resumen histórico en el ,que 
vean juntas las diferentes costumbres, que sobre esta ma­
teria se han reconocido en España. Oigamos lo que dice 
el conde de Toreno en su famosa Historia. « Antes que se 
reunieran las diversas coronas de España en las sienes de 
un mismo monarca, había la práctica sido varia según los 
estados y los tiempos. En Castilla desaparecieron del todo 



los brazos del clero y de la nobleza después de las cortes 
celebradas en Toledo en 1538 y 1 5 3 9 . Duraron mas tiem­
po en Aragón: pero colocada en el solio al principiar el si­
glo XVI11 la estirpe de los Borbones, dejaron en breve de 
congregarse separadamente las cortes en ambos reinos, y 
solo ya fueron llamadas para la jura de los principes de 
Asturias. Por primera vez se vieron juntas el 1709 las de 
las coronas de Aragón y Castilla, y así continuaron hasta 
las últimas que se tuvieron en 1789; n> asistiendo ni aun 
á estas á pesar de tratarse algún asunto grave sino los d i ­
putados de las ciudades. Solo en Navarra proseguía la cos­
tumbre de convocar á sus cortes particulares el brazo ecle­
siástico y el militar, ó sea la nobleza. Pero ademas de que 
allí no entraban en el primero exclusivamente los prelados, 
sino también priores, abades y hasta el provisor del obis­
pado de Pamplona, y que del segundo componían parle 
varios caballeros sin ser grandes ni titulados, no podía ser­
vir de norma tan reducido rincón, á lo restante del reino, 
señaladamente hallándose cerca como para contrapuesto 
ejemplo las provincias vascongadas, en cuyas juntas del to­
do populares no se admiten ni aun los clérigos. » 

Resulta pues, de lodo lo dicho y de lo que hemos indi­
cado en los títulos 1.°, 2.°, 12, 13 y en el presente, que 
la institución de las cortes españolas es tan antigua como 
la de la monarquía: que desde el siglo V en que se creó 
la monarquía gótica, hasta el XII se componían las corles 
de los obispos y magnales: que en el siglo XII principió 
el pueblo á mandar sus representantes á dichas asambleas: 
que posteriormente los reyes escluían de ellas unas veces 
al clero, otras á la nobleza y á entrambos otras, por no 
ecsislir una constitución escrita, hasta que per íin Carlos V 
arrojó de la representación nacional á los dos brazos privi­
legiados en el siglo XVI: que desde aquella fecha nunca 
volvieron á tomar parte en las juntas nacionales que se 
celebraron hasta el año de 1 7 8 9 que fueron las últimas: 



que restablecida la institución de cortes en la guerra de la 
independencia, se suscitaron algunas dudas sobre si se ha­
bía de convocar á los brazos privilegiados ó solo al popu­
lar, resolviéndose por lo último: que en la Constitución de 
1 8 1 2 se ordenó que las cortes se compusieran de sola una 
cámara popular siguiendo la costumbre mas general del 
reino: que en el Estatuto Real de 1 8 3 i , se dio otra vez 
entrada al clero y á la aristocracia concediéndole privilegios 
mas amplios que los que gozara en la edad media: que erí 
el Proyecto de Constitución de Isturiz se quería conservar 
el estamento de proceres con todos los privilegios del E s ­
tatuto: y finalmente que en la Constitución que analizamos 
se establece que las cortes se compongan de dos cámaras, 
pero como veremos después, el senado no es un estamen­
to privilegiado como lo era el de proceres, sino solamente 
un segundo cuerpo popular conservador. 

$- ni. 

Análisis del titulo 3.°, 

í)el senado' 

El título 3.° dice en su artículo 14, que el número dé 
senadores sea igual á las tres quintas partes de los diputa­
dos: en el 15 , que su nombramiento se haga por el rey á 
propuesta triple de los electores de diputados á cortes: en 
el 16, que cada provincia propondrá un número de sena­
dores proporcionado á su población, pero que ninguna de ­
jará de tener lo menos uno: en el 17, que para ser sena­
dor se requiere ser español, mayor de 4 0 años y tener los 
demás requisitos que la ley electoral determine: en el 18, 
que todos los españoles que reúnan las citadas calidades 



puedan ser propuestos senadores por cualquiera provincia: 
en el 19, que cada vez que se renueve el congreso se re­
nueve también por orden de antigüedad la tercera parle de 
los senadores y que estos puedan ser reelegidos: en el 2 0 , 
que son senadores á la edad de 2 5 años, los hijos del rey 
y del príncipe de Asturias. 

El senado es pues, un cuerpo conservador popular, y no 
una cámara privilegiada y aristocrática como la que en el 
título 2.° del Estatuto Real y en el capítulo i . ° del Proyecto 
de Constitución de Isturiz se establecía, con el nombre de 
estamento de proceres; y nos parece muy conforme con las 
opiniones de la generalidad de los publicistas el que el 
senado se componga de un número de individuos menor 
que el congreso de diputados, que su renovación sea por 
terceras partes, y que los hijos del rey y del subcesor in­
mediato á la corona sean senadores natos. Pero opinamos 
que el artículo 2 0 que es el que dispone esto último peca 
por demasiada concisión y laconismo, pues según nuestra 
opinión debía decirse en él, que los hijos del rey pierden 
el carácter de senadores por la muerte, abdicación, ó cual­
quiera otro motivo que haga perder á su padre la calidad 
de rey reinante, ó que continuarán por toda su vida en po­
sesión de la dignidad de senadores aunque concluya el rei­
nado de su padre; en cuyo caso podría suceder muy bien 
que tuviéramos senadores hijos del rey difunto, del reinan­
te y del subcesor inmediato, cosa que á nuestro entender 
no entra en el espíritu del artículo que nos ocupa. Los 
autores de la Constitución de 1812 temiendo sin duda 
el influjo, que los infantes podrían ejercer en una cámara 
legislativa dijeron en el artículo 2 0 5 . « Los infantes de las 
Españas gozarán de las distinciones y honores que han te­
nido hasta aquí, y podrán ser nombrados para toda clase 
de destinos, exceptuados los de judicatura y la Diputación 
á Cortes. » 



§ . IV. 

Análisis del Iludo 

Del congreso de los diputados. 

Él artículo 21 de la Constitución cíe 1 8 3 7 manda, que 
las provincias nombren un representante por cada cincuen­
ta mil almas, cuando por el 31 de la de 1 8 1 2 solamente 
debían nombrar uno por cada setenta mil, de lo que resul­
ta que según la constitución vijente es mas numeroso el 
congreso de diputados que lo fue mientras rigió la de 1 8 1 2 . 

Ya dijimos en la sección 4 . a del título 13 , que preferi­
mos la elección indirecta á la directa, que es la que en ía 
primera parte del artículo 2 2 se sanciona; pero nos parece 
por el contrario mejor el que puedan ser reelegidos los 
diputados, como se dice en la segunda parte del citado ar­
tículo 2 2 , que está en armonía con el 18 del Estatuto y 
20 del Proyecto de Constitución de Isturiz, que no el que 
se les inhabilite durante otra diputación como se hacía en 
el 110 de la Constitución de 1 8 1 2 . 

En el artículo 2 3 se ecsije á los que han de ser nom­
brados diputados el tener 2 5 años, pertenecer al estado 
seglar y tener las demás calidades que marque la ley elec­
toral. Este artículo se diferencia del 91 y siguientes de la 
Constitución de 1 8 1 2 en que allí no se escluía dé la dipu­
tación al clero, y se descendía á pormenores propios de una 
ley electoral, lo mismo que sucedía en el H del Estatuto; 
Y del artículo 22 del Provecto de Constitución de Isturiz, 
en que aquel era demasiado conciso y no lijaba las princi­
pales bases de la ley electoral como lo hace el píeseme. 

El artículo 2Í- que dispone, que todos los españoles que 
11. 2 8 



tengan aptitud legal, puedan ser elegidos diputados por 
cualquiera provincia de la monarquía, nos parece mas l i­
beral, que el 91 de la Constitución de 1 8 1 2 que ecsige 
precisamente la naturaleza ó vecindad de mas de siete 
años en la provincia, y también que el 14 del Estatuto 
aunque en él se dá alguna mas latitud á este derecho r e ­
duciendo la vecindad á dos años, y aumentando un tercer 
caso, que es el de poseer en la provincia que les nombre 
sus representantes lincas que produzcan la mitad de la ren­
ta que se designa. 

Juzgamos igualmente mas acertado, el que el cargo de 
diputado dure tres años, según que en el artículo 2 5 de la 
Constitución que ecsaminamos se establece, conforme á lo 
que en el 17 del Estatuto y 2 4 del Proyecto de Isturiz 
se decía, que no el que acabe á los dos años como en el 
108 de la Constitución de 1 8 1 2 se ordenaba. 

S- v. 

Análisis del titulo 5.°. 

De la celebración y facultades de las Corles. 

El artículo 2 6 dice, que !as cortes se reunirán todos los 
años, y que al rey corresponde el convocarlas, suspender­
las y disolver el congreso de diputados, pero que en este 
último caso, deberán reunirse otras cortes dentro de tres 
meses. En el artículo 2Í- del Estatuto se decía también que 
al rey toca convocar, suspender y disolver las corles, pe­
ro no que estas se reunirían todos los años, y en el 4Í-, 
que si hubiesen sido disueltas las cortes habrán de reunir­
se otras en el término de un año; y lo mismo en el artí­
culo 3 0 del Proyecto de Constitución de Isturiz, con sola 



la diferencia de que el plazo para reunir las nuevas corles en 
el caso de disolución era el de seis meses. El artículo que 
ecsaminamos concuerda pues, con los del Estatuto y P r o ­
veció de Isturiz, en cuanto ordena que sea prerogativa del 
rey el convocar, suspender y disolver las corles, pero res­
tringe algún tanto mas que aquellos este derecho mandan­
do, que todos los años haya cortes y que cuando sean di-
sueltas se reúnan otras en el preciso término de tres meses. 

Si el artículo 26 de la Constitución de 1837 está en 
armonía hasta cierto punto con los que hemos citado del 
Estatuto y Proyecto de Constitución de Isturiz, está en oposi­
ción con el 172 de la Constitución de 1812, el cual ordena 
en la primera restricción de la autoridad real que no pueda el 
rey impedir, bajo ningún prelesto, la celebración de las 
corles en las épocas y casos señalados por la Constitución, 
ni suspenderlas, ni disolverlas, ni en ninguna manera emba­
razar sus sesiones y deliberaciones; que los que le aconseja­
ren ó auxiliaren en cualquiera tentativa para estos aclos, 
serán declarados traidores, y perseguidos como tales. Ya sa­
ben nuestros lectores que según el capítulo 6.° del título 3.° 
de la Constitución de 1812 las cortes debían comenzar 
precisamente sus funciones lodos lósanos el dia 1.° de ma­
yo, y durar sus sesiones tres meses, y que solamente en 
dos casos podían prorogarlas cuando mas por otro mes. 
Saben también que en el párrafo 3.° de la sección 2. a del 
titulo 13 manifestamos nuestra opinión en este punto, de­
clarando que es un absurdo el señalar límites lijos, preci­
sos, é iioprorogables á las sesiones de las cortes; pero no 
les hemos dicho hasta ahora, si según nuestro juicio será 
útil ó perjudicial el autorizar al rey para convocar, suspen­
der y disolver las cortes. Creemos nosotros que el rey de ­
be señalar la época en la cual las corles comiencen sus 
tareas con lal de que no pueda dilatar este plazo mas que 
por cierto tiempo por lo que merece nuestra pobre aproba­
ción en esta parte el artículo que analizamos; pero opina-



mos que el autorizar al rey para que á su capricho y libre­
mente suspenda y disuelva cuantas cortes se le antoje, según 
lo hace el artículo 2 6 de la Constitución de 1 8 3 7 , es tan per­
judicial, como el negarle absolutamente esle derecho, según 
lo hacía el 172 de la de 1812 . En esle punto erraron según 
nuestro corto entender, los autores de la Constitución de 
1 8 3 7 , los del Estatuto Real y los del Proyecto de Isturiz, con­
cediendo á la corona prerogativas demasiado latas, y erraron 
también los autores de la Constitución de 1812 , restrin­
giendo mas que lo necesario la autoridad del monarca; y 
hubieran obrado mejor concediendo al rey el derecho de 
suspender y disolver las cortes, pero con las cortapisas in­
dispensables para que no abusara de tan preciosa preroga-
tiva, pues de nada sirve que en caso de disolución de cor­
tes se reúnan otras á los tres meses si estas, y olías y otras, 
pueden también ser disueltas, como sucede por el artículo 
que analizamos. 

El artículo 27 ordena, que si el rey deja algún año de 
reunir corles antes del 1.° de diciembre, se junten preci­
samente en este dia, y que en el caso de que en aquel 
mismo año concluya el cargo de los diputados, se empie­
cen las nuevas elecciones el primer domingo de Octubre. 
Tan inleresanle artículo se hecha de menos en el Estatuto 
Real y Proyecto de Constitución de lsturi/; y en nuestro 
concepto para ser llevado á cumplido efecto hacía f a l l a la 
institución de una diputación permanente de Cortes, que en 
los casos que se espresa convocase las cortes y ordenara á 
los pueblos que procedan á nombrar sus representantes. 

El artículo 2 8 establece, que se reúnan estfaordinariá-
mentc las corles luego que vaque la corona, o que el rey 
se imposibilite para gobernar. Esta disposición está tomada 
del 162 de la Constitución de 1812 , pues nada se dice so­
bre este asunto ni en el Estatuto, ni en el Proyecto de Is­
turiz, y es uno de los preceptos algún tanto vagos de la 
Constitución vijente; porque no se espresa en él, cuales son 



las causas que imposibilitan al rey para el gobierno, ni mu­
cho menos quien ha de conocer y decidir sobre la certeza 
y ecsistencia de su imposibilidad. Vago era también en e s ­
ta parte el artículo 162 de la Constitución de 1 8 1 2 . 

El artículo 2 9 manda que forme cada uno de los cuer­
pos colegisladores su respectivo reglamento, para su go­
bierno interior; y que ecsamine la legalidad de las eleccio­
nes y las calidades de los senadores y diputados elegidos. 
E n los artículos 1 1 3 , 114 , 115 y 127 , de la Constitución 
de 1812 se disponía esto mismo, pero nada se decía so­
bre este punió en el Estatuto Real y Proyecto de Cons ta 
tucion de Isturiz. 

El artículo 30 ordena, que nombre el congreso de di­
putados su presidente vicepresidentes y secretarios, según 
se determinaba en el 118 de la Conslitucion de 1812 , 
pues en el Estatuto solamente se concedía al estamento de 
procuradores en el artículo 2 1 , que eligiese cinco de entre 
ellos mismos, para que el rey designase los dos que habían 
de ejercer los cargos de presidente y vicepresidente, y el 
Proyecto de Isturiz guarda el mayor silencio en esta mate­
ria. 

El artículo 31 dice, que para cada legislatura nombre 
el rey el presidente y vicepresidente del senado de entre 
los mismos senadores, y que el senado elija sus secretarios. 
El artículo 12 del Estatuto disponía también, que el rey 
nombrase el presidente y vicepresidente del estamento de 
proceres de entre ellos mismos; pero nada se dice sobre es­
to en el Proyecto de Constitución de Isturiz. 

El artículo 3 2 estable, que el rey en persona ó por me­
dio de sus ministros, abra y cierre las cortes. En los artí­
culos 119 y siguientes hasta el 123 inclusive de la Cons­
titución del año de 1812 , se esplicaba la manera con que 
el rey debía ser invitado para que si gustara asistiese «á la 
apertura y al acto de cerrarse las corles, y el ceremonial 
con que debían recibir las cortes al rey, y se mandaba que 



cuando el monarca no asistiese en persona al acto de la aper­
tura el presidente de las cortes leyera el dircurso que aquel 
enviase. Pero nos parece mejor que cuando no asista el rey 
en persona en los dos casos citados lo haga en su nombre 
cualquiera de los ministros, como se ordena en el artículo 
que ecsaminamos, y se decía en el 26 del Estatuto. 

El artículo 3 3 manda, que uno de los cuerpos colegis­
ladores no pueda estar reunido, sin que lo esté el otro, á 
escepcion del caso en que el senado juzgue á los minis­
tros. Este artículo está en armonía con el 46 del Estatuto 
Real y 21 del Proyecto de Constitución de Isturiz. 

El 3 4 dice que los cuerpos colegisladores no puedan 
deliberar á presencia del rey ni juntos. En el artículo 124 
de la Constitución de 1812 se ordenaba, que las corles no 
pudiesen deliberar en la presencia del rey, y en el 47 del 
Estatuto qde cada estamento celebrase sus sesiones en re ­
cinto separado, pero en este punto guarda silencio el P r o ­
yecto de Constitución de Isturiz. 

El artículo 3 5 manda que las sjsiones de ambas cáma­
ras sean públicas, á escepcion de los casos que ecsijan re ­
serva. Nadie ignora que la publicidad es el alma de los go­
biernos representativos, pero tampoco que las cortes se 
ocupan algunas veces de negocios (pie deben tratarse con 
reserva, por lo que no nos estrañamos de ver (pie lo mis­
mo que en el artículo que ecsaminamos, se ordenase en el 
1 2 6 de la Constitución de 1812 , en el 4 8 del Estatuto, y 
en el 1 \ del Proyecto de Isturiz. 

El artículo 3 0 establece, que la iniciativa de las leyes 
corresponde á los dos cuerpos colegisladores y al rey. Mas 
justa nos parece esta disposición que se halla también en 
el artículo 132 , y facultad 14 del 171 de la Constitución 
de 1812 , y en el articulo 12 del Proyecto de Constitu­
ción de Isturiz, que no el que á las cortes se les prive de 
la iniciativa como se hacia en el artículo 31 del Estatuto.. 

El articulo 37 dice, que las leyes sobre contribuciones 



y crédito público se presenten primero al congreso de di­
putados, y que si en el senado sufrieren alguna modifica­
ción que no admita después el congreso, pasen á la san­
ción como los diputados las aprueben definitivamente. En el 
artículo 12 del Proyecto de Constitución de Isturiz se dis­
ponía que las leyes sobre contribuciones fueran discutidas 
y aprobadas en el estamento de diputados antes que en el 
de proceres, pero no daba á la cámara popular el derecho 
que en el presente artículo se la concede. 

El artículo 3 8 ordena, que las determinaciones se to ­
men á pluralidad absoluta de votos en ambos cuerpos co­
legisladores, y que para votar las leyes se requiere la pre­
sencia de la mitad mas uno del número total de los indi­
viduos que los componen. Este artículo es igual que el 
139 de la Constitución de 1812 . El Estatuto y Proyecto 
de Isturiz reservaron este punto para tratarlo en los regla? 
mentos de los dos estamentos; pero nos parece mas propio 
para ocupar el lugar que ocupa en la Constitución que 
analizamos. 

El articulo 3 9 establece, que si se desechase algún P ro ­
yecto de ley por cualquiera de las cámaras, ó el rey le ne­
gase su sanción, no pueda proponerse en aquella legislatu­
ra otro sobre el misino objeto. Los artículos 140 y 147 de 
la Constitución de 1812 concuerdan con el presente; mas 
el Estatuto y Proyecto de Isturiz nada dicen que á este 
asunto se refiera. 

El articulo 4 0 manda, que ademas de la potestad legis­
lativa que ejercen las cortes con el rey, les correspondan 
las facultades siguientes: 

1 . a Recibir el juramento de guardar la Constitución y 
las leyes, al rey, al subcesor inmediato y á la rejencia ó re-
jenle del reino. Esta prerogativa pertenecía también á las 
corles por la facultad segunda del artículo 131 de la Cons­
titución de 1812 , por los artículos 2 7 y 29 del Estatuto 
Rea!, y por el 34 del Proyecto de Constitución de Isturiz. 



2 . a Resolver las dudas de hecho ó de derecho que 
ocurran, en el orden de suceder á la corona. Esta facultad 
está copiada literalmente de la 3 . a del artículo 131 de la 
Constitución de 1812 , y carecían de ella las cortes por el 
Estatuto y Proyecto de Isturiz. 

3. a Elejir, cuando lo prevenga la Constitución, rejente 
ó rejencia del reino y nombrar tutor al rey menor. La 
Constitución de 1 8 1 2 concedía este derecho á las cortes 
en las facultades 4 . a y 6 . a del artículo 1 3 1 ; y en el 3 8 del 
Proyecto de Isturiz se disponía lo mismo, aunque en el E s ­
tatuto no se decía nada. 

4 . a Hacer efectiva la responsabilidad de los ministros, 
para lo que les acusará el congreso y juzgará el senado. 
También en la facultad 2 5 del artículo 131 de la Consti­
tución de 1812 se autorizaba á las cortes para hacer efec­
tiva la responsabilidad de los ministros, y en el 40 del Pro­
yecto de Constitución de Isturiz se ordenaba, que para ha­
cerse efectiva la responsabilidad ministerial fueran acusados 
por el estamento de procuradores y juzgados por el de pro­
ceres. Por lo demás el Estatuto no podía ocuparse de la 
responsabilidad ministerial por la sencilla razón de que, no 
se hallaba sancionada en aquel código, según dijimos en el 
párrafo 2.° de la secion 1. a del título 15 . 

El artículo 41 dice, que en el egercicio de sus funcio­
nes son inviolables por sus opiniones y votos los senadores 
y diputados. Esta prerogativa ha sido sancionada igual­
mente en todos nuestros códigos fundamentales, pues la 
Constitución de 1 8 1 2 en su artículo 128 , el Estatuto en 
el 4 9 , y el Proyecto de Isturiz en el 15 reconocen la in­
violabilidad de la cual trata el artículo que nos ocupa. 

El artículo 4 2 ordena, que no puedan ser procesados 
ni arrestados los diputados y senadores durante las sesio­
nes, sin permiso del cuerpo colegislador á que correspon­
dan á no ser hallados in fraganli, y que en este caso y en 
el de ser procesados ó arrestados estando las cortos cerra-



das, se dé cuenta al senado ó al congreso, lo mas pron­
to posible. Suponemos que con esta disposición solamen­
te se quiere oponer una baila á la mala fe de un gobierno 
que por inutilizar á los diputados ó senadores de la oposi­
ción podría acaso sobornar á algunos jueces para que abu­
sando de su ministerio procesaran y apresaran á los indivi­
duos de la oposición que habían caido en la animadversión 
del gobierno; y no patrocinar á los representantes de la na­
ción que olvidando su noble investidura cometan cualquie­
ra delito común, pues estos deben ser tratados como cual­
quier otro criminal, y juzgados por los tribunales ordinarios. 
En este concepto nos parece mas justo este artículo que 
el 128 de la Constitución de 1812 , y el 19 y 2 3 del Pro­
yecto de Constitución de Isturiz. 

El artículo 4 3 establece, que quedan sujetos á reelec­
ción, los diputados y senadores que admitan del gobierno 
ó de la casa real, pensión, empleo que no sea de escala 
en su carrera, comisión con sueldo, honores ó condecora­
ciones. Esto mismo se disponía en el artículo 2 7 del Pro­
yecto de Isturiz, y en la Constitución de 1812 no solo se 
sancionaba este precepto en el artículo 129 , sino que ade­
mas en el 130 se decía, que los diputados no podían du­
rante el tiempo de su diputación ni un año después, obte­
ner para sí, ni solicitar para otro pensión ni condecoración 
alguna, que fuera de provisión del rey. Semejantes disposi­
ciones no tienen otro objeto, que el de evitar las seduccio­
nes del poder y la corrupción de las cámaras. 

11. 



§• vi. 

Analísisis del título 6.°. 

Del rey. 

El arlículo 4 4 , dice que la persona del rey es sagrada é 
inviolable, y que los ministros son responsables. Este artícu­
lo concuerda con el 168 y 2 2 6 de la Constitución de 1 8 1 2 , 
y con el 2 8 del Proyecto de Isturiz. El Estatuto no trata 
de esta materia, y para no estar repitiendo continuamente 
faltas de este linaje, advertimos á nuestros lectores, que 
cuando al ecsaminar cualquiera de los artículos de la Cons­
titución que nos ocupa, no citemos los que con ellos con­
vienen ó se oponen de la Constitución de 1812 , Estatuto 
Real y Proyecto de Isturiz, es señal de que no se encuen­
tra ninguno que con ellos tenga relación. 

El artículo 4 5 ordena, que la potestad de hacer ejecu­
tar las leyes reside en el rey, y se estiende á todo cuanto 
conduce á la conservación del orden público interior, y á 
la seguridad del estado en lo csterior. Los autores de la 
Constitución de 1 8 3 7 tomaron literalmente este arlículo 
del 170 de la de 1 8 1 2 . 

El artículo 4 6 establece, que el rey sancione y promul­
gue las leyes. Decíase esto también en el artículo 142 y 
capítulo 9.° del título 3.° de la Constitución de 1812 , y en 
el artículo 31 del Provecto de Isturiz; pero señalando al 
rey cierto plazo para que dé ó niegue su sanción; y en el 
capítulo 8 del título 3.° de la Constitución de 1812 se es­
tablecía, que negada por dos veces á una ley la sanción 
real, y aprobada por tercera en las corles no puede el rey 
menos de sancionarla. Nos parece que el artículo que exa-



minamos eslá redactado con demasiada concisión, y que 
debía señalar al rey un plazo para dar su sanción, aunque 
esta sea absoluta como lo comprueba el no ponerse por el 
artículo constitucional limitación ninguna. 

El artículo 4 7 manda, que ademas de las prerogativas 
que señala al rey la Constitución le corresponda: 

1.° Espedir para la ejecución de las leyes los decre­
tos, reglamentos é instrucciones que sean necesarias. L i ­
teral se ha tomado esta disposición de la facultad 1 . a del 
artículo 171 de la Constitución de 1812 , y se encuentra 
también consignada en el artículo 2 9 del Proyecto de 
Constitución de Isturiz. 

2.° Cuidar de la recta y pronta administración de jus­
ticia. Al pie de la letra concuerda esta prerogativa con la 
2 . a del artículo 171 de la Constitución de 1 8 1 2 . 

3.° Indultar á los delincuentes con arreglo á las leyes. 
Tan fielmente como las dos anteriores ha sido tomada esta 
disposición de la facultad 13 del artículo 171 de la Cons­
titución de 1 8 1 2 , y se halla también en el 3 2 del Proyec­
to de Isturiz. 

4.° Declarar la guerra y hacer y ratificar la paz, dan­
do después á las cortes cuenta documentada. Sin la menor 
variación se ha copiado esta prerogativa de la 3 . a del ar­
tículo 171 de la Constitución de 1 8 1 2 , y en el 2 9 del 
Proyecto de Isturiz se concede al rey este derecho sin n e ­
cesidad de que dé cuenta ninguna á las cortes. 

5.° Disponer de la fuerza armada y hacer su distri­
bución. Literalmente concuerda esta prerogativa con la 9 . a 

del artículo 171 de la Constitución de 1812 . 
6.° Dirigir las relaciones diplomáticas y comerciales. 

Fielmente se ha copiado esta disposición de la primera par­
te de la facultad 10 del artículo 171 de la Constitución 
de 1 8 1 2 . 

7.° Cuidar de la fabricación de la moneda en la cual 
se pondrá su nombre y busto. Es copia esta prerogativa de 



la 11 del artículo 171 de la Constitución de 1 8 1 2 . 
8.° Decretar la inversión de los fondos destinados á 

los diferentes ramos de la administración. Lo mismo sin la 
menor diferencia se decia en la facultad 12 del artículo 
171 de la Constitución de 1 8 1 2 . 

9 . a Nombrar todos los empleados y conceder con ar ­
reglo á las leyes honores y distinciones de todas clases. 
Esta prerogativa se comprehendía en las 4 . a , 5 . a y 7 . a del 
arlículo 171 de la Constitución de 1812 , con la diferen­
cia de que según aquella el rey nombraba los magistrados 
de todos los tribunales á propuesta del consejo de estado: 
en el artículo 2 9 del Proyecto de Constitución de Isturiz 
se dan también al monarca estas facultades. 

10 Nombrar y separar sus ministros. Concedíase al rey 
esta prerogativa en la 16 del arlículo 171 de la Constitu­
ción de 1812 , y en el 2 9 del Proyecto de Isturiz. 

El artículo 4 8 dice, que el rey necesita estar autorizado 
por una ley especial: 

1.° Para permutar, ceder ó enagenar cualquiera parle 
del territorio español. Se le restringuía al rey su autoridad 
en este punto en la restricción 4 . a del artículo 172 de la 
Constitución de 1 8 1 2 . 

2.° Para admitir en el reino tropas eslrangeras. Las 
cortes se reservaron esta facultad en la 8 . a del artículo 
131 de la Constitución de 1 8 1 2 . 

3.° Para ratificar los tratados de alianza ofensiva, los que 
estipulen dar subsidios á alguna potencia estrangera, y los 
especiales de comercio. En la facultad 7 . a del arlículo 131 
y en las restricciones 5 . a y 6 . a del 1 7 2 de la Constitución 
de 1 8 1 2 se sancionó esta disposición. 

4.° Para ausentarse del reino. Nos parece que los au­
tores de la Constitución de 1 8 3 7 obraron con tino y con 
prudencia en suprimir en esta 4 . a restricción la pena de 
entenderse que abdica la corona el rey que sin consenti­
miento de las cortes se ausentase del reino, pues como ya 



tenemos dicho en el párrafo 4.° de la sección 2 . a del t í ­
tulo 13 , disposiciones como la restricción 2 . a del artículo 
172 de la Constitución de 1 8 1 2 que e sa la que aludimos, 
se adoptan con ligereza, nunca se hacen efectivas y solo 
sirven para que los reyes miren de reojo á los gobiernos 
representativos. 

5.° Para contraer matrimonio y permitir que lo con­
traigan las personas que siendo subditos suyos estén lla­
madas á subceder en la corona. También en el presente ca­
so procedieron los autores de la Constitución vigente con 
mas cautela que los de la de 1 8 1 2 , pues aquella no solo 
obliga al rey y personas llamadas á subceder en el trono á 
obtener el previo consentimiento de las cortes para con­
traer matrimonio, sino que les amenaza con la pérdida de 
la corona y derechos de subceder en ella, en la restricción 
12 del artículo 1 7 2 y en el artículo 2 0 8 . 

6.° Para abdicar la corona en el subcesor inmediato. 
En la segunda parte de la restricción 3 . a del artículo 1 7 2 
de la Constitución de 1 8 1 2 se ecsigía igualmente el con­
sentimiento de las cortes en caso de abdicación. 

Y el artículo 4 9 ordena, que la dotación del rey y su 
familia se lije al principio de cada reinado por las cortes. 
E n este artículo se comprehende todo lo que sobre este 
asunto es necesario, porque el descender á detalles y mi ­
nuciosidades como se hizo en el capítulo 5.° del título 4.° 
de la Constitución de 1 8 1 2 , es impropio de una ley fun­
damental según ya tenemos indicado en el párrafo 4.° de 
la sección 2 . a del título 1 3 . Por lo demás en los artículos 
5 4 y 5 5 del Proyecto de Constitución de Isturiz se dice 
lo mismo que en el que analizamos con muy leves varia­
ciones. 



§• VII. 

Análisis del título 7.° 

De la subcesion de la corona. 

Desde el artículo 50 hasta el 5 3 ambos inclusive se tra­
ta del orden de subccder en la corona, y se establece, que 
la reina lcgí'ima de España es Doña Isabel II: que la sub­
cesion en el trono sea según el orden regular de primo-
genitura y representación, prefiriéndose la línea anterior á 
las posteriores, en la misma línea el grado mas próesimo 
al mas remolo; en el mismo grado el varón á la hembra, y 
en el mismo secso la mayor edad: que estinguidas las líneas 
dolos descendientes legítimos de Doña Isabel II, subcedan 
su hermana y los tios hermanos de su padre así varones 
como hembras y sus legítimos descendientes, si no estu­
viesen excluidos: que si llegaren á estinguirse todas las lí­
neas señaladas, las cortes harán nuevos llamamientos como 
mas á la nación convenga. 

La ley de subcesion ha sido siempre la primera y mas 
principal de las leyes fundamentales españolas. Los auto­
res del Estatuto Real y del Proyecto de Constitución de I s ­
turiz nada digeron, sin embargo, sobre tan importante ma­
teria. Los de la Constitución que ecsaminamos llenaron, em­
pero, este vacío tomando sus determinaciones del capitulo 
2.°, del título de la Constitución de 1812 , que son con­
formes á las leyes de Partida. Mas como las leyes que han 
arreglado los derechos de subcesion del trono no han sido 
siempre las mismas, reasumiremos aquí lo que sobre tan in­
teresante asunto tenemos ya dicho en los títulos 1, 9, 1 1 , 
12 y 13: copando antes de todo, á fin de facilitar á nucs-



tros lectores cuantas noticias nos sea dable, lo que el se­
ñor conde de Toreno asevera en su Historia, hablando 
del título 4.° tle la Constitución de 1 8 1 2 . 

« Se reservó para tratar en secreto, dice, el punto de la 
sucesión á la corona. Decidieron las cortes cuando llegó al 
caso que aquella se verificaría por el orden regular de pri-
mogenitura y representación entre los descendientes legíti­
mos varones y hembras de la dinastía de Borbon reinante. 
Tal había sido casi siempre la antigua costumbre en los 
diversos reinos de España. En León y Castilla autorizóla 
la ley de partida; y antes nunca habia padecido alteración 
alguna, empuñando por eso ambos cetros Fernando I, y 
luego Fernando III el Santo: tampoco en Navarra en don­
de se contaron multiplicados casos de reinas propietarias, 
y á la misma costumbre se debió la unión de Aragón 
y Cataluña en tiempo de Doña Petronila, hija de Don Ra­
miro el Mongo. Bien es verdad que allí hubo algunas va­
riaciones, especialmente en los reinados de Don Jaime el 
Conquistador y de Don Pedro IV, el Ceremonioso, no ci-
ñendo en su consecuencia la corona las hijas de Don Juan 
el I sucesor de éste; la cual pasó á las sienes de Don 
Martin su hernano. Pero recobró fuerza en tiempo de los 
reyes católicos, ya al reconocer por heredero al malogrado 
Don Miguel su nieto, príncipe destinado á colocarse en los 
solios de toda la Península, incluso Portugal; ya al suceder 
en los de España Doña Juana, la Loca, y su hijo Don Car­
los. Por la misma regla ocupó también el trono Felipe V 
de Borbon, quien sin necesidad trató de alterar la antigua 
ley y costumbre y las disposiciones de los reyes Don Fer­
nando y Doña Isabel, y de introducir la ley sálica de Fran­
cia. Hízolo así hasta cierto punto, pero bastante á las ca­
lladas y con mucha informalidad y oposición, según refiere 
el Marques de San Felipe. En las corles de 1781) venti­
lóse también el negocio y se revocó la anlcrior decisión: 
mas muy en secreto. Las cortes poniendo ahora en vigor 



la primitiva ley y costumbre, en nada chocaban con la opi­
nión nacional, y asi fue que en el seno de ellas obraron 
en el asunto de acuerdo los diversos partidos que las com­
ponían, mostrando mayor ardor el opuesto á reformas. » 

Dedúcese de lo que dice Toreno y de lo que nosotros 
referimos en los cuatro títulos que arriba hemos citado, 
que en su origen fue electiva la corona de España: que 
esta elección se hacía en los concilios ó cortes de aquellos 
tiempos: que después se hizo hereditaria subcediendo en el 
trono los parientes mas prócsiir.os del rey difunto, pero sin 
derecho de representación, pues los tios y tias escluian á 
los sobrinos aunque fueran hijos de sus hermanos mayores 
y primogénitos: que la ley de Partida derogó en esta par­
te la constitución gótica, estableciendo el derecho de r e ­
presentación: que Felipe V trató de abolir la ley de Part i­
da para reemplazarla con la sálica de Francia: que la ley 
de Felipe V, aunque nunca estuvo vigente se anuló en las 
Corles de 1789 , restableciéndose la de Partida: que apesar 
de esto, bien fuera por descuido ó por mala fe, Reguera 
Raldelomar incluyó en la Novísima Recopilación la ley de 
Felipe V: que en la Constitución de 1 8 1 2 se sancionó el 
derecho de suceder en la corona, por el orden regular de 
primogenitura y representación, según se disponía en el 
código Alfonsino: que Fernando Vil restableció por prag­
mática-sanción de 1 8 3 0 la antigua ley de Partida: y final­
mente que en la Constitución que ahora analizamos se es­
tableció el mismo orden de suceder por derecho de pri­
mogenitura y representación que está vigente en España, 
desde que se promulgó el famoso código de las Siete Par­
tidas. 

El arlículo 5 4 dice: « Las Cortes deberán excluir dé la 
subcesion aquellas personas que sean incapaces para gober­
nar, ó hayan hecho cosa, porque merezcan perder el dere­
cho á la Corona. » Ya dejamos sentada nuestra opinión 
sobre esle punto en el párrafo í . ° de la sección 2 . a del t í-



tulo 13 al acsaminar el artículo 181 de la Constitución 
de 1812 , el cual concuerda literalmente con el que nos ocu­
pa. Repetimos sin embargo que esta disposición es vaga, in-
injusta, contraditoria é impolítica: vaga, porque no se espre­
san las causas que incapacitan al rey para el gobierno, ni las 
cosas porque merece perder la corona: injusta, porque ha­
biéndose sancionado en el artículo 9.° de esta misma Consti­
tución que ningún español puede ser juzgado ni sentenciado 
sino por juez ó tribunal competente, en virtud de leyes an­
teriores al delito y en la forma que estas prescriban; se 
priva de tan justa garantía, á los que tengan derecho á sub­
ceder en la corona, pues se autoriza á las cortes para 
que sin ser tribunal competente, ni atenerse á ley, ni tra­
mitación alguna, despojen á los individuos de la real fami­
lia de los derechos mas grandes y codiciados del mundo, 
y que se merecen cuando menos iguales consideraciones 
que los mas pequeños del último» de los españoles: con­
tradictoria, porque reconociéndose en el artículo 4 4 la in­
violabilidad del monarca, se le supone responsable si hace 
no sabemos que cosas, y llega la tal responsabilidad nada 
menos que ha perder la corona: é impolítica, porque deter­
minaciones de esta especie sirven solo para que las testas 
coronadas sean enemigas de las constituciones que las con­
tienen. Por lo demás nosotros convenimos con los autores 
de la Constitución que analizamos, en que los príncipes 
deberán ser privados de la subcesion del trono en ciertos 
casos, pero queremos que estos casos se espresen en la 
constitución, y que se designe de antemano el tribunal que 
los ha de juzgar y los trámites que se han de observar en 
estas causas: en íin, que se permita á los príncipes la na­
tural y legítima defensa, que preceda un proceso legal 
completo y solemne á sentencias de tamaño interés é im­
portancia: empero sentado el principio de que el rey es 
inviolable, no concebimos que pueda ser destronado legal­
mente; v para que se declare si se ha incapacitado ó no 
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para gobernar, debe decirse antes en la Constitución, cua­
les son las causas de incapacidad y como se han de hacer 
constar estas; pues el autorizar á las cortes para que atre­
pellando por todo obren según su placer como se hace en 
este artículo, es reconocer la omnipotencia parlamentaria; 
y nosotros juzgamos que la ley, y solo la ley debe colocar­
se sobre las corles, y sobre el mismo trono. 

El artículo 5 5 prohibe que los maridos de las reinas 
propietarias lengan parte en el gobierno. Inútil es este ar­
tículo que concuerda con el 184 de la constitución de 
1 8 1 2 , porque los maridos de las reinas egercerán siempre 
un grande influjo de hecho en los negocios públicos, pues 
la calidad de reinas no las hace perder la de mugeres, por 
lo que creemos que fuera mejor darles participación legal 
en el gobierno mientras no se disolviese el vínculo conyu­
gal. Y ademas, ¿ porque temer el influjo de los maridos 
de las reinas cuando eslas no pueden elegirlos sin contar 
con la aprobación de las cortes ? 

§ viii. 

Análisis del título 8.°. 

De la menor edad del rey y de la regencia. 

El artículo 56 dice, que hasta cumplir catorce años es 
el rey menor de edad. Ya tenemos indicado repelidas ve­
ces que las minorías de los revés han sido siempre fatales 
y turbulentas, por lo que conviene abreviarlas cuanto sea 
posible. Por lo tanto preferimos esle artículo al 1S5 de la 
Constitución de 1812 , que lijaba la mayor edad á los 18 
años cumplidos, y al 3 3 del Proyecto de Constitución de 
Isturiz, el cual la prolongaba hasta los 20 y solo concedía 



que las cortes por causas graves, habilitasen al rey menor á 
los 18 años, para el gobierno. La esperiencia ha demos­
trado la verdad de nuestro juicio, pues á pesar de ser tan 
corto el tiempo de la minoría señalado en este artículo, las 
cortes declararon mayor de edad á la reina Isabel II, once 
meses antes que cumpliera catorce años, como dijimos en 
la sección 3 . a del título 1 2 . 

El artículo 57 ordena, que cuando se imposibilite el rey 
para egercer su autoridad, ó vacare la corona siendo el 
inmediato subcesor de menor edad, nombren las cortes una 
regencia de una, tres ó cinco personas para el gobierno 
del reino. Lo mismo se disponía en los artículos 186, 1 8 7 
y 1 9 2 de la Constitución de 1812 , con la diferencia de 
que la regencia se había de componer de tres ó cinco per­
sonas. El Proyecto de Constitución de Isturiz trató también 
de esta materia en los artículos 3 5 , 3 6 , 3 7 y 38 , pero en 
ellos no se concedía á las cortes la facultad de nombrar la 
regencia que debía ser compuesta de tres personas, sino 
en el caso de no haber regentes legítimos, que lo eran la 
reina viuda y demás parientes varones del rey menor, has­
ta el 4.° grado civil. El artículo que ecsaminamos es tan 
vago como lo eran los que acabamos de citar de la Consti­
tución de 1 8 1 2 y Proyecto de Isturiz, pues que en ningu­
no se esplican las causas que imposibilitan al rey para 
egercer su autoridad. Censurable es semejante silencio y 
mucho mas si se atiende á que la historia nos enseña los 
peligros que pueden correr las cortes, y los desaciertos en 
que pueden incurrir por esta falta, porque nadie ignora 
que por negarse Fernando VII á salir de Sevilla, presentó 
en el mes de junio de 1 8 2 3 Don Antonio Alcalá Galiano, 
á las cortes y que estas aprobaron la disparatada proposición 
siguiente. « Pido á las corles que en vista de la negativa de 
S. M. á poner en salvo su real persona y familia, se declare 
que es llegado el caso de considerar á S. Jé. en en el impe­
dimento moral señalado en el artículo 187 de la Constitu-



Cion, y que se nombre una regencia provisional, que para 
el solo caso de la traslación reúna las facultades del poder 
egeculivo. » Juzgamos también, que hubiera sido conve­
niente que en el título que analizamos se hubiese dado ca­
bida al artículo 188 de la Constitución de 1812 , el cual 
dice que «Si el impedimento del Rey pasare de dos años 
y el subcesor fuere mayor de diez y ocho, las Cortes po­
drán nombrarle Regente del reino en lugar de la regencia.» 

El artículo 5 8 establece, que mientras que las corles 
nombren la regencia, gobiernen el reino provisionalmente 
el padre ó la madre del rey menor, si los tuviere y si no 
el consejo de ministros. En los artículos 189 y 190 de la 
Constitución de 1812 se dice que la regencia provisional 
6 C componga de dos consejeros, dos diputados de la di­
putación permanente, y de la reina madre si la hubiere, la 
que la presidirá, pero nada se dice del padre del rey m e ­
nor; y en el artículo 3 8 del Proyecto de Constitución de 
Isturiz se ordena, que á falta de regentes legítimos lo sean 
provisionales el consejo de ministros, con otro tanto número 
menos uno de individuos del consejo de estado, ó supre­
mo, ó de los tribunales supremos. 

El artículo 5 9 manda, que la regencia egerza toda la 
autoridad real, y que los actos del gobierno se publiquen 
en nombre del rey. La Constitución de 1 8 1 2 no confería 
tan amplias facultades á la regencia, pues si era provisio­
nal no podía despachar mas que los negocios urgentes, ni 
remover, ni nombrar empleados sino interinamente, según 
el artículo 1 9 1 ; y si propietaria el 195 le ordenaba ejercer 
su autoridad en los términos que lo estimasen las corles; 
pero concuerda con el presente el artículo 197 que dice: 
«Todos los actos de la regencia se publicarán en nombre 
del Rey». Por lo demás también eu el artículo 3 5 del Pro­
yecto de Isturiz se autorizaba á la regencia para que eger-
ciera todas las facultades y prcrogative.s de la corona. 

Y el artículo 00 dice, que sea tutor del rey menor el 



nombrado en testamento por el rey difunto, con tal que sea 
español de nacimiento: que sino hubiese tutor testamenta­
rio lo sea el padre ó la madre mientras permanezcan viu­
dos: y que en su defecto le nombrarán las cortes; pero que 
solamente el padre y la madre podrán egercer á un tiempo 
los cargos de regente y de tutor. Lo mismo con muy cor­
ta diferencia se establecía en el artículo 198 de la Consti­
tución de 1812 , pues allí nada se decía del padre del rey 
menor, ni de que fueran incompatibles en ciertos casos, 
los cargos de tutor y regente á un mismo tiempo, pues 
no admitiendo regencia de un número menor que de tres 
personas no había necesidad de tales precauciones. Tam­
bién en el artículo 3 7 del Proyecto de Constitución de I s ­
turiz se disponía que á escepcion de la reina viuda no pu­
diera obtener un individuo los caracteres de regente y de 
tutor á un mismo tiempo. 

§• ix. 

Análisis del titulo 9.° 

De los ministros. 

El artículo 61 ordena, que deberá ser firmado por el 
ministro á quien corresponda, cuanto el rey dispusiere en 
el ejercicio de su autoridad, y que ningún funcionario pú­
blico dé cumplimiento á lo que de este requisito carezca. 
Concuerda esta disposición con el artículo 2 2 5 de la 
Constitución de 1812 , y el 39 del Proyecto de Constitu­
ción de Isturiz. 

Y el artículo 68 establece, que puedan ser diputados ó 
senadores, los ministros y tomar parte en las discusiones 



de ambos cuerpos colegisladores; pero que solo en aquel de 
que formen parte tendrán derecbo á votar. Esto mismo se 
disponía en los artículos 41 y 4 2 del Proyecto de Constitu­
ción de Isturiz; pero en el 9 5 de la Constitución de 1 8 1 2 
se prohibía ser diputados á cortes á los secretarios del des­
pacho, y en 125 de la misma se decía que, « en los ca­
sos en que los secretarios del Despacho hagan á las Corles 
algunas propuestas á nombre del Rey, asistirán á las dis­
cusiones cuando y del modo que las Cortes determinen y 
hablarán en ellas; pero no podrán estar presentes á la vo­
tación. » 

§. x. 

Análisis del titulo 10-

Del poder judicial. 

El artículo 6 3 manda, que á los juzgados y tribunales 
pertcneza eselusivamente la potestad de aplicar las leyes en 
los juicios civiles y criminales; y que no puedan ejercer 
otras funciones que las de juzgar y hacer que lo juzgado 
se ejecute. Iguales facultades y con las mismas limitacio­
nes señalaban al poder judicial los artículos 2 4 2 y 2 4 5 de 
la Conslitucion de 1812 , y el 10 del Proyecto de Isturiz. 

El artículo 6 4 dice, que pertenece á las leyes determinar 
el número y organización de los tribunales y juzgados, sus 
facultades y el modo de ejercerlas. Está en armonía esta 
disposición con el arlículo 46 del Proyecto de Constitu­
ción de Isturiz, y los autores de la que ecsaminamos huye­
ron prudentemente del defecto, en que los de la Constitu­
ción de 1812 incurrieron, empleando todo el título 5.° en 
tratar de los tribunales y su organización, y de la adminis-



tracion de justicia en lo civil y criminal materias impro­
pias de la ley fundamental. 

El artículo 6 5 ordena, que sean públicos los juicios en 
materias criminales. El artículo 3 0 2 de la Constitución de 
1 8 1 2 decía que la publicidad en negocios criminales co­
menzara desde la confesión, y el 47 del Proyecto de Istu­
riz, que « todo juicio se hará en público, escepto en los ca­
sos en que pueda padecer la moral. » 

El artículo 66 establece, que no sea depuesto de su des­
tino ningún magistrado, ni juez temporal ni perpetuamen­
te, sino por sentencia ejecutoriada; ni tampoco suspendido 
sino por auto judicial, ó en virtud de orden del rey, cuan­
do le mande juzgar por el tribunal competente por funda­
dos motivos. La inamovilidad judicial que en el presente 
artículo se sanciona, lo había sido en iguales términos en 
los artículos 2 5 2 y 2 5 3 de la Constitución de 1812 , y 
también en el 4 4 del Proyecto de Isturiz, con la diferencia 
de que en este último, podían los jueces ser depuestos y 
suspendidos, « en el caso de que ambos estamentos acuer­
den, voten y dirijan una petición al Rey para que suspen­
da ó deponga á uno ó mas jueces, espresando individual­
mente sus personas. » 

El artículo 6 7 manda, que los jueces sean personalmente 
responsables, de toda infracción de ley que cometan. Este 
artículo establece la responsabilidad judicial, la cual se ha­
bía también sancionado en el 2 5 4 de la Constitución 
de 1 8 1 2 . 

Y el 6 8 dice, que se administre la justicia en nombre del 
rey. Lo mismo se disponía en el artículo 2 5 7 de la Cons­
titución de 1812 , y en el 4 3 del Proyecto de Isturiz; y 
aunque algunos publicistas quieren que la justicia se admi­
nistre no á nombre del rey sino de la ley que es de don­
de emana, creemos nosotros que esta es una de las infini­
tas cuestiones de palabras, que á nada conducen, pues con 
tal que la justicia sea administrada con pureza, rectitud, 



economía y prontitud, es del todo indiferente que esto se 
haga en nombre de la ley ó del monarca. 

$• XI . 

Análisis del título XI . 

De las diputaciones provinciales y ayuntamientos. 

El título 11 se compone de los artículos 6 9 , 7 0 y 7 1 
los cuales ordenan, que en cada provincia haya una dipu­
tación nombrada por los mismos electores que los diputa­
dos á cortes: que en los pueblos haya ayuntamientos nom­
brados por los vecinos, á quienes la ley conceda este de­
recho: y que las leyes determinarán la organización y fun­
ciones de dichas corporaciones. 

Los autores de la Constitución que analizamos supieron 
descartar del presente título el fárrago que en el 6.° de la 
de 1 8 1 2 criticamos, pero sin pasar por eso al eslremo 
opuesto de un laconismo ecsajerado, como lo verificaron 
los que redactaron el Proyecto de Constitución de Isturiz, 
pues solo dicen en el artículo 4 9 , que es el único del t í ­
tulo 10, que, « las diputaciones provinciales y ayuntamien­
tos serán nombrados por elección popular según las leyes 
que se dictaren sobre este punto. » Nos parece sin embar­
go, que no hubiera estado de mas el que aunque no se 
hubiese tratado de los gobiernos políticos en el presente 
título, con la estension que se verificó en el capítulo 2.° 
del título 6.° de la Constitución de 1812 , se hubiera h e ­
cho siquiera mención de ellos, porque bien se merecen si 
se considera la importancia y grandes atribuciones que 
ejercen en la administración de los pueblos y provincias. 



§ . XI I . 

Análisis del título 12 , 

De las contribuciones. 

El título 12 se compone de los artículos 7 2 hasta el 
7 5 ambos inclusive y establece, que todos los años presen­
te el gobierno á las cortes el presupuesto general de gas­
tos para el siguiente y el plan de contribuciones y medios 
para llenarlos, y también las cuentas de la recaudación é 
inversión de los caudales públicos para que las ecsaminan 
y aprueben: que no se imponga ni cobre contribución ni 
arbitrio, que no haya sido aprobado por la ley de presu­
puestos ú otra especial: que tampoco se disponga sin igua­
les requisitos de las propiedades del estado, ni se tomen 
caudales á préstamo sobre el crédito de la nación: y que 
ésta garantiza la deuda pública. 

También en este título acertaron los autores de la Cons­
titución vijente, huyendo de las minuciosidades y detalles 
que los de la de 1 8 1 2 estamparon en su título 7.°, sin in­
currir en el laconismo que usaron los del Estatuto Real 
en los artículos 34 , 3 5 y 3 6 y los del Proyecto de Cons­
titución de Isturiz en el 5 3 . Todos van, empero, acordes 
en que no pueden ecsigirse por el gobierno contribuciones 
ni tributos que no hayan sido previamente volados y apro­
bados por las cortes, que es la base principal del título 
que ecsaminamos. 
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§• XIII. 

Análisis del titulo 1 3 , y artículos adicionales. 

De la fuerza militar nacional. 

De dos solos artículos consta el título 13 y último dé l a 
Constitución que nos ocupa, y son el 76 y 7 7 . El prime­
ro que está en armonía con los artículos 3 5 7 y 3 5 8 de la 
Constitución de 1 8 1 2 y con el 5 2 del Proyecto de Istu­
riz, manda, que las cortes fijen todos los años, á propuesta 
del rey la fuerza militar permanente de mar y tierra. Y el 
segundo que también concuerda con los artículos 3 6 2 , 
3 6 3 y 3 6 5 de la Constitución de 1 8 1 2 y en parte con el 
5 1 del Proyecto de Isturiz, dice que en cada provincia 
haya cuerpos de milicia nacional, organizados con arreglo 
á una ley especial, y que el rey en caso necesario podrá 
disponer de esta fuerza dentro de la respectiva provincia; 
pero no sacarla fuera de ella sin autorización de las cortes. 

Artículos adicionales. 

El 1.° ordena que las leyes determinen la época y el 
modo de establecer el juicio por jurados para toda clase 
de delitos. Esto mismo se dispuso en el artículo 3 0 7 de 
la Constitución cíe 1812 , lo cual prueba que tanto los le­
gisladores de 1 8 1 2 como los de 1 8 3 7 conocían la esce-
lencia del jurado, pero creían también, que la nación e s ­
pañola no se hallaba dispuesta á recibir esta institución en 
los momentos que unos y otros legislaban. Este es hoy 
uno de los puntos que con mas ardor se debaten en E s -



paña, pero que no podemos detenernos á ecsamínar; aun­
que según parece la comisión nombrada para la redacción 
de los nuevos Códigos, no cree que sea oportuno hacer 
todavía en nuestra legislación esta innovación importante. 

El 2.° establece que las provincias de ultramar se g o ­
biernen por leyes especiales, cuya disposición es contraria 
á la Constitución de 1 8 1 2 que era común para todos los 
dominios de España. Si nosotros conociéramos el estado 
en que las provincias de ultramar se encuentran, daríamos 
nuestro insignificante dictamen sobre este punto con la 
franqueza y buena fe que acostumbramos, pero como ca­
recemos de los datos necesarios, nos abstenemos de hacerlo. 

§• XIV. 

Juicio y autoridad* 

La Constitución de 1 8 3 7 contiene á nuestros ojos algu­
nos defectos y lunares, según lo hemos indicado en los 
párrafos anteriores, siendo acaso el mas notable el que no 
se dijera en ella el modo con que debía proccderse en las 
variaciones y reformas, que el tiempo reclamase como ne ­
cesarias. Los autores de la Constitución de 1 8 1 2 fueron 
mas cautos en este punto, pues en su título 10 y último 
trataron estensamentc sobre el modo de observarla y hacer 
en ella variaciones. Pueda ser que no esté lejos el dia en 
que los españoles conozcan, cuan útil y hasta necesario es, 
el establecer en la Constitución los requisitos indipensa-
bles con que debe ser correjida y enmendada. 

La Constitución que nos ocupa es sin embargo no solo 
la mas perfecta y acabada de las que se han publicado y 
proyectado en España, sino también mas cscelente que al­
gunas de las constituciones estranjeras. Nos parece haber 
demostrado lo primero en los títulos 13 , 15 y el presente, 



y Don Joaquín María Sánchez de Fuentes hizo conocer lo 
segundo en el razonado Ecsámen comparativo de las cons­
tituciones francesa y española, que publicó en el Boletín de 
jurisprudencia y legislación. Las principales diferencias que 
se notan entre la Constitución de 1 8 1 2 y la de 1 8 3 7 
son las que siguen. 

1 . a La de 1812 era común y general para todos los 
dominios de España y la de 1837 dice, que las provincias 
de ultramar se gobernarán por leyes especiales. 

2 . a La de 1 8 1 2 no tenía mas que una sola cámara y 
la de 1 8 3 7 tiene dos. 

3 . a E n la de 1 8 1 2 se establecía una diputación per­
manente de diputados á cortes y no en la de 1 8 3 7 . 

4 . a Las cortes tenían señalado cierto plazo para deli­
berar en la de 1 8 1 2 y no lo tienen en la de 1 8 3 7 . 

5 . a No podían las cortes ser suspendidas ni disueltas 
por la de 1 8 1 2 y lo pueden por la de 1 8 3 7 . 

6 . a El veto ó sanción real era limitado por la de 1 8 1 2 
y es absoluto por la de 1 8 3 7 . 

7 . a La de 1 8 1 2 establecía un consejo de estado y no 
la de 1 8 3 7 . 

8 . a La de 1 8 1 2 está plagada de disposiciones que 
pertenecen á las diferentes leyes orgánicas y códigos lega­
les, y la de 1 8 3 7 solo contiene aquellas que constituyen 
el derecho público español. 

9 . a La de 1 8 1 2 concedía á los diputados sueldos y 
privilegios, mientras durasen sus encargos y no la de 1 8 3 7 . 

10 . La de 1 8 1 2 espresaba los trámites y solemnida­
des con que en ella habían de hacerse modificaciones, y 
nada dice sobre tan importante materia la de 1 8 3 7 . 

La Constitución que nos ocupa se promulgó el dia 18 
de junio de 1837 , después de haber sido aceptada por la 
reina gobernadora en nombre de su hija la reina Isabel II, 
y es la que rije en la actualidad en España, sin que hasta 
la mayoría de Isabel II, que es donde concluye nuestro 



Análisis histórico-crítico de la legislación española, se h u ­
biese hecho en ella la menor novedad, ni innovación. 

Esta Constitución, empero; no puede tener esaclo cum­
plimiento, mientras que no se publiquen la ley de impren­
ta, los códigos tantas veces prometidos, las leyes de r e s ­
ponsabilidad ministerial, de diputaciones provinciales, de 
ayuntamientos, milicias nacionales y otras: mientras que, 
no se reforme el vicioso sistema tributario: en una palabra, 
mientras que, no se rejenere completamente nuestra em­
brollada y caduca legislación en todos y cada uno de sus 
diversos ramos. 

SECCIÓN 2.* 

Ley electoral de 1 8 3 7 . 

Compónese esta ley de 5 9 artículos que forman 5 ca­
pítulos. Dice el capítulo 1.° que todas las provincias nom­
brarán un diputado por cada cincuenta mil almas y pro­
pondrán tres candidatos para el senado por cada ochenta y 
cinco mil; y esplica lo que ha de hacerse cuando resulte 
algún esceso de población, como se han de renovar los 
senadores por terceras partes, que número de suplentes de 
diputados nombrará cada provincia, y en que casos toma­
rán estos asiento en el congreso. 

Ordena el capítulo 2.° que sean electores en cada p r o ­
vincia, los españoles mayores de 2 5 años domiciliados en 
ella, que tengan al tiempo de hacer ó rectificar las listas y 
un año antes las calidades siguientes: 1.A Pagar anualmen­
te doscientos reales por lo menos de contribuciones direc­
tas, inclusas las de cuota fija. 2 . a Tener una renta líquida 
anual que no baje de mil quinientos reales, procedente de 
predios propios rústicos ó urbanos, ó de ganados de cual­
quiera especie, ó de establecimientos de caza y pesca, ó de 



cualquiera profesión para cuyo ejercicio ecsijan las leyes 
estudios y ecsámenes preliminares. 3 . a Tener una yunta 
propia destinada esclusivamente al cultivo de las tierras de 
su propiedad. 4 . a Pagar en calidad de arrendatario ó apar­
cero una cantidad en dinero ó frutos, que no baje de tres 
mil reales al año, bien sea por tierras que aproveche ó 
cultive inclusos los artefactos y edificios destinados al be­
neficio de las mismas y sus productos, bien sea por cual­
quiera especie de ganados, ó por establecimientos de pes­
ca ó caza que beneficie. 5 . a Tener dos yuntas propias des­
tinadas á labrar sus propias tierras, ó las que siendo de 
propiedad agena se tengan en arriendo ó aparcería. 6 . a Habi­
tar una casa ó cuarto destinado esclusivamente para sí 
y su familia, que valga al menos dos mil quinientos reales 
de alquiler en Madrid, mil quinientos en los demás pueblos 
que pasen de cincuenta mil almas, mil en los que esceden 
de veinte mil y cuatro cientos en lodos los demás de la na­
ción. Se esplica también en esle capítulo el modo de com­
probar las referidas calidades, y lo que ha de hacerse cuan­
do no haya en cada provincia al menos trescientos electo­
res que reúnan estos requisitos: y concluye espresando que 
no puedan ser electores, aunque por otra parte tengan ca­
pacidad: 1.° Los que hallándose procesados criminalmente 
hubiese recaído contra ellos auto de prisión. 2.° Los que 
por sentencia legal hayan sufrido penas corporales aflictivas 
ó infamatorias sin haber obtenido rehabilitación. 3.° Los 
que por incapacidad moral ó física estuviesen bajo interdic­
ción judicial. 4.° Los que estén en quiebra ó fallidos, ó en 
suspensión de pagos, ó con los bienes intervenidos. 5.° Los 
deudores á los caudales públicos como segundos con­
tribuyentes. 

Los capítulos 3.° y 4.° establecen el modo de formarse 
las listas electorales y hacerse las elecciones. Y el 5.° y 
último enumera las calidades necesarias para ser diputado 
ó senador diciendo, que los diputados podrán ser elejidos 



senadores, pero no estos diputados: que si una persona fue­
se elejida para ambos cargos sin tener para los dos las ca­
lidades necesarias, podrá desempeñar aquel para el que las 
tenga: que todos los españoles que reúnan las calidades 
precisas podrán ser senadores ó diputados por cualquiera 
provincia: que no podrán ser elejidos para diputados ni s e ­
nadores: 1,° Los gefes de la casa real en ninguna provin­
cia de la monarquía. 2.° Los capitanes generales y coman­
dantes generales de provincia; los regentes, magistrados y 
fiscales de las audiencias; los gefes políticos y sus secreta­
rios, y los contadores, tesoreros y administradores de r en ­
tas de las provincias en las que tienen su residencia. 3.° Los 
ministros, los magistrados de los tribunales supremos, 
los directores generales de todos los ramos de la adminis­
tración, los oficiales de las secretarías del despacho, todos 
los empleados en oficinas generales de la corte que disfru­
tan igual sueldo ó mayor que los comprehendidos en el nú­
mero anterior, y los empleados en la casa real en la p r o ­
vincia de Madrid. 4-.° Los jueces de 1.A instancia en los 
distritos electorales que correspondan en todo ó en parte á 
los partidos judiciales en que egerzan su jurisdicción. 

Dice también, que para ser senador se requiere ademas 
poseer una renta propia ó un sueldo que no baje de trein­
ta mil reales anuales, ó pagar tres mil de contribución por 
subsidio de comercio: que no puedan ser propuestos para 
senadores por las provincias que correspondan en todo ó en 
parte á sus respectivas diócesis, los arzobispos, obispos pro­
visores y vicarios generales: que tanto el cargo de senador 
como el de diputado sea gratuito y voluntario, pudiendo 
renunciarse aun después de empezado á egercer: y que si 
un mismo individuo fuese elegido diputado por diferentes 
provincias optará por la que le plazca ante el congreso, 
siendo las otras reemplazadas por los suplentes si los hu­
biere, y sino por segundas elecciones. Nos abstenemos de 
tratar por carecer de interés, del artículo transitorio que se 



refiere á las provincias Vascongadas y Navarra por el esta» 
do de guerra en que entonces se encontraban, y de los 
modelos y estado que acompañan á esta ley. 

Son viciosas según nuestra pobre opinión las dos prin­
cipales bases en que se funda esta ley electoral, pues ya te­
nemos dicho eme preferiríamos la elección indirecta y por 
distritos á la directa y por provincias que es la que en ella 
se establece; y la esperiencia nos ha demostrado en el tiem­
po que llevamos de gobierno representativo en España, 
cuan funesto es el que las cortes se compongan sino en su 
totalidad al menos en su mayoría de empleados y funcio­
narios públicos que por necesidad tienen que depender y 
dependen del gobierno. Con una ley electoral, empero, co­
mo la que nos ocupa, sucederá esto siempre y necesaria­
mente. Nosotros preferimos la elección indirecta á la d i ­
recta, porque juzgamos que es mas cómoda, económica, 
liberal y verdadera. Es mas cómoda porque los ciudadanos 
usan en tal caso del derecho electoral, sin salir de su casa: 
mas económica porque nombrando cada pueblo sus comi­
sionados, se ahorran los electores el tiempo que pierden 
cuando acuden todos á la cabeza de partido abandonando 
sus labores y trabajos: mas liberal porque puede darse una 
estcnsion sumamente lata al derecho electoral, sin que lo 
estorven los inconvenientes que circunscriben la elección 
directa: y mas verdadera, porque los votantes primeros co­
nocen lodos personalmente á los individuos á quienes man­
dan para que les representen en la junta de distrito, y es­
tos comisionados conocen también personalmente á los su­
jetos á quienes confieren los cargos de diputados á cortes; 
y en la elección directa deposita en las urnas, la inmensa 
mayoría de los electores, un voto que no representa su vo­
luntad propia y mucho menos su opinión, por que no co­
nocen ni las personas, ni las ideas, ni los principios de la 
candidatura que reciben á ciegas de manos de algún ambi­
cioso intrigante. 



La elección directa ha sido defendida por los publicis­
tas, que desean que las cortes sean, en cuanto cabe, la e s -
presion verdadera y genúina de la voluntad de los pueblos 
pero en nuestro corto entender han errado en este punto 
aunque con la mejor buena fe. Con la elección indirecta 
dándola la mayor latitud posible, pero escluyendo del de­
recho de volar y mucho mas del de ser elegidos diputados 
y senadores á todos los empleados públicos de cualquiera 
clase, calidad y categoría que sean, se conseguirá que las 
cortes representen á la nación, y no á pandillas de esta ó 
de la otra denominación, que viven á espensas del erario 
público. 

La ley que acabamos de analizar, se promulgó el dia 18 
de junio de 1 8 3 7 y es la que rije en la actualidad. 

SECCIÓN 3.» 

Reformas parciales que se han hecho en nuestra legislación 
en la tercera época constitucional. 

E n la sección presente nos proponemos indicar las prin­
cipales innovaciones que se han ejecutado en nuestra legis­
lación desde el 13 de agosto de 1 8 3 6 , hasta la mayoría 
de la reina Isabel II, ó lo que es lo mismo hasta el dia 8 
de noviembre de 1 8 4 3 , en cuya fecha dá fin el presente 
Análisis histórico-critico. Restablecida la Constitución de 
1 8 1 2 , como repetidas veces hemos dicho, el 13 de agos­
to de 1 8 3 6 , creyeron algunos que deberían entenderse 
restablecidas por este hecho, las leyes que se dictaron en 
las dos primeras épocas constitucionales, las cuales rese­
ñamos en la sección 3 . a del título 13 y en la sección 1.» 
del título 14 , pero el gobierno para evitar estas dudas pu­
blicó un real decreto el 2 0 de agosto del mismo año de 
1836 , en el que decía, que por entonces, y mientras que 
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las prócsimas cortes constituyentes deliberasen lo conve­
niente sobre tan importante asunto, no se consideren res ­
tablecidas las disposiciones emanadas de las dos épocas 
constitucionales, á escepcion de las que el gobierno resta­
blezca espresamente. El gobierno dio pues, vida á aque­
llas determinaciones constitucionales que tuvo por conve­
niente, dejando á las demás sin fuerza alguna, según ve ­
rán nuestros lectores en las observaciones siguientes. 

Una de las materias que mas llamó la atención del go ­
bierno y de las cortes en el período que ecsaminamos, fue 
la de los mayorazgos, vínculos y fundaciones, y creyendo 
que la amortización civil y eclesiástica acarreaba males en 
lugar de bienes al estado, restableció el gobierno la ley 
de 11 de octubre de 1 8 2 0 sobre supresión de mayorazgos 
y sus aclaraciones, reservando á las cortes determinar so­
bre las desmembraciones que estos sufrieron en la segun­
da época constitucional. Las corles declararon después vá­
lido el decreto del gobierno, mandando ademas que tuvie­
se cumplido efecto cuanto se hizo en la época citada del 
modo que se espresa en la ley de 19 de agosto de 1 8 4 1 . 
Con la misma fecha se promulgó otra ley en la que se dis­
pone que los bienes de las capellanías colativas á cuyo go-
ee estén llamadas ciertas y determinadas familias, se adju­
diquen como de libre disposición á los individuos de ellas 
en quienes concurra la circunstancia de preferente parentes­
co según los llamamientos, pero sin diferencia de secso, 
edad, condiccion, ni estado. Y por otra ley del 2 de se­
tiembre de 1841 se declararon nacionales todos los bienes 
del clero secular. 

Abolidos los mayorazgos y capellanías, acabada la amor­
tización eclesiástica y civil, se eslinguieron también los s e ­
ñónos jurisdiccionales y feudales y todas las prestaciones 
que de ellos tuviesen oríjen, y ademas se mandó demoler 
los signos que demuestren vasallaje, restableciéndose las 
leyes de 20 de mayo de 1 8 1 3 , y 3 de mayo de 1 8 2 3 . 



Se estinguieron igualmente los monasterios, colegios, 
congregaciones y demás casas de religiosos de ambos sec-
sos en la Península Islas adyacentes y posesiones de Áfri­
ca: se devolvieron los bienes nacionales á los compradores 
de 1 8 2 0 al 1 8 2 3 : y se restableció el decreto de las cor­
tes de 1822 , declarando á los regulares secularizados há­
biles para adquirir por testamento y ab intestato. 

La agricultura y la ganadería recibieron algunas peque­
ñas mejoras en la época que describimos, con el restable­
cimiento del decreto de las cortes de 8 de junio de 1 8 1 3 
relativo al fomento de estas profesiones, con la supresión 
de los diezmos y primicias que pesaban esclusivamente so ­
bre los labradores y ganaderos, con las medidas que se to ­
maron para la distribución de las aguas de riego, con el 
establecimiento de bancos de socorros para los labradores, 
con la libertad que se concedió á los labradores para que 
hagan las vendimias en los dias que mas les convenga y 
acomode, y con las reglas que se dictaron para el uso y 
aprovechamiento de los pastos públicos. 

Los montes y plantíos merecieron por su importancia, 
que se dictaran varias disposiciones con el laudable fin de 
procurar su conservación y mejora, por lo que se prohibió 
á los ayuntamientos y diputaciones los descuajes, rompi­
mientos y cortas eslraordinarias, se mandaron deslindar los 
nacionales, se dieron órdenes sobre lo que debe hacerse 
cuando sean destrozados, talados, ó quemados, se suprimió 
la dirección general de montes, y finalmente se estableció 
en la corte una escuela especial de montes y plantíos. 

El comercio y la industria recibieron algún amparo y 
protección, con el restablecimiento del decreto de las cor­
tes de 8 de junio de 1 8 1 3 el cual concedía la liber­
tad de establecer fábricas y ejercer cualquiera industria, 
con la prohibición de imponer arbitrios sobre especies de 
consumo, con la esencion de derechos concedida á los acei­
tes nacionales que se estraigan, con la esencion de los 



derechos de importación decretada á favor de los vinos 
blancos del reino esportados al estranjero, con la supre­
sión de las alcabalas en las permutas, con la abolición del 
impuesto sobre aguardientes y licores, con la supresión de 
las cargas de fiel medidor, correduría, lonja, peso real y de-
mas que bajo cualquiera denominación recaigan sobre el 
peso y la medida, y con la estincion de los arbitrios que se 
ecsijía en las aduanas. También se suprimieron en los ú l ­
timos dias de la regencia del general Espartero todos los 
derechos de puertas que no fuesen municipales, y los im­
puestos conocidos por los nombres de alcabalas, cientos, 
millones, nieve, catastro, equivalente y talla; pero fueron 
restablecidos á la caida del regente por el gobierno provi­
sional, que le sucedió. 

El sagrado derecho de propiedad alcanzó algunas repa­
raciones, que se consignaron en el restablecimiento del de­
creto de 8 de julio de 1 8 1 3 , en la nueva ley de caza y 
pesca, y en la que declara la libertad que los dueños 
tienen de arrendar á su voluntad y albeldrío las casas á 
las personas que gusten. 

La administración de justicia sufrió varias y útilísimas 
modificaciones, con el restablecimiento de los decretos de 
las cortes de 19 de abril de 1 8 1 3 sobre el modo de d i ­
rimir las competencias, de 11 de setiembre de 1820 sobre 
substanciación de causas criminales y modo de proceder á 
la prisión ó arresto, de 18 de mayo de 1821 sobre ju i ­
cios de conciliación, con la supresión del real consejo de 
España ó Indias, con el restablecimiento de la orden de 
2 0 de marzo de 1821 para que los tribunales eclesiásticos 
admitan las apelaciones en ambos efectos, con la declara­
ción de que las sentencias dictadas en la segunda época 
constitucional tengan la calidad ejecutaría, con la subsis­
tencia legal que se dio al título 5.° de la Constitución de 
1 8 1 2 , con la promulgación de una ley para la substancia­
ción de los pleitos de menor cuantía, con las reglas que 



se dictaron para justificar los motivos en que se funden las 
dispensas de ley y gracias al sacar, con la publicación de 
una ley para los recursos de nulidad é injusticia notoria, 
con el precepto para que los intendentes y subdelegados 
de rentas cumplan como jueces de 1 . a instancia el R e ­
glamento provisional en la parte que les concierne, con el 
orden marcado para la substanciación de los pleitos sobre 
denuncias de bienes mostrencos, con la declaración de ser 
necesario el abono de los testigos ausentes ó muertos en 
causas criminales cuando las partes no se conformen con 
sus declaraciones, con la abolición de los tribunales pa­
trimoniales y de casa real, y con el restablecimiento de la 
ley de 17 de abril de 1821 sobre el conocimiento y m o ­
do de proceder en causas de conspiración. Señalóse tam­
bién las cualidades que debían adornar á los letrados que 
han de ser nombrados jueces y magistrados, y se sancio­
naron la responsabilidad y la inamovilidad judicial; pero 
desgraciadamente, yacen en el mayor desprecio determina­
ciones tan sabias, como las tres últimas que acabamos 
de indicar. 

La administración de los pueblos esperimenló notabi­
lísimas reformas con el restablecimiento de los decretos 
de las corles de 10 de julio de 1 8 1 2 y 11 de agosto de 
1 8 1 3 , los cuales tratan de los ayuntamientos y diputacio­
nes provinciales, con la estincion de las subdelegaciones 
y demás dependencias de policía, con el restablecimiento 
de la ley de 3 de febrero de 1 8 2 3 sobre ayuntamientos, 
diputaciones provinciales y gefaturas políticas, con las me­
didas dictadas para la enagenacion de bienes de propios 
de los pueblos, con el decreto de las cortes sobre organi­
zación de las diputaciones provinciales, con la nueva or­
ganización que se dio á los gobiernos políticos, con el a r ­
reglo de los fueros de Navarra, y con la creación de una 
escuela especial de administración en Madrid. 

El sistema carcelario y penitencial, que tan abandonado 



y atrasado se halla todavía entre nosotros, fué también aten­
dido y mejorado en parte durante el período que ecsami­
namos, con las medidas que se dictaron sobre los requisi­
tos que deben tener las cárceles, y los alcaides y demás 
empleados subalternos con la publicación del apéndice ó 
parte adicional á la ordenanza de presidios, con las re ­
formas que se intentaron en el sistema carcelario, penal y 
correccional, como lo demuestran el estado en que hoy se 
encuentran la casa-galera de la corte y el correccional de 
Valencia; pero todavía ecsige el buen nombre de la Espa­
ña, que se hagan en esta materia, grandes, importantes y 
necesarias reformas. 

Cuando la ilustración abanza con la mayor rapidez por 
la moderna Europa, natural era que en España se mirase 
como uno de los primeros y mas nobles deberes del go­
bierno el procurar que las luces se propaguen y difundan 
por todas las clases que constituyen esta desgraciada mo­
narquía. A tan laudable objeto se dirigieron las disposicio­
nes que autorizaron á los particulares para que pudieran 
establecer colegios de humanidades, sin necesidad de pre­
via licencia real, bajo ciertas condiciones, las que ordena­
ron el plan provisional para la instrucción primaria, la crea­
ción de escuelas normales, de institutos de primera y se­
gunda enseñanza, de bibliotecas públicas, y de un boletín 
oficial de instrucción pública, las que dictaron el reglamen­
to para las comisiones de instrucción primaria, las que de­
cretaron la creación de una escuela especial de administra­
ción y otra de montes y plantíos en la corle, y un plan ge­
neral de esludios, y las que sancionaron el sagrado derecho 
de propiedad en las obras y produciones literarias. 

Las principales innovaciones que acabamos de enunciar 
en la sección presente han sido ecsaminadas con la mayor 
maestría y ostensión por los sabios redactores del Boletín 
de jurisprudencia y legislación, por lo que es poco menos 
que imposible el conocer á fondo esta interesante parte de 



nuestra legislación sin poseer aquella preciosa publicación 
periódica, en la cual ha escrito. Don Joaquín Francisco 
Pacheco sus luminosos comentarios á las leyes de desvin-
culacion y al decreto de 4 de noviembre de 1 8 3 8 sobre 
recursos de nulidad; ha consignado Don Vicente Hernán­
dez de la Rúa sus eruditos comentarios á las leyes sobre 
negocios de menor cuantía, y sobre adjudicación de los 
bienes de las capellanías colativas, y sus reflecsiones á las 
leyes de desamortización eclesiástica, de arrendamientos, 
de pastos públicos y de dominio particular, y de la consi­
deración civil de los religiosos esclaustrados; ha publicado 
Don M. S. sus comentarios al decreto de 17 de abril de 
1 8 2 1 restablecido en 30 de agosto de 1836 sobre el co­
nocimiento y modo de proceder en las causas de conspi­
ración; y se ha dado cabida á otros brillantes artículos que 
versan sobre diferentes materias. 



C O X C I Í I J S M K V . 

I. 

Convencidos estarán ya sin duda alguna nuestros lecto­
res de que ha llegado hasta el último estremo posible el 
desorden de nuestra legislación, de que á tan lastimosa y 
aun vergonzosa situación hemos sido conducidos por la 
manía de publicar Recopilaciones legales, que dejaran en 
pie todos los códigos y leyes que las precedieron, y de que 
de tales elementos de desorden han nacido las infinitas opi­
niones y disputas que convierten al foro en una completa 
Babilonia. Por desconsolador, triste y sombrío, que apa­
rezca este cuadro á nuestra vista no por eso deja de ser 
esacto, verdadero y copiado fielmente del natural. Una 
divergencia fatal se nota entre nuestros mas esclarecidos ju­
risconsultos, no solo sobre la interpretación é inteligencia 
de muchísimas de nuestras leyes, sino también hasta sobre 
la autoridad de los diversos códigos. Algunos les niegan 
la fuerza legal al Ordenamiento de Montalvo, ú Ordenan­
zas ¡leales de Castilla, al Fuero Real y al Fuero-Juzgo, 
cuando otros los conceptúan vigentes todavía. Nosotros 
hemos dejado consignada nuestra insignificante opinión so­
bre este punto, al tratar particularmente en esta obrita de 
cada uno de nuestros códigos legales. 

Aumentóse la confusión y embrollo de la legislación es­
pañola, con las leyes, decretos y órdenes, que después de 
la publicación de la Novísima Recopilación siguieron, es­
pidiendo nuestros reyes, pues cada año se forma de ellas 
uno ó dos tomos voluminosos en cuarto. E n los últimos 



treinta años se ha multiplicado esta legislación flotante de 
un modo cslraordinario, á causa de las revoluciones que 
han desgarrado el corazón de nuestra desventurada Espa­
ña, de manera que no hay memoria ni entendimiento que 
basten á comprehender y recordar tantas, tan variadas y tan 
contrarias disposiciones, como en este revoltoso período 
han sancionado nuestros monarcas, ora absolutos, ora 
constitucionales. Vaste decir, que para poder adquirir las 
noticias que de este género dejamos indicadas en la sec­
ción 3 . a del título 1 3 , en el párrafo 1.° de la sección 1 . a 

del título 14 , en el párrafo 1.° de la sección 1 . a y en el 
párrafo 1.° de la sección 3 . a del título 15 , y en la sección 
3 . a del título 16, hemos tenido que tomarnos el ímprobo 
trabajo de reconocer los 40 tomos de que se componen la 
colección de los decretos y órdenes de las cortes de las 
dos primeras épocas constitucionales, y la de los decretos, 
órdenes y leyes promulgadas en el reinado de Fernando 
VII y en la minoría de su hija Isabel II . Lamentable es 
también tener que confesar, que las dos colecciones cita­
das no solo perjudican al estudio de nuestra legislación, 
por su inmenso fárrago, sino también por el abandono que 
se advierte en su redacción, pues en lugar de formar cua­
dernos separados para cada ramo, distribuidos en seccio­
nes según lo ecsigen sus diferentes materias, no se hace 
mas que amontonar las leyes y las órdenes, decretos, cir­
culares, vandos y manifiestos del gobierno por el orden 
cronológico de sus fechas, y aun esto se practica con el 
mayor descuido y abandono, por que son muchas las dis­
posiciones de este género que no se encuentran en las ci­
tadas colecciones, y no escasas las que se publican por 
apéndices en los cuales se confiesa esta punible negligen­
cia. El Señor Don León Carbonero y Sol publicó el año 
de 1841 un Estracto alfabético de cuanto contienen todos 
los lomos de decretos, reuniendo en cada palabra todas las 
disposiciones concernientes á la materia, con lo que ha la-



cuitado notablemente el conocimiento de esta parte de nues­
tro derecho. 

Y para que todo se conjure en contra de la legislación 
española, varios ministerios de diferentes matices políticos 
han invadido el poder legislativo atribuyéndose la facultad 
de legislar, sin reparar en que este derecho compete esclu-
stvamente á las cortes con el rey por la Constitución vigente, 
que están obligados á obedecer y respetar y á hacer que los 
demás españoles la respeten y obedezcan; por cuyo motivo 
no es nuevo el ver disputar en los tribunales de España, 
sobre si un decreto ó una real orden restablece alguna ley 
abolida, ó modifica ó deroga las vigentes. ¡ Tal es el lamen­
table desorden que reina en nuestra legislación ! Desorden 
que todos confiesan, desorden que todos dicen que es pre­
ciso desterrar, pero que no todos convienen en la manera 
de hacerse esta reforma. 

II . 

Dicen unos, que es una quimera, una ilusión la idea 
de formar unos códigos completos: que estos códigos sí 
es que ha formarse llegaran, serían una barrera que se 
opondría al progreso, por que el respeto debido á este 
monumento nacional unido á la vanidad harían que nadie 
se atreviera á tocar y corregir los defectos que con el 
transcurso del tiempo se habían de notar: que por el con­
trario son muy fáciles las reformas cuando la legislación 
está fraccionada en leyes separadas y distintas, que tienen 
la ventaja de corregirse por otras, con mucha facilidad y 
sin ninguna oposición: y por último que la discusión de 
los códigos sería una tarea, que fatigaría antes de llegar 
al fin á los cuerpos colegisladores, si habian de discutirlos 
y aprobarlos en una sola legislatura. 

Otros sostienen que repelidas y tristes espcriencias han 
debido desengañarnos de la posibilidad de reformar la l e -



gislacion española, por medio de leyes sueltas y parciales 
que se recopilen de época en época, pues que ya hemos 
visto que Don Alonso XI y todos sus subcesores han ago­
tado inútilmente cuantos remedios de esta clase pueden 
ponerse en acción, y que sus resultados lejos de ser tan 
prósperos y felices, como los que anuncian los enemigos 
de códigos únicos y generales, han producido solamente el 
caos y el desorden espantoso que hoy deploramos. ¿ Y que, 
dicen, seremos tan ciegos y obcecados que nos empeñe­
mos en reformar nuestra legislación, con los elementos 
mismos de su confusión y ruina ? ¿ De nada han de servir­
nos los ejemplos numerosos que nos presenta la historia de 
ensayos que naufragaron, por seguir el rumbo trazado por 
Don Alonso XI en lugar de él derrotero que el rey Sabio 
nos mostró ? No es por moda, ni menos por solo orgullo 
nacional, por lo que pedimos en voz alta unos códigos le­
gislativos, originales, breves y metódicos, que deroguen el 
cúmulo de cuadernos que contienen nuestras antiguas le­
yes, relegándolos á la historia, no, sino por el íntimo y 
profundo convencimiento que tenemos de que hoy es nues­
tra legislación incomprehensible, no solo para la generali­
dad de los ciudadanos, sino también para el estudioso ju­
risconsulto y magistrado laborioso, y que solamente unos 
nuevos códigos podrán sacarla de esta abyección degradante. 

Don Joaquin Francisco Pacheco dice sobre este punto 
en el Boletín de jurisprudencia y legislación bajo el epí­
grafe de CÓDIGOS. « El nombre que acabamos de escribir 
y que no por la primera vez trazamos ahora en las colum­
nas del Boletin de jurisprudencia, es de los que no pue­
den olvidar ni por un solo instante los jurisconsultos espa­
ñoles, porque encierra la espresion de la necesidad mas 
sentida, mas reconocida, mas confesada en el orden legal y 
jurídico de la nación á que pertenecemos. Ese nombre ha 
sido nuestro clamor durante largos años: ese nombre ha 
sido la ilusión con que hemos atravesado tantas épocas de 



inmenso desorden: ese nombre es el quejido doloroso qué 
se nos escapa, aun después de haber visto pasar aquellos 
y prolongarse estas, y dilatarse mas allá de toda medida el 
remedio por que ansiábamos y se nos ofrecía para tantos 
males. Pronunciado entonces con esperanza, aguardando 
en breve su realización; pronunciado hoy con desaliento, 
al considerar cuan poco adelantamos hacia ésta; dicésele 
siempre, con fé, por que estamos persuadidos de que se 
enmendaría mucho en la esfera de la administración de 
justicia, y se ordenarían inmediatamente nuestras relacio­
nes legales, si llegara el momento de que no fuese una po­
sibilidad y una idea, sino un hecho verificado y llevado á 
cabo, como lo conciben todos los hombres instruidos de 
nuestra sociedad.» 

Nosotros seguimos la opinión de estos últimos, que es 
la mas general y razonable, y de la cual han participado 
todos los hombres de gobierno que desde el año de 1 8 1 2 
hasta el presente han dirigido los negocios públicos de E s ­
paña; pues como han visto nuestros lectores en diferentes 
partes de esta obrita, desde el año de 1 8 1 4 en que se for­
mó la primera comisión para la redacción de los códigos 
civil y criminal hasta el dia en que Isabel II fue declarada 
mayor de edad, todos los ministerios han reconocido esta 
necesidad y han procurado por su parte satisfacerla. Tanto 
los gobiernos que han mandado bajo el régimen constitu­
cional como los que lo han hecho bajo el absoluto han 
pensado (le una misma manera en este punto, y aun nos 
atrevemos á decir que si Fernando Vil hubiera vivido al­
gunos años mas, habría publicado uno á uno los códigos 
generales que esperamos, como lo demuestra la promul­
gación del Código de comercio que ecsaminamos en el pár­
rafo 1.° de la sección 2 . a del título 14, y la redacción del 
Provecto de un Código criminal, que analizamos en el pár­
rafo 3.° de la misma sección y titulo. 

Repetimos que nosotros seguimos la opinión de los que 



desean la pronta promulgación de los nuevos códigos, por 
que á nuestro juicio no basta para abandonar una empresa 
tan grande como esta, el que haya que luchar con algunas 
dificultades que pueden superarse. Pero no juzgamos por 
eso, que las leyes contenidas en un código se eternizan 
con él, como dicen los que siguen la opinión contraria, pues 
aunque no aplaudimos, sino que censuramos, la veleidosi-
dad de estos últimos años, en los que en el corto espacio 
de algunos meses, hemos visto á varias leyes morir y resu­
citar para desaparecer otra vez en seguida, convenimos con 
los que piensan, que no sin razón hubo quien dijo, que la 
ley es una beldad que con el tiempo se marchita y se enve-
gece, y que por lo regular la que vive mas de cien años, se 
vé acometida de achaques y de enfermedades, que la condu­
cen al sepulcro. Confesamos si embargo, que eesisten mu­
chas leyes que nacieron para no morir jamás, y que vivi­
rán hasta la consumación de los siglos, siendo siempre las 
mismas en el fondo, aunque en las formas sufrirán nece­
sariamente aquellas modificaciones que ecsigen las dife­
rentes circunstancias, que emanan de la diversidad de tiem­
pos, costumbres, luces y situaciones políticas, morales y 
físicas de los pueblos. 

I I I . 

Es en el dia imposible, absolutamente imposible la bue­
na administración de justicia, por estar nuestra legislación 
vigente, dispersa y confundida con la derogada y antigua en 
los infinitos cuerpos de leyes, que en el presente Análisis 
hemos ecsaminado, y que los citaremos aquí por el orden 
de preferencia con que según nuestra insignificante opi­
nión, deben aplicar los jueces sus disposiciones en los ca­
sos prácticos; y son: 

1.° Los Códigos, leyes, reales decretos, órdenes y 
pragmáticas posteriores á la Novísima Recopilación, preíi-
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riendo las de fecha mas moderna á las que la tengan mas 
antigua. 

2.° Las leyes comprehendidas en los 12 libros de la 
Novísima Recopilación, sus notas y suplementos. 

3.° Las leyes contenidas en los 9 libros de la Nueva 
Recopilación y en el tomo de Autos acordados del consejo 
que se le agregó. 

4.° Las 8 3 Leyes de Toro, las cuales se incluyeron en 
la Novísima y gozan por consiguiente de igual preferencia 
que las demás de aquel código. 

5.° Las Ordenanzas Reales de Castilla ó el Ordena­
miento del Doctor Montalvo. 

6.° El Ordenamiento de Alcalá de Henares. 
7.° Las leyes de los Fueros Municipales en lo que 

fueren usadas y guardadas. 
8.° Las leyes del Fuero Real y las llamadas del Es ­

tilo en lo que estén en uso y observancia. 
9.° Las leyes del Fuero Viejo de Castilla en lo que 

sean aplicables. 
10. Las leyes del Fuero-Juzgo. 
11. Las leyes de las Siete Partidas. 
Si nuestra legislación es un inmenso é insondable 

océano por el que hay que navegar á la ventura sin brú­
jula y sin timón, lo hacen mas borrascoso y temible las 
legislaciones particulares de diversas provincias, y la mul­
titud de fueros privativos. Aragón, Cataluña, Navarra y 
otras provincias tienen sus leyes peculiares, y el eclesiás­
tico, el militar y otros muchos, por abusos que debieron 
haber desaparecido hace tiempo, siguen todavía bajo la 
salvaguardia de jueces particulares y libres de la jurisdic­
ción de los tribunales ordinarios. Y no solamente hay esto, 
sino que aun los mismos cuerpos y clases privilegiadas se 
subdividen después en otras diferentes fracciones que t ie­
nen también tribunales especialmente privativos. Los mi­
litares por ejemplo, no están todos sujetos á la jurisdicción 



militar ordinaria ó general, sino que los artilleros, ingenie­
ros, marinos, oficinistas y otros gozan de tribunales espe-
cialísimos. Nacen de esto muchas veces grandes daños, 
ora porque se mandan á las provincias citadas jueces y ma­
gistrados que desconocen su legislación, pues en las uni­
versidades solo se enseña la general del reino, y son muy 
escasos los hombres que se han dedicado á escribir sobre 
las leyes especiales de algunas provincias; ora porque se 
suscitan continuamente interminables disputas y competen­
cias entre jueces de diversas jurisdicciones, las cuales ade­
mas de acarrear grandes perjuicios á los particulares, r e ­
dundan siempre en descrédito y desdoro de la administra­
ción de justicia. 

Repetimos pues, lo que en la sección 1 . a del título 10 
dijimos. «En ciertos casos no queda otro recurso que el de 
edificar de nuevo, porque el empeñarse en sostener un 
edificio que se arruina y se desploma por su mala cons­
trucción y vegez, recomponiéndolo con sus mismos escom­
bros, y apuntalándolo con algunos materiales nuevos, es 
malgastar el tiempo y perder inútilmente elementos, que 
con menor trabajo pudieran habernos producido otro edi­
ficio de nueva planta, de formas mas elegantes, de mayo­
res comodidades y de solidez mas grande.» 

Finalmente para aquellos que no tengan valor nuestras 
razones tenemos reservado un argumento que no admite 
réplica. Cualquiera que sea el color político del gobierno 
español, no podrá prescindir de la obligación sagrada que 
sobre sí pesa, de dar á esta nación unos códigos generales, 
mientras que no se borre de la Constitución del estado el 
artículo i . ° que á la letra dice: « Unos mismos códigos 
regirán en toda la monarquía, y en ellos no se establecerá 
mas que un solo fuero para lodos los españoles, en los 
juicios comunes, civiles y criminales. » 

Sorpréndenos, que haciendo ya treinta años que se está 
trabajando en la redacción de códigos, no se haya regene-



rado hasta ahora nuestra monstruosa legislación, pues si 
bien es cierto que en tan largo período ha vivido la España 
en continuas revoluciones y revueltas, no concebimos co­
mo habiéndolos prometido repelidas veces durante la mi ­
noría de Isabel 11 lodos los ministerios en actos muy so­
lemnes, ninguno de laníos hombres como se dispulan y 
reparten el mando y disponen alternativamente de los des ­
tinos y del porvenir de nuestra patria, ha pensado en in ­
mortalizar su nombre reformando nuestra legislación. 

Con placer vemos que se acerca por fin este dia ventu­
roso para España, pues en real decreto de 19 de agosto de 
1 8 4 3 decía el gobierno provisional presidido por Don Joa­
quín María López « Entre las muchas reformas que recla­
ma imperiosamente el pueblo español, la de su legislación 
es acaso la mas importante de todas: así lo siente el pais 
y así lo han conocido cuantos Gobiernos se han sucedido 
en el poder de muchos años á esta parte; y sin embargo, 
preocupado el ánimo de los gobernantes y de los cuerpos 
colegisladores con las amargas vicisitudes de la guerra civil 
y la agitación de las cuestiones políticas, poco se ha ade­
lantado hasta ahora en la grande obra de la codificación, 
atraso lamentable, y que en gran parte se debe al sistema 
empleado en los trabajos preparatorios ». El gobierno pro­
visional nombré en el real decrelo citado una comisión en­
cargándola la redacción de los futuros códigos, la cual se 
compone de las personas siguientes: 

Don Juan Manuel Cortina, presidente. 
Don Juan Bravo Morillo. 
Don Pascual Madoz. 
Don Manuel Pérez Hernández. 
Don Luis González Bravo. 
Don Francisco Paula Castro y Orozco. 
Don José María Tejada. 
Don Manuel Seijas Lozano. 
Don Domingo Yila. 



Don Manuel Gallardo. 
Don Claudio Antón de Luzuriaga. 
Don Manuel Urbina y Daoiz. 
Don Javier de Quinto. 
Don Florencio García Goycna. 
Don Cirilo Alvarez. 
Don Domingo Ruiz de la Vega. 
Don Manuel Orliz de Zúñiga. 
Don Joaquín Escriche. 
Apenas habían trascurrido tres meses desde que el go­

bierno provisional dictó tan interesante providencia, cuando 
el dia 8 de noviembre de 1 8 4 3 , declararon las corles ma­
yor de edad á la hija y subcesora de Fernando VII, según 
queda dicho en la sección 3 . a del título 12 . No dudamos 
pues, ya, que la comisión nombrada desempeñara" digna­
mente su honroso comelido y que sus trabajos después que 
sean revisados por el gobierno y depurados por las cortes 
elevarán á la legislación española á la altura de las legisla­
ciones, de los pueblos mas civilizados de Europa. La reina 
Doña Isabel II inaugurará de este modo dignamente su 
mayoría, dando fin y cima al grande pensamiento de su 
antecesor Don Alonso el Sabio, y recogiendo abundantes 
y sinceras bendiciones que le tributarán todos los españo­
les amantes del buen nombre y gloria de su reina, de la 
recta administración de justicia y de la prosperidad de su 
patria. 

I V . 

Eslrañarán quizas algunos de nuestros lectores que ha­
biendo hecho mención de la Constitución de ¡íayona en la 
sección 3 . a del título 12, no la hayamos después ecsami-
nado en el lugar que según el orden cronológico que ser 
güimos en esta obra le correspondía. A los que así piensen 
les diennos, que efectivamente hubiéramos analizado la 
Constitución citada á pesar de la ilegitimidad y bastardía de 
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su origen, si al menos de hecho hubiera regido en nuestra 
patria, pero que no habiendo sucedido así, hemos creido 
que no había razón ninguna para que figurase entre los 
códigos españoles. 

Concluimos nuestra tarea, rogando á los lectores que 
antes de juzgar al presente Análisis en el que trazamos la 
historia de nuestra legislación desde el origen de nuestra 
monarquía hasta el dia de la mayoría de la reina Isabel II, 
vuelvan á repasar el prólogo que bajo del epígrafe á nues­
tros suscriiores, pusimos á la entrada de esta obrita; por­
que ó nos fascina el amor propio, ó hemos hecho algo mas 
de lo que allí prometimos. En esta obra no solo se rese­
ña la historia de todos nuestros cuadernos legales y se ana­
lizan estos, sino que también se demuestra la urgente nece­
sidad de que se publiquen unos nuevos códigos que dero­
guen los ecsistenles. Esperamos ademas que nuestros lec­
tores, nos perdonarán los defectos que en ella hayan en ­
contrado, no tan solo teniendo en cuenta nuestra buena fe 
y sana intención, sino también por que siendo difícil e s ­
cribir un compendio, ó un libro elemental aun sobre mate­
rias que han sido tratadas eslensa y magislralmenle en obras 
latas, se harán cargo de las dificultades que hemos tenido 
que vencer p a n bosquejar la historia de la legislación e s ­
pañola, con tan escasos elementos como hasta el dia ecsis-
ten; pues no ignoran que la historia critica de las leyes es 
una ciencia abandonada y desconocida en España y que 
todavía no ha habido nadie que baya escrito la historia ge­
neral y completa de nuestra legislación. Rayaría, por lo tan­
to en lo imposible que nosotros, tan escasos de recursos, 
como de capacidad, hubiéramos hecho una obra perfecta en 
su género, pero (como digimos en el prólogo,) si consegui­
mos que á pesar de todos sus lunares sirva de alguna uti­
lidad, por escasa que ésta sea, quedarán satisfechos nues­
tros deseos. 

FIN DEL SEGUNDO Y ÚLTLUO TOMO. 
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114 8 provinciaes provinciales 
1 1 8 16 Cconstitucion Constitución 
2 2 5 3 4 en en el en el 

Aunque tenemos ofrecido poner al fin de esta obra la 
lista nominal de los señores que nos han honrado con sus 
suscriciones, nos vemos en la imposibilidad de cumplir 
nuestra promesa, por que la mayor parte de nuestros cor­
responsales no nos han facilitado las listas que con este 
objeto les pedimos á su tiempo. Debemos no obstante ha­
cer saber á nuestros suscritores que no llegan al número 
designado para que tengan opción á recibir gratis los r e ­
tratos litografiados de los reyes en cuyos reinados se hu­
biese publicado alguno de nuestros códigos legales. 












